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REVISTA ESPAÑOLA 
DE DERECHO CANONICO 


Volumen I ENERO -ABRIL 1946 Número 1 


El Instituto “San Raimundo de Peñafort”, dependiente del 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas, ofrece hoy a los 
amantes de la Ciencia canónica una revista: REVISTA ESPAÑO- 
LA DE DERECHO CANONICO, título que podrá, tal vez, pare- 
cer a algunos excesivamente pretencioso; y, sin embargo, creemos 
que no lo es. 


En España, sobre todo de cinco años a esta parte, se publican 
varias revistas que hacen honor al resurgimiento. de la ciencia es- 
pañola; pero hasta ahora no se publicaba en nuestra Patria ninguna 
que estuviera por entero consagrada úmica y exclusivamente a los 
estudios canónicos, como lo está la que hoy ve la luz pública por vez 
primera. Se viste ésta con el ropaje de la rica y armoniosa lengua 
de nuestra Patria. Sin que se cierren las puertas a colaboraciones 
que le vengan de afuera, los colaboradorcs asiduos de la revista son 
todos ellos españoles, eclesiásticos y seglares, encuadrados en las 
Universidades pontificias y en las estatales, en Seminarios, en cu- 
rias diocesanas, en Iglesias Catedrales, en Ordenes y Congregacto- 
nes religiosas. Finalmente, se propone la nueva revista, como fin 
próximo e inmediato de la misma, difundir la cultura canónica es- 
pañola dentro de las fronteras de nuestra Patria; pero aspira tam- 
bién a ser el portavoz de dicha cultura en el extranjero, sobre todo 
en los países de lengua española. Por estas razones se le ha dado el 
título que ostenta, 


Siendo éste el fin que la revista se propone, va dirigida a todos 
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los que sientan afición a los estudios canómcos y a todos aquellos 
que por razón de su profesión tengan necesidad de conocer más a 
fondo las leyes de la Iglesia. Por eso ocuparán lugar preeminente 
en sus columnas y constituirán, por decirlo así, el núcleo de la 
misma los estudios y los trabajos de investigación canónica, tanto 
histórica como dogmática; pero ello no ha de ser obstáculo para que 
se atienda también, con la debida proporción, a cuestiones canóni- 
cas prácticas, que pueden interesar no sólo a los canonistas especia- 
lizados, sino también a todos aquellos que tienen que aplicar o cola- 
borar en la aplicación de las leyes de la Iglesia, cuales son las curtas 
eclesiásticas y civiles y los abogados en ejercicio. 


Nace esta revista bajo el patrocinio del Consejo Superior de In- 
vestigaciones Científicas—feliz creación del Estado español—, al 
que tanto se debe por su esfuerzo y su tenacidad en' pro de la reha- 
bilitación de la cultura patria y del nombre de España más allá de 
nuestras fronteras, sobre todo en momentos en que se nos descono- 
ce en absoluto. Los diversos Institutos tienen ya sus revistas que 
colaboran en esta gran obra de patriotismo, y el Instituto “San Rai- 
mundo de Pefiafort" no podía ni puede permanecer aislado. Por eso, 
con la publicación de REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO 
CANONICO, procura aportar su grano de arena en pro del interés 
común, dando al mismo tiempo satisfacción a cuantos suspiraban 
por la publicación de una revista de este género. Estos deseos, que 
se hicieron todavía más patentes con ocasión de la Semana Canó- 
mca celebrada poco ha en Salamanca, sede del Instituto, tienen ahora 
su realización. Saludamos cordialmente a esas revistas que se pro- 
ponen, en último término, el mismo fin al que nosotros aspiramos: 
la elevación de la cultura española y, mediante ella, el engrande- 
cimiento de la Iglesia y de la Patria. 


Que Dios, de quien procede toda ciencia, bendiga estas aspi- 
raciones de la revista para que puedan trocarse en realidad. 
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LA PERSONALIDAD Y OBRA JURIDICA 
DE SAN RAIMUNDO DE PEÑAFORT 0 


En la elaboración de este trabajo, en atención a la brevedad, he de 
omitir forzosamente la narración de varios hechos concretos del Santo 
y la ampliación histórica de otros que nos ilustrarian mucho para formar 
un concepto adecuado de su vastísima y gigantesca labor, la cual aparece 
en los libros y en las múltiples actividades que llevó a cabo. Porque San 
Raimundo no fué solamente un sabio de extraordinaria cultura teológica 
y jurídica, sino sobre todo un santo, que escribía por mandato de sus su- 
periores y que, llevado de la gloria de Dios y de la salvación de las almas, 
desarrolló en su vida diversas actividades, en las cuales aportó toda su 
personalidad científica. Esas obras escritas y esas actividades forman el 
eje de cuanto voy a decir, previas unas breves consideraciones, que estimo 
convenientes, sobre las circunstancias de los tiempos en que el Santo vivió. 


ESDADO-DE-SLACEPOCA-Y DE: LAS CIENCIA: JURIDICA 
UT ATNETPIOSUDEPSSIGDIOUXID 


1.—La época en que nació y vivió sus primeros años San Raimundo 
de Penyafort, fué una época de profunda agitación espiritual en los pue- 
blos de Europa, promovida por la lucha enconada entre la civilización 
pagana, que no se resignaba a sucumbir, y la civilización cristiana, que 


pasaba de la infancia a la virilidad, consiguiendo importantes triunfos en 


los individuos y en las instituciones de los pueblos. En el fondo, era la 
lucha del espíritu sobre la materia, que se halla siempre, a través de la 
historia, en la humanidad caída y reparada, pero que en aquellos tiem- 
pos adquirió específicos y destacados caracteres de intensa actividad. 


(1) Discurso leído en la sesión de clausura de Ja I Semana de Derecho canónico. 
ge 
f ^ 


IN i 


RAMON BAUCELLS SERRA 


El choque constante de los elementos romano-pagano y cristiano, que 
en el campo de la cultura se disputaban la exclusiva de la verdad, el in- 
tercambio de las ideas, el desplazamiento y agitación espiritual que ha- 
bian producido las Cruzadas, la revolución profund da que en las ideas y 
en las costumbres amenazaban producir el contraste entre los elementos 
indígenas y romanos, la filosofía y el derecho paganos, la influencia árabe 
y la argamasa germánica, daban a esta época un carácter de confusión y 
de gravísimo peligro para los sagrados intereses de la Iglesia y aun de la 
paz social de los pueblos. 

Los pueblos de Europa, que se habían dado cuenta de su ignorancia 
y de su rudeza, se afanan en pos del saber, sienten la necesidad de nuevos 
elementos de vida, buscan con ardor la armonía en sus relaciones e insti- 
tuciones sociales y se esfuerzan para avanzar en la carrera de la civiliza- 
ción en encuentro de nuevos rumbos, con persistentes tentativas que, si 
fracasan algunas veces, es para emprenderlas de nuevo con un aliento y 
brío que no desfallecen jamás. 

En pos de estos nuevos rumbos, se optaba por todo lo que tenía ca- 
rácter de expansión, de vida, de actividad en todos los órdenes en que se 
mueven la inteligencia y el corazón humanos. “Terrible energía de ánimo 
-—dice el gran filósofo de la historia, D. Jaime Balmes (2)—, gran fondo 
de actividad, simultáneo desarrollo de las pasiones más fuertes, espíritu 
emprendedor, vivo anhelo de independencia, fuerte inclinación al empleo 
de medios violentos, extraordinario gusto de proselitismo, la ignorancia 
combinada con la sed de saber y hasta con el entusiasmo, el fanatismo 
por todo cuanto lleva el nombre de ciencia, alto aprecio de los títulos de 
nobleza y de sangre junto con el espíritu democrático y con profundo 
respeto dondequiera que se halle, un candor infantil, una credulidad ex- 
tremada y al propio tiempo la indocilidad más terca, el espíritu de más 
tenaz resistencia, una obstinación espantosa, la corrupción y licencia de 
costumbres hermanadas con la admiración a la virtud, con la afición a las 
prácticas más austeras, con la propensión a usos y costumbres las más 
extravagantes: he aquí los rasgos que nos presenta la historia de aquellos 
tiempos.” 

Afligian además a la Europa cristiana herejías tan terribles como c! 
neomaniqueísmo, que en brevísimo tiempo inficionó el centro de la cris- 
tiandad, el norte de Italia, el mediodía de Francia; como los albigenses, 
que en Albi y en Tolosa frente a la Iglesia católica romana levantaron 


(2) El Protestantismo comparado con el Catolicismo, lib. HI, cap. 43. 
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otra iglesia, otra jerarquía y otros dogmas; como los valdenses, que 
arreciabán en sus campañas contra la dignidad del sacerdocio; y estas 
herejías, que se habían presentado en la arena con recursos formidables 
y habian encendido una espantosa guerra civil en el mediodía de Fran- 
cia, no sólo implicaban errores teológicos enormes, sino que constituían 
también aberraciones y extravios gravísimos desde el punto de vista so- 
cial. 

Por otra parte, las luchas imperialistas no se habían extinguido de! 
todo en la persona de Enrique IV por la inquebrantable virilidad de San 
Gregorio VII, y continuaban en reyes como Federico II, frente a la firme 
actitud pastoral de Inocencio III y de Honorio III. Los normandos y 
alemanes disputaban a la Iglesia su patrimonio. El Oriente en situación 
penosa por el fracaso de las Cruzadas, y el Occidente agitado y depri- 
mido por las largas y duras guerras, con el peligro de ser víctima del po- 
der de la Media Luna. 

La Iglesia católica, a cuyo influjo se debió la salvación de los pueblos 
de Europa, al revés de los pueblos de Asia y de Africa, que, faltos del 
espiritu vivificador, sucumbieron para no levantarse jamás, desarrolló, en 
aquellos tiempos, una actividad verdaderamente asombrosa, depurando en 
el orden especulativo y en el orden moral las doctrinas y las costumbres, 
absorbiendo los restos paganos en lo que tenían de verdadero y de bueno 
y cristianizándolos, levantando el espíritu humano y ensanchando consi- 
derablemente los horizontes de la verdad y de la civilización cristiana. 
Con este esfuerzo verdaderamente asombroso, la sociedad cristiana asestó 
un golpe mortal a la ideología y a la moral paganas, y apareció, como 
aurora divina, la ley de la unidad sobre aquella sociedad caótica. 

2. De este espíritu de renovación y de progreso, de ensanchamiento 
de horizontes, de universalidad y de unidad participó también en grado 
muy intenso la ciencia jurídico-canónica, la cual, habiendo formado hasta 
entonces parte de la teología general, en calidad de “teología práctica” 
o de “teología rectora”, adquirió a fines del siglo x11 personalidad pro- 
pia con la obra llevada a cabo por Graciano. Constituyen, en efecto, aque- 
- llos tiempos una verdadera época de ardorosa renovación, de aquilata- 
ción y ensanchamientos jurídico-canónicos, de un extraordinario proseli- 
tismo y casi diríamos de competencia entre los doctores en Derecho. Así 
lo demuestran el número y calidad de los glosadores del Decreto de Gra- 
ciano y de las antiguas Compilaciones de las Decretales. 

Pero en el desarrollo y cultivo de los estudios jurídicos se dejaba sen- 
tir poderosamente la lucha, de la que se ha hecho mención, entre las culturas 
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pagana y canónica, representadas por el Derecho romano y el Derecho 
canónico, por las escuelas de legistas y decretistas, por los aferrados al 
del Código de Justiniano, al Digesto y a las Novellas, representantes del 
absoluto poder del rey, y por los partidarios del Decreto de Graciano y 
de las Compilaciones canónicas, que defendían con valor el origen divino 
del poder y los fueros de la Iglesia. Venía a aumentar la confusión el 
hecho de que no pocas leyes civiles del Derecho general romano y aun 
del Derecho particular de algunos pueblos, habían sido tácita o expresa- 
mente canonizadas por la Iglesia, y, algunas de ellas, habían sido admi- 
tidas en las colecciones canónicas, y otras leyes habían imitado, por lo 
menos en la forma y en el método, a los mismos códices del Derecho ro- 
mano. 


Todo esto, como es natural, acuciaba en los elementos cultos y juris- 
tas los vivisimos anhelos de esclarecer aquel estado de ambigüedad en el 
campo de la legislación, y produjo el ambiente general de estudio y de 
aquilatamiento del Derecho, y numerosos maestros de la Universidad de 
Bolonia, donde todas estas cuestiones se agitaban vivamente y a donde 
acudían discípulos y maestros de todo el mundo, escribieron, por lo que 
se refiere al Derecho canónico, importantes Glosas al Decreto de Gracia- 
no y a las Compilaciones hasta entonces aparecidas. 


3.—Espafia no era ajena a este ambiente general. En ella, mucho an- 
tes que en el resto de Europa, había empezado el movimiento de inquietud 
con los anhelos de nuevas luces y de amplitud de horizontes en las ideas, 
a causa—dice Balmes (3)—de que la guerra con los moros hizo que se 
adelantara para la Peninsula el tiempo de las Cruzadas; y así lo demues- 
tran diversos hechos de nuestra historia patria, Concretamente, por lo 
que se refiere al estudio del Derecho canónico, entre otros hechos me- 
rece notarse que en aquellos tiempos se destacan cuatro célebres decreta- 
listas: Bernardo Compostelano, Vicente Hispano, Pedro Hispano y Dá- 
maso, quienes comentaron las Compilaciones canónicas v escribieron otras 
obras. i 

Y por lo que toca especialmente al reino de la Corona de Aragón, fué 
Cataluña, con su capital, Barcelona, un centro destacado y muy importante 
de cultura jurídica. Cataluña, que durante la dominación romana había 
formado parte de la provincia tarraconense, conservó siempre su espíritu 
romano, así durante la dominación visigoda, a la que vivió incorporada, 
como durante la reconquista contra los moros; pero lo conservó siempre, 
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adaptándolo, por su poderosa potencia práctica de asimilación, a sus usos 
y costumbres. Así, a medida que se iban recuperando las comarcas en el 
tiempo de la Reconquista, la Cataluña cristiana, con sus monasterios, con 
sus sínodos, con sus reuniones de obispos, abades y magnates, y del pueblo 
fiel, hizo revivir y restauró los elementos de la civilización romano-cris- 
tiana, que se traducían en aquellas normas de obrar, sabias disposiciones 
de usos y costumbres del país, que más tarde fueron recogidos y for- 
maron el código de los "Usatjes", que tanta influencia ejerció en las le- 
giones posteriores. Aquella legislación, propia de Cataluña, como era al- 
tamente práctica e influenciada por el sentido jurídico romano, era tam- 
bién profundamente cristiana; y así debía ser, porque es un hecho indis- 
cutble y bien probado el sentido tradicional profundamente cristiano del 
pueblo catalán, como lo es la singular devoción que el pueblo y los prin- 
cipales condes de Barcelona y de otras comarcas de Cataluña profesaron 
al Romano Pontífice (4). 


4.—La catedral de Barcelona tenia también, en los tiempos de San 
Raimundo, su escuela jurídica, mucho antes de que lo ordenara en 1179 
el tercer Concilio de Letrán. Dentro de sus muros, el Cabildo recogió la 
antigua y razonable tradición jurídica y la acrecentó con nuevos estudios. 
De ella salieron notables compiladores de textos de Derecho, redactores 
de cuerpos legales, hombres versados en la ciencia y en la práctica de la 
jurisprudencia, que, desde más de dos siglos, representaban la continui- 
dad de esfuerzos en el cultivo de los estudios jurídicos. Directores de la 
Escuela capitular y miembros calificados del scriptorium fueron con fre- 
cuencia jueces prestigiosos, autores de colecciones jurídicas estimables 
y, à veces, legisladores insignes. 


Bajo el influjo de esta gloriosa tradición jurídica de su país natal, 
y en el estado de la ciencia canónica y del espíritu de la época expresados 
vino al mundo y ejerció su trascendental labor San Raimundo de Pen- 
yafort. Tratándose de sentar con sólidos fundamentos la personalidad y 
magna obra de nuestro Santo canonista, no puede prescindirse de las 
consideraciones hechas, puesto que la ley de la predestinación divina de los 
hombres y de los pueblos abarca también el ambiente y las circunstancias 
que les aompañan; y así, la tradición de la tierra en que nació, el ambiente 
social que le rodeaba, la educación que recibió en la Escuela Capitular de 
Barcelona contribuyeron poderosamente a desarrollar y moldear aquel es- 
píritu laborioso, extraordinariamente equitativo y prudente, plasmador, de- 


(4) García Villada, Historia Eclesiástica de España, tom. Il. 
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purador y ordenador de las leyes, de la moral y del derecho en todos los 
órdenes de actividad humana, que distingue a San Raimundo de Penya- 
fort, al cual, de esta forma, corresponde un lugar preeminente en la ela- 
boración sistemática y científica de la ley de la unidad, o sea al triunfo 
racional de la verdad, que en los órdenes especulativo y práctico perseguía 
la Iglesia en el siglo XIII. 


TI 
SAN RAIMUNDO EN BOLONIA Y EN BARCELONA 


5.—La primera noticia documental que se tiene de San Raimundo de 
Penyafort data de 1204, en que aparece como scriptor de una sentencia 
dictada, à 20 de noviembre del mismo mes, por el canónigo de Barcelona, 
Ramón de Rosanes, gran amigo del Santo. Estaba entonces San Raimundo 
en la Escuela Capitular de aquella ciudad, donde estudió, primero, y ense- 
ñó, después, la Lógica y lo que entonces se llamaba Filosofía. A impulsos 
del ambiente jurídico que reinaba en Barcelona, y de conformidad con su 
temperamento y sus cualidades personales, se dirigió, en plena. juventud, 
a Bolonia, donde era tal la afluencia de estudiantes catalanes que a media- 
dos del siglo x111, de las dieciocho corporaciones que formaban la Uni- 
versidad, una de ellas era la de los catalanes. En Bolonia estuvo, al pare- 
cer, unos ocho o nueve años, primero en calidad de discipulo y luego en 
calidad de maestro en la cátedra de Prima, que era la principal. Compa- 
fieros suyos de estudio fueron algunos que más tarde debían ser ornamen- 
to de la ciencia juridica; tales fueron Accursio, jefe de la escuela de los 
glosadores; Balduino, a quien Génova confió la reforma de sus leyes; 
Odofredo, llamado el Doctorum flos; Tancredo y Sinibaldo Fieschi, más 
tarde Papa Inocencio IV. Algunos de éstos fueron también compañeros . 
suyos de magisterio, ; 

En Bolonia es donde empieza la obra jurídica de San Raimundo con 
los rasgos característicos personales, que después de algunos afios debían 
resplandecer en sus libros y en todas sus actividades. Bolonia se había dis- 
tinguido por su afición al Derecho civil, que se reducía casi al Derecho 
romano; por esto fué aquella Universidad más célebre por sus romanistas 
que por sus canonistas. Se estudiaba y enseñaba también el Derecho. canó- 
nico; pero por la antigua relación y por la influencia mutua de ambos De- 
rechos en el decurso de los siglos, el Derecho romano y el Derecho canó- 
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nico de tal forma fraternizaban que venían a constituir como la unidad de 
la ciencia jurídica. Pero ya, en tiempos de San Raimundo, arreciaba la 
discusión y casi la incompatibilidad práctica entre los dos Derechos, no 
por su intrinseco contenido, sino por las terribles querellas que se habían 
suscitado entre el sacerdocio y el imperio, entre el pontificado y el cesa- 
rismo. 

Y fué precisamente San Raimundo de Penyafort quien en aquella Uni- 
versidad contribuyó más poderosamente a dar al Derecho canónico la im- 
portancia que merecia. Alli, desde su cátedra, segün el unánime juicio de 
sus biógrafos, hizo una completa disección de los valores de ambos Dere- 
chos, sentó y defendió magníficamente los respectivos fueros de las potes- 
tades eclesiástica y civil, aprovechó para el Derecho canónico todo lo ra- 
zonabie del Derecho romano y rechazó de plano las pretensiones estatistas 
que atentaban contra el supremo poder de la Iglesia en el ejercicio de su 
misión espiritual. La distinción y perfecto esclarecimiento de los poderes 
directo e indirecto de la Iglesia, con sus prácticas aplicaciones en las cir- 
cunstancias y casos que se ventilaban en aquellos tiempos de duras luchas 
entre las potestades eclesiástica y civil; el aquilatamiento de las cuestiones 
de fuero mixto fueron, en gran parte, obra de San Raimundo, que si tenía 
una vocación preferentemente jurídica, la había preparado con su gran 
formación teológica; y fué precisamente San Raimundo un esclarecido 
canonista porque fué también un insigne teólogo. Hacen notar sus biógra- 
fos que San Raimundo fué romanista por la forma y canonista por el 
fondo; y es porque él supo aprovechar todo lo bueno que había en el De- 
recho romano y utilizarlo convenientemente para el Derecho canónico a 
fin de darle la forma y la estructuración propias de la legislación eclesiás- 
tica. 

El prestigio de que, gozó en Bolonia San Raimundo fué verdadera- 
mente extraordinario. Para oírle acudían a Bolonia numerosos discípulos 
y maestros de toda Europa. Allí se escribió la Summa Iuris. Alli fué desig- 
nado por el claustro de doctores para defender ante el Papa Honorio III 
los derechos de aquella Universidad frente a las aspiraciones de la corpo- 
ración municipal, Allí conoció a Santo Domingo de Guzmán y entabló re- 
laciones con distintas personalidades del mundo jurídico y eclesiástico. Tal 
fué su predicamento y tal fué el aprecio en que fué estimado que, siendo 
allí el magisterio una función gratuita, la corporación municipal, para ase- 
gurar la continuidad en la escuela de tan esclarecido maestro, le asignó una 
pensión anual, que el sanie repartía entre los diezmos al propio párroco 


y los pobres. 
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6.—Conociendo y apreciando debidamente las extraordinarias dotes 
del docto profesor de Bolonia, el preclaro Obispo de Barcelona Berenguer 
de Palou, a su paso por Bolonia, de regreso de su visita al Papa Hono- 
rio III, comprendió que aquel sacerdote, diocesano suyo, era el hombre que 
necésitaba para consejero y colaborador en la labor pastoral que el mismo 
Papa le había recomendado, o sea defender el criterio de la Iglesia frente 
a las diversas herejías y las doctrinas del judaísmo, exponer la doctrina 
moral en graves cuestiones, que, especialmente en los asuntos mercantiles, 
se suscitaban en Barcelona; continuar con eficacia la reconquista del país 
contra los moros; evangelizar a los pueblos recuperados y sentar en todo 
el país las bases de la concordia y de la convivencia cristianas, restaurando 
así el espíritu cristiano en España. Por indicación del Prelado deja San 
Raimundo la ciudad de Bolonia y se reintegra a Barcelona, donde por el 
mismo Obispo y cabildo es nombrado canónigo de aquella catedral. Vir 
humilitate excelsus et pietate locuples, le llama el P. Marsilio, coetáneo 
suyo; y, en efecto, el prestigio del Santo, así en la virtud como en la cien- 
cia, en aquellos años fué unánimemente reconocido y estimado, y su labor 
en el Cabildo y fuera de él, en la predicación y en el confesonario, en el 
asesoramiento a sù Obispo y a los principales magnates de la ciudad, su. 
prudencia y su ponderación, su espiritu justiciero y equitativo en su inter- 
vención a los diversos asuntos para los que era solicitado, su constante 
preocupación por los pobres y otras manifestaciones de su vida son prue- 
ba fehaciente de la ejemplaridad y fecundidad de la obra de San Raimundo 
en aquellos años. La misma labor ejerce cuando deseoso de mayor perfec- 
ción ingresa, a los dos años, en la Orden de Predicadores y se instala en 
aquella celda del convento de Santa Catalina, que fué testigo de la extra- 


ordinaria actividad del Santo. Fué desde allí donde escribió su precioso 
libro Summa de penitentia. 


Ss 


III 


Ld 


LAS OBRAS DE SAN RAIMUNDO 


7-—San Raimundo de Penyafort, aunque era más hombre para for- 
mar hombres que para escribir libros, escribió, sin embargo, varias obras, 
cuya edición—de las hasta ahora conservadas—se ha propuesto llevar a 
cabo la Facultad de Derecho de la Universidad de Barcelona, formando 
así, en varios volúmenes, la Opera omnia de San Raimundo. Estas obras, 
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de un mérito extraordinario, si se tienen en cuenta los tiempos en que 
fueron escritas, así por el contenido de las mismas como por su método 
y precisión, son las siguientes: 


Summa Iuris. 

Summa de penitentia et Tractatus de matrimonio. 

Dubitalia cum responsionibus ad quaedam. capita missa ad Pontificem. 

Summa quando penitens debet remitti ad superiorem. 

Tractatus de pace, de bello et duello. 

Tractatus de ratione visitandae dioecesis et curandae subditorum. sa- 
lutis. 

Modus tuste negotiandi in gratiam mercatorum. 

Constitutiones Ordinis Praedicatorum ad meliorem formam. redactae. 

Epistolae plures, praesertim. enciclicae ad totum orbinem. 

Compilatio Decretalium quinque divisa libris iusu Gregorii IX. 


De-estas obras, las hasta ahora conocidas son la Summa Iuris, la Sum- 
ma de penitentia et Tractatus de matrimonio y la Compilación de las De- 
cretales. El Dubitalia cum responsionibus, que publicó Schulthe, copián- 
dolo de un códice de Braga, no hemos conseguido hallarlo. Las demás, se- 
gün algunos críticos, se han perdido, y es de esperar que, con el tiempo, 
la paciencia y solicitud de los historiadores y paleógrafos conseguirán ha4 
llarlas o reconstruirlas. Para formarse un concepto cabal de la obra jurí- 
dica de San Raimundo son suficientes las Summa Iuris, Summa de peni- 
tentia et Tractatus de matrimonio y la Compilatio Decretalium. 


L La Summa Iuris 


8.—La Summa luris acaba de publicarse bajo el exquisito criterio y 
experto cuidado de monsefior José Rius, sacerdote vicense y archivero de 
la Sagrada Congregación de Ritos. La escribió San Raimundo durante el 
.ültimo tiempo de su permanencia en Bolonia, y en ella son de apreciar la 
claridad, la precisión, la solidez de doctrina y el método que llamaríamos 
moderno, notas muy singulares del Santo y rarísimas en los tiempos de su 
magisterio en Bolonia. La composición de esta Swmma revela perfecta- 
mente la gran solicitud de San Raimundo en Bolonia de armonizar los 
Derechos romano y canónico, depurando a aquél y estructurando a éste, 
conforme al estado de la ciencia jurídica en aquel centro docente. 

La Swmma luris, segán el prólogo del mismo Santo, debía contener 
siete partes, y así la hubiese escrito totalmente el Santo canonista, aunque 
por haberse visto precisado a dejar la cátedra y reintegrarse a Barcelona 
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por voluntad de su Prelado, no pudo terminarla; así no es de extrañar que 
en la Summa Iuris, tal como la representa un manuscrito del siglo xiu 
que se conserva en la biblioteca vaticana no figuren las partes tercera y 
séptima. La primera parte, que viene a ser como unas instituciones canó. 
nicas, trata de las diversas fuentes y clases del Derecho y sus notas dife- 
renciales; la segunda, de los ministros y de sus oficios respectivos. Estas 
dos partes fueron, ciertamente, escritas por San Raimundo, como abun- 
dantemente lo prueba monsefior Rius. La tercera parte debía referirse al 
procedimiento judicial; la cuarta trata de los bienes eclesiásticos; la quin- 
ta, de los delitos y de las penas; la sexta, de los sacramentos, y la séptima 
había de ser dedicada al Espíritu Santo, tratando especialmente de su pro- 
cedencia. Esta obra, pues, responde a un cuerpo de doctrina amplio, vi- 
goroso y preciso, que fué el que luego siguió el propio 5an Raimundo en 
su obra de Penitentia. 

Aun suponiendo que el Santo, como afirma Monsefior Rius en el Pró- 
logo de la edición, escribió solamente las dos primeras partes de la Summa, 
y las demás fueron escritas por otro para completarla, no cabe duda alguna 
de que él concibió la obra en toda su amplitud y que merecen un grandi- 
simo aprecio no sólo la vasta y sólida doctrina canónica en ellas expuesta, 
sino también la forma y el método de exposición, destacándose la extra- 
ordinaria erudición de su autor al citar con tanta abundancia y exactitud 
las fuentes del Derecho, así por lo que se refiere al cuerpo de Derecho 
romano como al Derecho eclesiástico. 


Una cosa digna de ser notada se halla en el fondo de la Summa Iuris 
y lo mismo en la Summa de Penitentia, y es una gran dosis de lo que se 
llama filosofía del Derecho. No se ocupa expresamente el Santo de ello, 
ni había aún escrito Santo Tomás su Summa Teológica, donde el Santo 
doctor deposita su gran concepción del Derecho en este sentido; pero, al 
sentar San Raimundo los principios jurídicos y al aplicarlos a las distin- 
tas cuestiones, especialmente a las debatidas, con aquella modestia que re- 
velan las palabras Credo tamen, mihi videtur salvo meliori iudicio, etc., da 
a entender la posesión de un elevado concepto de los principios sobre los 
que se levanta esta nueva ciencia de la filosofía del Derecho; lo que apa- 
rece especialmente en varios puntos que aun son hoy de suma actualidad, 


como cuando trata del Derecho natural y del poder del Papa de interpre- 
tarlo y-aplicarlo. l 
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IL. La Summa de Penitentia 

9.—Mas la obra más principal que escribió San Raimundo de Peña- 
fort fué la Summa de Penitentia, empezada poco después de su ingreso 
en la Orden de Predicadores, a instancia de su Provincial, Fr. Suero Gó- 
mez. “Ut si quando—dice el Santo en el Prefacio de su obra—Fratres Or- 
dinis, vel ali, circa indicium animarum in foro penitentiali dubitaverint, 
ipius exercitium, tam in consiliis quam in iudiciis, quaestiones multas ac 
casus varios ac difficiles, ei perplexos valeant enodare.” Esta obra la ter- 
minó el Santo con posterioridad a la elevación al solio pontificio de Gre- 
gorio IX, pues varias decretales de este Papa aparecen utilizadas en di- 
versos pasajes de la misma, la cual no fué ciertamente escrita para que 
fuese empleada en las escuelas, sino con fines pastorales y prácticos, que 
es lo que más se avenía con el espiritu del Santo, más analítico que sinté- 
tico, más práctico que especulativo 

El plan de la Summa de Penitentta, llamada también Summa de casi- 
bus conscientiae, se divide en tres partes o libros, subdivididos cada uno 
de ello en varios capitulos. El Ebro primero se refiere a los pecados y cri- 
menes que principal y directamente se cometen contra Dios; el segundo se 
ocupa de los pecados y crimenes con relación al prójimo, y el tercero trata 
de los Sacramentos, especialmente del Orden, de la Eucaristía, de la Peni- 
tencia, y de sus ministros, así como de los derechos y deberes de éstos. Mas. 
en realidad, las materias tratadas en cada uno de estos libros traspasan 
con mucha frecuencia los límites de esta clasificación, y en varios capítulos 
por razones de concomitancia, se extiende 2 puntos o materias de Teología 
moral y de Derecho, importantísimos, que por sí solos merecerían tratados 


especiales de mucho estudio y grandísimo valor. Y así, en esta obra trata 


el Santo, en general, de casi todas las materias que constituyen el objeto 
de la Teología moral y, en gran parte, del Derecho canónico con una cla- 
ridad y seguridad de doctrina, con una abundancia de textos canónicos ver- 
daderamente asombrosas en aquellos tiempos, en que la legislación eclesiás- 


< tica se hallaba tan dispersa. 


A la Summa de Penitentia añadió más tarde el mismo San Raimundo 
un tratado especial sobre el Matrimonio, que muy pronto fué considerado 
como el libro cuarto de aquélla, bien que como obra distinta. En este tra- 
tado se ocupa el Santo del origen, de la naturaleza, propiedades, bienes v 


efectos e impedimentos del matrimonio. 


La Summa de Penitentia constituye, en conjunto, un cuerpo de doc- 
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trina, ordenado y compacto, que alcanzó singular importancia e influencia, 
así en el orden ideológico como en el de la práctica, y siempre permanecerá 
como un monumento de la ciencia y de la prudencia de su autor, cuyo es- 
píritu recto, moderado, asimilador; cuyo respeto al derecho consuetudina- 
rio y a la libertad humana, tan raros en los legisladores y jurisconsultos 
de aquellos tiempos, nos dan las notas características de la personalidad 
de San Raimundo. Es cierto que como obra moral que trata del derecho 
positivo ha perdido esta obra su utilidad práctica en aquello en que la le- 
gislación ha perdido su valor jurídico; pero no hay duda de que en su gé- 
nero y en su tiempo la Teología moral dió con la Summa de Penitentia 
un paso de gigante al presentarla el autor por vez primera como una cien- 
cia especial, distinta de la ciencia del Derecho, y al tratarla con tal orden, 
solidez y precisión. No es que la Summa de Penitentia no tenga impor- 
tancia específicamente canónica, que la tiene en grado sumo, sino que la 
obra, tal como salió de la pluma del Santo, viene a ser como un tratado 
juridico-moral, a semejanza de los tratados canónico-morales que recien- 
temente constituyen las obras de preclaros canonistas. Aunque no fuera 
más que por la aportación ordenada de tanto derecho positivo, por la cons- 
trucción legal sistemática y por la visión personal de las materias, no puede 
negarse a esta obra una excepcional importancia. 

Pero la tiene, sobre todo, en cuanto al contenido de la misma, puesto 
que si se compara, especialmente en algunas materias, lo que contiene la 
Summa de Pénitentia con las materias de moral tratadas por los doctores | 
modernos, pocos puntos de alguna importancia se hallarán que no hayan 
sido examinados y convenientemente apreciados en esta obra del Santo. 
A mí me han llamado poderosamente la atención la amplitud y concisión 
con que, por ejemplo, en el libro primero de la Summa trata le Santo de 
la simonia y de todo cuanto a ella se refiere, y he hallado muchos pun- 
tos de semejanza con Santo Tomás de Aquino en su 2.* 2%. Las graves y- 
difíciles cuestiones en materia de justicia las trata San Raimundo en el li- 
bro segundo con tal solidez, orden y claridad, que pocas cosas nuevas han 
afiadido los autores modernos más destacados en estas materias. Lo mismo 
sucede en la doctrina sobre el voto, sobre las cualidades de los clérigos, 
deberes de los Obispos, enajenación de bienes y otros puntos sobre los que 
sería altamente interesante un concreto y detallado estudio comparativo so- 
bre lo expuesto por San Raimundo y lo contenido en las obras modernas 
de Teología moral y de Derecho. © 

10.—E] P. Fr. Amadeo Teetaert, y después de él Valls y Taberner, fijan 
especialmente su atención y valorizan esmeradamente la doctrina peniten- | 
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cial de San Raimundo, poniendo de manifiesto la importancia de la posi- 
ción que nuestro Santo ocupa en la historia doctrinal y literaria de este 
Sacramento, el cual, si en todo tiempo ha conservado siempre los elemen- 
tos sustanciales que lo componen: un juez, un culpable y una sentencia, en 
cambio en el terreno de la disciplina y en la práctica de su administración 
ha sufrido notables variaciones. San Raimundo, después de estudiar la pe- 
nitencia como virtud, la examina como Sacramento cuyos elementos sus- 
tanciales son contritio mentis, confessio oris y satisfactio operis; expone 
luego su doctrina sobre el poder de las llaves y las indulgencias, y termina 
con una exposición práctica de los principales impedimentos que alejan al 
pecador de la penitencia. 

Es también notable este punto por su gran sentido pastoral, especial- 
mente al tratar de las preguntas que ha de hacer el confesor y del modo 
cómo debe éste efectuarlas. Referente a esto dice el Dr. Roquer Vilarrasa, 
profesor de Filosofía en la Universidad de Barcelona: “La manera cómo 
ha de hacerse el interrogatorio, según San Raimundo, revela un conoci- 
miento privilegiado de Psicología. De aquí que pueda considerarse esta 
parte de la Summa de cassibus como un verdadero tratado de psico-aná- 
lisis cristiano, que se aviene no poco con las corrientes de la moderna Psi- 
cologia." Y es.que el Santo, como varón de gran recogimiento, de pro- 
funda penetración y de vastas relaciones a la vez, conocía muy bien al co- 
razón humano. | 

Otro de los puntos más importantes de la Summa raimundina es el 
que se refiere a la doctrina del voto, la cual—en frase del profesor cano- 
nista Le Bras—tomó bajo la pluma de San Raimundo una amplitud que 
raramente había alcanzado en las obras de sus predecesores. Sin entrar en 
detalles de la doctrina general del voto contenida en la Summa y de la ac- 
tualidad que en aquellos tiempos ofrecía esta materia, diremos, con el re- 
ferido profesor francés, que dicha doctrina presenta como originalidad 
bien apreciable la de ser la primera síntesis para uso de los directores de 
conciencia, 

En el campo de las ideas estrictamente juridicas, la sólida doctrina cons- 
titucional de la Edad Media, la doctrina del pacto entre el principe y los 
súbditos, la limitación del poder del príncipe, la legalidad con que debe pro- 
ceder para cobrar los tributos del país, la conducta del señor cuando el es- 
clavo se convierte por el bautismo.a la religión verdadera, tienen su con- 
sagración canónica y sanción moral en la Summa de Penitentia. Pregunta, 
en efecto, San Raimundo qué debe hacer el señor si, además de lo pactado 
entre él y sus súbditos, cobra o recibe algo más; y responde que lo que haya 
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cobrado con exceso, bien por sí mismo o bien indirectamente, está obli- 
entre el pacto 


gado a restituirlo. “¡Qué diferencia—dice el Obispo Torras 
ruosoniano, quimérico y tiránico, y el pacto social que podemos llamar es- 
colástico, nacido del desarrollo histórico de los pueblos y fuente de la ver 
dadera libertad política!” Siendo en los tiempos de San Raimundo la es- 
clavitud una institución reconocida por el Derecho civil y el Derecho canó- 
nico, pero indigna del pueblo cristiano, que obtuvo la libertad por Cris- 
to, pregunta el Santo qué deberá hacer el señor que teniendo a un es- 
clavo se convierte al cristianismo por el bautismo, y si el siervo, en este 
caso, queda libre de la esclavitud, y responde que no; pero añade: “Mas 
donde por una costumbre, como en Cataluña, no existen los esclavos cris- 
tianos, aconsejo al señor que, en remisión de sus pecados, lo deje libre.” 
Trata de la costumbre (de longa consuetudine) que existia en sus días por 
la que por el derecho de señoría o de soberanía en distintos países era fá- 
cil apoderarse de lo que provenía de los naufragios, y resuelve que todo lo 
adquirido ya en el mismo naufragio, ya en la playa o en el mar, debe res- 
tituirse. 


Es altamente interesante la doctrina de San Raimundo en lo tocante 
a las ideas económico-sociales. Es lástima que el Modus tuste negotiandi 
dedicado a los comerciantes de Barcelona no haya llegado hasta nosotros: 
pero en la Summa de Penttentia, especialmente en su tratado De Usuris, 
se hallan datos singulares muy estimables para conocer el criterio del San- 
to con respecto a lo que hoy llamariamos la moral en los negocios y a las 
cuestiones de casuística mercantil y ética social. De un modo especial la 
cuestión del préstamo a interés, reprobado por la antigua legislación canó- 
nica, ofrecía en la práctica serios inconvenientes, porque la prohibición ab- 
soluta del rédito chocaba con los intereses del comercio y con los negocios 
de la banca al iniciarse las formas de la vida económica moderna, Era el 
siglo x11 período de transición; la economía sufrió grandes transforma- 
ciones, que no podían dejar de repercutir en la economía doctrinal, y pre- 
sentáronse muchos problemas en el terreno de la práctica y, por repercu- 
sión, en el de la doctrina. Y así no es de extrafiar que, a propósito de usu- 
ras y de restitución de lo indebido o de la justicia en los contratos, algunos 
teólogos y canonistas tratasen las principales cuestiones de economía, y 
aportasen nuevas ideas, que, sin separarse en lo sustancial de las premisas 
tradicionales, respondían a las exigencias de los tiempos. “En este punto 
— dice Salvioli—, San Raimundo de Penyafort puede ser considerado como 
un precursor de Santo Tomás de Aquino." La doctrina de San Raimundo, 
que admite varios paliativos a la rigidez de las ideas corrientes de sus tiem- 
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pos, que distingue perfectamente entre el préstamo de consumo y el prés- 
tamo de producción, que admite en el contrato de préstamo los títulos ex- 
trínsecos que pueden justificar y autorizar el interés, que señala distintas 
Operaciones financieras en las que existe el riesgo para el capitalista, esta 
doctrina—digo-—fué seguida por el Cardenal Hostiense y por otros céle- 
bres canonistas y moralistas y por el que luego fué Papa Inocencio IV; y 
desde entonces quedó resuelta la cuestión de la libertad del comercio, y así 
quedó conciliaca la moral con el instinto de lucro, siempre que éste sea mo- 
derado y su intención sea honesta. San Raimundo vió las necesidades del 
medio en que vivía, y las supo satisfacer, encuadrando su solución justa 
equitativa y práctica dentro del marco de la moral cristiana. No puede olvi- 
darse que San Raimundo vivía en una ciudad industriosa, de gran actividad 
comercial, y que en medio de este ambiente mercantil redactó la Summa de 
Pemtentta. 

De extraordinario interés es la doctrina del Santo referente a la licitud 
de la guerra y a las vicitudes y consecuencias que la acompañan. No se ha 
hallado hasta ahora su obra De pace, duello et bello, donde el Santo trata 
expresamente esta cuestión. Mas en el libro segundo de la Summa. de Pe- 
nitentia, donde habla de los raptores, del domicidio, de los incendios, etc., 
nos da a conocer perfectamente su pensamiento. “Para que la guerra sea 
justa—dice el Santo (5)—son necesarias cinco condiciones: en cuanto a la 
persona, la guerra ha de ser hecha por seglares, a los que está permitida la 
efusión de sangre, no por los eclesiásticos; en cuanto al objeto, la guerra 
sólo ha de hacerse para recobrar bienes propios o para defender la patria ; 
en cuanto a la causa, es preciso que se combata por necesidad, de modo que 
se haga la guerra para conseguir la paz; en cuanto a la intención, es pre- 
ciso que el guerrero no luche por odio, venganza ni codicia, sino por deber, 


por justicia y por” obediencia; en cuanto a la autoridad, es necesario que 


la guerra sea emprendida por orden de la Iglesia, cuando se lucha por la 
fe, o por orden del principe. Si faltare alguna de estas cinco condiciones, 
la guerra será injusta, salvo en el caso de legítima defensa, con tal que 
ésta no rebase los límites de la moderación y se realice de manera irrepro- 
chable. " 

Esta doctrina, que prueba San Raimundo con abundantes textos y que 
constituye la fórmula escolástica más antigua acerca del problema de la 
licitud de la guerra, fué aceptada por varios autores de su tiempo, entre 
ellos por el Cardenal Hostiense en su Summa aurea; y algunos años más 


(5) Cap. De raptoribus. 
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tarde fué perfeccionada por Santo Tomás de Aquino en su Summa Theo- 
logica, reduciendo a tres las cinco condiciones que señala San Raimundo: 
la autoridad, la causa y la intención. También en las cuestiones referentes 
a los derechos del vencedor, a la indemnización que puede corresponderle, 
a la toma del botín, a la cooperación indirecta que con relación a la guerra 
representa la venta de armas a los beligerantes y otras cosas parecidas, for- 
muló el Santo importantes principios jurídicos y morales. No hay duda 
de que esta doctrina, a través de Santo Tomás, que la. perfeccionó, y de 
las diferentes Summas que la recogieron, influyó notablemente en el pen- 
samiento de los fundadores de nuestra clásica escuela internacionalista del 
siglo XVI. 

Como éstos podrían señalarse y enjuiciarse varios otros puntos o tra- 
tados de la Summa de Penitentia, como lo referente a sucesiones, trans- 
misiones por herencia, legado o testamento; a las prescripciones, etc., y de 
su detallado estudio comparativo con lo expuesto por moralistas y cano- 
nistas posteriores se deduciría claramente la influencia que sobre ellos ejer- 
ció la doctrina de San Raimundo en su Summa de Penitentia, doctrina que 
constantemente avala el Santo con los dos grupos de fuentes del Derecho 
que él mismo señala: de una parte, la Sagrada Escritura, Santos Padres 
y decretos canónicos, que él llama autoridad, y de otra, varios notables ca- 


nonistas posteriores al decreto de Graciano, a los que él cita como dichos 
de mis mayores. 


11.—De la importancia de la Summa de Penitentia dan testimonio el 
unánime aplauso con que fué recibida por sus contemporáneos y posterio- 
res y los merecidos elogios que se le ha tributado. Desde mediados del si- 
glo x11 esta obra fué recomendada por varios capítulos de la Orden do- 
minicana, y en el capítulo general de Valenciennes, celebrado en 1259, en 
el cual Santo Tomás de Aquino y Alberto Magno, con otros colaborado- 
res, formularon el programa de estudios de los dominicos, se aprobó y 
recomendó con carácter general a toda la Orden el uso de esta Summa. 
Fuera de la Orden de Predicadores, la Summa de Penitentia ejerció gran- 
dísima difusión e influencia, especialmente entre los sacerdotes seculares y 
regulares. Antes de 1254 la aprovechó Vicente de Beauvais para su Specu- 
lum. doctrinale. Lo mismo hicieron Sinibaldi Fieschi en su Apparatus su- 
per Decretalium, el Cardenal Hostiense en su Summa aurea, Godofredo 
de Tavi, Bernardo de Parma, Guillermo Durando y otros comentaristas 
de las decretales de Gregorio IX. En 1286 la Summa servía de texto en 
la Universidad de París. De ella se hicieron varios compendios, adapta- 
ciones y glosas, entre las cuales descuellan las de los canonistas Guillermo 
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de Rennes y, más tarde, Juan de Friburgo. Ella constituye la base de las 
Summa confessorum posteriores del mismo Juan de Briburgo, de Berthold, 
de Monald, de Guillermo de Cayeux y otros. Buchardo de Estrasburgo la 
utilizó ampliamente para la redacción de la Summa casuum, la cual no es 
otra cosa que un gran extracto de la Summa de Penitentia de San Rai- 
mundo; y otras varias Sumas abreviadas fueron compuestas sobre el mé- 
todo de la misma, y extrayendo de ella la sustancia, por lo que se denomi- 
nan Summuiulae de Summa Raimundi. El mismo Santo Tomás de Aquino, 
según hemos ya indicado, en ciertas cuestiones de la Secunda secundae, al 
tratar de la simonia, del voto y del juramento, de las décimas, de la resti- 
tución y de la justicia, y en la tercera parte y en suplemento, al tratar de 
los Sacramentos de la Penitencia, de la Eucaristia y del Matrimonio, tiene 
muchos puntos de semejanza con las ideas y aun con la terminología de 
San Raimundo en su Summa de Penitentia. En Barcelona, en tiempos de 
Jaime II, la Summa de Penitentia sirvió de norma al Dr. D. Jaime Mont- 
juich, célebre juez de la Audiencia de Cataluña, para sus comentarios a los 
"Usatjes". Enrique de Gante, una de las notabilidades bibliográficas del 
siglo xrir, decía que la fama del mérito de esta obra se había extendido 
tanto que no había persona de medianos conocimientos canónicos y teoló- 
gicos que no la apreciara en lo mucho que varía. Fray Humberto de los 
Romanos, General de la Orden dominicana, la llamaba opus pernecessa- 
rium. San Antonio de Florencia, el gran moralista del siglo xv, llama a 
San Raimundo de Penyafort quasi primus en el cultivo de la teología mo- 
ral. Del Papa Benedicto XIII se dice que llevaba siempre consigo la Sum- 
ma de Penitentía. El Papa Clemente VIII dice de esta obra: "Libro de 
gran doctrina, de grande autoridad, muy útil y casi necesario a los confe- 
sores" (6). Los doctores dominicos, en el prólogo de la edición de la S'um- 
ma de Penitentia de 1606, publicada en Roma con las glosas de Juan de 
Friburgo, dicen que es la primera en su género, y añaden que es cosa ma- 
nifiesta que esta obra fué constantemente recomendada por los doctores, 
maestros, teólogos y canonistas posteriores al Santo. Lo mismo dice el 
Padre Laget en el prólogo a la edición de la misma obra publicada en 
Lyón en 1718: “Opus—dice— in materia morum ordine et dignitate in 
républica christiana primatum tenens." Nuestro Nicolás Antonio la ape- 
Hida “Opus plane novum nec ulli ante eum ea forma tentatum". E] pre- 
clarísimo P. Wernz llama a San Raimundo “Optimus interpres codicis Gre- 
goriani in sua Summa”. justos elogios, a los que cooperan los autores mo- 


(6) Bula de canenización «de San Raimundo. 
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dernos, como Toron, Martin, Teetaert, Le Bras, Salvioli, Walz, entre los 
extranjeros; y entre los españoles, Urbano, Durán y Bas, Ribas, Valls y 
Taberner, Torras y Bages. Durán y Bas llama la atención a tres notas 
muy singulares de esta obra: la primera es su excelente método y cons- 
tante claridad; la segunda, la riqueza de erudición canónica y teológica; la 
tercera, el gran espíritu de caridad; toda la obra está informada con vis- 
tas a deparar a los confesores una plena seguridad en la administración 
del Sacramento de la Penitencia y a las almas la paz de sus conciencias. 

Es, pues, notoria y bien probada la grandísima importancia de la Sum- 
ma de Penitentia, de San Raimundo, escrita a principios del siglo XIII, 
cuando el Derecho canónico y la Teología moral, íntimamente entrelaza- 
dos, resultaban difíciles de distinguir y provocaron, uno y otra, bajo la in- 
fluencia de la escolástica—como dice Teetaert—, por causa de las exigen- 
cias del ministerio sacerdotal, la casuística teológica, llamada también fu- 
risprudencia divina. 


TIL. La compilación de las decretales 


12.—Dos causas, al parecer, aconsejaban la compilación de las decre- 
tales en un cuerpo legal auténtico. La primera fué el mismo espíritu de la 
época, del que hablamos al principio: el espíritu de proselitismo y de or- 
ganizacion, de altas aspiraciones y vastos movimientos hacia la perfección. 
de intercambios de cultura, de luchas enconadas y de notables conquistas 
de la verdad en el orden ideológico y en el jurídico y práctico en medio 
de aquella sociedad que ofrecía los más raros contrastes en todos los ór- 
denes de la vida; la necesidad de dar a las generaciones presente y futuras 
una solemne y categórica proclamación de la unidad de pensamiento, un 
criterio firme y seguro en cuanto se refería a la vida externa y social de 
la Iglesia, agitada por numerosas herejías y por los numerosos y potentes 
elementos especulativos y jurídicos del paganismo; siglo del apogeo del 
comercio marítimo, del Consulado de Barcelona, de las Repúblicas de Pisa, 
Génova, Florencia y Grecia y buena parte de los puertos de Oriente; siglo, 
de una parte, de fe ardiente y de caridad espléndida y, de otra, de gran 
corrupción de costumbres; siglo también de las legislaciones nacionales de 
gran parte de Europa, de los grandes “Espejos” de Suabia y de Sajonia, 
del Código de Sicilia, de los Estatutos de San Luis, de los Asises de Jeru- 


salén, de las “Partidas” de Alfonso el Sabio y de los “Usatjes” o leyes 
consuetudinarias de Cataluña. : 


Y la Iglesia, que jamas se opone a los legitimos movimientos del es- 
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piritu humano, sino que los purifica, los encauza y los eleva; la Iglesia, que 
sobrenaturaliza todos los esfuerzos del progreso humano, conocedora de 
aquella sociedad y de las necesidades de aquellos tiempos y previsora de los 
tiempos futuros, quiso dar al mundo la expresión social de su doctrina en 
un cuerpo de Derecho compacto, ordenado y categórico, que constituyera 
la norma obligada de obrar en los actos públicos y externos de su vida 
divina. 

Por otra parte, era manifiesta la necesidad de un Código canónico, 
dotado de auténtica y exclusiva autoridad, ante el número inmenso de le- 
yes que, sin más valor que el que les dió la autoridad que las dictara, se 
hallaban contenidas en numerosas y distintas colecciones, unas generales 
y particulares otras, y algunas extravagantes que no habían sido incluí- 
das en colección alguna. 

A mediados del siglo x11, época del renacimiento jurídico, Graciano 
compuso su gran compilación “Concordia discordatium canonum”, obra 
de máxima importancia en aquellos tiempos y de tal excepcional éxito 
que con el tiempo acabó por adquirir carácter oficial, constituyendo la pri- 
mera parte del Corpus iuris canonici. Pero ni todas las leyes anteriores 
fueron ordenadas y depuradas por el preclaro monje de San Félix de Be- 
lonia, ni con ello disponía la Iglesia de un Código oficial auténtico. Ade- 
más, en los años sucesivos, en virtud del aumento creciente de la autoridad 
pontificia, ejercida por célebres canonistas, como Alejandro IIT e Inocen- 
cio III, y de la consiguiente multiplicación e importancia de las decretales 
de los Papas, el Derecho eclesiástico aumentó considerablemente sus leyes; 
de donde se produjo aquel movimiento por el que diferentes canonistas, 
para atender a las necesidades de la vida jurídica de sus tiempos, elabora- 
ron varias colecciones que venían a ser como apéndices circunstanciales al 
Decreto de Graciano, los cuales, en general, no contenían más que las de- 
cisiones pontificias de aquel período. 

De estas colecciones las principales son las cinco conocidas con el nom- 
bre de las cinco compilaciones antiguas: la primera, de iniciativa privada, 
compuesta por Bernardo de Pavía, que reunió en su Breviarium o Summa 
Decretalium las decretales de Alejandro III, Lucio III, Urbano III, Gre- 
gorio VIII y Clemente III, y, además, algunos capítulos ütiles que Gra- 


ciano había omitido en su Decreto; la segunda, de iniciativa privada tam- 


bién, compuesta por Juan de Gales, y que contenía las decretales de Celes- 


‘tino III; la tercera, que fué obra, principalmente, de Inocencio III me- 


diante la colaboración de Pedro Collavicini, y contiene las decretales de 
este Papa, el cua! la dió carácter oficial, enviándola a la Universidad de 
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Bolonia con la Bula “Devotionis vestrae" para que fuese utilizada tam in 
iudiciis quam. in scholis; la cuarta, que se atribuye al mismo Inocencio III, 
que contiene solamente los cánones del Concilio IV de Letrán (30-XI-1215) 
v las decretales del mismo Papa correspondientes a los seis últimos años 
de su pontificado; y la quinta, que comprende las decretales de Honorio IIT 
hasta el afio 1226, la Constitución del Emperador Federico II del atio 1220, 
la cual compilación fué enviada con la Bula “Novae causarum” por el pro- 
pio Papa Honorio III a Tancredo, canonista de Bolonia, para que fuese 
también utilizada en la cátedra y en la administración de la justicia. 

Ya se comprende, pues, la grandísima dificultad en que se hallaban los 
profesores de Derecho canónico, los jueces y jurisconsultos para acudir a 
tan numerosas fuentes de Derecho, tan semejantes por la acumulación de- 
los mismos textos y, con frecuencia, tan diferentes por la inserción de tex- 
tos contradictorios y, a veces, inseguros por las dudas que podían caber 
sobre la autenticidad de las decretales; de donde procedía, en el terreno ju- 
dicial, la incertidumbre sobre el valor de las sentencias dictadas a la luz 
del Derecho canónico. De aquí la resolución de Gregorio IX de codificar 
el Decreto de la Iglesia. 


13.—Ante tal estado de las fuentes del Derecho y ante las necesidades 
especiales de aquellos tiempos, Gregorio IX, anciano de ochenta años, no- 
table jurisconsulto, que habia visto desfilar en su vida nada menos que 
diez pontificados, con todas sus vicisitudes, comprendió que era preciso que 
la Tglesia imprimiera a su disciplina una dirección firme y uniforme, cen- 
tralizando y enrobusteciendo su poder para ejercer con mayor facilidad y 
eficacia su acción civilizadora y santificadora. De ahí que por iniciativa 
propia o por consejo de San Raimundo, su asesor, resolviese emprender 
la improba labor de depurar, de ordenar, unificar y dotar de nueva fuerza 
a la legislación eclesiástica. ; 

Y ¿por qué fué a San Raimundo, su capellán y asesor, español y ca- 
talán, a quien encomendó una obra que parecía tan propia de la ilustrada 
Italia, patria de las leyes, donde el estudio del Derecho formaba como la 
sustancia del alimento intelectual? ¿Fué porque San Raimundo era el me- 
jor canonista de su tiempo? Es difícil afirmarlo. Mas de lo que no cabe 
duda alguna es de que el gran Papa conocía que la misión de reunir, coor- 
dinar y depurar los antiguos y recientes monumentos legales requería un 
hombre que no sólo tuviera la ciencia del Derecho y de la Moral, sino 
que fuese también un hombre de gran capacidad y método de trabajo, un 
varón ponderado y prudente, de consejo seguro, conocedor de los hombres 
y de los tiempos, de los jueces y de los litigantes, dotado de un profundi- 
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simo espíritu de equidad y de justicia, gran conocedor y devoto de la doc- 
trina de la Iglesia católica, y en este sentido San Raimundo era muy su- 
perior a los demas hombres de su tiempo. Y lo maravilloso fué que la 
obra se llevó a cabo en menos de cuatro años, simultaneando nuestro San- 
to sus trabajos de codificación con el ejercicio de su cargo de capellán y 
penitenciario papal y la intervención oficiosa en no pocos asuntos que se 
tramitaban en la Curia romana. 

t4.—E! plan tradicional y la división en cinco libros, adaptados en las 
cinco compilaciones antiguas, fueron por el Santo compilador mantenidas 
en lo esencial en su colección, si bien modificó algo en el orden de las sub- 


-divisiones, añadió bastantes títulos y colocó diferentes artículos en cada 


título por orden cronológico, tal como los fragmentos de las Constitucio- 
nes estaban en los Códigos de Teodosio y de Justiniano. En conjunto, los 
cinco libros del Código de las Decretales contienen 185 títulos y 1.971 ca- 
pitulos. 

Confeccionada esta compilación mediante la utilización de diversas fuen- 
tes, no sólo recogió San Raimundo las decretales de los Papas que consti- 
tuían el elemento preponderante, sino que aprovechó también otros mate- 
riales. Hizo como una refundición de las cinco compilaciones antiguas, si 
bien prescindiendo de algunos capítulos de las mismas; de los 1.971 capi- 
tulos de la colección raimundina, 1.776 proceden de las cinco compilacio- 
nes anteriores. Agregó a este núcleo legal originario otras nueve consti- 
tuciones de Inocencio III y 196 capítulos sacados de las decretales publi- 
cadas hasta entonces por Gregorio IX y nueve extravagantes, y añadió aún 


' varios cánones de Concilios generales y particulares, entre éstos no pocos 


de nuestros Concilios toledanos, textos del Derecho romano, artículos de 


capitulares francos y fragmentos de los escritos de los Santos Padres de 


la Iglesia, procurando en todo momento prescindir de lo superfluo y acla- 
rar lo dudoso, suprimiendo en los textos que utilizaba todo lo que no fuera 
esencial, las cláusulas que no fuesen dispositivas, y corrigiendo todo lo que 
no era conveniente. Porque autorizado estaba San Raimundo por el Pon- 
tifice, como en otro tiempo los comisarios de Justiniano, para modificar, 
en caso necesario, las decretales que utilizaba; y así pudo obtener su indis- 
pensable unidad interna y hacer de la compilación una obra digna del ca- 
nonista que lo compuso y del Papa que la había encargado. 

Gregorio IX envió la nueva compilación legal a las Universidades de 
Bolonia y de Paris el 5 de septiembre de 1234, acompañándola de la Bula 
“Rex Pacificus”, por la que daba al nuevo Código un valor legal autén- 
tico, único, universal y exclusivo. Así fué promulgado el monumento ju- 
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ridico oficial conocido con el nombre de Decretales de Gregorio IX, que 
debía formar la segunda parte del Corpus iuris canonici. 

No es propio de este trabajo señalar y enjuiciar los ataques de algunos 
críticos a esta obra de San Raimundo. Las deficiencias (propias “de toda 
obra humana) que se hallan en las Decretales de Gregorio IX tienen, en 
eran parte, su oa ia explicación en el fin que se propuso el autor y en las 
circunstancias de los tiempos en que la colección fué compuesta. Lo cierto 
es que en la colección de las Decretales se destaca el valor heroico del hom- 
bre que la compuso por la inmensidad de los materiales que debía ordenar, 
por su fuerza de voluntad en ejecutarla en tiempo tan escaso, por los co- 
nocimientos y sentido jurídico que supone en quien debía depurar, corre- 
gir, ordenar y unificar aquel acervo de leyes. 

La compilación raimundina de las Decretales, como fuente exclusiva 
y única de Derecho canónico, fué utilizada en los juicios y en las escuelas 
públicas; varios hombres de ciencia escribieron importantes Summas, 
Glosas, Comentarios, Distinciones, etc., los cuales, así como valoran en 
sumo grado la obra de nuestro Santo, constituyen, además, una parte im- 
portantisima de la historia literaria del Derecho canónico en el decurso de 
los siglos, a partir de la fecha de su promulgación. 

15. La compilación de las Decretales de Gregorio IX tiene altísima 
importancia, primero, como fuente de Derecho eclesiástico, que no fué 
creado, ciertamente, por esta compilación, pero sí modificado, precisado, 
ordenado y completado por ella. Los numerosos monumentos legales, con 
valor intrínseco cada uno, no derivado de las colecciones que de muchos 
de ellos se habían hecho, la colección raimundina los reproduce depurados 
de todo lo que no es regla jurídica, los reúne para su enlace y concordan- 
cia, y los reviste de nueva fuerza legal con la aprobación pontificia que 
ella obtuvo. A beneficio de esta nueva ley—dice Durán y Bas—el Dere- 
cho eclesiástico es lex nota para todos, y la regla de Derecho adquiere, 
como norma de vida en el seno de la sociedad religiosa, aquellos caracte- 
res y condiciones que son propias de todo derecho positivo. No estará 


condenada a la inmovilidad y recibirá indudablemente modificaciones, 


adiciones y complementos, pero la legislación eclesiástica tendrá la solidez 
de base necesaria para seguir edificando sobre ella, sin alterarse su mo- 
numental estructura. : 
Por lo que se refiere a la materia, la importancia científica de la co- 
lección se destaca bajo un triple punto de vista: el del Derecho eclesiás- 
tico, el del Derecho civil y el del Derecho filosóficamente considerado. En 
el primer aspecto, la colección regula las personas y.las cosas, los actos y 
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las instituciones de la Iglesia; lo cual viene a ser como la expresión juridi- 
ca de los grandes organismos de la sociedad eclesiástica. Con relación al 
Derecho civil en la colección raimundina se encuentran reglas parciales de 
Derecho: privado, penal y procesal, que llevan al Derecho particular de los 
Estados, donde aquélla influyó, lo que podríamos llamar su sentido ético- 
religioso, regulando así el elemento moral que se encuentra siempre en 
todo acto del orden civil: así sucede, por ejemplo, en los contratos onero- 
sos, en los testamentos y fianzas, en los juicios, etc. El desenvolvimiento 
que dió, en este punto, a la materia criminal y procesal, simplificando el 
Derecho romano y suprimiendo el formulismo que en él dominaba, la im- 
portancia dada a la ley adjetiva, juntamente con el amplio espíritu de li- 
beratd civil especialmente en materia de contratos y sucesiones, serán 
siempre una gloria para San Raimundo y una apología del criterio seguro 
y del espíritu práctico y equitativo que resplandecen en toda su vida. Con 
respecto al Derecho filosóficamente considerado, en las Decretales hay 
consignados los altos y grandes principios de derecho natural, con sus sa- 
bias aplicaciones en materias y órdenes distintos, lo cual ha servido pode- 
rosamente para elaborar la ciencia de la ciencia de la filosofía del Derecho 
que, en siglos posteriores, ha tenido tanta importancia en las escuelas de 
ambos derechos. 

Además, la compilación de Gregorio IX es también importante por 
su valor doctrinal y legal dentro del Derecho positivo de los pueblos mo- 
dernos. Aunque no fué su base ni siquiera su primera fuente, en general, 
pero, ciertamente, el Derecho canónico compartió, con el romano justinia- 
no, en la última parte de la Edad Media, una autoridad jurídica notable, 
junto con el Derecho nacional de cada país. Los pueblos veían en el De- 
recho de la Iglesia la definición de la verdad jurídica, y por esto a él se 
acogieron; y, así, el severo Derecho romano y las toscas legislaciones par- 
ticulares, faltos de temperamento moral, al unirse al Derecho, de la 
Iglesia, recibieron de él el temperamento que les era necesario para iden- 
tificarse con las características de los distintos pueblos. 

Por lo que toda a Espafia, es sabido que sobre las decretales de Gre- 
gorio IX están calcadas las "Leyes de Partida", cuyos comentarios por 
Gregorio López están tomados, también, en su mayor parte, de la com- 
pilación raimundina! y, singularmente, con relación a Cataluña, las De- 

_cretales de Gregorio IX constituyen, en el derecho foral, una fuente de 
derecho supletoria de los “Usatjes” y de las Constituciones, y ejercieron, 
en el decurso ce los tiempos, una poderosisima influencia en la modela- 
ción y desenvolvimiento de las instituciones que forman el sistema jurídico 


8 DB A 


RAMON BAUCELLS SERRA 


catalán. Por todo lo dicho, en la historia de la civilización europea, en la 
vida jurídica de los pueblos modernos, figurará siempre San Raimundo 
de Peyafort en la categoría de los grandes bienhechores, que han enseñado 
a la humanidad la forma de vivir según los principios de la fe y de la 
razón, y de resolver con equidad los conflictos de la vida. La colección 
raimundina llenó de tal manera las necesidades de la época que la recla- 
maban, que hasta la promulgación del nuevo Código de Derecho canóni- 
co por Benedicto XV, fué el texto central de la legislación eclestástica. 
Por esto, el Papa actual, siendo Secretario de Estado, recordó, con mo- 
tivo de la celebración del séptimo centenario de aquella compilación, que 
el Derecho de las decretales dió, durante casi siete siglos, la norma y la 
razón del régimen de la Iglesia Católica y ha sido fuente importantísima 
del mismo Código de Derecho canónico actualmente vigente. 


IV 


LABOR JURIDICA DE SAN RAIMUNDO 
FUERA DE SUS LIBROS 


16.—Con ser tan destacada y fecunda la personalidad juridica de 
San Raimundo de Penyafort a través de sus propias obras de moral y 
de derecho, no es seguramente la más importante; porque fueron tan nu- 
merosos, tan graves y de tal irradiación los asuntos de orden jurídico en 
los que durante su vida intervino el Santo, que su robusto criterio y su 
constante conducta no pudieron menos de formar, en la sociedad de sus 
tiempos y para tiempos posteriores, un sólido sentido jurídico tradicional 
en la Iglesia y especialmente en nuestra patria. 


1.—En la legación del Cardenal Sabinense en España 


17.—En 1228 vino a España, en calidad de Legado a: latere, el reli- 
gioso benedictino, Cardenal-Obispo de Santa Sabina, Juan de Halgrin 
d'Abbeville. Como los Legados a latere de tiempos anteriores, que fueron 
enviados a distintas partes de Europa, vino el Cardenal Sabinense con la 
m:sión general de promover la reforma de costumbres en el clero y en 
los fieles; y, en particular, por tres fines concretos: urgir el cumplimien- 
to de los cánones del Concilio IV de Letrán, estudiar y resolver el caso 
del matrimonio de Jaime I, el Conquistador, con doña Leoñor de Casti- 
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lla, y predicar y amparar la continuación de la cruzada contra los moros. 
Dos años aproximadamente permaneció el Cardenal en España, y en el 
ejercicio de su legación, llevó consigo, en calidad de confesor y de cola- 
norador suyo, a San Raimundo de Penyafort. 

La importancia de la labor jurídica llevada a cabo por el referido Le- 
gado en España es cosa de todos conocida, como lo es la repercusión que 
sus disposiciones tuvieron en la legislación eclesiástica posterior de nues- 
tro país; y es indiscutible la parte principalisima que en ella tuvo San Rai- 
mundo, cuya firma aparece en algunos documentos dictados por aquel 
virtuoso y sabio Cardenal El Concilio de Valladolid celebrado en 1228 
bajo la presidencia del Legado pontificio, las visitas de éste a Zamora, 
Palencia, León, Santiago de Compostela, Salamanca, Braga, Lisboa y 
Sigüenza, en las cuales ciudades dejó el Legado disposiciones legales que 
contribuyeron al fomento de la disciplina eclesiástica de España; el Con- 
cilio provincial de la Archidiócesis tarraconense celebrado con la presen- 
cia de todos los Obispos de la misma y con la presencia de varios otros 
Prelados y Abades, cuyos importantes cánones, urgidos, poco después, 
por-el mismo Legado, fueron en lo sucesivo, reproducidos y confirmados 
por los Concilios tarraconenses; la solución, justa y discreta, de una cues- 
tión tan palpitante como la declaración de nulidad del matrimonio entre 
don Jaime y doña Leonor, contraído con el impedimento de tercer grado 
de consanguinidad sin dispensa apostólica, asunto suniamente delicado no 
sólo por la regia condición de los esposos y por la serie de graves deriva- 
ciones en cuestión de derechos y de bienes, sino también por tratarse de 
una cuestión que afectaba a las relaciones entre dos reinos cristianos, Ca- 
taluña, de una parte, y, de otra, Aragón, que había jurado hacía poco a 
Alfonso, hijo de este matrimonio, como heredero del reino; todos esos 
asuntos fueron estudiados y resueltos con la intervención poderosa y qui- 
zá decisiva de San Raimundo de Penyafort. La sentencia de nulidad del 
referido matrimonio, pronunciada en abril de 1229 y que, entre las fir- 
mas, lleva la de Frater Raimundus Penitentiarius Domini Legati, es un 


"modelo de regulación equitativa en lo tocante a cuestiones relacionadas 


con dicha causa, especialmente con relación a ios derechos y bienes de 
ambos cónyuges. 

18.—No es de menos trascendencia la obra jurídica llevada a cabo por 
el Cardenal Sabinense en Cataluña. Además de la celebración del expre- 
sado Concilio tarraconense, visitó el Legado Barcelona, Vich, Urgel y 
Gerona, y de su intervención en asuntos eclesiásticos de este país quedan 


datos interesantísimos. En Barcelona, a su paso por Martorell, publicó el 
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Legado una constitución sobre reforma de parroquias, restauración de 
monasterios de monjes negros y sobre los matrimonios en grado prohibi- 
do. En Vich dictó varias disposiciones, y allí mismo promulgó unas cons- 
tituciones capitulares de la Iglesia de Barcelona, en las que regulaba el 
nümero de canónigos, concretando sus preeminencias, grados y funciones, 
en ellas se define y se urge el deber de la residencia con las correspondien- 
tes sanciones en las faltas o ausencias injustificadas, se determina la for- 
ma de provisión de los beneficios vacantes, se confirma la finalidad y la 
aplicación de algunos bienes especiales capitulares y se recuerda la pres- 
cripción del tercer Concilio de Letrán relativa a la existencia, en cada Ca- 
tedral, de un Maestro de gramática (7). Estas y otras sabias y oportunas 
disposiciones fueron poco después confirmadas por el Papa Gregorio IX. 
Además, condenó el Legado, en una carta dirigida desde Gerona al Arz- 
obispo de Tarragona, los abusos, sobre los que había sido informado, de 
las exacciones excesivas impuestas a los clérigos por dignidades eclesiás- 
ticas y de los que se cometian en la ejecución de las disposiciones testa- 
mentarias de los mismos clérigos por autoridades eclesiásticas y por los 
magnates del país. En todos estos asuntos no puede negarse la interven- 
ción eficaz y discreta de San Raimundo, consejero del Cardenal y muy 
conocedor de los asuntos eclesiásticos de su país natal. 


19.—En cuanto a la cruzada contra los moros, una vez prevaleció el 
criterio del rey don Jaime que proyectaba la conquista de Mallorca con la 
cooperación, ya asegurada, del clero, de la nobleza y del pueblo, frente al 
criterio del Cardenal que prefería una expedición a Valencia, el Legado 
publicó, desde Lérida, una exhortación a la misma, y visitó, para impul- . 
sar la reconquista en las demás regiones de España, a los monarcas de 
Navarra, León, Castilla y Portugal, recomendándoles la mutua concordia 
y la solicitud para recuperar los países invadidos para la Iglesia católica. 
Terminda la legación del Cardenal, San Raimundo, por encargo del 
mismo, ratificado poco después por el mismo Papa, recorrió, con el Prior 
de los Dominicos de Barcelona, el mediodía de Francia, predicando la 
cruzada contra los moros, y fomentando la cooperación de aquellas re- 
giones a la expedición contra Mallorca, emprendida por el rey don Jaime. 
No hay duda, pues, de que la permanencia del Cardenal Sabinense 
en España llevó consigo una vista e importante labor jurídica en la res- 
tauración y aplicación de la disciplina eclesiástica; y en ella tuvo una in- 
tervención muy principal San Raimundo de Penyafort. 


(7) Summarium  Consuetudinum el Statutorum | Eccl Barcinonensis, n. 12 
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2." — Capellán y Penitenciario papal 


Tan ponderada y excepcional debió ser la información del Cardenal 
Sabinense acerca de las cualidades de San Raimundo al Papa y de la sabia 
y eficaz colaboración que le había prestado durante el ejercicio de su le- 
gación en España, que Gregorio TX le llamó a Roma y le tomó por con- 
fesor y capellán suyo, nombrándole, al mismo tiempo, penitenciario papal. 

El título de capellán del Papa, dice Mortier, recaía entonces en aquellos 
jurisconsultos llamados a deliberar con el Papa en las cuestiones jurídicas 
cuya competencia correspondía a la Cancillería apostólica, ya se refiriesen 
a beneficios eclesiásticos, o fuesen apelaciones a la Santa Sede, consis- 
tiesen en litigios entre seculares y regulares, o bien versasen sobre asuntos 
civiles encomendados al Sumo Pontífice por la confianza de los principes. 
Como que estos asuntos se trataban ante el Papa fuera de consistorio en 
su capilla, los que por él eran llamados a emitir su parecer sobre tales 
asuntos recibían el nombre de capellanes. 

El cargo de penitenciario lo ejercía un eclesiástico delegado del Papa 
para el examen, confesión, absolución e imposición de penitencias res- 
pecto de los pecados reservados al Santo Padre. La importancia de este 
cargo es clara si se tienen en cuenta la numerosa afluencia de peregrinos 
de todo el mundo a Roma que acudían a confesar sus graves culpas que, 
a veces, eran crímenes horribles. Estos cargos, para los que se requería 
sacerdotes muy escogidos, eminentes por su ciencia y por su virtud, los 
ejerció San Raimundo durante más de seis años. 

La labor jurídica llevada a cabo por el Santo durante este período de 
su vida puede deducirse de la naturaleza misma de los cargos y de la gran 
confianza en él depositada por el Romano Pontífice; pero, además, es 
dable conjeturarla en varios asuntos particulares que refieren los biógra- 
fos del Santo, aunque no existan en la actualidad documentos. escritos 
que lo acrediten. A su intervención se debe la confirmación pontificia de 


 ]a entonces reciente Orden Mercedaria Redentora de Cautivos, a cuya 


fundación había contribuido tan ficazmente en Barcelona. A su influencia 
se atribuye la publicación de la Bula “Declinante iam mundi”, dirigida 
por Gregorio IX al Arzobispo de Tarragona, en los principios de la In- 


quis ción en Cataluña, sobre la represión de los herejes y el modo cómo 


en ello debían proceder así el Arzobispo como sus sufragáneos. Bula que 
dió lugar a una consulta hecha por el referido Metropolitano al Papa 
Gregorio IX, a la que, en nombre del mismo Papa, contestó nuestro 
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Santo con una amplia Nota, de gran valor jurídico, en la que daba su 
parecer sobre el procedimiento que debía seguirse con los herejes. 

Esta Nota, conocida en la historia del Derecho con el nombre de 
Nota Raimundi, y que empieza con la palabra Credo, es muy notable y 
digna del canonista catalán, y fué más tarde recordada y unánimemente 
acatada en el Concilio tarraconense del año 1242, que se reunió circa: 
factum. haeresis, del cual Concilio fué el alma el mismo San Raimundo 
cuando se hallaba ya de nuevo en Barcelona. Todo el sentido de ponde- , 
ración y de prudencia, de bondad y de rectitud, característicos del espíritu 
del Santo, se refleja en este documento. Los culpables del crimen de here- 
jía habían de ser encerrados en cárcel segura y bien custodiada, pero no 
como vulgares facinerosos; el régimen carcelario no debía distinguirse 
por su aspereza, sino que había de ser presidido por un sentimiento de 
benignidad para con el preso, ya que el carácter del encierro, más que 
aflictivo, había de ser correccional, ut vita hominum corrigatur. Una 
gran discreción y escrupulosa cautela resplandece en la misma Nota en los 
artículos relativos a la determinación de la culpabilidad de los presuntos 
herejes, tendiendo a evitar que fuese alguien condenado sin verdadera 
causa, y con intento de salvar a los que, habiendo profesado la herejía, 
se hubiesen reconciliado sinceramente con la Iglesia. Provee también la 
Nota que a los herejes se les dé lo necesario para el sostenimiento de la 
vida; que se les consuele, conforme y exhorte a penitencia por viros re- 
ligiosos. 3 

Se conserva también una carta de San Raimundo dirigida al Obispo 
de Urgell, Ponce de Vilamur, respondiendo a una consulta que éste le 
había hecho sobre algunos casos relativos a la Inquisición, y comunicán- 
dole instrucciones respecto a cómo debía proceder en cada caso. 

En este período, pues, al principio de la Inquisición en Catalufia y en 
la Galia Narbonenese, el Santo, desde la Curia Romana y con la plena 
aprobación pontificia, dictó sus normas directivas, señaló procedimientos, 
sentando un criterio seguro, donde aparecen las grandes leyes de la hu- 
manidad y de una justicia cristiana muy superior a los que han observado 
muchos consejos de guerra y varios procedimientos penitenciarios pos- 
teriores. Leyendo estos documentos de San Raimundo y meditando el 
espíritu que los informa, veía un reflejo del espíritu del Santo en nuestro 
1egimen penitenciario de la satisfacción de las penas por el trabajo. l 

21.—En cuanto a algunas cuestiones jurídicas concretas resueltas por 
sl Santo En aquellos años, ya Antonio Agustín cita una colección titulada 

Dubitalia cum. responsionibus ad quaedam, capita missa ad Pontificem" , 
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colección que, hallada por Schulthe en un código de Braga, fué por el 
mismo publicada en su estudio sobre los manuscritos de aquella biblio- 
teca. Estas respuestas—dice el P. Taetaert—, que llevan la aprobación del 
Papa, constituyen un testimonio elocuente de la prudencia de San Rai- 
mundo, de sus conocimientos profundos del Derecho y de su gran espíritu 
de justicia y de equidad. Asimismo, los editores de Raimundiana men- 
cionan las respuestas canónicas dadas por San Raimundo, en nombre del 
Papa al Prior de los Dominicos y al Ministro de los Franciscanos, resi- 
dentes en el reino de Túnez, sobre diversos casos que podían constituir 
grave pecado o ser causa de excomunión, referentes a las relaciones con 
los infieles, y respecto de cuestiones de moral en el orden del comercio, 
v otras cosas. 


Varias Bulas de Gregorio IX nos dan a conocer, asimismo, otras noti- 
cias concretas de la actuación de San Raimundo como penitenciario papal 
durante los ültimos afios de su permanencia en Roma. Tales son, por 
ejemplo, los casos de la absolución condicional de Simón, canónigo de 
Maestricht; la de Hegno, canónigo de Trento, excomulgado por el Obispo 
de la misma ciudad; la de Anselmo de Mauny, Obispo de Laón; la de 
Elías Gros, canónigo cisterciense del Monasterio de Esterp; la de los 
monjes de la Orden de Gramond, y otros. 


A la intervención del Santo se atribuye la promulgación de la célebre 
decretal Naviganti, de Gregorio IX, referente a los problemas morales 
de orden mercantil, decretal que el mismo Santo incorporó a la Summa 
de Penitentia en su segunda edición, y que tiene gran relación con la obra 
escrita por el mismo San Raimundo a instancia de los mercaderes de 
Barcelona, titulada “Modus iuste negotiandi in gratiam mercatorum". la 
cual, desgraciadamente, no se ha conservado. 


Del justo y grandísimo prestigio de que, por su ciencia y por su virtud 
gozaba el Santo en aquellos tiempos, dan testimonio algunas cartas que 
se han conservado. Ni podía menos de ser así, dado que parece humana- 
mente imposible que una sola persona, en tan escaso tiempo, escribiera 
la compilación de las Decretales de Gregorio IX y, al mismo tiempo, 
ejerciera una labor tan grave y extraordinaria en el ejercicio de sus cargos. 
Ello demuestra la gran capacidad y enorme personalidad de San Raimun- 
do. El Papa, según dicen los biógrafos del Santo, quiso premiar su 
labor nombrándole Arzobispo de Tarragona, nombramiento que el Santo , 
rotundamente rechazó. 
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3. — Regreso de Roma y General de la Orden 


22—Enfermo San Raimundo por el peso de una labor tan improba, 
y reincorporado al convento de Santa Catalina de Barcelona, continuó, 
sin embargo, con el título de penitenciario, y fué el hombre de confianza 
del Romano Pontífice en todos los graves asuntos de orden jurídico del 
reino catalán-aragonés. Por diversas Bulas dirigidas por el Papa al Santo 
canonista, se puede apreciar la vasta labor que continuó llevando a cabo 
en cuanto se refería a la disciplina eclesiástica. En octubre de 1236 le 
hallamos en las Cortes de Monzón, estudiando y resolviendo con Jaime I 
los problemas de la reconquista de Valencia, de la seguridad de la paz 
interior perturbada por las guerras intestinas promovidas por los seño- 
res feudales, y el mantenimiento de la moneda jaquesa, que involucraba 
no sólo una cuestión política, sino también un problema de orden moral 
Por encargo del Papa, estudia el caso de la excomunión del conde de 
Tolosa, Ramón VII, y le reconcilia con la Iglesia. Otro tanto hace, tam- 
bién por comisión pontificia, con Jaime I el Conquistador, que estaba 
excomulgado por haber impedido, en Huesca, al Ob'spo electo de Zara- 
goza, don Bernardo de Monteagudo, su paso para Tarragona, adonde 
se dirigía para ser consagrado; como resolvió también, en nombre del 
Papa, el célebre caso de Roberto de Castell-Roselló, condenado por here- 
jia, y el del vizconde Folch de Cardona. 


Facultado por-Bulas pontificias, estudia los casos, y admite la renun- 
cia del Arzobispo de Tarragona, don Guillermo de Montgrí, y exhorta al 
Cabildo de aquella Sede Metropolitana a que elija, para sustituirle, a un 
sacerdote idóneo; acepta, justamente con el Prelado de Lérida y del de 
Vich, San Bernardo Calvó, la dimisión del Obispo de Tortosa, don Ponce 
de Torruella, y provee los Obispados de Huesca y de Mallorca. Con estos 
y Otros casos, que, en atención a la brevedad, hemos de omitir, se destaca 
la gran estima en que el Santo era tenido por el Papa y la extraordinaria 
buena reputación con que era considerado. Fué entonces cuando el Santo 
canonista escribió su opúsculo De forma visitandi ecclesias, cuyo texto 
no ha llegado a nosotros, y en el que el Santo instruía acerca del modo 
útil de efectuar la visita pastoral a las iglesias y de procurar eficazmente 
el bien y la moralidad del clero y de los fieles de las mismas. Y aún entre 
el pueblo fiel fué tanto el resplandor de sus virtudes y de su ciencia, y tal 
la influencia social que alcanzó, que de todos los estamentos sociales era 
el consejero obligado y seguro. A áquel período de vida parece que debe 


Seb eus 


f 
. 


LA PERSONALIDAD Y OBRA JURIDICA DE SAN RAIMUNDO DE PEÑAFORT 


atribuirse su obra escrita, a instancia de los mercaderes de Barcelona, 
“Modus iuste negotiandi in gratiam mercatorum" 

23.—El prestigio de San Raimundo dentro de la Orden Dominicana 
era general, especialmente entre los religiosos más destacados de la misma. 
De ahí que, vacante el generalato de la misma por fallecimiento del Pa- 
dre Fr. Suero Gómez, en el Capitulo general del 1237, convocado por el 
Vicario de la misma Orden, Alberto Magno, fuese el Santo elegido Ge- 
neral de la Orden, cuando el Santo tendría unos sesenta afios de edad. 
Desde este cargo supo imprimir en la Orden su tónica peculiar de auto- 
ridad, de bondad y de pobreza en los miembros y casa de la Orden, el 
espiritu de penitencia y de caridad que revelan, según Mortier, un culto 
escrupuloso de la ley y de la justicia, así como un vivo deseo de evitar las 
debilidades de la naturaleza. En el orden de la disciplina interior de la 
Orden, consiguió del Papa Gregorio IX, tan devoto del Santo y de la 
Orden de Predicadores, varias Bulas referentes a los deberes, derechos 
y privilegios diversos de los religiosos y de sus relaciones con las religio- 
sas de la misma Orden, y también acerca de las relaciones con los Obis- 
pos diocesanos, siendo algunas de estas Bulas de singular importancia 
para el Derecho canónico general, puesto que en ellas se manifiesta el 
criterio de la Iglesia en las relaciones de los religiosos con las religiosas 
de la misma Orden y con los Prelados diocesanos y en lo referente « la 
admisión por los Diocesanos de los religiosos exclaustrados. 


Pero la obra jurídica más importante de San' Raimundo durante su 
generalato fué el nuevo código de las Constituciones dominicanas, redac- 
tado por él, y en el que, ateniéndose al pensamiento de Santo Domingo 
-y a las reglas fundamentales promulgadas por el mismo y a los Estatutos 
de los Capítulos generales anteriores, dejó nuestro Santo muy bien sen- 
tado el sello de su propia y fuerte personalidad. Aunque no se ha conser- 
vado ningün códice que nos dé el texto de estas Constituciones, segün la 
redacción de San Raimundo, pudo reconstruirlas y publicarlas el P. De- 
nifle, alemán. , 

En su código, San Raimundo conservó la: misma estructura que tenía 
el Liber Consuetudinum de la Orden, con la misma división en dos partes 
o distinciones, subdivididas, asimismo, en capítulos. Lo que hizo San 
Raimundo fué modificar, mejorándolo ciertamente, el orden de las Cons- 
tituciones que integraban la compilación estatuaria de los PP. Predica- 
dores; agrupó de modo más orgánico lo que en las antiguas Comsuetudi- 
mes andaba disperso y lo colocó en su lugar correspondiente; dió epigra- 

fes a algunos capítulos, precisó algunas frases de diferentes párrafos y 
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suprimió varias expresiones no esenciales, y agregó, finalmente, las dis- 
posiciones nuevas y las modificadas introducidas en aquel código con 
posterioridad al año 1228. ; 

Debo prescindir de narrar, aun suscintamente, el contenido discipli- 
nar de este código; el cual, ciertamente, fué redactado en el espacio de 
un año y con la claridad y exactitud propias del Santo, con un plan 
armónico, preciso y coherente, con una eficacia de labor definitiva, que 
constituyen y definen la forma permanente de la Orden, dentro de la 
conservación sustancial de las Constituciones antiguas y del respeto pro- 
fundo a las disposiciones de su Fundador, Santo Domingo. 


4. — Intervención en asuntos eclesiásticos 


24.-—Renunciado el cargo del generalato de la Orden con general dis- 
gusto de los religiosos, permaneció San Raimundo durante los treinta 
y cinco años restantes de su vida en el convento de Santa Catalina de 
Barcelona. Allí vivió recogido, entregado a la oración y a sus ocupacio- 
nes incesantes, sujeto a la disciplina conventual, y practicando escrupu- 
losamente las observancias de su Orden. Continuó, no obstante, siendo 
uno de los penitenciarios papales, cuyo título le fué dado en las Bulas 
apostólicas a él dirigidas, el delegado habitual de los Papas, el hombre 
de confianza de la Santa Sede en el reino de Catalufia y Aragón y aün 
del resto de España; el asesor intimo de los Prelados del país en los 
‘graves asuntos de orden moral y jurídico. 


Intervino San Raimundo, entre otros muchos casos, en el estudio y 
solución de la cuestión pendiente hacia dos años, en la Curia Romana, 
del Obispo de Barcelona, don Pedro de Centellas, el cual, siendo canó- 
nigo de Barcelona, se negaba a aceptar la Mitra de Barcelona, después . 
de la muerte del Obispo Berenguer de Palou, por haber hecho voto secreto 
de ingresar en la Orden de Predicadores. Asimismo e! Papa Inocencio IV 
le encomendó el éstudio y el fallo del litigio planteado por el Metropoli- 
tano de Tarragona, que reclamaba iure devoluto el derecho de proveer la 
Sede de Lérida, entonces vacante; el célebre asunto, de luchas tan largas 
y enconadas, entre el Obispo de Urgell, Ponce de León, y de su sucesor, 
Abril, antiguo Arcediano de Salamanca, de una parte, y, de otra, los 
condes de Foix, feudatarios de dicho Obispado; los casos de la elección 
del Abad del Monasterio de San Saturnino de Tabérnolas, en Andorra, 
y de la renuncia del Abad de Ripoll. El Papa Alejándro IV le comisionó 
para resolver el problema de la reforma capitular de Vich en tiempos 
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del Obispo de aquella diócesis, don Bernardo de Mur. El General de los 
Dominicos, Fr.' Humberto de los Romanos, puso en manos del Santo 
el estudio y la solución de la agriada cuestión del Monasterio de religiosas 
de Santa María de Castro, en San Esteban de Gomar. Otros muchos 
casos podrían referirse de la intervención de San Raimundo en asuntos 
gravísimos y complejos por orden de los Papas Inocencio IV y Alejan- 
dro IV, los cuales, así como sus sucesores, Urbano IV y Gregorio X, en 
la aceptación de renuncias episcopales, en la provisión de Diócesis va- 
cantes, en nombramientos y renuncias abaciales, en los litigios entre re- 
ligiosos, en la absolución de las herejías y en el examen de causas ma-- 
trimoniales, etc., se sirvieron de San Raimundo como de su delegado para 
estudiar y resolver con plenas facultades las cuestiones propuestas. 


El amor al recogimiento y a la oración no impedían a San Raimundo, 
celoso de la gloria de Dios, dedicar sus fuerzas a procurar la firmeza 
de la fe y la moralidad de las costumbres, amenazadas seriamente y per- 
turbadas por los herejes y por el contacto con los infieles. Tres remedios 
ideó el Santo para conjurar el mal que invadía a la sociedad y a la Iglesia: 
enseñar la verdad religiosa a los que no la conocian; demostrar el error 
de las nuevas doctrinas que adulteraban o contradecian a las de la Igle- 
sia; impedir la propagación y el contagio de error, y en ejercicio de sus 
vivos deseos aportó constantemente los grandes recursos de su ciencia 
jurídica y de su virtud. De aquí su triple intervención en las obras misio- 
nales, en las controversias públicas y en el ejercicio de la Inquisición, 
instituciones entonces de actualidad en la Iglesia, de las cuales voy a ocu- 
parme, aunque muy suscintamente. 


5. — Labor jurídica de San Raimundo en la tarea misional 


25.—En el renacimiento misional de la Iglesia del siglo XIII, pro- 
movido, en gran parte, por las Ordenes de Predicadores y de Francisca- 
nos, ocuparon un lugar muy destacado tres catalanes, que, por especial 
coincidencia, llevan el mismo nombre: Ramón de Penyafort, Ramón 
Martí y Ramón Llull. Estos tres varones miraron con preferencia los te-- 
rritorios del. Norte de Africa y de la parte meridional de España, domi- 
nada aún por los moros. El interés que sentía la Iglesia por aquellas 
misiones lo demuestran, entre otros, el hecho de que el, Papa Honorio IIT 
en seis meses dirigió cinco Bulas a aquellos misioneros. 


Por lo que se fiere a San Raimundo de Penyafort, ya hemos indicado 
cómo, estando aún en la Curia Romana, resolvió una serie de cuestiones 
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propuestas por los misionefos africanos, las que, por disposición del 
Papa, tuvieron carácter normativo. La respuesta del Santo abarca una 
serie de problemas referentes a las penas canónicas, a los contratos entre 
feles e infieles, a las relaciones de los cristianos con los moros y al crite- 
rio moral y jurídico a seguir por los misioneros en los matrimonios entre 
cristianos y sarracenos, a la educación de los hijos en los matrimonios 
mixtos, a la integridad de costumbres en el clero entre infieles, a varias 
cuestiones sobre la administración de los sacramentos, etc. Todas estas 
normas, históricamente hablando, figurarán siempre en las primeras pá- 
ginas del Código misional, y varias de ellas contienen una doctrina que, 
en sustancia, es la tradición de la Iglesia en los asuntos misionales. 

Pero no se limitó a esto el Santo. Como durante su generalato envió 
diversos misioneros a países de infieles, después, estando en Barcelona, 
y como consejero nato de los Generales de la Orden y de los Papas, recabó 
constantemente su apoyo en favor de la obra misional. De aquí su interés 
en fomentar el estudio de la lengua arábiga entre sus hermanos de hábito, 
habiendo conseguido que varios Capítulos generales de la Orden exhorta- 
ran a sus miembros y aún mandaran categóricamente el estudio de esta 
lengua. El mismo San Raimundo erigió también dos casas de estudios 
orientales, una en Murcia y otra en Túnez; y consiguió que por orden 
del General de los Dominicos, Fr. Humberto de los Romanos, se estable- 
ciera otra en Barcelona y que se destinasen a estos estudios a los religio- 
sos más idóneos. . 


San Raimundo intervino en esta obra, primero, por propia iniciativa; 
luego, como representante del Provincial de España, y, finalmente, con la 
autoridad apostólica que le confirió el Papa Alejandro IV mediante una 
3ula. En aras de su celo misional, quiso dotar a los misioneros de una 
verdadera ciencia apologética con el fin de que pudiesen desvanecer los: 
errores de los infieles y ensefiarles la verdad. A este fin suplicó a Santo 
Tomás de Aquino que escribiera la Summa contra gentiles, piedra fun- 
damenta! de la controversia católica, excelente manual de apologética y 
catequística para uso de los misioneros. Monumento peremne de este es- 
píritu misional de San Raimundo, con todas sus singulares caracteristi- 
cas, es la carta que escribió al General de la Orden, donde expone, re- 
duciéndolos a seis puntos, los provechosos resultados de aquella actividad 
misional. Esto por lo que se refiere a las misiones africanas. 

En lo relativo a las” misiones entre los moros que habitaban dentro de 
los Estados de don Jaime el Conquistador, este Rey promulgó varias y 
muy importantes disposiciones legales, a instancias de San Raimundo, 
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destinadas a facilitar y a proteger la labor de los religiosos de Santo 
Domingo, disposiciones que pueden leerse en el Libro de las Constitucio- 
nes del expresado rev, y que tienen una verdadera importancia jurídica 


6.' — Las controversias cristtano-rabinicas 


26.—La controversia fué el segundo medio empleado para combatir 
y ahogar el error religioso. En su Historia de Jaime I (8), dice Tour- 
toulón que en punto a mansedumbre y tolerancia fué don Jaime digno 
discípulo del santo y venerable Raimundo de Penyafort; añade que el sabio 
religioso condenaba severamente las violencia contra los judios y sarra- 
cenos y recomendaba se les llevase a las verdaderas creencias por medio 
de la persuasión y de la dulzura; y afirma que, juntando el ejemplo dl 
consejo, no sólo recorrió gran parte de España y del litoral africano 
para hacer oír la palabra divina a los infieles, sino que fué uno de los 
promotores y asesores de las conferencias públicas en las que los rabinos 
y los religiosos discutían sobre religión, encaminadas a conseguir la con- 
versión de los judíos, que eran mucho más peligrosos que los moros por 
su firmeza a sus ideas y por su ardor en propagarlas. 


Estas conferencias, llamadas “controversias cristiano-rabinicas”, a al- 
gunas de las cuales asistió personalmente San Raimundo, coram Rege et 
Raimundo, fueron frecuentes en el reino de Catalufia y Aragón en el 
reinado de Jaime I. Generalmente era el mismo Rey quien las autorizaba, 
y este mismo monarca dió varias sabias y prudentes constituciones, ins- 
piradas por San Raimundo, con el fin de conseguir la conversión de los 
judíos y sobre el trato que los cristianos debían dispensarles. Estas dis- 
posiciones, que respiran el espíritu de bondad, de justicia y de equidad jun- 
to con un grandioso celo de la conversión de los judíos, pueden leerse en 
el referido libro de las Constituciones, del mismo Rey, y no falta en ellas 
la demostración del criterio jurídico de San Raimundo, que las inspiraba 
y patrocinaba. De estas controversias nació la singular literatura antita- 
múldica, que, entre sus cultivadores más renombrados, contó con los dis- 
cípulos del Santo canonista, singularmente con Fr. Ramón Martí, autor 
del Pugio Fidei, obra maestra de controversia y de erudición rabínica, 
como la califica Menéndez Pelayo. 


(8) Lib. 4.9, cap. III. 
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7 -— San Raimundo en la Inquisición 


27.—Para inmedir la propagación del error, intervino San Raimundo 
personalmente en la obra de la Inquisición, que había recibido una orga- 
nización fija en 1229, en que Gregorio VII la constituyó en Tribunal 
regular, y que desde 1232 existía en Cataluña. Ya vimos cómo procedió 
en estos delicados asuntos en años anteriores antes de su generalato de 
la Orden Dominicana. Renunciado éste, volvió de nuevo a señalar nor- 
mas y resolver problemas con referencia a la actuación inquisitorial en 
la provincia tarraconense. En 1241 Ó 1242, para responder a algunas 
consultas formuladas por algunos jurisconsultos reunidos en Barcelona, 
redactó, por encargo del Arzobispo de Tarragona, un Manual práctico 
o Directorio para uso de los Inquisidores, en el que definía el concepto 
jurídico de la herejía, clasificaba las diversas categorías de culpables y 
graduaba las distintas penas correspondientes a cada clase de delitos, 
aclaraba multitud de casos dudosos, señalaba el procedimiento que debía 
observarse contra los herejes y consignaba las diferentes fórmulas de 
sentencia y de abjuración, según las varias clases de delitos. La redac- 
ción, simple y precisa, propia de un excelente jurista, el orden y el buen 
método en la distribución de la materia, campean en este Manual, que 
sirvió de guía a los jueces diocesanos de la provincia tarraconense, para 
quienes había sido escrito, y que fué aprovechado por los mismos inqui- 
sidores pontificios en la misma provincia y en la Galia Narbonense. 


. Más tarde, el Papa Inocencio IV encargó a San Raimundo, juntamen- 
te con el Provincial de los Dominicos de España, que enviasen a la Galia 
Narbonense, tan ligada con Cataluña en punto a la represión de la here- 
jía, a dos predicadores idóneos para inquirir alli contra los herejes de 
aquella región; y, al mismo tiempo, el Papa mandaba al Arzobispo de 
Narbona y a los Inquisidores de dicha provincia eclesiástica, que envia- 
sen a Fr. Ramón de Peñafort y al Provincial referido la fórmula de pro- 
ceder contra los herejes que se usaba en aquella provincia; lo cual prueba 
que nuestro Santo tenía una especie de control sobre los Inquisidores 
diocesanos de aquel país. 

El criterio de San Raimundo en materia de inquisición y castigo ca- 
nónicos contra los herejes constituyó en la legislación canónica de los 
Concilios tarraconenses de entonces y posteriores una verdadera y segura 
norma jurídica y permanente para la redacción de sus cánones en materia 
procesal y penal en el ejercicio de la Inquisición para la defensa de la 
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fe y aún de la misma sociedad. En sustancia, la doctrina y las formas 
procesales en esta importante materia las había ya consignado abundante- 
mente el Santo en su libro Summa de Penitentia. 


S° — San Raimundo en la sociedad de su tiempo 


28.—La fama de la gran mentalidad, de la extraordinaria virtud. y 
experiencia, su imperturbable discreción y ecuanimidad y sentido prác: 
tico, depararon a San Raimundo ante la sociedad de su tiempo un vasto 
campo de apostolado, como pocos santos y sabios lo han tenido. 

De lo que llevamos dicho se deduce su constante relación y amistad 
con el Rey Jaime I, cuyo reinado coincidió con la vida del Santo desde 
su regreso de Bolonia. Esta relación se manifestaba, especialmente, en 
las intervenciones de San Raimundo en los asuntos morales y canónicos 
que afectaban al Rey. Pero también intervino varias veces en cuestiones 
referentes a la vida del Estado catalano-aragonés. Tales fueron su par- 
ticipación en la obra de la reconquista contra los moros, su presencia, en 
calidad de asesor, en las Cortes del reino; la consecución de indultos en 
favor de los condenados a muerte, su colaboración a las disposiciones 
dictadas por el monarca en asuntos que involucraban algún problema de 
orden moral o jurídico, como en las relaciones entre cristianos y judíos 
y en el deber de éstos de presentarse ante los frailes predicadores para 
conferenciar con ellos de materias religiosas; en lo referente a la inmu- 
nidad de los clérigos y de las iglesias, de la integridad e insobornabilidad 
en la administración de la justicia; a la represión de la herejía y otros 
asuntos parecidos que se hallan en las Constituciones de Jaime I. Su in- 
fluencia poderosa ante el Rey se puso de manifiesto también en lo relati- 
vo a las disposiciones testamentarias del mismo sobre la división de sus 
dominios entre sus hijos, siendo digno de notarse el criterio firme del 
Santo de que quedara incólume, en su integridad, la unidad política del 
reino de Aragón, que más tarde tanto debía influir en el desenvolvimiento 
de la unidad española. 


Era San Raimundo, asimismo, el consejero incansable, bondadoso y 
certero a quien acudían, en demanda de consejo, personas de todos los 
estamentos sociales, el árbitro y componedor amigable en los litigios más 
espinosos y complejos, el albacea o ejecutor testamentario de los Obispos 
y'magnates más conspicuos del país, el consejero de las comunidades re- 
ligiosas, el orientador de los que abd:caban de las herejías o errores y se 
convertían a la religión cristiana, como en el caso de Raimundo Lulio, el 
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impulsor de cuantas actividades se desarrollaban en las grandes empresas 
en favor de la Iglesia y de la Patria. Sobre estos puntos se han publicado 
recientemente varios documentos inéditos, entre los cuales descuellan los 
Diplomatarios, de Feliu y Valls y Taberner; y no hay duda de que con 
el tiempo han de aparecer otros importantes que duermen empolvados en 
los archivos. 

Y esta labor, que claramente es también de orden jurídico, la ejercía 
también San Raimundo entre los judíos, quienes, conociendo su sabiduría, 
su imparcialidad y espíritu de justicia, sujetaban a su criterio y decisión 
sus diferencias y litigios. 


V 


SANTIDAD Y NOTAS CARACTERISTICAS DE SAN RAIMUN- 
DO Y SU RELACION CON SANTO TOMAS DE AQUINO 


29.—Todo lo dicho, claro está, es un pálido reflejo de la gran per- 
sonalidad jurídica de San Raimundo de Peñafort, personalidad que él 
enalteció e hizo fecunda con su extraordinaria virtud. De ésta nada he 
referido en el decurso de esta conferencia, porque no me incumbía pon- 
derar la virtud, sino presentar un pequeño bosquejo de la obra jurídica 
del Santo; pero debió ser tal el concepto de santo en que era tenido, aún 
durante su vida mortal, que pocos Santos habrá habido en la Iglesia que, 
en vida, hayan gozado más justa y generalmente de la fama de virtud. 
El P. Marsilio, poco menos que coetáneo del Santo, escribe de San Rai- 
mundo: “Humilitate excelsus, perfecta pietate locuples, sincera carnis 
suae integritate fecundus, oratione suspensus, zelo virtutem. insignis, vi- 
Horum obiurgator rigidus, patientia firmus, fide clarus, spe erectus, cha- 
ritate accensus, temperantia parens, fortitudine invictus, iustitia rectus. 
prudentia praeditus et omnium virtutum vas praetiosum et solidum." Los 
milagros numerosos obrados en vida, el buen olor de santidad que en todas 
sus actividades irradiaba, explican, juntamente con su vasto saber y per- 
sonales condiciones, el sentimiento general de la sociedad de su tiempo 
con motivo de la muerte del Santo casi nonagenario, así como los trabajos 
constantes empezados inmediatamente después de su muerte, por los 
Prelados, Corporaciones püblicas, Reyes de Aragón y de Castilla, enca- 
minados a obtener de la Santa Sede la incoación del proceso de canoni- 
zación de San Raimundo, No son, pues, de extrañar los extraordinarios 
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elogios con que sus numerosos biógrafos expresan y justamente enalte- 
cen la gran santidad del Santo canonista. Todo ello contribuyó a fomen- 
tar la gran devoción que en la sociedad cristiana, y especialmente entre 
la clase culta y dedicada a los estudios jurídicos, se le ha tenido en el 
decurso de los siglos, y se le tiene aún. Una prueba de ello son el patro- 
nato del Santo, bajo el cual se han colocado varias instituciones jurídicas, 
entre las cuales se halla el ilustre Colegio de Abogados de Barcelona, y 
las visitas de los devotos al altar de San Raimundo de la Catedral de 
Barcelona, donde se conservan los venerados restos del Santo dominico. 


30.—La virtud y la ciencia hicieron de San Raimundo uno de los 
hombres providenciales y fecundos de la Santa Iglesia. Estudiando a 
fondo el espíritu del Santo, se notan, en primer término, en él las carac- 
terísticas que han distinguido a la ínclita Orden de Predicadores en el 
decurso de su historia: el espiritu de asimilación e identificación entre el 
elemento humano y divino en todas las actividades de la vida, la sobrena- 
turalización de lo humano y la humanización de lo divino, el profundo 
respeto a la integridad humana, la armonización de los hechos contingen- 
tes y variables con la idea y la verdad eternas, siempre permanentes; el 
triunfo de la razón iluminada por la fe, sobre todas las otras facultades 
y potencias del hombre; y, conociendo el fraternal consorcio en que deben 
vivir y dentro dei cual han de desenvolverse los hombres y los pueblos, 
no buscan ni pretenden nuevos órdenes sin guardar religiosamente y de- 
fender el curso natural de las cosas. Con razón podria ser llamado San 
Raimundo de Pefiafort el Doctor humanus, por su gran respeto a la 
naturaleza humana con que supo unir la ciencia y la fe, porque sus doc- 
trinas y sus obras fueron constantemente una apología de la armonía 
entre el elemento divino y el elemento humano de la vida, y porque, ene- 
migo de toda suerte de exageración, es siempre ponderado, equitativo, 
altamente respetuoso del derecho consuetudinario y de la librtad humana, 
en todo sabe buscar y hallar el justo medio que ha de resolver las dife- 
rencias entre los hombres y entre los pueblos. Y éstas son las característi- 
cas personales del Santo en su labor jurídica. 


En la sociedad cristiana—dice el Papa Clemente VIII (9) de San Rai- 
mundo—‘“eius scientia quasi innundatio in omnibus abundat, et consilium 
eius sicut fons vitae salutem animi pluribus efferebat" ; y por lo que se 
refiere a nuestra Patria, no hay duda de que plasmó su civilización jurí- 
dica con el sello perenne de su criterio insuperable y fecundísimo. | 


(9) Bula de canonización. 
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31.—En el decurso de esta conferencia hemos notado algunas de las 
relaciones de San Raimundo de Peñafort con Santo Tomás de Aquino, 
y del ascendiente que aquél ejerció sobre éste. En el orden de la ciencia 
cristiana, se ha dicho que San Raimundo de Penyafort es en el orden 
moral y jurídico lo que Santo Tomás de Aquino en el orden filosófico y 
teológico. Los dos poseen la misma modalidad científica, son representa- 
ciones y encarnan la antigua y verdadera ciencia que se viste según las 
costumbres de los tiempos, sin sacrificar jamás el carácter eterno de la 
verdad, que presentan en forma perfectamente organizada y sencilla; 
siempre racionales y nunca racionalistas; no desprecian ningún elemento 
humano por insignificante que sea, atienden a todas las voces que salen 
de la naturaleza racional sin despreciar ninguna de ellas, sino es después 
de madura reflexión, y procurando, en cuanto es posible, hermanarlas; 
paladines implacables de la verdad, pero, a la vez, los más constantes con- 
ciliadores; los dos poseen una especie de intuición para comprender la 
verdad y definirla; no se atascan jamás al juicio propio, sino que se 
acogen a lo tradicional, cuando es claro y exacto, y, cuando forzosamente 
han de em'tir su criterio personal, lo hacen en tonos sumamente modes- 
tos: “Videtur quod”, dice Santo Tomás; “Credo tamen”, dice San Rai- 
mundo. Así, los dos, cada uno en su esfera, contribuyeron eficazmente al 
triunfo racional de la verdad, a la unidad de pensamiento que perseguía 
la Iglesia en aquel turbulento siglo XIT, unidad que en el orden filosó- 
fico y teológico con Santo Tomás, y en el moral y jurídico con San Rai- 
mundo, debía resplandecer, como base permanente, en la misma Santa 
Iglesia a través de los siglos. 


Ramón BAUCELLS SERRA 


Canónigo coctoral y Viceprovisor de Barcelona 
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EL MIEDO INDIRECTO 
EN EL MATRIMONIO 


Las causas de nulidad de matrimonio y de separación o divorcio son 
las más frecuentes, casi las únicas hoy día, en los tribunales eclesiásticos 
Entre las de nulidad ocupan el primer lugar por su número las de nuli- 
dad por miedo: ex capite vis et metus. Así, para no alegar más que un 
dato, en la estadistica de las causas falladas por la Rota Romana en el 
año 1941 figuran en total 91 causas; de ellas, 86 son de nulidad de ma- 
trimonio; de entre éstas, 34 son ex capite vis et metus, 30 por otros 
defectos de consentimiento, 14 por impotencia (1). 

Tanta frecuencia de las causas de nulidad por el capítulo del miedo 
persuade la necesidad de que los jueces penetren a fondo las múltiples 
y sutiles cuestiones doctrinales acerca de este que antes del Código Ca- 
nónico se llamaba impedimentum vis et metus, y hoy el Código no cla- 
sifica entre los impedimentos, sino entre los defectos de consentimiento. 

Nosotros no vamos a ocuparnos ahora sino de una cuestión, acerca 
la cual se nota cierta tendencia contraria a la doctrina tradicional y a la 
jurisprudencia de la Santa Sede: ¿Qué influjo ejerce el miedo indirecto 
en la validez o nulidad del matrimonio? | 

Pero antes de entrar en materia indicaremos someramente el signi- 
ficado de los términos, cosa ya muy manida para los avezados al estudio 
de los Cánones. 


§ 1. Nociones 


Miedo, según ia definición del jurisconsulto romano ULPIANO, es ins- 
tantis vel futuri periculi causa mentis trepidatio (2): Una perplejidad o 
vacilación del ánimo ante la perspectiva de un peligro inminente o futuro. 
La palabra trepidatio es metafórica, tomada de la vibración de una lámi- 
na a un lado y otro de su posición normal a impulso de una fuerza extra- 
ña, o del movimiento de vaivén de las hojas agitadas por el viento. Así la 


(1) AE Apostolicae Sedis, vol. 34 HOUR a 57-58. 
(2) Digesto, lib. 4, tit. 2, ley 1. 


ee. oie 


E. F. REGATILLO, S. J. 


voluntad, ante la perspectiva de un mal que amenaza, como que trepida, 
tiembla, titubea: quiere y no quiere. 

División: a) POR SU MAGNITUD es gravé o leve, según que perturbe 
mucho o poco el ánimo. Absolutamente grave, según la frase clásica to- 
mada del jurisconsulto romano Gayo (3), qui cadit in virum. constantem, 
el que razonablemente concibe un varón fuerte y constante, que aprecia 
en su justa medida la grandeza del mal y el peligro objetivo; o el que se 
concibe de la perspectiva de un mal tan grande, que basta para doblegar 
la voluntad de un hombre sereno y ecuánime y arrastrarle al matrimonio 
que aborrece (4). También es absolutamente grave qui cadit in mulierem 
constantem. (5). Relativamente grave el que lo es, atendidas las circuns- 
tancias del sexo, edad, debilidad, etc.; es decir, que influye no tanto por 
la realidad objetiva como por la disposición del paciente. Ambos miedos, 
el absolutamente y el relativamente grave, se equiparan, en cuanto a su 
influjo, en la validez del matrimonio. 

Reverencial se llama el miedo de disgustar u ofender a las personas 
de quienes uno depende o a las que debe especial respeto, como los pa- 
dres, los maestros, los amos. Es leve si se reduce a un mero temor de 
disgustar; será grave si se añaden amenazas, aunque no graves, golpes, 
reproches o ruegos importunos (6). 

b) Por La CAUSA es extrínseco el infundido por una causa libre, a 
saber, por otra persona; intrínseco, el que procede de una causa necesa- 
ria, v. gr., de una enfermedad, de una tormenta. 

C) POR sU NATURALEZA JURÍDICA el extrinseco es justo o injusto. 
según que el autor del miedo tenga o no derecho a inferirlo. Justo en 
cuanto a la sustancia, es decir, si el autor del miedo tiene derecho de ame- 
nazar con el mal con que amenaza y a lo que exige; en cuanto a la sustancia 
y al modo o circunstancias, si tiene derecho a la amenaza y a lo que 
exige, y a la manera de amenazar o de exigir; justo en cuanto a la sus- 
tancia, injusto en cuanto al modo, si tiene derecho a infundir el miedo, 
pero no de tal modo. 


Así, si Marciano, en virtud de su oficio de juez, obliga a Fabio a tomar por 
esposa a Livia, violada por el mismo Fabio, o a dotarla, el miedo es justo en 
cuanto a la sustancia y en cuanto al modo; si le amenaza con la cárcel si no 
se casa con ella, pero sin proceso, es Justo en cuanto a la sustancia, injusto en 
cuanto al modo; si le amenaza de muerte, injusto en cuanto a la sustancia. 


(3) Digesto, ley 6. Gayo dice: qui in hominem constantissimum cadat. 
(4j Nolae Romanae Decisiones, 12 abril, 1933; vol. 95, decis. 27, p 236% 


(5) Panormitanus, Commentar, in cap. 14-5 ite 4 gotas E. 
m eren pof p 7 |: 1, 1 4. Rota 94 mai. 1939; VOLI QI 


(6) Rota 9 mai. 1933; vol. 25, decis. 35, p. 298. 
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d) POR RAZÓN DE LA INTENCIÓN, el miedo es directo en orden a 
arrancar el consentimiento matrimonial; o indirecto, es decir, encami- 
nado a otro fin, pero que impele al paciente a abrazar-el matrimonio para 
librarse del intento pretendido por el causante. 


Así, si Marcelo amenaza con la muerte a Jenaro si éste no se casa con 
Teresa, el miedo es directo; si le amenaza con la muerte para vengar una 
injuria, y Jenaro, a fin de aplacarle, contrae matrimonio con Teresa, el miedo 
es indirecto. 


El directo se llama entre los canonistas metus consultus; el indirecto, 
inconsultus. 


Influjo del miedo en los actos de las personas. 


a) El miedo que perturba por completo el uso de la razón hace 
nulo cualquier negocio jurídico, pues no es acto humano. 

b) El miedo grave que no quita el uso de razón, aunque sea injusto, 
por derecho natural, no hace nulo el acto; porque no le falta la elección : 
la voluntad verdaderamente elige tal acto para librarse del mal con que 
se le amenaza. "Quamvis si liberum esset noluissem, tamen coactus volui.” 
dice el jurisconsulto romano PauLo (7); o como suena el adagio: Coacta 
voluntas est semper voluntas. Pero si el miedo fué injusto, el acto es 
rescind'ble, si es capaz de rescisión; si no lo es, el acto, según la opinión 
más probable, será nulo. Porque el causante del miedo tiene por derecho 
natural obligación de reparar la injusticia, y Ja única reparación apta ad 
aequalitatem es la rescisión del acto; y no siendo ésta posible, la nulidad 
del mismo ya desde el principio. 

Esta razón no vale para el miedo justo y para el intrinseco, los cuales, 
por derecho natural, no hacen el acto nulo. 

Por derecho canónico los actos puestos por miedo grave e injusto va- 
len, a no ser que otra cosa se establezca en el derecho (can. 103, 8 2); 
como se establece, por ejemplo, en el can. 1.087, 8 1, en cuanto al con- 
sentimiento matrimonial. Pero son rescindibles por sentencia de juez. 


El miedo leve no anula ni hace rescindibles los actos, pues de lo con- « 


trario muchísimos serían nulos o no firmes, con grande trastorno para 
la comunidad. > 

El miedo en el matrimonio.—Solamente hace nulo el matrimonio el 
miedo que reúna estas tres condiciones: a) que sea grave, b) extrínseco, 


(7) Digesto, 1. 4, tit. 2, ley 21, 8 5. 
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c) injusto. Ningún otro miedo le anula, aunque dé motivo al matrimo- 
nio (can. 1.087). 

Hechas estas breves indicaciones, queda por resolver la cuestión que 
nos hemos propuesto: ¿Qué miedo grave e injusto hace nulo el matri- 
monio: solamente el miedo directo (consultus) o también el miedo indi- 
recto (inconsultus)? 


$2. Panorama histórico 


1." Desde los principios de la Iglesia hasta el Decreto de Graciano 
no existe, que sepamos, documento alguno eclesiástico en que se declare 
nulo el matrimonio contraido por miedo. Hallamos, si, en Concilios an- 
tiquisimos, como el de Ancira (a. 314), can. 11; el de Calcedonia (a. 451), 
canon 27 (8); y en los Padres, como TERTULIANO, nacido cerca del 
año 160 (9), y S. BasILI0, nacido hacia el año 330 (10), textos en que se 
castiga el rapto de mujeres, sobre todo desposadas; pero tales textos no 
hacen referencia a la nulidad del matrimonio ex capite metus. 


2.” En tiempo de Graciano (1140) era ya doctrina comúnmente ad- 
mitida la nulidad del matrimonio contraído por miedo grave injusto. 


GRACIANO, en su Decreto, part. 2, Causa 31, cuest. 2, can. I, 3, 4, para 
confirmarla con textos legales, aduce el Commonitorium del Papa Ni- 
colás I y dos decretales de Urbano II; pero no parece que en estos do- 
cumentos se trate de la fuerza dirimente del miedo; sino que del Com- 
monitoirum se desprende que el miedo sufrido por el rey Lotario fué 
leve y que, por grave que fuese, no autorizaba al rey a cometer el pecado. 
En las dos decretales citadas no aparece clara y abiertamente establecida 
la nulidad por el miedo, como se expresa WERNZ-VIDAL (11), sino más 


bien la nulidad por falta total de consentimiento, que la doncella no esta- 
ba dispuesta a prestar. 


3. La nulidad por miedo grave injusto se halla claramente consig- 
nada en las Decretales de Gregorio IX, |. 4, tit, 1, c. 6, 14. 15, 
21; tit. 2, cap. 9; tit. 7, cap. 2. 


o DE 
4. El Concilio de Trento no modificó sustancialmente el impedi- 
mentum vis et metus, Sí impuso la pena de excomunión a los señores tem- 


(8) Mansi, Collectio Conciliorum, tom. 2, col. bist. 6 015930: 


(9) Adversus Marcionem, lib. 4 cap 34; MIGNE, Patrolo l 
3 D ` M y . atina, . > * . 
(10) Epist. 2.2 ad Amphitochium, can. ji aS we 


22, 30; MIGNE, Patrol. 
(11) De Matrimonio, n. 498. AE Sra. 
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porales y magistrados públicos que obligaren a sus súbditos a contraer 
matrimonio contra su voluntad (ses. 24, cap. 9, de reform. matrim.) 

Asimismo las Sagradas Congregaciones del Santo Oficio y de Propa- 
ganda Fide dictaron serias disposiciones para salvaguardar la libertad de 
los contrayentes en la celebración de los esponsales y del matrimonio en 
tierra de misiones. Así el Santo Oficio (15 feb. 1779, 20 jun. 1886) y la 
Sagrada Congregación de Propaganda (26 sepbre. 1840) (12). 

Hasta aquí hemos consignado algunos datos históricos sobre el mie- 
do grave injusto, en general, sin aquilatar si se refieren al miedo directo 
solamente o también al indirecto. 


$ 3. El miedo indirecto 


Ni Graciano, ni el Maestro de las Sentencias (13), ni otros contem- 
poráneos de ellos hacen mención del miedo indirecto. El primero, segün 
parece, que le menciona es SINIBALDO, más tarde Inocencio IV, en su 
Apparatus mirificus o comentario a las Decretales de Gregorio IX. En 
el comentario al cap. XIV del tít. I, lib. 4, afirma Sinibaldo: no hay con- 
sentimiento productor del matrimonio cuando uno de los contrayentes 
o ambos son forzados a contraer matrimonio: “Si metus vel coactio in- 
tervenit super eo, ubi consensus requiritur; v. gr., si cogitur contrahere 
matrimonium.” Más tarde, si la violencia y el miedo se dirigen no a 
arrancar el consentimiento matrimonial, sino a otro fin, entonces el ma- 
trimonio vale. Por ejemplo, si uno encarcela a otra persona para obli- 
garla a darle cierta suma de dinero; y ésta, a fin de librarse de esta ve- 
jación, consiente en el matrimonio: “Sed si super diversis interveniat 
vis et consensus, v. gr., incarceraverit quis alium, ut ab eo pecuniam. ex- 
torqueret, si idem vim et vincula patiens consentiat in matrimonium... 
tenet." 

Esta doctrina de Sinibaldo acéptala sin reservas el HosTIENSE (14); 
Juan Andrés y Antonio de Butrio, que la aceptan aun en el caso de que 
el paciente fuese reducido a la esclavitud, caso exceptuado por Sinibal- 
do (15). 

- Los grandes canonistas y teólogos del siglo xvi sostienen por lo co- 
mün la misma doctrina de que el miedo indirecto no hace nulo el matri- 


J monio. 


(19) Collectanea S. C. de Prop. Fid., n. 532, 717, 914. 
(43) Sententiarum, l. 4, dist. 29. 

(14) Comment. in 4 Decretalium, t. 1, cap. 14. 

(15) Véase SANCHEZ, De Matrim, 1. 4, disp. 12, n. y 
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Así DomIxco DE Soro (16) termina su disquis'ción sobre el influjo 
del miedo en el matrimonio con estas palabras: “Regula ergo genera'is 
et tuta est: quod quoties metus ad hoc peculiariter incutitur, ut matrimo- 
nium. contrahatur, ille, si est cadens in constantem virum, vitiat matri- 
monium... alioquin minime.” 

Más claramente expresa aün su pensamiento en estas palabras: "Aun- 
que sea inferido extrínsecamente por los hombres, no con el fin de con- 
traer. matrimonio, sino con otro fin, vale el matrimonio, por más que el 
miedo sea injusto." 

En el mismo sentir abunda COVARRUBIAS (17). Y es de advertir que 
estos autores, para juzgar de la validez o nulidad del matrimonio con- 
traído por miedo, más atienden a la intención del causante que a la just:- 
cia del miedo. Así dice Soto: “De lo dicho se sigue que si el príncipe 
dice al reo, a quien justamente puede condenar a muerte: Te haré ejecu- 
tar, si no te casas con tal, el matrimonio no vale, porque el miedo fué in- 
fundido con ese fin." Y Covarrubias: “Si un condenado a muerte se ca- 
sara con una ramera por ese miedo, no podría pedir la declaración de 
nulidad alegando tal miedo, porque por nadie fué inferido en orden al 
matrimonio, sino que el mismo reo por sí mismo lo concibió." 

El paladín más resuelto de la necesidad del miedo directo, para que 
el matrimonio sea nulo, fué el jesuita ToMÁs SÁNCHEZ en su incompa- 
rable obra De Matrimonio, 1. IV, disp. 12. En el núm. 3 sienta como 
inconcusa esta afirmación: "Hay una conclusión ciertísima entre todos, 
a saber, que cuando el miedo no es inferido para arrancar el matrimonio, 
ya provenga de causa necesaria, ya de causa libre, por gravísimo que sea, 
no hace nulo el matrimonio.’ 

¿Qué razones alega? a) Cuando el miedo es indirecto, el paciente no 
es impelido por otro al matrimonio, sino por sí mismo. ; 

b) Siendo indirecto el miedo, lo involuntario que haya en el matri- 
monio no es pretendido por el causante del miedo, sino que sólo tiene 
ocasión de su maldad. En otros términos: el autor del miedo no es causa 
del matrimonio, sino sólo ocasión. TT 

c) Cuando es indirecto, ningún miedo se infunde en orden a arvan- 
car el matrimonio, sino que se quita el miedo por otra parte inferido. 

xplícalo así: Un preso teme la pena capital; el juez le ofrece la liber- 
iad si se casa con su hija; y el preso, por librarse de la muerte, se casa. 
Tal matrimonio vale, va sea justa, ya injusta, la condenación, porque el 


(16) In 4 Sententiar, dist. 29, quaest. 4, art. 3. 
(17) De Matrim, p. 9, cap. 8, $ 4. 
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miedo no fué inferido con el fin de arrancar el consentimiento matrimo 
mal. "Solus enim metus iniuste illatus ad extorquendum matrimonium 
lud dirimit" (n. 11). 

Los autores subsiguientes a Sánchez siguen su doctrina. 

Sin embargo, de entre sus mismos hermanos en religión le salió el 
más temible adversario, el CARDENAL JUAN DE Luco. Este insigne teó- 
logo cita como partidarios de su sentencia varios autores, los cuales en 
realidad siguen la tradicional (18). 

Los argumentos con que defienden Lugo y sus pocos secuaces que el 
miedo indirecto basta para hacer nulo el matrimonio, son los siguientes: 

a) Según el Digesto, lib. IV, tít. IT, ley 7, para poderse rescindir 
los contratos basta el miedo indirecto. 

b) Aunque el autor del miedo no se proponga el matrimonio, sin 
embargo el miedo es injusto, y el paciente obra a causa de esta injuria. 

c) El único medio de resarcir al paciente y castigar al culpable es 
declarar nulo el matrimonio así contraído. 

d) El Derecho canónico llama nulo el matrimonio contraído por 
miedo grave injusto, sin exigir que éste sea directo. 

No obstante la autoridad de Lugo, su sentencia tuvo pocos partida- 
rios, contándose entre éstos SCHMALZGRUEBER (I9), y en tiempo más 
cercano al Código canónico, BALLERINI-PALMIERI (20); la corriente si- 
guió tras la autoridad de Sanchez, de tal suerte que el preclaro WERNz 
se atreve a escribir que la sentencia según la cual el miedo indirecto hace 
nulo el matrimonio, no parece ya sólidamente probable en nuestro tiem- 
po (21). 

Sin embargo, si el miedo indirecto se convierte en directo, entonces 
San Alfonso (22) y otros tienen por más aceptable la sentencia de Lug». 
Tal es el caso, si el juez condena a muerte al reo injustamente, y luego 
le ofrece el perdón con tal de que se case con st! hija. Este matrimonio 
le tienen por válido Sánchez y otros; mas San Alfonso y otros le consi- 
deran nulo, pues aunque aquella condenación injusta al principio no fué 
dirigida a conseguir el matrimonio, a eso se dirigió la ejecución de la 
sentencia. 

_.Por eso escribe LEHMKUHL (23) que, para que el miedo anule el ma- 


(18) Véase WyszynskK Y en Jus Pontif, 1932, p. 46. 
(19) Ius ecclesiast, tom. 4, p. 1, tit. 1, n. 399. 
(20) Opus theologicum morale, vol. 6, n. 750. 

(91) Ius Decretal, tom. 4, n. 265 (edic. 1911). 

(99) Theol. Mor., lib. 6, tr. 6, n. 1.050. 

(93) Theol. Mor., II, 966. 
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trimonio, debe ser infundido o al menos prolongado en orden a arrancar 
el matrimonio: incussus aut saltem protractus in ordine ad extorquen 
dum consensum. 

Esta doctrina admitió la misma Rota (24): Aunque admitamos, dice, 
que la madre al principio infundió el miedo a Catalina para apartarla de 
su torpe amor al casado Karski, no cabe duda de que prosiguió ame- 
drentándola con el fin de que se casase con Sieheu, Por tanto, el miede 
resultó grave y dirigido a arrancar el consentimiento matrimonial. Por 
eso falla que consta de la nulidad del matrimonio. 

Por lo demás, la jurisprudencia tradicional de la Rota siempre fue 
requerir para la nulidad del matrimonio el miedo directo; sin que basta- 
ra el indirecto. Asi lo comprueban la citada causa, la de 20 marzo I191í. 
donde se pone especial empeño en averiguar si el miedo fué directo; la 
de 11 de enero 1921, en que se afirma: Es cierto en el derecho que el 
miedo solamente anula el matrimonio, cuando es grave, injusto e infun- 
dido para arrancar el consentimiento matrimonial (25), etc. 

Un recorrido histórico más detallado puede hallarse en Jus Pontifi- 
cium, 1930, p. 193; 1931, p. 42; 1932, p. 43, 122; 1933, p. 52 (Wyszy- 
usky); y en la obra inédita El miedo en el matrimonio, del presbítero 
don Ambrosio Llamazares. 


8 4. Después del Código Canónico 


Antes del Código estaba tan arraigada la doctrina y jurisprudencia 
tradicional de que el miedo indirecto no anula el matrimonio, que unn 
de sus redactores, el P. Vidal, la califica de casi común sentencia (26). 
Aun después del Código sigue siendo la más común. 

Pero no son pocos los que se inclinan a la parte contraria, juzgando 
que el canon 1.087 la favorece. Así CHELODI, lus matrim, n. 119; Car- 
PELLO (27), GASPARRI (28), ROBERTI (29), etc. 

¿Cuáles son los argumentos en que se apoya esta segunda opinión? 
1.” Del artículo de Roberti tomamos el siguiente: 

En el miedo indirecto existe violencia e injusticia, Luego él debe bas. 
tar para hacer nulo el matrimonio. 


a) Existe violencia; porque al paciente no le quedan más que tres 


(24) 21 iul. 1910, vol. 2, decis, 98, p. 293. 

(28) Decisiones, vol. 3, decis. 13, p. 127; vol. 4, decis. 3, p. 939. 
(26) AVERNZ-VIDAL, Jus Matrimoniale, n. 501.- (1994), : 

(27) De Matrim., n. 606. 

(28) De Matrim., n. 852 (a. 1939) 

(29) De melnu indirecto... en Apollinaris, 1938, p. 557. 
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caminos: o tolerar el mal que le amenaza, o resistir, o contraer matri- 
monio. Si todos estos actos constituyen mal grave, y el paciente elige -1 
mal menor, existe en verdad violencia aun en cuanto a este acto. 


Ejemplo: Pedro amenaza a Pablo con la muerte, para vengarse; Pablo, a 
fin de librarse de la amenaza, se casa con Jacoba, hija de Pedro. E violen- 
cia en cuanto a este matrimonio. 


b) Hay injusticia, pues aunque se elija el matrimonio como mal 
menor, subsiste la relación de causalidad entre el miedo y el matrimonic ; 
porque el miedo virtualmente es causa de todos los actos que puedan 
ponerse para huir del mal. Y si el paciente elige el matrimonio como ma! 
menor, no por eso cesa la injusticia en cuanto a este acto. 


Respondemos: No nos satisface este razonamiento. En primer lugar, 
la violencia en el caso no se infiere en cuanto al matrimonio, pues el au- 
tor del miedo no exige el matrimonio, ni piensa en él al amenazar con el 
mal Ni existe injusticia en cuanto al matrimonio, el cual no es exigido; 
falta, pues, la relación de causalidad entre el miedo y el matrimonio; el 
miedo en el caso es mera ocasión, como dice Sánchez. 


Tampoco nos parece aceptable aquella razón: que el miedo virtual- 
mente es causa de todos los actos que puedan ponerse para huir del mal 
que amenaza. Ejemplo: Pedro entra en la casa de Pablo para prenderle 
injustamente, Pablo, para huir de la prisión, se arroja de la ventana y 
se mata. Nadie dirá que Pedro es causante de la muerte de Pablo, la cual 
él no pretendía; ni le condenará como homicida. La entrada de Pedro en 
la casa de Pablo es una mera ocasión de la caida y muerte de éste. 


2. Los seguidores de la doctrina según la cual el miedo indirecto 
anula el matrimonio se apoyan principalmente en la letra del canon 1.087, 
párrafo 1: Invalidum quoque est matrimonium initum ob vim vel metum 
gravem üb extrinseco et iniuste incussum, a quo, ut quis se liberet, eligere 
cogatur matrimonium. A propósito de él escribe CHELopI: “Por tanto, 
se atiende a la intención del que teme, no a la del que infunde el miedo: 
Timentis itaque intentio, non metus inferentis attenditur. Considérase 
forzado el matrimonio y, por tanto, nulo, siempre que por influjo del 
miedo grave se eligiesen las nupcias como remedio de un mal mayor, aun- 
que al causante de ellas no le hubiese pasado por el pensamiento el ma- 
trimonio... El texto claro del canon parece que destierra definitivamente 
las antiguas controversias... No se requiere que el miedo vaya dirigido 
a arrancar el consentimiento.” 
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Aquí Chelodi da al miedo indirecto un influjo amplio para anular el 
matrimonio; le anula no sólo cuando el matrimonio fué elegido por el 
paciente como único remedio de librarse del mal que le amenazaba, sino 
también cuando había otros medios. 


Por el contrario, CAPPELLO requiere que el matrimonio sea el medio 
único de alejar el miedo; de lo contrario, no existe verdadera coacción 
de la cual únicamente nace la nulidad del matrimonio. 

Asimismo WYszvNsKY, con gran resolución, afirma: “La cuestión 
sobre la eficacia del miedo indirecto, no sólo ha sido acometida, sino tam- 
bién definitivamente resuelta en su favor, con limitación” .(30). 


Sentencia tradicional. —CHELODI editó su Ius matrimoniale en 1921; 
CAPPELLO, su tratado De Matrimonio en 1923. A pesar de la resolución 
con que asientan su doctrina, la mayoría de los autores subsiguientes si- 
guieron pronunciándose por la tradicional, y entendiendo en ese sentido 
las palabras del canon. 


Así GENICOT (31), PRUMMER (32), DE SuET (33), VLAMING (34), 
BLAT (35), Werwz-VipaL (36), KNECHT (37), PAYEN (38), SCHONS- 
TEINER (39), etc. 

Algunos de éstos sientan su doctrina como cierta; otros, como más 
probable. 


Las razones en que apoyan su sentir son las de los antiguos autores; 
y refiriéndose al canon 1.087 y a la sentencia contraria, dicen: 


a) El que por miedo indirecto elige el matrimonio como remedio 
contra un mal mayor, ese tal más bien obra espontáneamente que forza- 
do; y si coaccionado, lo es más bien por miedo intrínseco que extrínseco. 
En la sentencia de Chelodi el canon 1.087 había de decir: a quo ut quis 


se liberet eligat matrimonium, suprimiendo la palabra cogatur. Así Vla- 
ming. : i 


.b) El que con ocasión de evitar un mal por medio del matrimonio 
no exigido por el amenazante elige el matrimonio, él mismo se pone en 
es "nativa: * OM: l ar i 

sta alternativa: “o el matrimonto o tal grave mal”, no es el otro quien 


(30) Ius Pontif., 1933, p. 62. 

(31) Theol. Mor., 1921, t. 9, n. 463. 

(32) Manuale Theol. Mor., t. 3, tract. [07e RR 
(33) De Sponsalib. et Matrim., 1997, n. 537. | 
e ep t iur. matrim., 1991, t. 2, p. 158. 
(35) Comment. text. Codic. I. C. di z 

(36) Fus matrim., 1928, p. 588. — “Roa AE RR PA AA 
(37) Handbuch d. Kath. Eherechts, 1929, p. 588. . 
(39) Grundriss des Kirchlichen Eherechts, 1937, p. 603. 
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le: pone en ella; por tanto, no se verifica en el caso aquello del canon: que 


para librarse del miedo sea forzado (por otro) a elegir el matrimonio. 
Así Vidal. 


§ 5. La redacción del canon 1.087 


Alguna mayor consistencia ha tomado la opinión que atribuye fuer- 
za dirimente al miedo indirecto, desde la última edición del tratado De 
Matrimonio, del CARDENAL GASPARRI, Roma, 1932. En él se narra así 
la historia de la redacción del canon 1.087: 

Según se lee en las actas preparatorias del Código, propúsose a los 
consultores la siguiente redacción, conforme a la doctrina tradic'onal: 
"Nullum quoque est matrimonium initum ob metum gravem ab extrin- 
seco et iniuste incussum 75» ordine ad extorquendum consensum matrimo- 
nialem." 

El presidente de la Comisión, Cardenal Gasparri, recordó la contro- 
versia que sobre este punto existía entre los canonistas; y el P. Palmieri 
propuso que se aceptase esta fórmula que él había escrito en su voto y 
que daba cabida a las dos opinionse, quaeque utrasque sententiam. com- 
plectebatur: “Metus debet esse ab extrinseco, iniuste incussus, a quo ut 
quis se liberet eligere cogatur matrimonium.” En conformidad con esta 
fórmula se redactó el canon 1.087, 8 1: “Invalidum est matrimonium 
initum. ob vim vel metum gravem. ab extrinseco. et iniuste incussum, a 
quo ut quis se liberet eligere cogatur matrimonium." 

De aquí se saca en la ültima edición de la obra del entonces octoge- 
nario Cardenal la consecuencia: "Luego segün el derecho del Código, es 
nulo el matrimonio, ya sea inferido el miedo directamente para arrancar 
el consentimiento matrimonial; ya sea indirectamente inferido para esto, 
pero el paciente está persuadido de que no puede librarse de él, sino con- 
trayendo matrimonio." Sey 

Apoyado en esta autoridad Wynen, ponente de la causa Linciense 
(Linz, Austria) en la Rota Romana, 5 dic. 1933 (40), después de copiar 
estas palabras, prosigue: “El. eminentisimo Cardenal Gasparri, al exponer 
esta materia, no ha de considerarse como un doctor privado, por mas 
grande que sea su autoridad; sino más bien como presidente de la Co- 
misión Pontificia redactora del Código, que manifiesta el motivo de la 
redacción de nuestro canon, y al mismo tiempo muestra el sentido ge- 
nuifio’de aquellas palabras: a quo ut quis se liberet, eligere cogatur ma- 


0480) Vol. 25, decis 79, p. 608-610. 
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trimonium, y las ilustra con ejemplos. El Código, pues, ha resuelto la 
antigua controversia acerca de este punto. Hasta ahora los tribunales 
eclesiásticos se adherían ünicamente a la sentencia más severa, segün la 
cual el miedo no dirime el matrimonio, si no es inferido en orden a arran- 
car el consentimiento matrimonial Mas ahora la cuestión está resuelta 
por el Código, según nos enseña el eminentísimo Gasparri; por tanto, en 
adelante los tribunales deben atenerse a la nueva fórmula, sin peligro de 
errar, segün queda explicado." Hasta aqui el ponente. 

Mas después de esta afirmación tan categórica prosigue el mismo 
Wynen: Pero de ninguna manera puede afirmarse que la nueva fórmula 
coincide con la opinión más benigna, segün la cual no es necesario el mie- 
do dirigido a arrancar el consentimiento matrimonial; sino que, por el 
contrario, aquella fórmula comprende también la opinión más severa, se- 
gün la cual es necesario que el causante del miedo se proponga arrancar 
el consentimiento como a continuación se declara. 

El Cardenal Gasparri trae tres ejemplos, en los cuales, segün él, es 
nulo el matrimonio por miedo indirecto: 1.° Si Ticio acomete a Caya 
para matarla; y ella, para escapar de la muerte, ofrece el matrimonio 
y Ticio le acepta. 2.” Si el padre de Ana, en venganza, quiere matar a 
Ticio, violador de su hija; y Ticio, para librarse de la muerte, propone 
el matrimonio con ella, y el padre le acepta. 3.” Si una mujer enferma, a 
quien su médico, por odio, pereza, etc., le niega la asistencia debida en 
justicia, le promete a él o a su hijo el matrimonio, para que la asista y 
el médico asiente. ; 

Refiriéndose Wynen al primero de estos tres casos, dice que carece 
de dificultad. El miedo reverencial calificado, es decir, en el que a la re- 
verencia se une otro mal, aunque no grave, dice que no se concibe si no 
es directo. Y así vale el matrimonio que contraiga el hijo solamente para 
librarse de las riñas de su padre, el cual no trata de arrancar el consen- 
timiento matrimonial de su hijo. Mucho menos pueden concebirse ruegos 
importunos sin voluntad de arrancar el consentimiento matrimonial. 

De todo lo cual deduce el ponente que hay casos en que el miedo in- 
directo anula el matrimonio; y otros en que no le anula. 


| ¿Qué diremos a esto? Con toda la reverencia debida a tan altas per- 
sonalidades, séanos permitido hacer algunas consideraciones: _ 
A) No vemos zanjada la “controversia en el canon 1.087, 
1) En la citada relación aparece cómo de primera intención se pro- 
puso zanjarla en el sentido tradicional; pero atendiendo a la controversia 
que existía entre los doctores, se aceptó la fórmula de Palmieri, que dabá 
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cabida a las dos opiniones quae utramque sententiam. complectebatur. Esto 
en sentido obvio significa que el Código no quiso dirimir la controversia, 
como sabemos que no quiso dirimir otras, v. gr., la de la obligación del 
ayuno para las mujeres quincuagenarias, las cuales en el esquema de 1913 
enviado a los Obispos quedaban expresamente exentas del ayuno, mas al 
fin prefirieron dejar esta cuestión a la disputa de los teólogos y moralistas, 
según nos refirió uno de los consultores que intervinieron en la redacción 
del actual canon 1.254, $ 2. En el esquema de 1913 se decía: “Lege ieiunii 
adstringuntur omnes ab expleto vigesimo primo aetatis anno ad inceptum 
sexagesimum, si viri; quinquagesimum, si feminae." En la redacción defi- 
nitiva, para dejar in statu quo la controversia de las quinquagenarias, se 
suprimieron las palabras: “si viri; quincuagesimum si feminae". 

. Aunque en la norma IV dada a los consultores y colaboradores del 
Código se encarga que el consultor en materia grave y práctica, entre las 
varias opiniones de los doctores, proponga una sentencia fija y definida 
(véase Praefatio ad Codicem), y, por lo comün, siguieron esta norma, 
el Código no siempre dirimió las controversias existentes, como cons- 
ta por lo dicho. 

2). Dicese que la fórmula adoptada utramque sententiam. complecte- 
batur. Esto parece imposible, si ella pretendía zanjar la cuestión en el sen- 
tido que ahora se pretende; porque siendo contradictorias las dos senten- 
cias, al definir la controversia en el sentido de la una, quedaba excluida la 
otra. En cambio, es explicable, si dejaba en pie la controversia. 

El Cardenal Gasparri trae tres ejemplos en los que, según él, el miedo 
indirecto anula el matrimonio; pero no trae ninguno en que éste, contraído 
por miedo indirecto, sea válido. 

3) Extraño parecería que el canon 1.087 resolviese la cuestión en con- 
tra de la doctrina casi universal y de la constante jurisprudencia; y en 
contra de lo que de primera intención se propuso. 

Difícilmente se hallará una sola resolución de la Sagrada Congregación 
del Concilio ni una sola sentencia de la Rota que favorezca a este sentido. 
En cambio, se encuentran muchas, en que para fallar la nulidad se inves- 
tiga si el miedo fué directo, ad extorquendum consensum. Por ejemplo, la 
resolución de la C. del Concillo in Calven., 26 jun. 18 dec. 1869 (41) y 
las sentencias de la Rota arriba citadas. ¿Es creíble que el Código se pro- 
nuncie en contra de esta nube de autores, y de este cúmulo de decisiones, 
sin una sola en que apoyarse? 


(41) GASPARRI Codicis lur. Can. Fontes, vol 6, n. 4.914, 4.216. 
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4) ¿Es creíble que si el canon quiso dirimir la controversia en ese 
sentido esto lo ignorasen tantos autores posteriores a él, algunos de los 
cuales, como Vidal, tomó parte muy principal en la redacción del Código, 
y defiende el alcance de dicho canon en el sentido tradicional, rechazando 
la opinión contraria ? 

¿Es creíble que esto lo ignorase la Rota Romana’; la cual todavía en 
la sentencia de 27 de marzo de 1931 asegura: “La opinión prevalente y 
más común aun hoy día es que para anular el matrimonio se requiere el 
miedo directo (consultus); y, por tanto, se ha de considerar no la inten- 
ción del que teme, sino la del que infunde el miedo" (42); y de hecho en 
sus sentencias discute el hecho de si el miedo alegado fué directo. Asi lo 
reconoce el mismo Wysgynsky (43). Y añade la Rota en el lugar citado: 
“A esta opinión (la más común) se ha adherido, al menos hasta ahora, 
nuestro Tribunal.” 


. 5$) Es evidente que la redacción del canon no es clara, como consta 
por las disputas que acerca de él se vienen sosteniendo; ahora bien, en la 
duda de si algún canon discrepa de la antigua disciplina, no hay que apar- 
tarse del derecho antiguo (can. 6, n. 4). Si el legislador hubiese pretendido 
definir la cuestión, se habría expresado con más claridad. 

6) Y mucho menos hay que apartarse del antiguo derecho, si se tra- 
ta de dar una interpretación que equivalentemente introduciría en él un 
nuevo impedimento matrimonial ex capite metus indirecti. Aquí tiene lu- 
gar el adagio: "Impedimentum dubium, impedimentum. nullum." Toman- 
do la palabra impedimento en sentido lato, aun por defecto de consenti- 
miento (44). 

B) Dice el citado ponente de la Rota que el Cardenal Gasparri, al es- 
tampar en su libro la relación referida sobre la redacción del canon 1.087, 
no debe considerarse como un doctor particular, sino como presidente de 
la Comisión Pontificia redactora del Código. 

Esta consideración no todos la aceptarán. El libro del Cardenal Gas- 
parri, aunque muy precioso, es uno de tantos tratados de Matrimonio ire- 
ramente particulares; algunas de cuyas doctrinas no todos comparten. Así 
en el n. 952 tiene por doctrina cierta que es nula la delegación para asistir al 
matrimonio si el delegado no la conoce y acepta. Trata de probarla con 
textos y autores del derecho antiguo; y no se hace cargo del canon 37, que 

prueba la doctrina contraria. En su segunda edición copió de las actas de 


(52) 201.123, decis, 713, p. 103. 
(43) Ius Pontif., 1933, p. 60. 
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la Comisión la citada relación; lo mismo que otros autores narran la his- 
toria de la redacción de otros cánones; y lo que él hizo pudieran haberlo 
hecho otros. La consecuencia que él saca de la relación, a saber, que queda 
resuelta la controversia en el sentido de que también el mie o indirecto 
anula el matrimonio; esta consecuencia no se halla en la relación, sino que 
es Opinión suya, no compartida por otros, como Vidal, que parte tan prin- 
cipal tomó en la redacción del Código mismo. 

De ser esa la única interpretación canónica legítima del canon, ¿cómo 
sabiendo el eminentisimo Gasparri que la mayoría de los autores y la Rota 
seguían adheridos a la contraria, tradicional; cómo el Cardenal Gasparri, 
presidente de la Comisión Pontificia para la interpretación del Código, no 
dió, como tal presidente, una interpretación auténtica, que cortara de raíz 
la otra interpretación falsa? 


Esto pudiera haberlo hecho tanto más fácilmente cuanto que en la se- 
sión de 9 dic. 1919 los eminentisimos Padres de la Comisión de Intérpre- 
tes declararon que las dudas de menor momento o de no gran dificultad 
pueden ser resueltas por el eminentisimo presidente de la Comisión (45). 

Creemos, pues, que la interpretación que del canon 1.087 se hace en la 
segunda edición del tratado de Matrimonio, del Cardenal Gasparri, por 
más autorizada que sea, no trasciende las lindes de vna interpretación pri- 
vada, que no excluye la solidez de la contraria. 

Y no es esto de extrañar, aunque el que dé esa interpretación sea el 
que fué presidente de la Comisión Codificadora. Un ejemplo: 


El 25 de julio de 1941 dieron las SS. Congregaciones de Seminarios 
y de Religiosos un decreto mancomunado sobre la admisión de seminaris- 
tas en religión y de los religiosos en el seminario (46). El Cardenal La 
Puma, prefecto de la S. Cong. de Religiosos, el mismo que había dado el 
decreto, publicó en la revista romana Commentarium pro Religios's, 1942, 
como doctor privado, un comentario de él, en que afirma resueltamente 
que el decreto no comprende a las sociedades de vida común pero sin vo- 
tos religiosos (p. 232). Y, sin embargo, la S.s Cong. de Seminarios, 8 de 
marzo de 1943, respondió al señor Arzobispo de Toledo que cl decreto es 
de lata interpretación, comprendiendo también a dichas sociedades, cual 
es la de los Operarios Diocesanos (47). 

C) Apoyados en la discusión del ponente Wynen en la citada causa 


145) Acta Apost. Sed., 1919, p. 480. 
(46) Act. Apost. Sed., 1941, p. 371. 
(47) Sal Terrae, 1945, p. 478. 
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Linciense dicen algunos que la Rota Romana ha cambiado su jurispruden- 
cia desde el año 1933. 

Vean los discretos si una sola disquisición, en que un Ponente mani- 
fiesta su sentir, basta para echar por tierra la jurisprudencia contraria, tan 
estable y firmemente asentada. 

Digo una disquisición, no una sentencia; pues en la causa Linciense la 
sentencia de nulidad se dió, no por miedo indirecto, sino por miedo directo, 
como confiesa el mismo Wynen en la misma discusión n. 16; el cual, sin 
duda, halló aquí ocasión de exponer su sentir sobre la fuerza del miedo 
indirecto, aunque de suyo no era necesario para el fallo de la causa. 

Ni en los tomos de la colección Rotae Romanae Decisiones, hasta el 29 
inclusive (1937), hemos hallado una sola sentencia que falle la nulidad del 
matrimonio ex capite metus indirecti; ni hemos tenido noticia de alguna 
sentencia posterior en este sentido. El mismo Roberti, que escribió en 
Roma, en su citado artículo de fines de 1938 no alega ninguna en su favor. 

Siendo la materia de tal importancia, en que se interesa el derecho di- 
vino de la indisolubilidad del matrimonio, sería de desear una interpreta- 
ción auténtica del canon. : 

D) Entretanto no fallariamos la nulidad del matrimonio por miedo n. 
directo, a no ser que se redujere al directo. sino que seguiriamos la nor- 
ma consignada por la Rota en la causa de 24 de julio de 1930 (48), donde, 
después de indicar que aun no está resuelta la controvers'a de si el miedo 
indirecto tiene la misma fuerza dirimente que el directo, dice: “La sen- 
tencia más común lo niega; y las palabras del Código “ob metus initum" 
parecen confirmarlo asi; pero aunque la cosa se tenga por dudosa, lo cierto 
es que en la duda hay que pronunciarse por este capítulo en favor del ma- 
trimonio: “sed etsi dubia res censeatur, certum est in dubio standum ex hoc 
capite pro valore matrimonii”. 

E) En cuanto al hecho, pudiera haber duda si en tal o cual caso el 
m'edo fué directo o indirecto. Por lo común, por el hecho de que alguien, 
por medios violentos, como el uso de armas, etc., se vea obligado a con- 
traer matrimonio para librarse del mal con que se le amenaza, el miedo se 
reputa directo; y tan violenta puede ser la presunción que baste para la 
sentencia de nulidad. 

Así falló el Carp, Lampertint (Benedicto XIV) en la causa Virgi- 


lien. de la Cong. del Concilio de 23 de junio de 1727, aun dejando en pie 
la cuestión especulativa (49). 


148; Vol. 22. decis. 39, p. 442. 
(49). Gare RL Codicis I. C. Fontes, t. 5, n. 3.300. 
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Por lo demás, el mismo Ponente Wynen, después de alegar los ejem- 
plos citados, en que, a su juicio, no existe impedimento vis'et metus, ad- 
vierte: “Por los ejemplos aducidos aparece con cuánta prudencia debe pro- 
ceder el juez para evitar cualquiera arbitraria extensión del impedimento 
vis et metus, determinado por el Legislador en la nueva fórmula. Porque 
esta fórmula comprende, segün la diversidad de casos, ambas sentencias, 
tanto la ben'gna como la severa... Al juez toca ap'icar esta doctrina a 
cada caso: Siquidem haec formula comprehendit pro diversitate casuum 
“utramque sententiam", tan benigniorem quam severiorem" (n. 4). 


Esto, como se ve, deja la cosa bastante al aire. 
L] 
HECBCREGATILEO S.T 


Decano de la Facultad de Derecho Canónico en la 
Universidad Pontificia de Comillas. 
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Por los horizontes de la literatura canónica moderna se ha visto reapa- 
recer en estos últimos años un problema, varias veces planteado y siempre 
de actualidad, que representa una atención de la ciencia canónica para con- 
sigo misma. La preocupación por la calificación exacta de su propia materia, 
que, como es lógico, ha de derramar sus reflejos no sólo por toda la teoría 
general del Derecho Canónico, sino incluso por la mayoría de sus construc- 
ciones técnicas concretas. 

Ello ha ocurrido especialmente en la ciencia canónica italiana. Ese mag- 
nífico conjunto de canonistas que en los últimos años ha venido dedicando 
su vigor y pujanza a perfilar los conceptos del Derecho canónico y en el 
que se puede incluir a doctos maestros eclesiásticos junto con un buen nú- 
mero de agudos juristas seglares, uniendo un profundo sentido teológico 
con un criterio netamente jurídico, ha sido el que ha vuelto a hacer resaltar 
como objeto de estudio esta cuestión. 

Dos han sido las ocasiones para ello: primero, la aparición en el año 
1940 de la “Teoría generale del diritto” del prof. CARNELUTTI, que ha 
hecho que los canonistas sientan herida su sensibilidad ante la negación del 
carácter jurídico del ordenamiento canónico formulada por él, apoyándose 
ahora en la carencia de lo que ha llamado “intersubjetividad” ; después, la 
publicación en 1941 del “Discorso generale sull'ordinamento canonico", de 
Pío FEDELE, que, afirmando que se trata de un Ordenamiento jurídico, ha 
marcado para el mismo una serie de caracteres especiales frente al Derecho 
del Estado, que también han sido muy discutidos en la doctrina. 

La construcción de CARNELUTTI (1), para el cual la teoría del mandato 
jurídico se apoya en la función de resolver conflictos actuales o posibles 
entre los intereses de distintas personas, haciendo que aquella que según una. 
razón ética deba sacrificar el suyo, encuentre más útil sacrificarlo que ha- 
cerlo prevalecer, le lleva a considerar como esencial el carácter de la "in- 
tersubjetividad” (la existencia de esos conflictos de intereses entre dife- 


(1) FRANCESCO CARNELUTTI: Teoria generale del diritto. Roma, 1940. Hay una traducción 
española de Carlos G. Posada, Madrid, 1941. 
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rentes sujetos), llegando por este camino a afirmar que tal carácter no se 
da en los “preceptos religiosos”. 

Pero aun sin salirse de las mismas premisas sentadas por él se ha man- 
tenido la afirmación del carácter jurídico del Derecho de la Iglesia. Pío 
CIPROTTI (2), en una nota publicada acerca de esa obra, y después de mar- 
car la distinción debida entre “preceptos religiosos” en general y “Derecho 
canónico”, hizo notar que aunque el fin de la Iglesia no puede alcanzarse 
adecuadamente sólo mediante la regulación de conflictos intersubjetivos de 
intereses, ello no quiere decir que la Iglesia no resuelva conflictos intersub- 
jetivos y que no produzca, así, verdaderas mormas de Derecho según la 
mencionada teoría (3). Y en un trabajo más detenido, aunque está ocasio- 
nado por la obra de FEDELE, vuelve CIPROTTI a repasar con mayor detalle 
cada una de las facetas del punto de vista de CARNELUTTI para insistir en 
el problema del carácter jurídico del Ordenamiento canónico, haciendo un 
análisis de la posibilidad de conflictos de intereses (claro que de carácter 
especial) que se pueden resolver por el Derecho Canónico (4). 

La preocupación de FEDELE (5) es hacer resaltar las peculiaridades del 
Derecho canónico, todas ellas derivadas de su especial finalidad religiosa, 
que tiende, en definitiva, a la salvación de las almas y la evitación del pe- 
cado, la cual da la tónica a todo su desarrollo y produce las diferencias 
fundamentales entre el Ordenamiento de la Iglesia y el del Estado. Su obra 
está dedicada a poner de manifiesto tales diferencias, lo que hay de hete- 
rogéneo entre uno y otro Derecho, basados sobre dos mundos ideológicos 
distintos. Pero afirmando expresamente que el Ordenam'ento canónico es 
un verdadero Derecho. 

Esta obra de FEDELE ha tenido el gran mérito de suscitar una extensa 
y empeñada discusión que no podía por menos de ser fecunda. JEMOLO. 
GRAZIANI y DELLA Rocca (6) sometieron a revisión varias de las peculia- 
ridades marcadas en la obra, y sus alucionaciones fueron luego revisadas 
y contestadas por él (7). Se van así discutiendo y perfilando los términos 
de las cuestiones derivadas a este respecto de la admisión o no admisión 


2 Q) PIO CIPROTTI: La “Teoria generale del diritto” del Carnelutti e il diritto canonico, en 
Archivio di Diritto Ecclesiastico", año IIT, 1941, núm. 2 (abril-junio); págs. 221-26. 
(3) Op. cit., pág: 223. 


(4) Pro CIPROTTI: Considerazioni sul “Discorso general 201 j 
; Si zioni Discorso gen e sull'erdnamento canonico" di 
Pio Fedele, en "Archivio di Diritto Ecclesiastico", año IIT, 1941, núm. 3 (julio-octubre); på- 
ginas 341-351, y nüm. 4 (noviembre-diciembre) ; págs. 441-471, 
(5) Pio FEDELE: Discorso generale sull'ordinamento canonico, Padova, Cedam, 1941. 


(6) A. C. JEMOLO, en el “Archivio di Diritto Ecclesiastico? 
, ; J , HI (1941), págs. 123-127; E. GRA- 
ZIANI, en “I diritto ecclesiastico", LII (1941), págs. 146-155 y aR 
, S. - ; RID T f 
di diritto pubblico”, XXXII (1941), págs. d Z E Ls 


(7) Pio FEDELE: Il mio “Discorso generale sull'ordinamento canonico” 
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de una rama de Derecho privado en el canónico, del llamado por dicho 
autor elemento de interioridad de este Derecho en relación con la posibili- 
dad de actos meramente internos, del problema de la "bona fides", especial- 
mente en relación con la regla “non servanti fidem fides non est servanda", 
del "favor matrimonii", de la no admisión de una presunción de muerte, 
de la eficacia de los “pactos nudos”, el problema de la lesión contractual 
y la represión de la usura y especialmente de la no sujeción al principio 
nullum crimen sine praevia lege poenali”. 

Viene, pues, a cobrar actualidad en la ciencia de nuestros días el anti- 
guo problema y podemos ver hoy a canonistas jóvenes revisando sus an- 
teriores términos para defender frente a las posturas filosóficojurídicas más 
recientes el carácter de verdadero Derecho del Ordenamiento canónico, 
siempre alegado por los canonistas y expresamente afirmado por otros au- 
tores, como GENY, ORLANDO o DEL VECCHIO, pero que varias veces ha 
tenido que sufrir ataques procedentes de diversas posiciones doctrinales. 

Sin embargo de todo ello, ni éste, ni en general los otros problemas 
tan atrayentes de la teoria general del Derecho Canónico, han conseguido 
como merecian la atención de la canonística española moderna. Por eso, 
tal vez sea de alguna utilidad plantearlo ahora entre nosotros, aunque sin 
otra pretensión que la de aclarar sus términos actuales y hacer algunas re- 
flexiones sobre los mismos. Ello podrá ser conveniente, e incluso quizá 
se tenga la fortuna de esbozar algún punto de vista que pueda ser útil para 
su tratamiento, Pero lo que, sobre todo, se intenta con esto es llamar la 
atención sobre las cuestiones de teoría general y metodología del Derecho 
Canónico que están abiertas en la actualidad y en las que los españoles 
deberíamos colaborar. 

La consideración del carácter jurídico del Ordenamiento canónico se 
ha abordado en estos trabajos recientes de un modo especial respecto de la 
posición marcada por CARNELUTTI, pero para su enfoque general, e incluso 
para el tratamiento adecuado de su estado actual, conviene reconducirla a 
sus términos generales. El dejar sólidamente fundada la solución debe ser 
una preocupación de primer plano entre los canonistas, pues de ella vendrá 
a estar influída toda la teoría general del Derecho de la Iglesia, así como 
muchas instituciones especiales, puesto que el carácter jurídico prestará los 
instrumentos técnicos necesarios para su construcción (8). Además, vendrá 
a marcar la orientación a seguir en todo el problema metodológico de esta 


(8) En mi trabajo Sobre la construcción jurídica de la teoría de las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado, publicado en la “Revista de la Facultad de Derecho de Madrid”, I (1940), 
páginas 70-80, intenté dar una muestra de la utilidad que puede tener el criterio jurídico 
para el tratamiento de un problema canónico. 
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ciencia, resolviendo si debe aplicársele un método jurídico. Claro está que 
esto no querrá decir que pueden adaptarse, sin más, al Derecho Canónico 
los conceptos y cuadros de la ciencia del Derecho del Estado. Uno y otro 
tienen distintas características, que deberán hacer nacer diferencias en sus 
métodos respectivos. Pero en la construcción de la dogmática y la siste- 
mática canónica, al afirmarse su carácter jurídico, habrán de utilizarse unos 
medios de trabajo que tengan también ese carácter (9). La formación teo- 
lógica es indispensable para el canonista, pero junto a ella debe presentar 
la preparación jurídica. CIPROTTI, afirmando en general que para un es- 
tudio científico de cualquier Derecho han de conocerse bien los datos de 
hecho sobre los que ese Derecho está basado, los elementos de hecho que 
son regulados por la norma jurídica, recuerda que el Derecho Canónico se 
refiere a datos de hecho sobrenaturales, que han de ser conocidos por la 
Teología, llegando a precisar que la ciencia del Derecho Canónico tendrá 
forma jurídica y sustancia teológica (10). Si se llega a la conclusión de 
que el Derecho Canónico es realmente un orden jurídico, la ciencia que 
versa sobre el mismo habrá de ser una ciencia jurídica, y de aquí que sean 
necesarios para su debida construcción teórica un método y unos procedi- 
mientos netamente jurídicos, aunque ostenten las especiales características 
que les vendrán impuestas por la especialidad del contenido de ese orden. 


k XX xk 


La Iglesia, núcleo social con efectividad externa, es una realidad co- 
lectiva distinta del Estado, y en ese núcleo social eclesiástico existe un or- 
den normativo compuesto de reglas valoradoras de conductas humanas. 
Este orden normativo, con arreglo a) cual está organizada la Iglesia, es el 
Derecho Canónico y es el orden que regula la vida humana en su aspecto 
eclesiástico. 

Es, pues, un criterio de valoración de la conducta humana en una es- 
fera concreta de ésta. A la manera de la escuela de Baden (WINDEL BAND, 
Rickert, Mayer), diría que es un orden que pertenece al mundo de la 
cultura, algo que se da en realidades humanas, en complejos de individuos, 
pero no consistiendo su interés en los sujetos ni en sus actos como tales, 


—— M— 


(9). A pesar de que FEDELE tiene siempre la preocupación de evitar ese trasplante de los 
conceptos civiles al campo canónico, puede verse cómo en el De procesibus de ROBERTI 
elogia la renovación metodológica que requiere una plena formación y postura de jurista. 
Véase FEDELE, Diritto processuale canonico e dogmática giuridica moderna, en el “Archivio 
di Diritto Ecclesiastico", YII (1941), págs. 336-240. Algunas atinadas consideraciones sobre 
esta cuestión de la adaptación a !a dogmática canónica de las construcciones civilistas pueden 
verse en CiPROTTI, Sulle potesta della Chiesa, en la misma revista y tomo, págs. 40-61 y 189- 


, 107; la parte que interesa está en las págs. 40 a 52, 


(10) CIPROFTT: toe. cif, pag. 51-59. 
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sino en el sentido que ellos tienen como formas peculiares de vida colec- 
tiva y, consiguientemente, en las finalidades a ellas inherentes, con la re- 
ferencia a los valores a que especialmente apuntan. 

Aun apartando todo rastro que pueda derivar en positivismo, encon- 
tramos que esa regla canónica es una proposición normativa, que no enun- 
cia hechos, sino que determina “un deber ser", prescribiendo una cierta 
conducta a los hombres reunidos en la colectividad Iglesia. 

Las normas de conducta obligatorias pueden ser de diversa naturaleza, 
unas de ellas son jurídicas. 

Según observa CATHREIN (11), el término "Derecho" significa primi- 
tivamente “lo suyo" que ha de darse a cada uno, y experimenta luego una 
traslación hasta llegar a significar las normas obligatorias para la conducta 
humana, diciendo relación a otros, en cuanto determinantes de lo que cada 
uno debe dar a los demás como "suyo". Bajo estas palabras "los demás" 
debe comprenderse también a la colectividad como tal; a lá Iglesia, en 
nuestro caso. La regla normativa jurídica se dirige a los miembros de la 
colectividad sometidos a ella para determinar la conducta de éstos, pres- 
cribiéndoles lo que deben dar a los demás (otros miembros o colectividad 
misma) como “suyo”. Junto a esto, Derecho significa también la facultad 
que tienen esos otros miembros, o la colectividad misma, de exigir ese 
"suyo". 

El orden canónico puede, pues, considerarse como jurídico si se estima 
que la regla normativa canónica se dirige a los miembros de la Iglesia de- 
terminando su conducta a fin de que en el orden eclesiástico den lo que les 
corresponde (ese “suyo” de que hemos hablado) a los demás miembros de 
la Iglesia y a la Iglesia misma y haciendo nacer en estos últimos la facul- 
tad de exigirlo. 

Por un doble camino puede venir negado al Ordenamiento canónico el 
carácter jurídico. Por un lado, si se afirma la identidad entre Derecho y 
Estado; por otro, si se sostiene la incompatibilidad entre Iglesia y Dere- 
cho. La primera posición niega que el Ordenamiento canónico sea Dere- 
cho, fundándose en la pretendida naturaleza del Derecho; la segunda pos- 
tura no admite su carácter jurídico, queriendo apoyarse en la naturaleza 
de la Iglesia. E 

En general, los materialistas y panteistas de todas las épocas han lle- 
gado a afirmar que el Estado, por sus medios de fuerza, era la única o úl- 
tima, al menos, fuente del Derecho; HARTMANN (12) sostuvo que el orden 


(11) CATHREIN: Filosofía del Derecho (trad. Jardón y Barja), Madrid, 1926, pág. 53. 
(19) HARTMANN: Phänomenologie des sittlichen Bewusstseins (1879), pág. 497. 
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jurídico presupone el Estado y sólo en el Estado es posible. WunprT (13), 
que el Derecho tieñe que ser posterior al Estado, y Lasson (14), que no 
hay más fuente de Derecho que la voluntad del Estado; IHERING (15) dijo 
que el Estado es la única fuente del Derecho, y PAULSEN (16), que el po- 
der del Estado es formalmente la única y exclusiva fuente del Derecho en 
la tierra. En general, todas las teorías que niegan un derecho natural tien- 

den a acentuar el lazo de unión entre el Estado y el Derecho. 

Pero la teoría de la absoluta identificación entre Estado y Derecho fué 
formulada en el año 1922 por Hans KELsEN (17), el cual, criticando las 
teorías sociológicas del Estado y las teorías que admiten dos facetas (so- 
ciológica y jurídica) en el mismo, afirmó la identidad entre Estado y De- 
recho. El Estado es la expresión que designa la unidad de un sistema ju- 
rídico positivo. Estado y Derecho son dos expresiones que designan un mis- 
mo objeto. Para los juristas, el Estado sólo existe en la medida y en la 
forma que se expresa en la ley. La palabra legislación indica tanto un pro- 
ceso como el producto de éste, un acto del querer y un algo querido. Si en 
la legislación se ve el contenido de un querer determinado, aparece como 
Derecho; si le miramos como la existencia de un querer, con un contenido 
determinado, se personifica en el Estado. La legislación es el Estado en 
cuanto ordenación ordenadora, y es el derecho en cuanto ordenación or- 
denada. Derecho y Estado no son cosas distintas unidas de cierto modo, 
sino que son la misma cosa en aspectos diferentes; así, pues, ambos aspec- 
tos se pueden distinguir, pero no separar. 

Como es lógico, todas las teorías que admiten al Estado como única 
fuente del Derecho, tienen como consecuencia la imposibilidad de construir 
un Derecho eclesiástico (18). Muy especialmente, la tesis de la absoluta 
identidad entre Derecho y Estado impide la concepción de un Derecho que 
no forma un Estado, sino que está fuera de éste. 

VERDROSsS ha intentado conciliar la doctrina de Kelsen con la cóns- 
trucción del Derecho Internacional; se acude para ello a trasladar esa vo- 
luntad a que hay que reducir el Derecho, elevándola por encima del Estado 
a la comunidad internacional. Quizá pudiera pensarse que sería posible ha- 
cer algo análogo respecto del Derecho Eclesiástico, llevando esa voluntad 


(19). WUNDT: Ethik, pág. 215, : 

(14) LassoN: System der Rechtsphilosojde (1882), pág. 449. 

(15) IHERING: Der Zweck im Recht, i, pág. 318, 

(16) PAULSEN: System der Ethik, 1, pág. 515. 

(17) KELSEN: Der soziologische und der juristische Staatsbegriff (1929). Véase también 


de él Allgemeine Staatslehre (19953: trad. “Cajas i 
AN / A 5); ad. layapendia de j 
RE C Mite UA | pen una teoría general del Estado”, 


(18) Véase CATHREIN, Ob. cit, pág. 194, mim. i 
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à un punto de vista eclesiástico exterior-al Estado, pero no se debe olvidar 
que aquí no se trata de elevarse en un grado más, dentro del mismo orden 
político temporal, sino de salirse a una esfera absolutamente distinta. 

La teoría formulada recientemente por CARNELUTTI mantiene como 
una de las tres notas esenciales al concepto de Derecho la de su carácter 
estatal, llezando a afirmarse en ella que el Estado es la institución en que 
se manifiesta la totalidad del Derecho o el Derecho en su totalidad (19); 
pero es que este autor llega al concepto de Estado centrando el Derecho en 
la "societas" y caracterizando al Estado como la institución jurídica má- 
xima y, por tanto, la realidad del Derecho (20). Si se encuentra un Dere- 
cho en la sociedad Iglesia habrá de reconocerse que en ella se da también 
esa realidad. Pero el carácter jurídico del Ordenamiento canónico viene 
negado por CARNELUTTI porque a su entender le falta la nota de inter- 
subjetividad. Un poco más abajo hemos de examinar esta nota y su fun- 
ción en el Derecho Canónico; por eso nos limitamos aquí a apuntar esta 
cuestión, en la que viene a resolverse la anterior y que más adelante será 
tratada. 

La tesis de la incompatibilidad entre Iglesia y Derecho ha partido del 
campo protestante, aunque no todos los autores protestantes están de acuer- 
do con ella. Pero son principios protestantes los que la informan. Se ha 
dicho que el primer paso de la misma se dió el 10 de diciembre de 1520 
cuando Lutero quemó, ante la puerta de Elster, en Wittemberg, junta- 
mente con la Bula Pontificia, el “Corpus Iuris Canonici". 

Lutero calificó el Derecho de cosa absoluta y exclusivamente terrena, 
y ello había de referirse también al Derecho eclesiástico, e! cual sería igual- 
mente un derecho sin Dios. Como dice RADBRUCH (21), no se puede afir- 
mar con Roporro SHom que el Derecho Eclesiástico está en contradicción 
con la esencia de la Iglesia, sin creer con León ToLsto1 (22) que todo De- 
recho está en contradicción con la Religión, que todo Derecho está a espal- 
das de Dios. 

KOHLER, en su estudio sobre Lutero y los juristas (23), muestra cómo 
el mismo Lutero no llegó a conclusiones tan exageradas; según la concep- 
ción luterana que este autor expone, Jesucristo no prescribió ni impidió 
una organización jurídica a la Iglesia; el Derecho no es de Dios ni está 


(19) CARNELUTTI: Op. Cit, págs. 137-138 de li trad. española. 
(20) Op. y loc. cit. 
(21) RapBnuCH: Filosofía del Derecho, ed. cit., pág. 246. Tiene también un trabajo, Uber 
Religionsphilosophie des Rechts en la obra de RADBRUCH y TILLICH Religionsphilosophie d. 
Kultur (1921). 

(22) Bonis SAPHIR: Dostoiewski und Tolstoi über Probleme des Rechts (1932). 

(93) KÖHLER: Luther und die juristen (1873), pág. 8. Sobre Lutero, STAMMLER, pág. 37. 
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contra Dios, sino que simplemente carece o esta fuera de Dios; para los 
luteranos, contra Dios estará solamente en el caso de que afirme un origen 
divino y cuando, en consecuencia, el Derecho eclesiástico invada el lugar 
reservado al espíritu de la Iglesia. Lutero fué concediendo al Derecho, 
junto al amor, cada vez mayor espacio, aunque conservando la tirantez en- 
tre el derecho y el amor, la cual ha sido desplazada al fondo del alma hu- 
mana para alcanzar allí su mayor agudeza (24). Así llega la doctrina lu- 
terana a un derecho sin esencia, exclusivamente terrenal, sin relación con 
la Religión y religiosamente indiferente, considerando que “el Derecho de 
este mundo es un Derecho débil, limitado e impuro, que mantiene penosa- 
mente la paz temporal y la vida del cuerpo”, sin hacer distinción entre De- 
recho de la Iglesia y Derecho del Estado, pues para Lutero el Derecho 
eclesiástico era estatal, el Derecho era para él obra humana sin ninguna 
significación religiosa. La confesión de Augsburgo dice que el orden ecle- 
siástico hecho por los hombres se enseña a éstos para que se atengan a él; 
y así, sería de desear que fuera cumplido sin pecado y sirviera para la paz 
y para el buen orden de las Iglesias; sin embargo, adviértase que no se 
debe gravar con ello a la conciencia como si tal cosa fuese necesaria para 
la salvación. 


Así, pues, el protestantismo debilita el carácter del Derecho, aunque no 
llegó a la supresión total del Derecho eclesiástico. KAHL (25), colocándose 
en esta posición intermedia, escribe: “El catolicismo enseña que Cristo ha 
otorgado a su Iglesia una ordenación jurídica invariable y fija en sus ras- 
gos fundamentales. Somm enseña que Cristo ha dado desde el comienzo a 
su Iglesia una organización invariable, de tal suerte que, fundamentalmen- 
te y para toda época, excluye cualquier conexión con el Derecho”, afirman- 
do KAHL a continuación que estima falsas ambas conclusiones. 


En definitiva, el protestantismo no llegó a la conclusión radical, pgro 
debilitó el concepto de derecho presentándolo como cosa totalmente terre- 
na y, con funesta indiferencia ante la exterioridad que estimaba sin signi- 
ficación religiosa, atribuyó la organización jurídica al Estado creyendo que 
no era tarea propia de la Iglesia. “La totalidad del Derecho—dice Hols- 
tein (26)—se dejó a la espada y a la autoridad: no existen como esencial- 
mente diferentes un Derecho eclesiástico y otro terrenal.” 


La afirmación de la incompatibilidad entre la Iglesia y el Derecho ecle- 


(24) RADBRUCH: Ob. cit., pág. 251. 
(25) KAHL: Lehrsystem des Kirchenrechts und der 


Kirch i 
(26) GÜNTHER HOLSTEIN: Die Grundlagen des evange noria cae 


lischen Kirchenrechts (1998), pág. 220, 
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siástico, se afirmó expresamente por RopoLro SoHm (27). Según Somm, 
el Derecho eclesiástico ha nacido en contradicción con la esencia de la Igle- 
sia; es incompatible con su naturaleza esencial, puesto que la esencia espi- 
ritual de la Igiesia excluye toda ordenación jurídica, ya que el Derecho es 
por naturaleza secular. La esencia de la Iglesia es espiritual y está en con- 
tradicción con la esencia del Derecho, que es material. La Religión es un 
hecho de la vida interna de cada uno, el Derecho una normación de la vida 
externa; la Religión se refiere al pensamiento individual; el Derecho, al 
pensamiento sociológico. La Religión es algo que afecta al ser; el Dere- 
cho, algo del mundo del deber ser. La coacción jurídica no puede apli- 
carse a conseguir una vida cristiana, la cual sólo puede proceder de un in- 
terior espiritual cristiano. Según la concepción de Sonw, Dios ha pres- 
crito a la Iglesia su ordenación, pero esa ordenación se orienta a la ex- 
clusión de todo orden jurídico. 

Se trata, pues, de una consecuencia lógica de la posición del protestan- 
tismo respecto al Derecho. 

Frente a la opinión de que el Estado es la única fuente de Derecho hay 
que sentar la afirmación de la existencia de un Derecho natural, anterior 
y superior al Estado y al cual éste debe estar sometido en todos sus as- 
pectos. 

Ya la escolástica dejó planteada y resuelta la cuestión con toda clari- 
dad, y se reconoce que el pensamiento escolástico acerca del Derecho al- 
canza su mayor madurez y pulcritud en las obras de los teólogos y filó- 
sofos españoles de los siglos xv: y xvir (28). La existencia de la “Ley 
eterna”, que ya formuló San Agustín, y toda la doctrina de ella y de la 
“Ley natural”, elaboradas en su mayor parte por Santo Tomás de Aquino, 
que trata expresamente del “Tus naturale", son recogidas por nuestros pen- 
sadores. La Ley eterna, arquetipo de toda Ley, forma que imprime a todos 
los seres la orientación hacia sus fines naturales, y la noción de la Ley 
natural que se manifiesta en la conciencia humana, son ampliamente des- 
envueltas por SUÁREZ (29), que deduce la existencia de la primera de la 
existencia misma de Dios y sus caracteres y de la existencia en las leyes 


(97) RUDOLPH Soum; Kirchenrecht, t. 1. bie geschichtluchen Grundlagen (1802), 1. Il 
1923; ed. popular. Kirchenrech! in Grundriss (17 ed., 1911); Weltliches und geiztliches Rech 
(108, núm. 1); Das Vérháitnis von Staat und Kirche aus dem Begriffe von Staab und Kirche 
entwickelt, en “Zeitschrift für Kircbl. Recht” (1873). También: Das altkatholische Kirchenrecht 
unn das Decretum Gratiani (1918). 

(28) RECASENS SICHES: Adiciones a la Filosofía del Derecho, de DEL VECCHIO, t. 11 (Bar- 
eelona, 1936), pág. 261. 

(29) SUÁREZ: Tractatus de legibus et Deo legislatore. 
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humanas de una aspiración al bien; Expresamente estudian, además, el 
Derecho natural, Soro (30), MoLINa (31), BAÑEZ (32), Luco (33) y, en 
general, los juristas católicos hasta nuestros días (34). 

El Derecho natural encuentra su fundamento primario en su abso- 
luta necesidad para la sociedad humana; la experiencia misma enseña la 
conciencia humana de ese “suyo” que ha de darse a cada uno por el de- 
recho y de unos principios que todos los hombres reconocen en la práctica 
como válidos, así como de ciertos derechos naturales de los hombres; el 
concepto de los deberes impuestos al hombre por leyes morales naturales, 
independientes de las leyes positivas, suponen también la existencia de un 
Derecho Natural que permita cumplirlos; la necesidad de un fundamento 
superior del Derecho positivo que justifique racionalmente su obligatorie- 
dad, las consecuencias antirracionales que se desprenden de la negación 
del Derecho Natural manifiestan también su existencia, así como la nece- 
sidad en que se han visto otras teorías de acudir a ciertos principios su- 
periores al mero Derecho positvo, cuando se pretendió prescindir del De- 
recho Natural; se llamó a esos principios Derecho universal (STAMM- 
LER (35), Derecho racional (36), Derecho absoluto, etc. (normas jurídi- 
cas que son necesarias para concebir la existencia de los diferentes órde- 
nes jurídicos), pero fué necesario acudir a ellos, puesto que para hallarse 
legitimadas entre sí las diferentes comunidades jurídicas debe necesaria- 
mente prestarles esa legitimidad una voluntad jurídica superior. 


Una fundamentación detallada del Derecho natural puede encontrar- 
se en CATHREIN (37) y más extensamente en el P. MEYER (38). 

El Derecho natural es el criterio que permite valorar el Derecho po- 
sitivo y medir la intrínseca justicia del mismo y su necesidad se sigue im- 


(30) Soro: De iustitia et iure liri VII (1556). 

(31) MOLINA: Tractatus de iusticia et iure, tract. I, disp. 4. 

(32) BAREZ: Decisiones de iure et iustitia. 

(33) Luco: De iustitia et iure. Al referirnos a los maestros de la escolástica espafiola se 
debe mencionar a Luis DE MONTESINOS (Doctor clarus), muerto en 1621, tan poco conocido en 
España, pero tan apreciado en el extranjero, hasta el punto de ser llamados sus Comentaria 


in : primam secundaé divi Tomae (Compluti, 1622) la última gran obra de la Escolástica. 


(TISCHLEDER: Ursprung und Träger des Staatsaewalt nach der Lehr 
em RAE e des hl. Tomas und seiner 


(34) Ver Riaza, La escuela española del Derecho Natur i oR 
Hide Zaragózu; e X: p tural, en “Universidad”, ROVIRA de 


(35) STAMMLER: Ob. cit., pág. 345. 


(36) Ver MIRCEA DJUBARA (prof. de la Universidad de Buc : ati . 
A Lo dro ucarest): Droit rationnel et droit 


(37) CATHREIN: Ob. cit., pág. 345. 
(38) MEYER, S. J.: Institutiones iuris naturalis, Y (1835). 
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poniendo en la ciencia moderna; el mismo BERGBOHM (39) consigna que 
la creencia n otro Derecho que no sea el positivo está en plena florescen- 
cia, dominando en las obras de Filosofía del Derecho. En la realidad, el 
Derecho natural, como dice DEL Vecchio (40), subsiste inmutado e in- 
mutable en su esfera, y así, brilla con un esplendor insólito, como dijo 
RosMINI, cuando es violado en los hechos o contradicho por el derecho 
positivo. 


Entre los que laboraron con más fruto por el reconocimiento del De- 
recho natural en la Filosofía moderna del Derecho, está el CONDE DE 
HERTLING (41) y GUTBERLET (42), así como el citado CATHREIN (43), 
y posteriormente SAUTER (44) y HóLscHER (45). 


En el Codex luris Canonici se encuentra reconocida la doctrina del 
Derecho natural. Así puede verse en varios cánones que expresamente se 
refieren a él, mencionándole y reconociéndole su existencia y valor: el ca- 
non 1.068 da como fundamento del impedimento de impotencia el mis- 
mo Derecho natural; el 1.110 define como propia de su naturaleza la per- 
petuidad y exclusividad del vínculo matrimonial; el 1.139 habla en su 
$ 2.” de impedimentos del Derecho natural; el 1.405 se refiere en el 
$ r^ a la prohibición del Derecho natural de leer ciertos libros; el 
1.495, $ 1.”, funda el derecho de la Iglesia sobre bienes temporales en 
un orden superior al positivo; el 1.499, § 1.”, habla de los modos del 
Derecho natural de adquirir esos bienes, haciendo una distinción ex- 
presa entre Derecho natural y Derecho positivo; el 1.513, $ 1.”, hace 
referencia a la libre disposición de los bienes por Derecho natural, dis- 
tinguiéndolo del eclesiástico, y el 1.935, $ 2.”, se refiere a la misma Ley 
Natural que hace obligatoria la denuncia de delitos en ciertos casos (46). 


Sentada la afirmación de la existencia de un Derecho superior al Es- 
tado, presupuesto indispensable para construir la naturaleza jurídica del 
Ordenamiento canónico, ha de hacerse algunas observaciones concretas a 
la teoría que identifica Estado y Derecho. : . 


(39) BERBORM: Jurisprudenz und Rechtsphilosophie, T, pág. 233. 

(40) DeL VeccHio: Ob. cit., t. II, pág. 294. 

(41) HERTLING: Naturrecht und Sozialpolitik (1893). 

(49) GUTBERLET: Etthik und Naturrecht (1901). 

(43) CATHREIN: Moralphilosophie (1899): 

(44) SAUTER: Die philosophischen Grundlagen des Naturrechts (1932). 

(45) HÓLSCHER: Sittliche Rechtslehre (1930). 

(46) Véase H. Sincer: Das Naturrecht in Codex Iuris Canonici, en el "Archiv. für Rechts 
und Wirtsehaftsphilosophie" (XVI, 1922, págs. 206 y sigs.). 
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La teoría de KELsEN mantiene que para que unà norma esté vigente 
necesita estar referida al punto común que da validez a todas las normas, 
a la voluntad del Estado, como centro común de imputación de una serie 
de conductas. Fuera de este centro de imputación no cabe, pues, Derecho po- 
sitivo. : 

La doctrina kelseniana de la identidad ha sido criticada desde di- 
versos puntos de vista; así SMEND (47) y SCHINLLER HELDER (48) la 
han atacado, aunque sus razonamientos no sirven para nuestro objeto 
DeL Veccuio publicó el año 1929 un artículo sobre estas cuestiones (49). 

En cambio, puede acudirse para encontrar la posibilidad de Derecho 
fuera del Estado (no en el sentido del Derecho natural, ya estudiado) a 
la obra del mismo STAMMLER, que ha sido considerado en cierto modo 
como un precursor de KELsEN en cuanto identificaba la esencia de la vida 
social con la normación de la conducta humana. No quiere esto decir que 
estemos de acuerdo en absoluto con la posición filosófica de STAMMLER, 
pero sirve para mostrarnos la exageración de las conclusiones de KELSEN 

Derecho y Estado, dice STAMMLER (50), no son conceptos equivalen- 
tes. La relación necesaria que media entre estos dos conceptos es la de 
que el concepto del Derecho condiciona lógicamnte la noción del Estado. 

“El concepto del Derecho se puede definir y deslindar de las otras mo- 
dalidades de la voluntad humana (51), sin que en ello intervenga como 
método condicionante la noción del Estado; en cambio, es imposible de- 
finir el concepto del Estado sin aludir como factor determinante a la no- 
ción formal de lo jurídico." La noción del Derecho es para este autor 
una forma pura de la conciencia, con la que tropezamos al esclarecer crí- 
ticamente las condiciones necesarias a la ordenación y la unidad de nuestro 
espiritu, en tanto que el concepto de Estado no es una forma pura, no es 
una categoría necesaria, del pensar científico. La noción del Derecho, dice, 
es el "prius" lógico del concepto del Estado y:no puede establecerse en 
absoluto una relación de dependencia del Derecho al Estado. Las consi- 
deraciones incondicionalmente absolutas sobre el origen del Derecho son 
esencialmente independientes del concepto del Estado y nada tienen que 
ver con él. Por este camino llega STAMMLER (52) a la afirmación de que 
puede existir un Derecho sin Estado, mencionando el caso de tierras que 


(47) SMEND: Verfassungsrecht (1928). 
(48) HELLER: Die Souveranitét (1927) y Staatslehre (1934). 


(49) DEL Vecchio: Sulla statualita del Diritto, en la “Rivista Internazionale di Filosofia 
del Diritto” (Roma, 1929). 


(50) STAMMLER: Ob. cit., pág. 340. 


(51) Ya hemos dicho cómo luego acude a su Derecho universal. 
(52), STAMMLER: Ob. cit., pág. 343. 
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son ajenas a todo Estado y que, sin embargo, necesitan del Derecho, y 
afirmando la existencia de un Derecho universal que comprende aquellas 
normas jurídicas que son necesarias para concebir la existencia de los di- 
ferentes Órdenes jurídicos, y que los problemas concretos todos que se 
pueden plantear en una situación histórica dada deben siempre desenvol- 
verse bajo el influjo del “concepto y la idea del Derecho”, no debiéndose 
tampoco prescindir jamás de la idea de la justicia (53). 

Los que admiten que no puede haber Derecho sino en el Estado, po- 
drían incluso querer llegar a configurar el Derecho eclesiástico sólo como 
parte del Derecho de ese Estado. 

MERKEL (54) examina y rechaza esta hipótesis diciendo que no se 
puede admitir con algunos que sólo cabe Derecho en el Estado y estu- 
diar así el Derecho eclesiástico y el Derecho canónico sencillamnete como 
parte del Derecho producto del poder del Estado. Esta teoría se caracte- 
riza por una violencia lógica que la hace inaceptable. No cabe referir a 
poder alguno del Estado, ni en cuanto a su existencia ni en cuanto a su 
fuerza de obligar para los fieles, el Derecho que la Iglesia católica ha ela- 
borado a propósito de su organización. Es, por tanto, una simple ficción 
explicar este Derecho como emanación del Derecho del Estado o atribuirle 
carácter estatal. No falta a tales normas, dice este autor, ni el contenido 
ni la nota de poder de las normas jurídicas, ni lo que es característico de 
éstas en aplicación y desenvolvimiento. Deben enumerarse, pues, resuel- 
tamente, entre las normas jurídicas. 

Sujeto activo de una norma jurídica, sigue diciendo MERKEL, es la 
voluntad que en ella se manifiesta, de la cual depende su contenido, y cuya 
exteriorización determina su fuerza de obligar. Y el contenido de una gran 
parte de las normas de Derecho eclesiástico afirma la autoridad de la 
Iglesia, no la del Estado, derivando su fuerza de obligar, en cuanto a los 
miembros de la comunidad eclesiástica cuyos derechos y obligaciones (ecle- 
siásticos) determina, de la autoridad de la Iglesia exclusivamente. Cuando, 
no obstante, quiera reputarse el poder del Estado como único sujeto ac- 
tivo posible de las normas del Derecho Eclesiástico, cabrá alegar en este 
sentido: | 

a) Que la efectividad imperativa del Derecho eclesiástico se subor- 
dina a la conducta de los poderes del Estado. Con lo cual sólo se reputa 
como esencial, jurídicamente, lo que aquellas normas ganarían con una 
conducta favorable por parte de estos poderes. Pero, aparte de que no se 


(53) STAMMLER: Ob. cit, pg. 349. 
(54) Menken (Adolfo): Enciclopedia Jurídica (Madrid, 1924), págs. 494 y sigts. 
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tienen en cuenta aquí, como debieran, los puntos apuntados más arriba, 
es éste un razonamiento vicioso. No se induce de aquella subordinación, 
para nuestro problema, más que se induciría de la subordinación de la vida 
y prosperidad de un hombre a la actuación del Estado para el problema 
de investigar quién sea su progenitor. 


b) Que el valor de los preceptos eclesiásticos, para los órganos de un 
Estado, sólo puede ser determinado por el Derecho de este Estado mismo. 
Pero esto nada tiene que ver con esta otra cuestión: de qué fuentes se 
deriva el valor del Dereho eclesiástico, dentro de la esfera de vida pro- 
pia a la Iglesia, y cuál será el sujeto que imprime aquí su fuerza a aquel 
Derecho. 

Tales son los razonamientos de MERKEL para reconocer la existencia 
de un Derecho Eclesiástico independiente del Estado. 


En definitiva, puede existir un Derecho fuera del Estado y no deben 
en modo alguno identificarse ambos conceptos. Los mismos esfuerzos que 
tienen que hacer los defensores de la prioridad del Estado sobre el De- 
recho (ejemplo, JELLINECK) para intentar demostrar la obligatoriedad de 
éste demuestran que el Derecho es anterior al Estado, el cual, como rea- 
lidad jurídica, no es otra cosa que “el sustracto en el que debe realizarse 
el Derecho, y en especial el político” (55), pero pudiendo existir otras es- 
feras de realización de otros derechos independientes del Estado. 

Desde el mismo campo protestante fué negada la tesis de Somm (56) 
El protestantismo pretende también un Derecho eclesiástico y una Iglesia 
ordenada jurídicamente, si bien no tenga participación en la significación 
religiosa propia de la Iglesia invisible ni en el reflejo de tal simplificación 
sobre la Iglesia visible, hallándose la Iglesia jurídica, para ellos, con res- 
pecto a la Iglesia de la recta creencia, predicación y sacramentos, no en 
relación de identidad, sino en relación de medio: para fin (57). 


STAMMLER (58) se planteó el problema de la legitimidad de una orde- 


(55) RADBRUCH: Ob. cit., pág. 239. 


56) Sobre esto, BENDIx, Kirche und Kirchenrecht (1895); REISCHEE, Sohms Kirchenrecht 
(1897); ZEERLEDER, Kirche und Recht (1895); KOHLER, Uber die méglichkeit des Kirchenrechts 
en “Deutscher Zeitschrift fun Kirchenrecht” (VI, 1897). BARION, Rudolph Shom und die Grund- 
legung des Kirchenrechts, "Recht und Staat", cuaderno 81 (1931). Ver STUTZ, pág. 390 de su 
Kirchenrecht, publicado en la “Encyklopádie” de Holtzendorf, vol. V (1914). 


(57) Ver RADBRUCH: Introducción a la ciencia D 
o de del Derecho (trad. Recasens). Madrid, 1930, 
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nación jurídica en la Iglesia, y, partiendo del hecho de que en la comu- 
nidad eclesiástica ha de existir una vinculación exterior al individuo, de- 
fiende que esa vinculación es jurídica y no meras reglas convencionales; 
es decir, que no está pendiente del criterio subjetivo de cada cual, sino que 
obliga con independencia de la aceptación de los obligados y que su exis- 
tencia como tal no se halla subordinada al arbitrio de quienes componen 
la comunidad. A esta conclusión llega diciendo que la Iglesia debe estar 
organizada de un modo objetivamente justo y que su sistema de normas 
ha de ser permanente, para conseguir lo cual es preciso que la ordenación 
sea independ:ente del arbitrio de los obligados. Afirma STAMMLER que el 
Derecho Eclesiástico se ajusta plenamente a las características de todos los 
derechos y forma con ellos una unidad conceptual que será legítimo, es 
decir, estará justificado fundamentalmente el dictar normas jurídicas ecle- 
siásticas en cuanto esas reglas sirvan para ayudar y alentar a cada uno en 
sus propios anhelos de perfección religiosa y en sus deseos de alcanzar la 
paz para su alma en Dios. Mejor seria decir que estarán justificadas las 
normas en cuanto sirven para alcanzar el fin de la Iglesia. 

Por nuestra parte afirmamos que no puede caber duda acerca de la 
posibilidad y justificación del Derecho de la Iglesia. La Iglesia no es sólo 
una unión de creencias, sino también una comunidad de vida con organi- 
zación externa, que exige obediencia y sumisión a unas autoridades. Las 
normas de esa comunidad pueden muy bien ser jurídicas puesto que re- 
gulan una vida externa, de un grupo social y con carácter autoritario. 
No importa que el fin de esa sociedad sea espiritual; para conseguirlo 
necesitan los hombres realizar una determinada conducta con arreglo a 
unas normas que ordenan la comunidad eclesiástica. Si la Religión crea 
una comunidad y en esa comunidad son precisas normas de conducta ex- 
terna, puede muy bien producirse un orden jurídico. 


* 4 k 


Admitida la posibilidad de que exista un Derecho con independencia 
del Estado y la compatibilidad entre Iglesia y Derecho, habrá que exa- 
minar si aquel ordenamiento canónico por el cual se rige la Iglesia es un 


ordenamiento jurídico. 

Ello ha de hacerse teniendo presente en todo momento que dicho or- 
den canónico es una ordenación social de la sociedad Iglesia obligatoria 
para los miembros de la misma, a los cuales se dirige; orden que está com- 
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puesto de normas valoradoras de conductas humanas; es decir, que es un 
orden normativo social. 


Todo ello parece ya indicar un carácter jurídico, puesto que el Dere- 
cho es la parte del orden moral que el Creador exige realizar a los hom- 
bres en cuanto seres sociales; es decir, la parte de la ordenación moral que 
tiene carácter social. El sistema jurídico es lo que produce en el mundo 
social esa “seguridad nacida del Derecho”, de que habla RENARD. 

Pero, adentrándonos en un análisis más detenido, hemos de partir del 
hecho de que el Ordenamiento canónico es un sistema de normas valora- 
doras de conductas humanas, es decir, que suponen juicios estimativos de 
valoración de esas conductas. 


Las normas valorativas de conducta pueden ser de tres categorías 'dis- 
tintas: normas puramente morales, normas jurídicas y usos sociales. 


La pretensión de crear una categoría separada con las normas religio- 
sas no parece justificada. La norma religiosa emana de Dios y se impone 
al Hombre; pero esta Ordenación divina puede tener el carácter de norma 
moral pura o de norma jurídica, y en este caso estaríamos ante el Derecho 
divino, puesto que no sólo no repugna a la idea de Derecho el tener por 
autor al mismo Dios, sino que la Divinidad es, en definitiva, el fundamento 
último del Derecho. En efecto, la razón y voluntad de Dios, que manda 
conservar el orden natural y prohibe perturbarlo, constituye la Ley eterna, 
y la participación de esa Ley eterna en la criatura racional es la Ley na- 
tural. Al producirse en el mundo una forma especial de vida social nace 
un Derecho, natural por ser humano, y que es Derecho natural secundario 
porque se refiere a la Humanidad decaída por el pecado: este es el Dere- 
. cho de gentes. El Derecho positivo no es sino el Derecho de gentes que 
está vigente en cada comunidad concreta. 


La Religión lleva consigo una serie de normas sobre la conducta que 
son impuestas al hombre directamente por el mismo Dios; pero esas nor- 
mas son normas puramente morales o reglas ordenadas a la Humanidad 


por la Revelación, teniendo a veces carácter jurídico y constituyendo el 
Derecho divino. 


, En definitiva, separadas así las normas puramente morales, las normas 
jurídicas y los usos sociales como norma de valoración de la conducta hu- 
mana, limitadas a estas tres categorías todas las normas valorativas de 
conducta que pueden darse y calificado el sistema canónico como un sis- 
tema de valoración normativa, habremos de examinar si el ordenamiento 
canónico es un orden de normas puramente morales, o un sistema de usos 
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sociales, o si, por el contrario, tiene las características de los sistemas ju- 
rid:cos. 
I) Ordenamiento canónico y normas puramente morales: 


` Las relaciones entre Moral y Derecho son íntimas y necesarias. El De- 
recho es una parte esencial del orden moral. En primer lugar, el orden mo- 
ral encierra en sí el orden jurídico; a dicho orden moral pertenece todo 
lo necesario para que las acciones libres del hombre sean buenas y recta- 
mente ordenadas; la ley moral natural ordena al hombre las acciones que 
se acomodan a su naturaleza racional en sus relaciones para consigo mis- 
mo, para con los demás y para con Dios. El hombre es, conforme a su 
naturaleza, un ser social,,y, por consiguiente, el orden jurídico (normativo 
de la vida social) pertenece también al total sistema del orden moral. Lo ne- 
cesario para la conservación de la sociedad será bueno y moral. Por otra 
parte, toda verdadera norma de Derecho, en cuanto dirigida rectamente a 
esa conservación de la sociedad, es una norma moral obligatoria en con- 
ciencia, y, en general, todas las leyes humanas reciben, como ya hemos di- 
cho, su fuerza de la ley natural; de aquí que no sean obligatorias las leyes 
positivas que contradigan a la Ley natural. 

Asi, pues, la norma jurídica está intimamente relacionada con el orden 
moral; en cuanto que produce un deber moral, tiene su fundamento de 
obligar en la Ley natural y tiene también en esta Ley un sistema contra el 
cual no puede pronunciarse. Por ültimo, el Derecho sirve para trazar al 
hombre en su conducta social la esfera dentro de la cual cada uno debe 
poder cumplir sus deberes morales (59). 

El orden jurídico forma, pues, parte integrante del total orden moral, - 
pero sólo es una parte del mismo; no toda norma moral es norma jurí- 
dica. Para que el hombre cumpla sus deberes morales y para que puedan 
hacerlo todos los que vivan en la sociedad hace falta que sean delimitadas 
las respectivas esferas de libertad, es decir, el orden jurídico. 

Asi, pues, siendo el Derecho sólo una parte del orden moral (60), ha- 
brá de hacerse una distinción entre las normas puramente morales y las 
normas jurídicas. 

Las normas de moral contraponen unos actos frente a otros, imponien- 
-do al sujeto una elección entre las acciones que puede realizar, pero se re- 


(59) Una exposición detallada y fundamentada de las relaciones entre el orden jurídico 
y el orden moral se encuentra en la Moratphilosophie de HEATHREIN, t. I, pág. 238 y SS. y 
$15 y ss. traducida al latín (Friburgo, 1915) y al italiano (Firenze, 1913). En su obra tra- 
ducida al castellano por Jardón y Barja con el título Filosofía del Derecho. El Derecho na- 
tural y el positivo (Madrid, 1927) se ocupa de este problema en las págs. 272 a 286. 


(60) CATHREIN: Filosofía del Derecho, ob. cit., pág. 277. 
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fieren siempre a actos de un mismo sujeto; el Derecho, como es relativo 
directamente al orden social, contrapone acciones de unos sujetos frente 
a acciones de otros sujetos. El Derecho coloca siempre enfrente, por lo 
menos, dos sujetos, y les da normas para que lo que es posible por parte 
de uno no sea impedido por el otro; la norma puramente moral considera 
los actos humanos en relación al sujeto que los ejercita; la norma jurídica 
pone en referencia las acciones de una persona con las de otra, de modo 
que la posibilidad de un acto en un sujeto supone la facultad en el mismo 
de impedir todos los de los demás incompatibles con él. El deber moral 
podrá tener efectos para otras personas, pero no se determina el compor- 
tamiento de ellas, sólo se define la conducta del que debe cumplir ese de- 
ber; en cambio, el Derecho seíiala, de un lado, una obligación, y de otro, 
una facultad en otro sujeto distinto (61). Ya Santo Tomás hablaba de la 
*alteridad" del Derecho, atribuyendo a la Justicia el carácter de referirse 
siempre a otro (62), y SUÁREZ distinguió el fin de la Ley natural, que es 
el bien en sí, del fin de la Ley humana, que es el bien comün, el cual es 
también elemento contenido en la Ley natural, pero con una cierta auto- 
nomía. La Ley humana no puede ir contra la Ley natural, pero tampoco ha 
de recoger todas las normas de ésta; se refiere sólo a la vida social; a la 
intención interna no se le puede hacer objeto de coacción, y al cumpli- 
miento externo de un deber jurídico, si; en fin, la Ley humana no regula 
los actos propiamente internos, que no pueden ser conocidos ni ser suje- 
tados al poder humano (63). 


Diierenciados asi el orden puramente moral y el orden jurídico, he- 
mos de ver en cuál de estas dos categorías encaja la naturaleza del orden 
canónico ; si es un sistema de normas puramente morales o si sus dispo- 
siciones tienen ciertas características especiales que las hacen entrar. entre 
las riormas jurídicas. 

En el Codex Iuris Canonici es posible encontrar preceptos puramente 
morales; pero la mezcla de éstos en un mismo cuerpo legal con otros de 
naturaleza jurídica no quiere decir nada en contra del carácter jurid:co 
del ordenamiento en su conjunto, pues ya hemos advertido la relación ín- 
tima que entre ambos órdenes existe. Es un fenómeno este de la inclusión 
de normas morales en cuerpos jurídicos que se da también en las leyes del 


(61) DEL VEccHIO: Ob. cit, pág. 423. 
(62) Summa. Secunda Secundae, q. 57. 
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Estado. Así, la Constitución española de 1812 disponía en uno de sus ar- 
tículos que los españoles habrían de ser justos y benéficos. 

En las leyes canónicas, tan relacionadas con la Teología, aparecen pre- 
ceptos puramente morales; el canon 124, por ejemplo, ordena que los clé- 
rigos lleven una vida interior y exterior más santa que los laicos y que 
deben aventajar a éstos dándoles ejemplo de virtud y buenas obras; y 
el 125 incluso se refiere a la oración mental y examen de conciencia de 
dichos clérigos, aunque en éste se impone una obligación al Ordinario para 
que vele por ello; el canon 856 se refiere al estado de gracia necesario para 
recibir la Sagrada Comunión y a la posibilidad de que baste con un acto 
de contrición en caso de necesidad, etc. Se podrían multiplicar los ejem- 
plos en este sentido. Otros cánones prescriben deberes de conciencia y ca- 
ridad, como el canon 415, $ 5.”, que habla del deber de caridad de los ca- 
pitulares de ayudar al párroco; el canon 892, que en su $ 2.” dice que en 
caso de urgente necesidad todos los confesores, y en caso de peligro de 
muerte todos los sacerdotes, están obligados por caridad a oír las confe- 
siones de los fieles; el 939, que expresa que en caso de necesidad todo 
sacerdote está obligado por caridad a administrar el Sacramento de la Ex- 
tremaunción. 

Pero como ya se ha dicho, para calificar de jurídico al Ordenamiento 
eclesiástico no es obstáculo el hecho de que en los mismos cuerpos legales 
en que se contienen sus preceptos jurídicos coexistan éstos con normas 
puramente morales; lo interesante es descubrir si dicho Ordenamiento ca- 
nónico, en su modo total de estar configurado y en la generalidad de sus 
disposiciones, es un ordenamiento moral puro o un orden de Derecho. 

En este sentido se pueden descubrir importantes diferencias entre el 
Ordenamiento canónico y las normas puramente morales, que nos indican 
ese carácter jurídico, puesto que coinciden con las características especia- 
les diferenciadoras del orden jurídico. 

La norma puramente moral valora las acciones en sí mismas, en su 
significación dentro del campo de la conciencia; exige que se sigan los dic- 
tados de la propia conciencia. El Derecho canónico valora los actos en re- 
lación con su aspecto social eclesiástico; no es que descuide su aspecto mo- 
ral, sino que se orienta a regular y organizar la sociedad eclesiástica y las 
acciones de los individuos en cuanto miembros de ella; exige fidelidad no 
a la propia conciencia individual, sino a un orden social establecido obje- 
tivamente. La norma moral asegura directamente la paz de la conciencia ; 
el Derecho canónico asegura de modo directo la paz y orden de la Iglesia. 
(Claro que, como el orden jurídico es parte del orden moral, cuando se 
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cumple, se cumple también un deber moral, como ya se ha dicho.) Aunque 
la propia conciencia le asegure a uno, por ejemplo, que no existe peligro 
ninguno para él, dada su especial preparación en ciertas materias, en leer 
algún libro prohibido por el canon 1.399 del Codex, el orden de la Tglesia 
exige que no pueda leerlo sin la licencia expresa de la autoridad compe- 
tente establecida en el canon 1.402, y el que tal hecho realizase incurriría 
en las sanciones del canon 2.318, $ 1.°, a pesar de que su conciencia si- 
guiera creyendo que no había peligro para él en dicha lectura; la inmo- 
ralidad de su acto consistiría entonces en haber violado una ley jurídica. 
La norma moral conduce directamente a la vida eterna; el Derecho Ca- 
nónico regula y ordena la constitución, régimen y disciplina de la Iglesia. 
Claro que a través de esto se dirige también, en definitiva, a la salvación 
del hombre; pero inmediatamente tiende a regular la vida social ecle- 
siastica. 

El carácter de alteridad, que señalamos como diferenciador de las nor- 
mas jurídicas frente a las puramente morales, se da también en el Orde- 
namiento canónico. En el orden simplemente moral las normas producen 
un deber en el obligado al cual se dirigen; en cambio, en el orden canó- 
nico las obligaciones revisten el carácter de deuda para con otra persona 
que puede exigir su cumplimiento; aquí el destinatario directo de la nor- 
ma puede ser el beneficiario del deber de otro. Así, poniendo un ejemplo 
entre los muchos que pueden extraerse del Codex, el canon 1.472 hace 
una atribución de derechos al decir que el beneficiado, después de haber 
tomado posesión del beneficio, gozará de todos los derechós, tanto tempo- 
rales como espirituales, vinculados a dicho beneficio; aquí se suponen una 
serie de obligaciones en los sujetos que tienen que realizar las prestaciones 
objeto de esos derechos, obligaciones que son exigibles por el titular del 
derecho. El canon 1.552 nos da la mayor muestra de esta exigibilidad de 
los derechos en el orden canónico al establecer como un objeto del proceso 


eclesiástico la reclamación o vindicación de los derechos de las personas 
fisicas o morales ($ 2, 1.”). 


El orden moral se dirige al fuero interno para determinarle al bien: 
el orden jurídico se refiere a la conducta externa. En Moral, la conducta 
depende de un sentimiento interno; en Derecho, de lo legal externo; esto 
lo vemos perfectamente recogido en la esfera canónica con la distinción 
entre fuero interno o de la conciencia y fuero externo o del Derecho, pu- 
diendo suceder que un matrimonio, una ordenación, una censura, sean vá- 


lidos en el fuero externo y carezcan de fuerza ante la conciencia, y vice- 
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versa, que haya deberes morales que no sean jurídicos (64); el deber mo- 
ral de la limosna, por ejemplo, no está formulado en el Derecho canónico 
(por eso no puede ser exigido judicialmente); los cánones que hablan de 
la limosna lo hacen refiriéndose a algunas cuestiones relacionadas con ella 
(si puede pedirse o recibirse por algunas asociaciones, canon 691, $8 3 y 5 
o religiosos, 621-624, o con destino a ciertos institutos pios, 1.503), pero 
sin establecer la obligación de la limosna; sólo en un caso el deber de 
limosna se convierte en jurídico: cuando ha sido impuesta como -peniten- 
cia canónica en el fuero externo, a tenor del canon 2.313, $ 1, número 4, y 
esto es precisamente un ejemplo de la distinción entre deberes puramente 
morales y deberes jurídicos canónicos. 

Hemos dicho que para cumplir la ley moral hace falta el ánimo in- 
terno, y que en cambio la ley jurídica se satisface por lo general mediante 
el cumplimiento exterior; hay veces en que el Derecho tiene en cuenta lo 
interior, pero es cuando está en relación con un acto jurídico (65), así, al 
medir la culpa en el Derecho penal. Esto sucede así, también, en el Dere- 
cho canónico, donde se distingue perfectamente entre el pecado y el deli- 
to, entendiendo el primero como violación voluntaria de la ley en cuanto 
moral, y el segundo como violación voluntaria que contradice la realidad 
externa de la ley (66), diferenciándose así entre la violación de la ley 
moral y la violación de la ley jurídica; en la violación de esta última a 
veces se atiende al elemento interno, como en el canon 2.195, que se refiere 
a la imputabilidad en el delito, o el canon 2.314, relativo a la apostasía 
o herejía como delitos eclesiásticos, pero en cuanto este aspecto está en 
relación con el aspecto jurídico externo. 


En el cumplimiento de la ley moral se acata un precepto que nuestra 
conciencia nos presenta como bueno; en el cumplimiento de la ley jurídica 
se obedece un mandato que viene de una autoridad exterior (pues hay 
leyes sobre materias indiferentes en sí para la moral, ej., una ordenanza 
sobre la circulación urbana), por eso no cabe la ignorancia de la ley moral 
y el error sobre la misma produce efectos; en el orden canónico, aunque 
el canon 15 reconoce efectos al error de derecho, el canon 16 dispone 
que ninguna ignorancia excusa de las leyes irritantes o inhabilitantes, a 
no ser que se diga otra cosa expresamente, y esto es así porque el Derecho 
tiene que velar por la seguridad social exterior, que se vería amenazada 


(64) Ver EICHMANN: Manual de Derecho Eclesiástico (trad. G. Piñán). Barcelona, 1081, f, 


9. 
s (65) KOENIGER: Katholisches Kirchenrecht 1Friburgo de Brisgovia, 1926), p. 2. 
(66) Véase AMOR RUIBAL: Derecho penal de la Iglesia Católica 1Madrid, s. f.), pag. 60. 
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si la nulidad de los actos dependiera del conocimiento de todas las leyes 
por parte del obligado. 

La diferencia que se produce relativa a la coactividad se muestra tam- 
bién en el campo canónico. La moral no necesita el reconocimiento por 
parte del hombre, vale incluso contra la voluntad de éste, pero le deja la 
libertad de la actuación subjetiva (67). Por eso los preceptos puramente 
morales no pueden ser objeto de coacción inmediata y sólo llevan consigo 
la sanción eterna; las acciones obligadas carecen de valor ante la moral. 
En cambio, en el Derecho, como guardador del orden social, lo que inte- 
resa es que se cumplan sus normas, sin importar que esto se haga por 
propio impulso o por la coacción inmediata con que amenaza el incum- 
plimiento. El cumplimiento de una orden moral no está resguardado por 
una posible coacción; el cumplimiento de los preceptos de Derecho ca- 
nónico está garantizado por todo el poder coactivo de la Iglesia; un deber 
moral se debe cumplir libremente; si se cumple coaccionado, carece su 
cumplimiento de valor; en cambio, en el deber de cumplir un legado reci- 
bido para causas pias, por ejemplo, lo esencial para el Derecho Canónico 
es que se satisfaga, sin que importe que esto se lleve a efecto por la coac- 
ción del canon 2.348. 


En resumen de todo lo expuesto, se puede concluir que el Ordena- 
miento canónico no es un orden de normas puramente morales, sino que 
las leyes que comprende, aunque a veces vayan mezcladas con alguna 
meramente moral, reúnen las características que diferencian al orden ju- 
rídico dentro del total orden moral. 


2) Ordenamiento canónico y usos sociales: 


5i el Ordenamiento canónico no es un orden puramente moral, tampo- 


co pertenece a esas otras reglas de conducta que se han llamado usos so- 
ciales. 


Esos usos o convencionalismos sociales se presentan también como 
normas reguladoras de la conducta social, pero sin ser normas morales ni 
normas jurídicas; están constituídos por la cortesía, la corrección, los 
buenos modales, la etiqueta, el honor, la educación, el respeto social, la 
buena crianza, la caballerosidad, reglas del lenguaje, etc., y los filósofos 
del Derecho han tenido que plantearse el problema de su distinción de la 
Moral y del Derecho (68), aunque no falta quien haya sostenido que estos 


(67) KOENIGER: Ob. cit., pág. 2. : 
(68) WEIGELIN: Sitte, Recht und Moral (1919). 


BAUMGA We ? 
página 120 (1920). STAMMLER: Ob. eit. pág. 102, o AA T, 
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usos sociales no pueden coordinarse con los otros conceptos culturales, 
que carecen de sitio en el sistema de los conceptos de la cultura (69). Se 
ha intentado dar distintos criterios diferenciadores, llegándose a afirmar 
que los usos sociales son los cartílagos, y el Derecho los huesos de la 
sociedad (70). En definitiva, aunque tienen cierto parecido con las normas 
del Derecho, o con ciertos principios morales, parecido que ha sido el ori- 
gen del problema, no coinciden con la esencia de las normas morales ni 
con la de las normas jurídicas; son como mandatos colectivos anónimos, 
como requisitos de ciertas relaciones sociales en su aspecto exterior y 
superficial (son el decoro, en absoluto diferente de la Moral y del De- 
recho). 

No puede pensarse que el ordenamiento canónico sea un conjunto de 
esos usos o convencionalismos de la sociedad. El espíritu elevado que lo 
informa ya nos dice que se trata de algo de suyo superior; pero, además, 
en su misma configuración externa pueden encontrarse diferencias preci- 
sas entre ambas categorías, justamente la diferencia que separa a los usos 
sociales del Derecho. 

Así, los usos sociales sólo rigen en el momento en que el sujeto se 
halla en sociedad, de presente; cuando está solo no tiene sentido aplicar 
a su conducta principios basados en los convencionalismos, y cuando 
viaja por otras tierras, a los usos a que habrá de amoldarse será a los. de 
esos países, dejando atrás los suyo. En el Ordenamiento canónico, su 
fuerza obligatoria pesa siempre sobre la personalidad del súbdito de la 
Iglesia, sin que deje de estar sometido a sus preceptos porque se vea solo 
y habiendo normas de carácter personal que obligan al individuo donde 
quiera que se encuentre, como dice expresamente el $ 1.” del canon r3. 

Los usos sociales sólo se aplican en cuanto los cumple la generalidad 
del grupo; en el momento en que esta generalidad se abandona en su 
cumplimiento, el uso decae. En el Ordenamiento canónico hay leyes que 
no pueden ser derogadas por el desuso ni la costumbre en contrario (ca- 
non 27); aquí la costumbre tiene fuerza sólo en cuanto obtiene el con- 
sentimiento del superior competente (canon 25), en tanto que en los usos 
sociales no hay una autoridad definida de donde emanen, sino un obrar 
y juzgar difuso de la colectividad. 

STAMMLER (71) estudia estos usos con el nombre de reglas conven- 


(69) RADBRUCH: Filosofia del Derecho citada, pág. 66. 

(70) SCHMOLLER: Uber cinige Grundfragen des Rechts und der Volkswirlschaft (1875), 
págs. 31 y sigs. 

(71) STAMMLER: Ob. cit, pág. 102. 
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cionales y los diferencia de las normas jurídicas basándose en la pretensión 
formal de validez de unas y otras; según dice este autor, las reglas con- 
vencionales no hacen sino invitar al individuo a su cumplimiento, de 
pendiendo su validez de que éste las acepte; ya BIERLING (72) había afir- 
mado que los usos son normas que invitan o de mera sugerencia; en 
cambio, en el Derecho encuentra STAMMLER (73) la noción de una vo- 
luntad autárquicamente vinculatoria en cuanto que sustrae la vinculación 
a la voluntad de los individuos vinculados; no se refiere esto al problema 
de la coacción, sino a la configuración del Derecho como una regla obli- 
gatoria con independencia de que sea aceptada o no por aquellos que han 
de cumplirla, es decir, como una regla autárquica que obliga a su cumpli- 
miento, aunque el sujeto no quiera someterse a ella. Cabalmente este 
carácter se da en el Ordenamiento canónico; su obligatoriedad no depende 
de que los fieles lo acepten, sino que se impone autárquicamente por la 
voluntad de una autoridad superior a ellos; por eso, aunque alguno de 
esos fieles se rebele contra la norma canónica y pretenda salirse de ella, 
no podrá conseguirlo, porque la validez de esa norma sobre él no se funda 
en su propia voluntad, y así, en cuanto hayan sido válidamente bautiza- 
dos los herejes y cismáticos, siguen sometidos a las leyes de la Iglesia (74), 
pues, aunque rebeldes, siguen siendo por razón de ese bautismo súbditos 
de la misma. 


Contra el infractor de los usos sociales no reacciona la colectividad, 
la organización social, sino únicamente las individualidades que se sien- 
ten heridas; así, el que se cree objeto de una descortesía, deja de saludar 
al descortés; pueden ser varios los que le retiren el saludo, pero si uno 
decide volver a saludarle, a éste no le pasa nada ni el uso lo pretende; 
no hay, pues, una sanción de la colectividad, sino sólo el desprecio de los 
individuos. En el Ordenamiento canónico, al infractor de sus normas se 
le impone una sanción no por los demás fieles aisladamente, sino por la 
autoridad de la comunidad eclesiástica. La excomunión no es la suma de 
los desprecios de los fieles, sino una medida tomada por la autoridad 
contra el infractor de ciertas normas canónicas, pudiendo producir efec- 
tos obligatorios para los demás miembros de la Iglesia en cuanto les 
prescriba abstenerse de toda comunicación con el excomulgado, aun en 
materia profana, como hace el canon 2.267 respecto de los excomulgados 
vitandos, o al menos en materias religiosas (canon 2.261) $53). youu 


(72) Kritik der juristischen Grundbegriffe, 1, pág. 151 
(73) SLAMMLER: Ob. cit; pág. 109. TU RUFI | 


(74) Ver WEnNZ, Ius Decretalium, 1 (Prati 1913), pág. 15. 
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incumplimiento da lugar a sanciones, como en el caso del canon 2.338, $ 2." 

Por consiguiente, el infractor de los usos sociales no sufre por ello 
como sanción la privación de ciertos derechos; la sanción del uso social 
no constituye una restricción de los derechos del infractor, sino sólo la 
pérdida de la consideración de sus compañeros de grupo. Las normas del 
Ordenamiento canónico están resguardadas por la aplicación de penas ecle- 
siásticas, es decir, de la privación de ciertos bienes impuesta por la legítima 
autoridad. 

En definitiva, a los usos sociales les falta la autoridad de que goza 
en su esfera el Ordenamiento canónico. 

3) El Ordenamiento canónico y las caracteristicas de los ordenamien- 
tos jurídicos: 

El Ordenamiento canónico no es un orden puramente moral; tampoco 
un conjunto de usos sociales. Por el contrario, al estudiar sus diferencias 
con esas dos categorías, hemos visto que precisamente los caracteres que 
le distinguían de ambas son aquellos que separan de ellas a los ordena- 
mientos jurídicos. 

El Ordenamiento canónico es, pues, jurídico, pudiendo hablarse con 
toda propiedad de un Derecho canónico, en el propio sentido técnico de 
la palabra; ello se confirmará al contemplar cómo en él tienen plena ex- 
presión los caracteres del Derecho. 

En efecto, las normas del Derecho canónico reúnen todos los carac- 
teres y requisitos que se suelen señalar como necesarios para atribuir la 
nota de jurídica a una disposición o regla: bilateralidad, generalidad, im- 
peratividad y coercibilidad. Examinaremos también la intersubjetividad. 


a) Bilateralidad. 


El carácter de la bilateralidad, ya vimos cómo se cumplía en el Dere- 
cho Canónico al hacer la distinción entre éste y la Moral (75); examinamos 
allí esa alteridad de las normas canónicas que suponen dos sujetos, el 
titular de la obligación y el titular del derecho. 


b) Generalidad. 

La generalidad, más que característica de la norma en concreto, es 
característica de la totalidad del Ordenamiento jurídico. Puede haber nor- 
mas jurídicas especiales para una cierta relación individualmente deter- 
minada, aunque esto sea lo excepcional; el Derecho canónico conoce tam- 
bién normas de esta clase, como pueden ser los preceptos del canon 24. 


(5) Pág. 84. 
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Lo regular es que la norma jurídica sea general, que proceda por abs- 
tracción y se refiera a una clase entera o serie de casos en número in- 
definido, siendo la norma general como la premisa mayor del silogismo 
y el caso particular como la menor, a la cual debe aplicarse aquélla. Este 
carácter se da plenamente en el Derecho canónico, cuyas leyes se re- 
fieren a los casos que puedan presentarse, abarcando una generalidad 
de los mismos, ya para toda la Iglesia extendida por el mundo entero o 
ya para algún territorio determinado o clase de individuos (canon 13). 
La ley canónica no suele ser un mandato concreto a un particular, sino 
una regla general que se da para los miembros de una sociedad, súbditos 
de una autoridad legisladora. 


c) Imperatividad. 


El carácter de imperatividad se puede apreciar fácilmente en la nor- 
ma canónica; ésta lleva consigo un mandato, positivo o negativo, que 
impone un deber. Incluso cuando concede un derecho a un sujeto impone 
en los demás el deber de permitirle su ejercicio y de no realizar los actos 
incompatibles con aquél. 

Las dudas que pudieran surgir en este sentido se solucionan con la 
debida distinción entre normas primarias y secundarias, que se hace en la 
teoría general del Derecho, en atención a esta imperatividad. 

Las primeras expresan directamente una regla de conducta, subsis- 
ten por sí, sin necesidad de ponerlas en relación con otras distintas. Las 
segundas dependen de otras a las cuales han de ser referidas para po- 
derlas entender propiamente (76). 

Las primarias son “preceptivas”, que imponen el cumplimiento de 
actos determinados, o “prohibitivas”, que imponen ciertas omisiones. En 
el Codex Iuris Canonici se puede encontrar un gran número de normas 
de estas clases. Preceptivas son, por ejemplo, las contenidas en los cáno- 
nes 135 y 136, $ 1.°; 755, 1.406, etc.; prohibitivas son las de los cáno- 
nes 133, 136, $ 2.”, y 138, 683, 1.235 y tantos otros. Ha de atenderse 
para su calificación en este sentido a la naturaleza misma del precepto y 
no a las palabras con que está enunciado, porque a menudo puede un 
mismo precepto enunciarse en forma preceptiva o prohibitiva. Las nor- 
mas que conceden derechos (ej. el canon 682) ya hemos dicho que supo- 
rA contrapartida una obligación, y que son, por lo tanto, un 


Entre las normas secundarias las hay “abrogatorias”, que limitan el 


(76) DEL VECHIO: Op. cit, I, pág, 434. 
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efecto de normas anteriores (ej., el $ 1.° del canon 6 del C. J. C.), las 
cuales son también imperativas, pues obligan a reconocer como abolida 
o restringida una norma anterior. 

Otras son “declarativas”, que contienen definiciones de vocablos o 
conceptos (asi los cánones 198, $ 1.”, que define al Ordinario; 198, $ 2.”, al 
Ordinario del lugar; 215, $ 2.”, a la Diócesis y al Obispo; 488, que da 
el concepto de estado religioso; 1.015, que define las distintas clases de 
matrimonios; 1.204, que da la definición de sepultura; 1.290, $ 1.°, de 
procesión; 1.307, de voto; 1.317, de juramento; 1.409, del beneficio; 1.448, 
del patronato; 1.161, que da el concepto de iglesia como lugar sagrado; 
1.552, el concepto de juicio; 1.868, el de sentencia; 2.195, el de delito, etc.). 
Estos preceptos son imperativos porque representan el mandato de que una 
determinada palabra sea entendida conforme a la significación que con- 
tienen, obligando a los que aplican las leyes a hacerlo así. 

Entre las normas secundarias están las llamadas “permisivas”, las 
cuales, en realidad, contienen también un mandato, pues o bien son la 
concesión de una facultad, que supone obligación de no obstaculizar su 
ejercicio, imponiéndose así obligaciones a una persona por medio de la 
concesión de la facultad de exigirlas a otra, o bien se trata de limitación 
de una norma precedente. Así, la permisión contenida en el canon 866, $ 1.” 
para recibir la Sagrada Eucaristía con arreglo a cualquier rito, supone 
el mandato de que le sea suministrada la Sagrada Comunión, sin ponerle 
obstáculo, por el rito correspondiente, cuando el fiel haya de recibirla. El 
carácter de limitación de otro precepto se ve bien claro en el $ 3.” de este 
mismo canon, en el cual se permite en caso de necesidad urgente recibir el 
Santo Viático según un rito extraño, poniendo una limitación a la regla 
general enunciada en el mismo canon de que debe recibirse según el pro- 
pio rito. 

Las normas penales (canon 2.195 y ss.) suponen el imperativo de que 
no se realice la conducta penada y el de la aplicación de la pena en caso 
de infracción. - 

En definitiva, las normas del Ordenamiento canónico presentan el ca- 
rácter de imperatividad propio de las normas jurídicas. Es posible encon- 
trar en el Codex algunos cánones que no tienen esta característica, así el 
canon 8or, en el que se afirma la presencial real del mismo Cristo en la 
Eucaristía, o el 870, que afirma la remisión de los pecados por la Peni- 
tencia, y en tales casos dichos cánones no pueden ser calificados de nor- 
mas jurídicas porque no tienen la naturaleza de tales; son afirmaciones 
dogmáticas que recogen principios teológicos sobre los cuales se funda- 
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mentará el Derecho, pero no son reglas de Derecho propiamente dichas 
Su coexistecia con el Ordenamiento jurídico canónico no cambia la na- 
turaleza jurídica de éste, pues ya hemos visto que la mezcla en un mismo 
cuerpo con preceptos no jurídicos es cosa que sucede también en las leyes 
del Estado. Lo que ocurre es que el Derecho Canónico tiene que acudir: a 
la Teología para encontrar los presupuestos sobre que actuar, igual que 
otras ramas del Derecho han de acudir a otras disciplinas no jurídicas 
con idéntico objeto. El mismo CARNELUTTI reconoce expresamente que al 
Derecho de la Iglesia no le falta carácter imperativo y que sus preceptos 
son verdaderos y propios preceptos (77). 


d) Coercibilidad. 


Pudiera atacarse el carácter jurídico del Ordenamiento canónico to- 
mando por fundamento la afirmación de que en él no se da una ejecución 
coactiva. La Iglesia no dispone de la fuerza temporal y no puede imponer 
fisicamente el cumplimiento de sus normas. 

Pero, aparte de la obligación que el poder temporal tiene de prestar 
el auxilio de su fuerza material a la Iglesia (78), el Ordenamiento canóni- 
co también presenta la nota de coercibilidad en su propio género. 

Ante todo, conviene.dejar aclarado que la ejecución coactiva no es 
esencial al Derecho, sino únicamente la coercibilidad. El P. SUÁREZ vió 
que la coacción no es esencial al Derecho, sino que es un accidente que le 
acompaña alguna vez. Una voluntad puede usar de la coacción porque hay 
otra que debe ceder; no es que ésta deba ceder porque aquélla tiene la 
coacción, pues esto sería identificar el Derecho con la fuerza. 

La coacción es, pues, un accidente del Derecho. Así pueden encontrar- 
se normas jurídicas que no llevan coacción: los esponsales de futuro (aun 
en: Derecho civil), son una institución netamente jurídica no exigible por 
la coacción. En un país utópico (como los imaginados por Santo Tomás 
Moro o CAMPANELLA), en que todos fueran santos habría normas jurí- 
dicas (por ej., las que regulasen la circulación urbana) y no sería preciso, 
dada esa santidad, que fuesen acompañadas de la coacción, pues todos las 
cumplirían voluntariamente (79). 

Por. eso, lo que en realidad caracteriza al Derecho no es que se eje- 
cute coactivamente, sino que se imponga al hombre desde fuera con pre- 
tensión de obligarle con independencia de su aceptación por el mismo. 


A EE p cit., pág. 139 de la traducción española. 
ase en OTTAVIANI, Institutionis Iuris P 

canis, 1936), pág. 159. ublici Ecclesiastici, 11 (Typ. poligl. Vatí- 
(79) Aspecto señalado por LUNA en sus explicaciones de cátedra. 


L 04 


ACERCA DEL CARACTER JURIDICO DEL ORDENAMIENTO CANONICO 


El Ordenamiento canónico quiere obligar independientemente de que 
la voluntad de sus súbditos lo acepte o no, sus normas obligan aún al que 
quiera salirse de la Iglesia. Este heteronomía nos indica que es un orden 
Jurídico. 

Claro está que el Ordenamiento canónico pretende esa obligatoriedad 
en su orden, en su ámbito propio, en la esfera o campo eclesiásticos, y en 
este sentido goza de efectividad y coercibilidad de ese orden. 

El que pretende contraer matrimonio contra las normas canónicas, 
aunque se vea amparado por toda la coactividad del Derecho del Estado, 
no queda casado en el ámbito canónico, ni esto lo puede conseguir la coac- 
ción civil, Es decir, que la norma canónica tiene efectividad en su ámbito. 

En él tiene también coactividad, y su ocactividad es de orden ecle- 
siástico, y por eso tiene características especiales. 


Los que niegan la coacción al Derecho de la Iglesia lo que hacen es 
identificar la coacción en general con la coacción propia del Dereccho del 
Estado, negando aquel carácter a toda coactividad que no tenga estas 
notas especificas de la coactividad estatal. Esto ya lo han apreciado los 
internacionalistas que, al plantearse el problema de la coacción en el De- 
recho Internacional, defienden que su coacción es distinta que la del De- 
recho interno del Estado (80). Lo mismo puede decirse en el campo del 
Ordenamiento canónico; su coactividad es de indole eclesiástica y está 
defendida por penas espirituales, dejando aparte del derecho de la Iglesia 
a imponer penas temporales. 

Su coactividad se especifica y lleva las notas propias del especial orden 
eclesiástico. 

En el orden canónico, al que incumple sus normas se le priva de bie 
nes (canon 2.215), bienes que son tales aunque el privado de ellos no lo 
considere así. No se puede, pues, argumentar que para el que ha perdido 
la fe no es una pena la privación de bienes espirituales. Una multa tiene el 
carácter de pena, aún para aquel que desprecie el dinero. Si se considerase 
que no hay pena ni ordenamiento jurídico más que en el caso de priva- 
ción de bienes que el penado estimase como tales, tendríamos que el que 
anhela el suicidio, o el que desea las mortificaciones, estarían fuera de toda 
norma jurídica, pues no podrían ser amenazados con la privación de nin- 
gún bien que estimasen. 

Puede suceder que una norma canónica no llegue en alguna ocasión 
a las últimas consecuencias prácticas de su efectividad, porque lo impida 


(80) - El Prof. LUNA en sus explicaciones de clase, no publicadas, lección primera. 
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la fuerza física del Estado; por ejemplo, si la autoridad eclesiástica priva 
de unos bienes al titular de un beneficio y el Estado hace que siga dis- 
frutando de ellos. Pero entonces (aun prescindiendo de que la coacción 
espiritual existirá por las penas eclesiásticas) sigue tratándose de una nor- 
ma jurídica, pues ya se ha dicho que lo esencial no es la coacción efectiva, 
sino la coactividad. No es que la norma no sea coercitiva, ni que no sea 
jurídica, sino que se trata de una hipótesis de anormalidad. La efectivi- 
dad de su carácter coercitivo se ve impedida por una razón independiente 
de la naturaleza de la norma. El hecho de que un poder físico distinto 
haga ineficaces ciertas normas puede suceder también con el Derecho del 
Estado, en casos de guerra o de insurrecciones. Ese poder que impidiese 
la eficacia de la norma canónica sería una extralimitación ilegítima y sus 
actos serían antijurídicos, aunque dispusiesen de la coacción. Como lo 
son las acciones de los bandoleros, que en una zona de terreno impiden 
con su fuerza física la efectividad de una norma de Derecho estatal. 

Ese auxilio del brazo secular de que antes hemos hablado, para hacer 
cumplir las normas eclesiásticas, tampoco se opone al carácter jurídico 
de éstas. En la época medieval el Estado, para conseguir la efectividad 
práctica de sus leyes, a veces acudia a la Iglesia para que, con sus medios 
coactivos, más respetados y eficaces que los del Estado, consiguiese esa 
efectividad (recuérdese la institución de la Paz de Dios). 

En suma, las normas canónicas están dotadas de coercibilidad, la cual 
presenta un carácter especial como corresponde a la especial esfera de 
Derecho en que se desenvuelve. 

Este problema de la sanción de las normas canónicas ha sido con fre- 
cuencia el punto de ataque de la doctrina contraria, lo cual ha hecho ne- 
cesario a los autores de nuestro lado mantener el verdadero carácter de 
la sanción jurídica y su actuación en el campo canónico (81). Y ya Car- 
NELUTTI no se apoya en la negación de la existencia de tal requisito; por 
el contrario, dice que es preciso reconocer en cuanto a las sanciones que, 
por lo menos en lo referente a su eficacia psicológica, la Iglesia dispone 
de ellas como el Estado, pudiendo actuar con el premio como con el 


castigo (82). 
e) Intersubjetividad. " 
Este es el carácter que ültimamente ha venido a ser afirmado para el 
Derecho y a ser negado al mismo tiempo para el Ordenamiento canónico. 


(81) Así puede verse en alguna de las página citad d i 
a T Ded, e po E adas de CirroTTI en el “Archivio di Di- 


(82) CARNELUTTI: Op. cit., pág. 139 de la traducción española, 
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Sin entrar aquí en el valor que realmente tenga para la construcción 
de una teoría general del Derecho, ciñéndpnos a nuestro problema con- 
creto, ha de afirmarse la posibilidad de situarlo en el Ordenamiento ca- 
nónico. 

CARNELUTTI negó su carácter jurídico a este Ordenamiento diciendo 
que en los preceptos religiosos falta de intersubjetividad, pues en relación 
con ellos los términos de la conducta son Dios y el hombre y no un hom- 
bre y otro. Peor es que en el vasto campo del Derecho canónico pueden 
encontrarse con facilidad normas que se dictan expresamente en resolu- 
ción de conflictos de intereses surgidos entre distintos sujetos de los so- 
metidos a él. Esos intereses serán de un orden superior a los que maneja 
el Derecho del Estado, pero existen y es misión del Derecho canónico ve- 
lar por ellos, regular las relaciones entre ellos y resolver los problemas a 
que estas relaciones puedan dar lugar. Pero además son también de la com- 
petencia propia del Derecho canónico muchas materias temporales que por 
conexión con las espirituales reclama para su conocimiento y regula en su 
sistema, en las cuales caben con toda claridad esos conflictos que señala 
CARNELUTTI completamente semejantes a los que él contempla en el orden 
jurídico del Estado. 


No debe olvidarse que, según mantiene expresamente el canon 1.553. 
la Iglesia, por derecho propio y exclusivo, juzga de todo lo relativo a las 
cosas espirituales y a las cosas materiales anejas a ellas, de la violación 
de las leyes eclesiásticas y de todas las causas, contenciosas o criminales, 
relativas a las personas que gozan del privilegio del fuero (83). Le ha sido 
preciso a la Iglesia reglamentar el proceso canónico: “controversiae in re 
de qua Ecclesia’ ius habet cognoscendi" (c. 1.552), cuyo objeto es “per- 
sonarum physicarum vel moralium iura persequenda aut vindicanda, vel 
earundem personarum facta iuridica declaranda", si se trata del proceso que 
Ja terminología canónica llama con un criterio especial "contencioso" (nü- 
mero I del $ 2." del c. 1.552), o bien "delicta in ordine ad poenam inflngen- 
dam vel declarandam", cuando es un juicio “criminal”, (núm. 2 del $ 2." 
del c. 1.552); todo lo cual está hablando bien alto de la posible existencia 
de conflictos intersubjetivos de intereses. 

La frondosa legislación canónica regula la organización eclesiástica, 
con todo lo relativo a la provisión y ejercicio de oficios eclesiásticos y con 
todos los problemas que los bienes materiales relacionados con ello pueden 
hacer surgir, el funcionamiento de lós organismos eclesiásticos, las comu- 


(83) Cánones 120, 614 y 680. 
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nidades religiosas y las asociaciones de fieles y las cuestiones relativas 
a los medios económicos que, necesita la Iglesia, regulando el patrimonio 
eclesiástico; ordena un cuidadoso derecho penal y un minucioso sistema 
procesal. En todas estas materias sefiala deberes y derechos y pueden con- 
cebirse perfectamente conflictos intersubjetivos de intereses que ha de re- 
solver la norma eclesiástica. 


En realidad, la negación de CARNELUTTI obedece a que confunde los 
preceptos religiosos no jurídicos con los preceptos canónicos plenamente 
jurídicos. Ya dice él mismo que pudiera suceder que en el complejo canó- 
nico “haya, sin embargo, verdadero derecho, y en ese caso la lógica exige 
que distinga el uno del otro y se reconozca la existencia en el conjunto 
de dos órdenes de fenómenos heterogéneos” (84). Esa es la realidad, que 
entre las normas jurídicas canónicas hay algunas que no son normas de 
derecho, pero esto sucede exactamente igual en los sistemas civiles, aunque 
sea en menor medida. j 


Por otra parte, hay en sus frases desconocimiento de la verdadera 
teoria de las instituciones canónicas. Asi, acogiéndose al caso del matri- 
monio, sostiene que, segün el Derecho canónico, el matrimonio, más que 
un negocio, es un sacramento, y que "para que llegue a ser un negocio y se 
establezca verdaderamente una situación jurídica entre los cónyuges, es 
preciso que intervenga el Derecho laico, el cual produce efectos civiles, es 
decir, efectos propiamente jurídicos” (85), sin conocer que le Iglesia re- 
conoce la dignidad sacramental del matrimonio sin privarle de su carácter 
de contrato (negocio jurídico) y que no admite la existencia del sacra- 
mento si no se da la base real del contrato, habiéndose resuelto definitiva- 
mente la antigua cuestión de la naturaleza contractual del matrimonio en 
favor de la misma, segün consta en las palabras mismas del Codex luris 
Canonici: "Christus Dominus ad sacramenti dignitatem evexit ipsum con- 
tractum matrimonialem inter baptizatos, Quare inter baptizatos nequit 
matrimonialis contractus validus consistere, quin sit eo ipso sacramentum" 
(canon 1.012), y "Matrimonium facit partium consensus...” (c. 1.081. 
8 1.) (86). Es decir, que el negocio jurídico, operado por las declaracio- 
nes de voluntad de los cónyuges y productor de derechos y deberes para 
ambos recíprocamente nace, vive y se regula en la esfera canónica. 


(84) CARNELUTTI: Ap. cit., Pág. 139 de la trad. española. 
(85) Ob. cit. 
(86) Es muy frecuente encontrar en el Coder los términos “contractus” 


contrahere", así en los cánones 1.083, $ 2: 1.084 
monial católico (Madrid, 1932, pág. 55, y 


y "matrimonium 
V 1.019 y sigs. Véase KNECHT, Derecho matri- 
allf especialmente la nota 983). 
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Pío CrPRorT: (87), como ya hemos advertido, ha trasplantado al or- 
den canónico la teoría de la intersubjetividad, analizando al Derecho ca- 
nónico como complejo de preceptos para la resolución de los conflictos in- 
tersubjetivos de intereses, aun en aquellos aspectos suyos más alejados de 
los intereses puramente materiales. Partiendo del concepto de “bien” como 
algo que es apto para satisfacer una necesidad, de “utilidad” como esa 
aptitud del “bien” para satisfacer la necesidad y de “interés” como una 
relación entre el ente que experimenta la necesidad (el hombre) y aquello 
que es apto para satisfacerla, se llega al “interés” como utilidad específica 
de un “bien” para un hombre que siente efectivamente que su necesidad 
puede ser satisfecha por aquel “bien”. Dentro de esa noción general de 
“interés” distingue los intereses naturales, que pueden ser materiales o es- 
pirituales, y los intereses sobrenaturales, siempre espirituales. 

Con la base de tales nociones va analizando este autor la posibilidad 
de las diferentes hipótesis de conflictos entre intereses sobrenaturales 
y naturales y marcando los criterios que se siguen en la resolución de 
los mismos. Algunas de ellas serán muy raras, como los conflictos entre 
intereses sobrenaturales, pero en conjunto las páginas de CIPROTTI pre- 
sentan la posibilidad de plantear en la esfera canónica los términos de 
la teoría de CARNELUTTI. 

Todo lo dicho muestra que también la intersubjetividad se presenta en 
el Ordenamiento canónico y que, aunque se la llegue a considerar como 
un carácter esencial del Derecho, tampoco es obstáculo para la afirmación 
de la naturaleza jurídica de este Ordenamiento. 


ES 


Las normas canónicas son, pues, normas jurídicas; su estructura es 
la regular estructura imperativa de tales normas jurídicas, y el hecho de 
que parte de ellas provenga de la voluntad misma de Dios, y otra parte 
de la voluntad de una autoridad colocada por Dios mismo al frente de 
la Iglesia, evita que en el campo de las normas canónicas se pueda acoger 
la teoría que KELSEN formuló en contra de la imperatividad de las nor 
mas jurídicas estatales, defendiendo que su verdadera estructura era la 


de un juicio hipotético. 


(87) CIPROTTI: Considerazioni sul “Discorso...” di Pio Fedele citadas, en el “Archivio di 
Diritto Ecclesiastico", año 1941; 85 2, “Bene e interesse", 3 “Conflitte d'interessi”, 4, "Reso- 
luzione del conflitto d'interessi”, y 5 “I1 Diritto canonico come complesso di precepti per la 
risoluzione del conflitti intersubjettivi di interessi", págs. 345-351 y 441-449. 
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Llegó a ello (88) por la dificultad que encontraba al pretender refe- 
rir esas normas a la voluntad del Estado. El Estado no tiene una voluntad 
real; es que una serie de actos realizados por ciertos individuos no se 
atribuyen a ellos, sino a un sujeto ideal supuesto detrás de ellos, al Esta- 
do. Por eso el Estado no puede “querer” y se entienden por actos de 
voluntad suya unos actos que se imputan jurídicamente a ese sujeto ideal 
De aquí que no se pueda atribuir al Estado una norma voluntaria man- 
dando realizar una determinada conducta a sus súbditos, sino solamente 
la puesta de unos hechos (castigo o ejecución forzosa), que serán reali- 
zados por sus órganos si otros hechos de los súbditos se producen (los 
previstos para producir esas sanciones). La norma jurídica no es, pues, 
una voluntad que “quiere”, sino un juicio hipotético en que se prevee 
una conducta si se da otra conducta determinada. 

Esta teoría es una modalidad de aquella otra de KELsEN sobre la ma- 
nera de concebir al Estado en sus relaciones con el Derecho, que, según 
ya hemos tenido ocasión de ver, no puede mantenerse. En el mismo cam- 
po del Derecho secular se ha visto refutada y no es aplicable ni siquiera 
al Derecho del Estado. 

No obstante, conviene hacer referencia a ella aquí, para mostrar cómo 
esa elevación a primer plano de la autoridad eclesiástica y su construcción 
como un organismo personal dotado de funciones sociales por mandato 


de Dios, para regir la Iglesia, evita estos errores a que conduce el exce 
sivo formalismo. 


La norma canónica es dada por el mismo Dios, voluntad verdadera. 
o por Ja autoridad eclesiástica; es decir, no se construye aquí la Iglesia 
como un principio vago de imputación de conductas, sino como un núcleo 
social regido por una autoridad, que es verdadera persona individual, 
sujeto de voluntad al que referir el mandato de la norma. Esa autoridad 
está sostenida por el precepto mismo de Dios, que la encargó de regir 
la Iglesia. La norma canónica puede perfectamente construirse como un 
verdadero mandato imperativo que ordena a los hombres realizar deter- 
minada conducta, en consecución de su fin y de acuerdo con un orden 
superior que no se pierde de vista. 


Esa autoridad aparece siempre como sujeto del mandato de la norma 
jurídica, así aun en las reglas consuetudinarias, en la costumbre, que pa- 
rece un modo de hacerse espontáneamente el Derecho por la misma comu- 
nidad, ha de aparecer la aprobación de dicha autoridad para que lleguen 


(88) KELSEN: Hauptprobleme..., pág. 97. 
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a tener vigencia. La costumbre únicamente obtiene fuerza de ley en la 
Iglesia por el consentimiento del Superior eclesiástico competente, dice 
el canon 25 del Codex. 

Si la estructura de la norma jurídica canónica es la de un mandato. 
su fuerza obligatoria le viene del mismo Derecho divino, natural y po- 
sitivo. 

El Derecho canónico, en sentido objetivo, no es únicamente una nor- 
ma canónica individualizada y aislada de las demás normas de la misma 
naturaleza. El Derecho canónico está formado por un conjunto de reglas 
y normas jurídicas, enlazadas entre sí, unidas por la finalidad comün y a 
veces por lazos de interdependencia y formando un sistema. Ese sistema, 
el sistema jurídico canónico, contiene una serie de elementos unidos, no 
como un simple agregado inorgánico en forma de casual yuxtaposición, 
sino formando un todo, armónico y unitario que relaciona entre sí a sus 
distintas partes. 

Unas normas canónicas se subordinan a otras, según su naturaleza 
y origen, y el conjunto de todas forma el orden jurídico de la Iglesia 
Así tienen un lugar propio en este orden, en primer término, las normas 
de Derecho divino, natural y positivo, que fundamentan las meramente 
humanas y que no pueden ser modificadas por éstas, luego, las disposi- 
ciones pontificias, que guardan también su propia jerarquía, entre ellas 
los cánones conciliares con la aprobación pontificia correspondiente, los 
estatutos de legados pontificios, las constituciones diocesanas, las normas 
de algunos Institutos singulares; enlazándose cada norma con las que se 
dictan para aclarar y facilitar su cumplimiento; relacionándose con el de- 
recho anterior y posterior, el derecho singular con el general, etc. Todo 
ello forma un conjunto armónico: el sistema del Derecho canónico. 

Precisamente por ser así, un todo sistemático y unitario, no han de 
dejarse en él lagunas, espacios de la vida jurídica canónica que no estén 
regulados jurídicamente. El principio de la hermeticidad del Derecho (el 
Derecho tiene horror al vacio) hace que sean necesarios ciertos principios 
para que puedan ser cubiertos esos espacios que se hubiese dejado en 
blanco el legislador. El canon 20 del Codex Iuris Canonici es el que satis- 
face esta necesidad, ordenando que en el caso de que falte una prescripción 
expresa de la ley general o particular se acuda (salvo en el caso de apli- 
cación de penas, en que es preciso atenerse a los cánones 6, 50, 2.219, 
$ 3." y 2.231) a las leyes dadas para casos semejantes, a los principios 
generales de Derecho aplicados con equidad canónica, al estilo y práctica 
de la Curia Romana y a la común y constante opinión de los doctores. 
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El Derecho canónico aparece, pues, como un sistema de normas ju- 
rídicas armónicamente coordinadas y que abarcan toda la esfera jurídica 
de la Iglesia. 

Por otra parte, en la esfera canónica cabe encontrar atribuciones de 
derechos subjetivos. El P. Werwz (89) habla de un conjunto de leyes 
dadas por Dios o por la autoridad eclesiástica por las cuales se ordena la 
Iglesia (es decir, Derecho canónico en sentido objetivo), y de un con- 
junto de todas las facultades morales e inviolables de la Iglesia Católica, 
tanto en los Prelados como en los súbditos, de poseer, hacer, exigir u 
omitir algo, ya por ordenación divina, ya por fey dada por la autoridad 
eclesiástica (es decir, Derecho canónico en sentido subjetivo). 

Una serie de facultades y deberes jurídicos, de especial indole, for. 
man las relaciones jurídicas canónicas, y por Derecho natural, divino po- 
sitivo o humano eclesiástico, vemos atribuídas al hombre, como miembro 
de la Iglesia, facultades que reciben una adecuada regulación; todo ello 
ordenado a la consecución del fin para que la Tglesia fué establecida. | 


La mera condición de miembro de la Iglesia otorga ya una serie de 
derechos, como el derecho a recibir los Sacramentos, a participar en el 
culto divino, a ser instruido en la fe cristiana, a la protección jurídica, a 
la libre comunicación con el Papa y los Obispos, a la sepultura eclesiás- 
tica o a los sufragios y los derechos de elección, presentación y nom- 
bramiento (90). Los preceptos de las leyes positivas contienen muchas ve. 
ces con toda claridad esta atribución de derechos: así, por ejemplo, el ca- 
non 682 del Codex formila unos derechos generales de todos los fieles 
laicos, y así también, el 1.472 contiene derechos del beneficiario, etc. 


El conjunto de las facultades jurídicas de cada sujeto forma como 
el cercado o esfera jurídica asignada a cada uno; a veces hay presupues- 
tos necesarios para poder ejercitar esos derechos, por ejemplo, una de- 
terminada edad (cánones 88 y 89), o existen circunstancias que modifican 
esa esfera jurídica, como incurrir en excomunión (c. 2.257), o contrarer 
una obligación, o adquirir un nuevo derecho (ej. canon 1.495). 

Esos derechos o facultades que el hombre tiene como miembro de la 
Iglesia pueden ser entendidos también con arreglo a un criterio de fina- 
lidad. Hay algunos de ellos que son indispensables para alcanzar el fin 
religioso, los llamados derechos esenciales, y otros que, aunque sean un 
auxilio conveniente para alcanzar dicho fin, no son absolutamente. nece- 


~ (89) WERNZ: Op. cit, I, pág. 56. 
(80) EIGHMANN: Op. cit., TI, pág. 84. 
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sarios para ello, los llamados derechos accidentales. Esos derechos acci- 
dentales para el individuo pueden ser esenciales para la comunidad cris- 
tiana (91). 

Esta consideración de los derechos canónicos subjetivos que mira el 
fin que la Iglesia tiene que cumplir y que los orienta en ese sentido resuel- 
ve con claridad el problema planteado por la teoría general del Derecho 
sobre la naturaleza de los derechos subjetivos. 

Mejor que esforzarse por considerar la voluntad o el interés será ele- 
var el punto de mira para encontrar el fundamento y naturaleza de los 
derechos subjetivos apoyándose en la finalidad que el derecho subjetivo 
pretende alcanzar. En este sentido, los derechos subjetivos eclesiásticos 
serán aquellas facultades que la norma de Derecho (natural o positivo) 
reconoce al hombre como miembro de la Iglesia para hacer lo que con- 
duzca al fin religioso y para no hacer lo que se oponga a ese fin. Esta 
nota de la finalidad es la que Icrestas (92) añade a la definición del 
P. WERNz. 


La conclusión de todo lo expuesto parece cifrarse una vez más en la 
afirmación del carácter jurídico del Ordenamiento canónico. Las anti- 
guas y las nuevas opiniones contrarias a este carácter sólo pueden llevar 
a que, en una revisión de la teoría, venga a quedar mejor sentada, sobre 
bases doctrinales cada vez más firmes, esa afirmación de los canonistas. 

Por eso, la ciencia canónica de nuestros tiempos se esmera en pulir 
y repasar el método jurídico especial que ha de emplear en su trabajo, y 
en la memoria de todos están los intentos recientes en este sentido lleva- 
dos a cabo por RurriN1I (93), DeL GriunIce (94), JemoLo (95), FEDE- 
LE. (96), FoRCHIELLI (97), y tantos otros (98). Hasta el punto de que 


. (91) IGLESIAS: Instituciones de Derecho Eclesiástico. 1. (Barcelona, s. f.), pág. 214. 

(92) IGLESIAS: Loc. cit. 

(93) RUFFINI: Lo studio e il concetto odierno del diritto ecclestastico, en “Seriti giuridici 
minori”, I (Milán, 1936). 

(94) DEL GIUDICE: Per lo studio del diritto canonico nelle Universitá italiane, en “Studi 
in onere di F. Scaduto", I (Firenze, 1936). 

(95) A. C. JEMOLO: Insegnamento del diritto ecclesiastico e del diritto canonico, en ^I 
diritto ecclesiastico”, 1937, pág. 179. 

(96) FEDELE: 11 problema dello studio e dell'insegnamento del diritto canonico e del di- 
ritto ecclesiastico in Italia, en “Archivio di diritto ecclesiastico", 1939, págs. 50-74. 

(97) FORCHIELLI: Jl metodo por lo studio del diritto costituzionale della Chiesa, en “Ar- 
ebivio di diritto ecclesiastico”, 1939, págs. 347-369. 

(98) La acentuación del carácter de verdadero Derecho junto al sistema de un Estado 
puedé verse en P. A. D'Avack: La posizione giurica del diritto canonico nell ordinamento 
italiano, en “Archivio di diritto ecclesiastico”, 1939, págs. 205-245. 
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JemoLo ha podido caracterizar las direcciones modernas en este orden 
diciendo que están principalmente orientadas a estudiar las instituciones 
de Derecho Canónico, examinándolas de nuevo a la luz de la dogmática 
jurídica moderna y de sus aportaciones, y a estudiar las contribuciones del 
Derecho Canónico a la teoría general del Derecho, donde no puede des- 
conocerse cuánto operó el influjo canonístico, juntamente con los elemen- 
tos de origen romano (99). 

En la Iglesia, sociedad perfecta, se vive un orden jurídico, ese De- 
recho Canónico que tantas veces ha sido, y debemos pedir a Dios que siga 
siendo, modelo y guía de los Derechos estatales. 


Josk MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO 


Gatedrático de la Universidad de Valladolid. 


(09) A. C. JEMOLO: Direttive di ricerche canonistiche, 


tico”, 1930, págs. 341-346. La cita a la pág. 341. en “Archivio di diritto ecclesias- 
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APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 
JUEZ DELEGADO 


La cuestión que en el presente estudio nos proponemos dilucidar, ya que 
no podremos definitivamente resolverla, se plantea en estos términos: ¿la 
apelación contra la sentencia dada por un juez delegado debe proponerse 
ante el superior del mismo delegante, omitido este último? La cuestión pe- 
netra a fondo en la base misma del proceso y de ella depende la validez 
de las actuaciones posteriores. 

En esta cuestión, más que en otras, se hace imprescindible un amplio 
recorrido histórico, no por mero afán de erudición, sino para revisar tex- 
tos legales y doctrinas de autores, que a lo largo de muchos siglos, unas 
veces por olvidados y otras quizá por no bien citados o rectamente inter- 
pretados, han contribuido a oscurecer la cuestión que nos ocupa. 

Estudiaré la evolución histórica, tanto la legal como la doctrinal, pri- 
meramente en el Derecho romano y después en el Derecho canónico. 


A) EN EL DERECHO ROMANO 


Por lo que al Derecho romano concierne, debemos advertir con el Profe- 
sor Ricardo ORESTANO (1) que el instituto de la apelación es una creación 
de la cognitio extra ordinem, y por lo mismo propio de la edad imperial 
La apelación, tal como existe en esta época, no debe confund:rse con la 
intercessio que podía ejercitarse algunas veces en el ordo iudiciorum pri- 
vatorum. En éste podían distinguirse las decisiones tomadas im ture por 
el pretor y las tomadas in tudicio por el juez privado o por el coleg'o de 
jueces. Contra las decisiones del pretor estaba concedido, ya al actor, ya 
al reo, el pedir la intervención de los cónsules o de los tribunos, interven- 
ción que sólo podía proponerse en forma de intercessio, y que producía el 
efecto de paralizar la provisión o decisión, pero sin reformarla o anularla. 
Contra las decisiones de los jueces no existia remedio alguno. La misma 
intercessio era ineficaz respecto de ellas, en cuanto no eran actos de un 
magistrado, y por lo mismo no estaban sometidos a la acción paralizadora 


(1) Nuevo Digesta Italiano, v. Appellatio, vol. I, p. 557-558. 
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de otro magistrado. Sólo excepcionalmente el mismo pretor podía conce- 
der una in integrum restitutio contra las sentencias de los jueces, si, por 
ejemplo, la sentencia no había sido dada libremente. 


La apelación, por el contrario, como dice ULPIANO, es un medio de 
reformar una sentencia inicua o dada por un juez imperito. Desde el prin- 
cipio del Imperio se reconoció al Emperador el derecho de reformar las 
decisiones contra las que recurriera a él digna de las partes. El Empe- 
rador podía examinar directamente la causa o encomendar su conoc' miento 
a sus delegados permanentes (cónsules, pretores, praefectus urbi, etc.) o 
a los designados para cada caso. Se crearon así complejas gradaciones de 
competencia (por la naturaleza de la causa, por la calidad de los jueces de 
primer grado, por el lugar donde la primera sentencia fué dada), y subien- 
do por estas gradaciones y proponiendo sucesivamente la apelación al ma- 
gistrado de grado superior, se podía llegar hasta el Emperador. Por es- 
pecial privilegio, sólo las sentencias dadas por los praefecti praetorio eran 
inapelables. El juicio de apelación era siempre desarrollado extra ord nem, 
aunque se apelara contra las sentencias dadas segün el procedimiento for- 
mulario. Hasta aquí el citado Prof. ORESTANO. 


La primera solución legal al problema que estudiamos fué dada por 
un texto de Derecho romano, citado frecuentemente por los ant'guos ca- 
nonistas y que ha sido el eje en torno del cual han girado las más encon- 
tradas opiniones. 


El texto es la ley que lleva por inscripción Quis et a quo appelletur, 
y que se halla en el Digesto Justinianeo (lib. XLIX, tit. IIT). El frag- 
mento está tomado de UrPrawo (lib. I de appellationibus), y dice así: 


"Quod dicitur eum appellari qui dedit iudicem sic accipiendum est ut et suc- 
cessor eius possit appellari. Proinde etsi Praefectus Urbi iudicem dederit vel prae- 
torio, ipse erit provocandus qui eum dederit iudicem. $ 1. Ab eo cui quis manda- 
vit, non ipse provocabitur: nam generaliter is erit provocandus ab eo cui mandata 
est iurisdictio qui provocaretur ab eo qui mandavit iurisdictionen." 


Preciso es confesar que en el aducido texto no campean la claridad 
y majestuosa elegancia, que son tan características del Derecho romano. 
Por esta causa, lo primero debe ser declarar el sentido literal del texto. 
y lo haré presentando la paráfrasis que del mismo hace un antiguo e in- 
signe comentarista de Derecho romano, Juan Voer (3). Dice así: 


(3) Commentarium ad Pandectas, ed. 5.» veneta, a. 1898, tom. VI, l. XLIX, tit. lil, guis 
a'quo appelletur. 
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"Quoties appellandi licentia est, gradatim ad summi iudicis examen lites de- 
duci, non per saltum oportere provocari constat ex 1. Imperatores 21 ff. de appel- 
lation., nisi iudex intermedius renuat admittere appellantionem... atque ita iure ci- 
vili a iudice per praetorem vel praesidem au: prafectum urbi praetoriove dato 
ad eum qui dederat, praetorem nempe vel praesidem et similis appellandum fuit... 
a mandatario iurisdictionis non ad mandantem, quippe qui ipse per alium iudicasse 
intelligitur, sed ad eum qui supra mandantem est ac fuisset appellandus si mandans 
ipse per se indicasset: lib, 1, 8 1, ff. h. t, nisi iudex a Principe datus suam alteri 
mandasset iurisdictionem iuxta |, unic. C. qui pro sua iurisdictione iudicem dare.” 


Es decir, que contra el juez dado se apela al mismo que lo dió o nom- 
bró; pero contra el juez mandatario se apela no al mandante, sino a aquel 
que está sobre el mandante y a quien se elevaría la ape'ación, si ésta se 
propusiese contra el mismo mandante, no contra el mandatario. — 

Pero ahora se presenta una grave cuestión exegética y doctrinal, que 
es la de diferenciar el juez dado del mandatario y la de buscar su corres- 
pondencia con nuestro juez delegado. 

La diferencia entre mandare iurisdictionem y dare iudicem. la expli- 
caba en el siglo xvi DoNELLo (4), célebre comentarista del Derecho civil, 
con las siguientes palabras: 


“Inter quae multum interest... de quo et nunc inter eruditos omnes convenit. 
Mandare iurisdictionem, si de iudicio agitur, est quidem iudicem dare, sed cum im- 
perio et exequendi iudicati potestate, id enim iurisdictio significat. Iudicem autem 
dare est simpliciter dare iudicem, sed sine iurisdictione et imperio quia sine exe- 
quendi potestate." E 


En parecido sentido, aunque en forma más genérica, expresó la dis- 
tinción entre juez dado y mandatario el universal canonista lusitano del 
siglo xvir, BARBOSA (5), quien dice asi: 


“La razón puede ser porque cuando el delegado, al subdelegar una o varias 
causas, se reserva parte de la jurisdicción (iudicem solummodo dare censetur), se 
considera que ünicamente designa juez, a quien, a lo más, otorga la potestad de 
juzgar; por lo cual, rectamente se apela contra él al subdelegante, como superior 
que es, conforme a la decisión de la ley 1, principio, Pandectas quis et a quo con 
los demás textos paralelos; pero cuando el mismo delegado, sea en una o varias 
causas, transfiere al subdelegado toda su jurisdicción, recte dicitur iurisdictionem 
mandare, y por lo mismo no al subdelegante, quien jurídicamente se reputa el 
mismo o igual que el subdelegado, sino al primer delegante debe elevarse la ape- 
lación, Según dispone la ley 1, $ 1, Pandectas, quis et a quo.” 


De ia misma forma y más extensamente explica el referido texto ro- 
mano el insigne canonista y maestro salmanticense, GoNzÁLEz TÉLLEZ (6). 


14) Commentaria iuriscivils, vol. 11, p. 263, 8 3. 
(5) Collectanea Doctorum in lib. I. Sexti Decrelium, tit. 14, cap. sí delegatus, 7. 
(6) Commentaria perpetua in Decret. in lib. I, tit. XXIX, cap. 27. 
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Juez dado es, por consiguiente, según DonELLo, el que recibe única- 
mente la noción o potestad de juzgar, pero sin jurisdicción o potestad de 
ejecutar; juez mandatario es aquel que recibe juntamente la noción y la 
jurisdicción. Según BarBosa, juez dado es aquel a quien el dador comu- 
nica solamente parte de su potestad, quedando él como superior; juez man- 
datario, aquel a quien el dador entrega toda su potestad haciéndose el 
mismo o igual que él. Otros autores explican de diversa manera la dife- 
rencia entre estas dos clases de jueces, pero coincidiendo substancialmente 
con las interpretaciones mencionadas. 


Por lo que hace a la segunda cuestión, que consiste en averiguar la co- 
correspondencia de estas especies de jueces con nuestro juez delegado, fuer- 
za es confesar que una crítica sutil y excesivamente analizadora podría 
hallar no leves dificultades, puesto que ni uno n! otro de los jueces ro- 
manos se identifica plenamente con nuestro juez delegado, ni siquiera con 
el juez delegado de la época imperial romana. Bajo la denominación de 
juez delegado, o más bien pedáneo, se designa a veces al juez dado (7); 
otras veces, sobre todo en la época imperial, se designa al juez mandata- 
rio (8). 

Pero si bien la palabra delegado o pedáneo se aplica en Derecho ro- 
mano ya al juez dado, ya al mandatario, puede asegurarse que el concepto 
moderno de juez delegado, de jurisdicción delegada, equivale sustancial- 
mente al concepto romano de juez mandatario y jurisdicción mandada, y 
no al de juez simplemente dado (9). El juez dado por el pretor o magis- 
trado romano a los litigantes era un juez privado, una especie de árbitro, 
cuyo carácter fué paulatinamente adquiriendo, aunque se diferenciaba de 
éste en que era designado por el magistrado y no elegido libremente por 
las partes como el árbitro. En cambio, el juez mandatario era un funcio- 
nario público subalterno, dotado de jurisdicción, y éste es también el ca- 
rácter del moderno juez delegado. 


De lo dicho se deduce que si del Derecho romano, llamado justamente 
ratio scripta, se pretende sacar un argumento en orden a establecer una 
norma sobre la apelación contra el juez delegado, como efectivamente lo 
intentaron muchos de los antiguos canonistas, esta norma es la que el De- 
recho romano da para la apelación contra el juez mandatario en el $ 1 de 
la ley quis et a quo appelletur, cayo texto y comentario acabo de exponer, 


(7) DONELLO, O.-C., vol. XI, p. 51, $ 19; p. 243, $ 6. 


(8) Cod., lib. III, tit. III, de pedaneis iudicibus. V. Enciclopedia Giuridica italiana, vol VI, 
parte III, p. 1.261 sig. 
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o sea que la apelación debe dirigirse no al mandante, sino al superior del 
mandante o delegante. 

La norma dada por el Derecho romano sobre la apelación contra ell 
mandatario fué aplicada por las legislaciones civiles medievales al delegado. 
aunque restringiéndola al caso de la subdelegación. Es interesante a este 
respecto lo que establece nuestro venerado Código de las Siete Partidas (10): 


“Delegado tanto quiere dezir como Juez que es puesto para oyr algunos pley- 
tos señalados... Onde dezimos que quando tal Juez ouiesse de librar algun pleyto 
por mandato del Emperador o del Rey e lo encomendasse a otri, si este a quien 
fue encomendado diesse juyzio sobre aquel pleyto, la parte que se sintiesse 
agrauiada del, bien se puede alcar a aquel Juez delegado que gelo mando oyr. 
Mas si el mismo lo oyesse e lo librasse e non lo encomendasse a otro, estonce la 
parte que se agrauiare deue temar alcada del al Emperador o al Rey... E si tal 
Juez como este ouiesse mandamiento de alguno de los Juezes que dicen ordinarios, 
para librar algun pleyto señalado, si despues que fuesse conmencado por respuesta 
delante el, lo encomendasse a otro, e este a quien fuesse asssi encomendado diesse 
juyzio sobre el pleyto, estonce dezimos, que la parte que se ouiere por agrauiada 
del, que se deue alçar əl Juez ordinario, e non a aquel que gelo manda oyr.” 


Es de notar que al decir en la última cláusula que del subdelegado 
debe apelarse, no al subdelegante, sino al superior de éste, ro distingue 
nuestro antiguo Código civil entre subdelegación total y subdelegación 
parcial, distinción introducida posteriormente por los canonistas y acep- 
tada también por no pocos civilistas. Puede verse la glosa del eximio ju- 
rista salmantino, Licenciado GREGORIO LÓPEZ, a esta ley (11). 

Según los Códigos civiles modernos, como advierte el mismo Licen- 
ciado LÓPEZ, no está permitido que los jueces deleguen el ejercicio de la 
jurisdicción, sino que deben conocer por sí mismos. Los jueces delegan 
solamente en ciertos casos para la práctica de algunas determinadas dili- 
gencias judiciales, no para conocer y sentenciar, lo cual deben hacer por 
sí mismos, sea cual fuere el negocio de su competencia (12). 


B) En EL DERECHO CANÓNICO 
I. Antes de la publicación del Código 


Diseñada a grandes rasgos la evolución histórica del tema que nos 
ocupa en el Derecho civil, es necesario indicar también la trayectoria que 
ha seguido en el Derecho canónico. 


(10) Tercera Partida, tit. XXIII, ley 21. $ 
(11) En los Códigos españoles concordados y anci«dos, towa. III, Madrid, a. 1848. 
(19) MANUEL DE LA PLAZA, Derecho Procesal Español, vol.I, Madrid, 1942; p. 220. GIUSEPPE 


GHIOVENDA, Instituciones de derecho procesal civil, traducción del italiano por E. Gómez 
Orbaneja. Madrid, 1940. 
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Este sería el momento oportuno para hacer una descripción general 
de la apelación en Derecho eclesiástico respecto del Tribunal, señalando los 
diversos grados de Tribunales que han existido, desde el arcipreste y el 
arcediano, que ocuparon un lugar destacado en materia de juicios y apela- 
ción, hasta llegar al Papa. Pero como esta materia alargaría desmesura- 
damente el presente trabajo, la omito, indicando tan sólo algunas fuentes 
en donde estos datos pueden encontrarse, como son el Dictionnaire de 
Droit canonique, v. Appel, de Mgr. André et de l'Abbé Condis (13), y es- 
pecialmente el Dictionnaire de Droit danonique dirigido por A. VILLIEN 
y L. Macnin (14). Pueden consultarse también WERNZ (15), LEGA (16) 
y Roperti (17). Hecha esta amputación de la parte histórica general, 
nos ceñiremos a trazar las líneas más salientes de la apelación en cuanto 
a la materia concreta de la jurisdicción delegada. Aduciré primero las 
funetes principales y revistaré luego los autores más representativos. 
Aduciré primero las fuentes principales y revistaré luego los autores más 
representativos. | 

Por lo que respecta a las fuentes, debo previamente advertir que en ellas 
se trata solamente del delegado del Papa y del subdelegado de este dele- 
gado. Y como quiera que en cuanto a la apelación contra el delegado de! 
Papa no puede haber duda, ya que no cabe sino proponerla ante e] mismo 
Papa, las fuentes indican tan sólo el modo de proponer la apelación con- 
tra el subdelegado. En las mismas se ha adoptado la ya citada norma de 
Derecho romano (19), segün la cual del mandatario debe apelarse al su- 
perior del mandante, pero introduciendo una distinción que consiste en de- 
terminar si la subdelegación fué total o parcial. El texto principal sobre 
esta materia es del Papa Inocencio III (a. 1206) (19), que dice asi: 


"Porro, cum delegatus a nobis iurisdictionem suam in alium transfert totam, si 
fuerit appellandum, non ad eum sed ad nos appellari debebit, Cum autem sibi 
aliquid de iurisdictione reservat, si causa sit ei appellatione remota commissa non 
ad nos sed ad eum poterit de iure appellari." 


Lo mismo confirmó más tarde Box1rAcro VIII (a. 1299), capitulo VII, 
Si delegatus, I, XIV in VI. Este último capítulo VII, Si delegatus, lo co- 
menta asi el ya citado BARBOSA : | 


(13) Edic. 3.2, revisada por el canónigo J. WAGNER. Paris, 1901, 
(14) Paris, 1933. 


(15) De iudiciis, nn. 601, 694, 695. 

(16) De iudiciis, 1, n. 622. 

(17) De processibus, nn. 80, 81. ; 

(48) 1. Quis el a quo, $ 1, D., lib. XLIX, tit. III. — . 

(19) Se contiene en el cap. 27, Super quaestionum articulis, $ 2. Porro, X, 1, XXIX. 
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"Ad eum quoque, etc. Este texto prueba abiertamente que contra el subdele- 
gado a quien el delegado no comisionó totalmente su representación debe apelarse 
al mismo delegado y no al primer delegante." (20). 


La interpretación fluye tan naturalmente del texto, o mejor, como dice 
BARBOSA, se contiene tan claramente en el mismo, que no puede menos de 
ser aceptada por la casi totalidad de los doctores. Asi, JorDÁN DE Paz, 
Obispo Traguriense (21); REIFFENSTUEL (22), GonzALKz TÉLLEZ (23), 
SCHMALZGRUEBER (24), FERRARIS (25), quien, después de exponer las sen- 
tencias de los doctores, se adhiere a la común; Devori (26), Bourx (27), 
LEGA (28). 


A la regla general, en cuya virtud, cuando la subdelegación había sido 
parcial, debía apelarse al subdelegante, y no al superior de éste, o sea, al 
primeramente delegado, ponían los tratadistas algunas excepciones, como 
si el subdelegante había muerto o estaba ausente, o excomulgado, o de otra 
manera impedido. En estos casos, a fin de no causar gravamen a las partes 
litigantes con excesivas demoras, la apelación debía proponerse ante el pri- 
mer delegatne, es decir, ante el superior ordinario (29). Las causas de muer- 
te y excomunión fueron establecidas por Boniracio VIII y se hallan ex- 
presadas en el capitulo X, Si is cui causa, II, XIV in VI; otras causas 
fueron añadidas por los autores, especialmente por JUAN ANDRES. 


La apelación contra el subdelegado del Papa tenia claramente sefialado 
en los textos canónicos y en la común interpretación de los doctores su 
procedimiento, el cual, por analogía, debía seguirse en la apelación contra 
cualquier otro juez subdelegado. Pero ;a quién debía dirigirse la apelación 
contra el delegado? Esta cuestión, que era la que más frecuentemente po- 
día presentarse, no hallaba solución en los textos canónicos, por lo cual 
fué necesario que se la dieran los mismos doctores. Estos, a partir, por lo 
menos, del siglo xvir, dieron la solución estableciendo, en forma categó- 
rica, este axioma jurídico: A delegato ad delegantem. No distinguieron, 
como al tratar de la subdelegación, entre delegación total y parcial; por- 
que el superior que tiene potestad ordinaria, dijeron, aunque delegue toda 


(90) Collectanea Doctorum, in lb. I, Sexti Decretalium; tit. XIV; cap. Si delegatus, js 
(21) Elucubrationes, tom. III, de iudiciis, lib. XIV, tit. XXVI. 

(22) Ius. Can. Univ., tom. II, in lib. II, Decret., tit. XXVIII, $ 3, n. 61. 

(23) Commentaria perpetua, in lib. I. Decret. Greg. IX, lib. I, tom. XXIX. 

(24) lus Ecclesiasticum Univer., tom II, pars. III, tit. XVII, n. 53. 

(25) Prompta biblioteca, v. Apellatio, art. III, nn. 49, 50. > 

(26), inst) Cars MD. -TIL tit: 15; 1: 

(27) Tractatus de iudiciis ecclesiasticis, tom. II, cap. IH, $ 6. 

(28) De iudiciis, n.* 622, 6. 

(29) Schmalzgrueber, 0. C., n. 53. 


— 1H — 


MARCELINO CABREROS, C. M. F. 


la causa, no puede despojarse de toda su jurisdicción, por ser suya propia 
y estable; y, consiguientemente, del delegado debe apelarse al ordinario de- 
legante o a su sucesor en el oficio, pero no al superior de él. Así se expresa 
SCHMALZGRUEBER (30). IS 

JORDAN DE Paz excluye expresamente la mencionada distinción dicien- 
do: “Del delegado debe apelarse al ordinario delegante, aunque la delega- 
ción hubiera sido hecha no para toda la causa, sino únicamente para una 
naste (21). j 

Por lo expuesto se ve que el antiguo principio respecto de la apelación 
contra el delegado es absoluto y no condicionado, como lo formula ROBERTI, 
quien dice: “Ex iure Decretalium vigebat principium a delegato appel- 
landum esse ad delegantem, nisi tota fuiesset delegata iurisdictio” (32). 
.. El axioma A delegato ad delegantem, aunque no contenido en los tex- 
tos canónicos, circuló como moneda corriente durante los dos últimos si- 
glos (33). 

Sin embargo, no faltaron autores que rechazaron el común principio 
A delegato ad delegantem, sustituyéndolo por este otro: A delegato ad 
superiorem delegantis. ZALLINGER (h. t. $ 429), citado por el Cardenal 
Leca (34), refiere la opinión de algunos que admiten el segundo princi- 
pio. Nosotros solamente hemos hallado defendida esta opinión, con pa- 
labras explícitas, en el Dictionnaire de Droit Canomque por M. DURAND 
DE MAILLANE (35). He aquí sus palabras vertidas a nuestro idioma: 


"Puédese apelar de los arcedianos, que tienen jurisdicción propia de su dig- 
nidad e independiente de la del Obispo, a! mismo Obispo. Pero, si la jurisdicción 
del arcediano no es sino una emanación de la del Obispo, que aquél no ejerce sino 


como delegado suyo, o tal es la costumbre, la apelación se eleva entonces al Me- 
tropolitano." 


Lo mismo se repite en el Dictionnaire de MGR. ANDRÉ, ya anterior- 
mente citado (v. Appel, $ 2.°). La fuerza de la costumbre para autorizar 
el proponer la apelación del arcediano o del arcipreste al Metropolitano, 
ommiso medio, es decir, pasando por alto el tribunal del Obispo, ya había 
sido admitida por la mencionada Constitución de Inocencio IV, Romana 


(30) Ius Ecclesiasticum. Univ., tomo II, par: IIb tity XXVIIN. 53. 
(31) Elucubrationes, tom. II de iudiciis, lib. XIV, tit. XXVI, n. 491. -Cfr. HOSTIENSIS, 


Summa Aurea, lib. II, tit. de Appellationibus; COVARRUBIAS, Practicarum quaestionum liber 
unus, cap. IV, p. 511. 


(32) De Processibus, ed. 1.8, vol. I, n. 148. 


(33) Cfr. PIRHING, Jus Can., tit. XXVIII, $ 1; XCIV: Bourg. oes, tom. II, cap. HH, 8.6; 
Luca, V. 1, ed. Roma, 1896, n. 682, 6; WERNZ, lus Decret. De Iudiciis, Prati, 1914, n. 695. 
(34) . L. c., n. 622, 6, nota 2. ° 


(35) V. Appel, ed. III; Lion, 1776. 
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Ecclesia (36). Existiendo legítima costumbre, podía apelarse directamente 
al Metropolitano contra el arcipreste o el arcediano, aunque éstos estuvie- 
ran investidos de potestad ordinaria y no simplemente delegada. 


II. Después de la publicación del Código 


Descrita ya en las lineas que anteceden la evolución legal y doctrinal 
del instituto jurídico de la apelación contra el juez delegado, durante el 
largo período de la vigencia de las Decretales, que corre desde el siglo xim 
hasta la segunda década del xx, réstanos únicamente la fácil tarea de pro- 
seguir marcando su evolución desde la promulgación del nuevo Código de 
Derecho Canónico hasta nuestros días. 

El nuevo Código, después de hablar en tres capítulos consecutivos del 
tribunal ordinario de primera, segunda y suprema instanc'a (cc. 1.572-1.605), 
trata en el capítulo IV del tribunal delegado, dedicándole tan sólo dos cá- 
nones: el 1.606, en el que dice que los jueces delegados deben observar 
las normas establecidas en los cánones 199-207 y 209 sobre la delegación 
y sobre el error comün y la duda positiva y probable, y el 1.607, en el que 
se determina de qué ministros han de valerse los jueces delegados, ya ten- 
gan la delegación de la Santa Sede, ya la tengan de los Ordinarios locales. 
‘Sobre la apelación contra la sentencia dada por el juez delegado nada se 
prescribe en este capítulo. Tampoco al hablar sobre la apelación en los 
cánones 1.879-1.891 se hace mención especial del juez delegado. 


Dos canonistas espafioles de primera categoria, profesores los dos en 
Universidades romanas, fueron los que, después del Código, primera y 
más directamente plantearon la cuestión de la apelación contra el juez de- 
legado: éstos fueron MAROTO, profesor en el Apolinar o Instituto Latera- 
nense de ambos Derechos (37), y NovaL, profesor en la Universidad Domi- 
nicana del Angélico (38). Alegando el primero el Derecho romano y el ca- 
nónico antiguo, y el segundo varios textos de este último, llegan los dos 
a la conclusión de que deben mantenerse los antiguos principios: “A dele- 
gato ad delegantem.” “A subdelegato non in totum appellatur ad subde- 
legantem, non autem ad primum. delegantem, secus si in totum." | 

En pos de los citados maestros fueron todos los autores que escribie- 
ron sobre la materia desde el año 1920 hasta el 1926. En esta fecha apa- 
reció el notable tratado De processibus, del profesor del Apolinar, Mon- 


(36) Contenida en el lib. VI de Bonifacio VIII, cap. SA libs I, tits XV. 
(37) Instit. I. C., nn. 704, 711, 44; Madrid, a. 1918. 
(388) De Processibus, n. 157; Turín, 1020. 
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señor RoBerTI. Fué este esclarecido profesor el primero que después del 
Código defendió abiertamente la sustitución del viejo axioma A delegato 
ad delegantem por este otro: A delegato ad superiorem delegantis. El pun- 
to de apoyo más firme de este segundo principio, ya por algunos defendido 
en el Derecho antiguo, conforme queda indicado, hállase en el canon 1.571, 
que dice: Qui causam vidit in uno iudicii gradu, nequit eandem causam 
in alio iudicare. 

Desde el momento que apareció la obra de RoBERTI la opinión de los 
autores comenzó ya a dividirse, aunque la mayor parte sigue todavía ad- 
herida al antiguo principio. Propugna con RoBERTI1 el cambio de principio 
FERRERES, quien dice resueltamente: “Después del Código no puede ape- 
larse del tribunal delegado al delegante” (39). Asimismo se inclinan a fa- 
vor de esta sentencia VERMEERSCH-CREUSEN (40) con estas palabras: 


"Appellatio a tribunali delegato ad tribunal gradus superioris, non ad delegan- 
tem deferenda videtur contra principium iuris anterioris." 


De esta manera rectificaron el juicio emitido en las dos primeras edi- 
ciones: "Iudex inmediate superior ad quem a delegato appellatur, est qui 
delegavit" (41). También REGATILLO (42) acepta la sentencia de ROBERTI. 

El autor que más decidida y eficazmente ha combatido la nueva teoría 
sobre la apelación contra el juez delegado ha sido el Profesor de la Uni- 
versidad Gregoriana, P. VIDAL, quien trata de rebatir los argumentos 
aducidos por ROBERTI (42 bis). 

Del mismo parecer que VIDAL son CORONATA (43), CANCE Y AR- 
QUER (44) y LEGA-BARTOCCETTI (45). 


PARTE SEGUNDA: DOCTRINA 


Como fundamento doctrinal del presente estudio precisa dejar bien 
asentado el principio general que regula toda la materia de la apelación, 
. Y que es como el fondo del cual emerge espontáneamente la tesis que como 


lógica conclusión presentaré al fallo de cuantos se dedican al esclareci- 
miento de las intrincadas cuestiones procesales. 


(39) Instituciones canónicas, tom. II, n. 546, II, ed. 5.5. 

(40) En !a edición 4.* del Epitome J. C., tomo TAO ALO 
(41) Epitome I. C., ed. 2.2, a. 1925, tom. TL n. A 

(42) Instit. I. C., vol. II, n. 392. 

(42 bis) WERNZ-VIDAL, De Processibus, nn. 198, nota 8, 604, 605. 
(43) Institut. I. C., vol. III, De Process,.n. 1.130. 

(44) El Código de Derecho canónico, vol. II, n. 1.060. 

(45) O, c., a. 1938, vol. I, pe 198, n. 4. 
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El principio que sucintamente trataré de demostrar puede formularse 
de esta manera: a) La apelación no es exigida, pero sí muy conforme al 
derecho natural de defensa; b) y debe proponerse ante un tribunal de grado 
superior; c) que generalmente ha de ser el de grado inmediatamente su- 
perior. 

a) La apelación no es exigida, pero sí muy conforme al derecho na- 
tural de defensa. 

Esta primera parte del principio enunciado refiérese a la necesidad de 
la apelación. 


“Uno de los problemas, dice el profesor de la Universidad de Nápoles PAoLo 
D'Onorri0 (46), en torno de los cuales más se han fatigado los filósofos del Dere- 
cho y los legisladores es el de establecer si, después del fallo del magistrado, debe 
consentirse que quien se considere agraviado por la sentencia y, sobre todo, la parte 
vencida pueda hacer examinar de nuevo sus razones por el mismo o por otro juez.” 


No pocos de los antiguos doctores y algunos modernos han juzgado 
que la apelación es un derecho reclamado por la misma ley natural. Así lo 
proclama expresamente el Dictionnaire de Droit Canonique por M. Du- 
RAND DE MAILLANE (47) con estas palabras: 


“La apelación es de derecho natural, ha estado siempre en uso para corregir la 
iniquidad, la malicia o la ignorancia de los primeros jueces; los jurisconsultos la 
llaman el antídoto de las injusticias.” 


Las mismas palabras repite el Dictionnaire de Droit Canonique de 
Mer. ANDRÉ ET DEL'ABBÉ Conbis (48). En parecido sentido se expresa 
el célebre canonista A. AMANIEU en el moderno Dictionnaire de Droit 
Canonique (49), afirmando que la apelación es en sustancia de derecho 
natural (50). 

Sin embargo, la sentencia contraria a la necesidad de la apelación como 
proveniente del derecho natural, es ya universalmente recibida y debe te- 
nerse como verdadera. Cierto que, generalmente hablando, el derecho debe 
conceder algün remedio contra la culpable o inculpable injusticia de las 
sentencias judiciales; mas este remed:o no es preciso que sea la apelación 
a un tribunal superior, en la forma en que este instituto jurídico se halla 
actualmente organizado por los diversos Códigos. En el Derecho romano 


(46) Nuovo Digesto Italiano, v. Appello civile, p. 559. 

(47) Tercera ed.; Lion, 1776. 

(48) Tercera ed.; París, 1901, revisada por el canónigo J. WAGNER. 
(49) París. VI; Letouzei et Ané, Boulevard Raspail, 87. 

(50) PIRMING, Jus Canonicum, tom. II, tit. XXVIII, sectio VI, Set: 
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pre-imperial no era conocida la apelación, aunque había otros recursos O 
procedimientos para impedir la ejecución de las sentencias injustas. El De- 
recho canónico siempre ha excluído del derecho de apelación algunos ca- 
sos particulares, y el actual Código enumera en el canon 1.880 nueve ca- 
sos en los que no hay lugar a apelación. 


Pero aunque la apelación no puede afirmarse que sea de derecho na- 
tural, es, sin disputa, convenientísima y muy conforme a los postulados 
del mismo derecho natural sobre la propia defensa. Elegantemente, con 
pincelada maestra, ha descrito el jurisconsulto romano ULPIANO las ven- 
tajas de la apelación, al mismo tiempo que ha descubierto sus defectos o 
posibles abusos: 


“Appellandi usus, dice, quam sit frequens quamque necessarius nemo est qui 
nesciat, quippe cum iniquitatem iudicaniium vel imperitiam recorrigat, licet non- 
nunquam bene latas sententias in peius reformet; neque enim utique melius pro- 
nuntiat qui novissimus sententiam laturus est" (51). 


b) La apelación debe presentarse a un tribunal de grado superior. 


Esta segunda parte del principio general tiene un valor fundamental 
como premisa para la solución del problema jurídico, objeto de la presente 
disertación. Interesa dilucidar qué se entiende por tribunal de grado su- 
perior, si la apelación a un tribunal de grado superior es elemento esencial 
de la apelación o si, por lo menos, esta forma de recurso es un principio 
generalmente admitido por los juristas y por los legisladores. 


Tribunal de grado superior no es, segün el moderno concepto de la 
jerarquía de los tribunales, basada en el principio de la división de pode- 
res, el tribunal del superior más elevado en el orden de la potestad ejecu- 
tiva. Esta era la antigua concepción de la jerarquía judicial, segün la cual 
el magistrado era el superior revestido de las tres funciones jurisdicciona- 
les o, por lo menos, de la potestad de conocer o dirimir las controversias 
y de la potestad coercitiva y de ejecución, que los romanos, en sentido es- 
pecífico, llamaban imperio (52). Así, en el antiguo Derecho romano no 
existían magistrados propia y exclusivamente judiciales, sino funcionarios 
públicos, cada uno de los cuales, dentro de la esfera de sus atribuciones 
administrativas, podían zanjar las controversias surgidas entre sus subor- 
dinado. Al número de estos funcionarios pertenecían los iudices illustres, 


(51) En el prólogo del titulo 1, De appellationibus, Dig. lib... XLIX 
(EPIA O O 
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especialmente el praefectus praetorio y los iudices spectabiles, el pretor y 
el presidente o gobernador de provincia, llamado iudex ordinarius (53). 

El mismo concepto integral de señorío o de soberanía presidió la or- 
ganización judiciaria en la época feudal, en la que contra el vasallo se re- 
curría al señor inmediato y de éste a otro más poderoso, respecto del cual 
el primer señor no pasaba de ser un vasallo, y así hasta el Rey. 


Actualmente el concepto de magistratura y de jerarquía judicial ha 
sido modificado. La magistratura ya no implica el concepto de señorío, 
en el que necesariamente se aünan, por lo menos, la facultad de sentenciar 
y la de ejecutar, sino que, cómo explica el articulista de la Enciclopedia 
Giuridica Italiana (Appellazione, n. 136), FRANCESCO SEVERIO GARGIULO, 
es un verdadero oficio civil establecido en gradación jerárquica conforme 
a la nueva organización política, que se funda en el principio de la di- 
visión de poderes püblicos y ofrece por lo mismo la seguridad de que el 
juez superior no representa otra más poderosa aristocracia judicial, sino 
únicamente un tribunal de mayor competencia. Según este concepto, tri- 
bunal de grado superior es el tribunal a quien la ley encomienda la reso- 
lución judicial de un pleito en instancia más elevada que la precedente, 
prescindiendo de que dicho tribunal esté o no investido de más alta auto- 
ridad en el orden administrativo o carezca de toda autoridad en este orden. 

El moderno concepto de jerarquía. jurisdiccional, que con término ge- 
nérico llamamos autoridad o superioridad, no es por completo adaptable 
a la jerarquía eclesiástica, la cual, por lo que atafie a la potestad de ju- 
risdicción, consta por institución divina de los Obispos y del Papa (ca- 
non 108, $ 3), en quienes reside la potestad de jurisdicción, con el pleno 
ejercicio de sus tres funciones legislativa, judicial y ejecutiva. Por esta 
causa dice el canon 1.572, $ 1: "In unaquaque dioecesi et pro omnibus. 
causis a iure expresse non exceptis, iudex primae instantiae est loci Ordi- 
narius, qui indiciariam potestatem exercere potest ipse per se, vel per alios, 
secundum tamen canones qui sequuntur"; y el canon 1.597: “Romanus 
Pontifex pro toto orbe catholico ad norman can. 1.569 iudex est supre- 
mus, qui vel ipse per se ius dicit, vel per tribunalia ab ipso constituta, vel 
iudices a se delegatos." 

Sin embargo, entre estos dos grados fundamentales de la jerarquía 
judiciaria eclesiástica se han introducido varios otros, que antes del Con- 
cilio Tridentino se multiplicaron excesivamente; por lo cual dicho Con- 
cilio hubo de reducirlos, suprimiendo los tribunales inferiores al Obis- 


(53) Cfr. G. CORNILL, Droit Romaine, Bruxelles, 1921, lib. II, Chap. prem. 
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po (54). El Código de Derecho canónico ha fijado la siguiente gradación 
de tribunales: 

1." Tribunales ordinarios de primera instancia: 

a) Tribunales diocesanos.—Del Obispo (c. 1.572), del Vicario capitu- 
lar (c. 432, $ 1), del Abad o Prelado nullius (cc. 215, 8 3, 323), del 
Administrador apostólico permanentemente constituído (c. 315). Asemé- 
janse a los tribunales diocesanos los de los Vicarios y Prefectos apostó- 
licos (c. 294). 

b) Tribuaales de las religiones clericales exentas.—Son el tribunal del 
Superior provincial (c. 1.579, $ 1) o del Abad del monasterio sui turis 
(canon I.571, $ 1), a no ser que las Constituciones prevengan otra cosa. 

2. Tribunales ordinarios de segunda instancia : 


a). Tribunales metropolitanos o arzobispales para las causas tratadas 
en primera instancia ante los sufragáneos (c. 1.594, $ 1), o ante los Me- 
tropolitanos que carecen de sufragáneos, o ante los Ordinarios locales so- 
metidos inmediatamente a la Santa Sede (c. 1.504, $ 3). 


b) Tribunales de los Ordinarios del lugar designados por los Arzo- 
bispos, de una vez para siempre, con aprobación de la Santa Sede, para 
recibir la apelación en las causas tratadas en la primera instancia ante los 
tribunales Metropolitanos (c. 1.594, $ 2). 


c) Tribunales de las religiones clericales exentas, que son el tribunal 
del Superior supremo para las causas vistas en primera instancia ante el 
tribunal del Superior provincial o del Abad del monasterio sui iuris o de 
cualquier otro Superior designado por las Constituciones (c. 1.594, 8 4). 


3. Tribunales de la Santa Sede, que son la S. R. Rota y la Signatura 
Apostólica (cc. 1.598 y 1.602). 


o 


4. Son tribunales especiales, fuera de la jerarquía, el del Santo Ofi- 
cio (c. 247) y el tribunal para la dimisión de los religiosos en las religiones 
clericales exentas (c. 655). 

5. Está sobre toda jerarquía la persona del Romano Pontifice, que 
no suele constituir grado especial en la jerarquía de los tribunales, a no 
ser que se trate de las causas que le están personalmente reservadas (ca- 
non 1.557, 8 r). 

Tanto en la jerarquía precodicial de los tribunales como en la estable- 
cida por el Código puede observarse que hay varios grados; por ejemplo, 


($4) Comc. Trid., ses. XIV, c. 11, de ref. Los grados de la jerar 
> ; €, 11, 5 y erarquía ordinaria eran estos: 
Arcediano y Arcipreste, Obispo, Metropolitano, Primado, Patriarca, Sumo Pontífice. 
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el del Metropolitano, y más claramente el del Sufragáneo elegido como 
Juez de apelación respecto del Metropolitano (c. 1.594, $ 2), los cuales 
no corresponden enteramente a la jerarquía jurisdiccional administrativa ; 
de donde se desprende que la legislación eclesiástica no se opone total- 
mente a la d'stinción de poderes, y, por consiguiente, debe admitirse tam- 
bién en nuestro derecho el concepto de tribunal de grado superior, que an- 
teriormente he explicado. 

La segunda cuestión que en orden a la jerarquía de los tribunales pre- 
cisa solventar es la de si la apelación a un tribunal de grado superior debe 
considerarse como elemento esencial de la apelación. 


Tanto la doctrina como la legislación civil y eclesiástica han sancio- 
nado la obligatoriedad de este principio y algunos autores han llegado a 
reconocerle carácter de elemento esencial, sin el que la apelación resultaría 
inválida. Así lo declara expresamente el gran canonista REIFFENSTUEL (55). 

Pero no han faltado algunos autores citados por SCHMALZGRUEBER (56), 
quienes han negado que la apelación al juez superior sea una condición esen- 
cial para el valor de la apelación, admitiendo, por consiguiente, que alguna 
legislación particular pueda estatuir la legitimidad de la apelación de un 
juez a otro igual o inferior. 


Históricamente, tres excepciones tan sólo he podido encontrar en De- 
recho civil a la antedicha regla. La primera está tomada del Derecho ro- 
mano y se contiene en una Bula áurea, en la que el Emperador encomendó 
la resolución de las causas litigiosas propias de él al Elector Palatino (57). 

La segunda excepción a la norma segün la cual la apelación debe ele- 
varse al tribunal de grado superior está sacada de nuestro Código de las 
Siete Partidas, que es la codificación más perfecta del llamado Derecho 
común o romano-canónico. Dícese en la Tercera Partida (58): 


“A quien se deue alcar la parte que se touiere por agrauiada del juyzio que 
$ dieron contra ella.” “Agrauiandose alguno del juyzio que le diese su juzgador, 
puede alçar del a otro que sea Mayoral. Pero el alçada deue ser en esta manera, 
subiendo de grado en grado todauia del menor al mayor, no dexando ninguno de 
entre medias... Mas si alguno se alçara por yerro a otro que sea Mayoral de aquel 
a quien se UAE alcar, o que fuesse egual de aquel que le auia judgado, vale el 
alcada; non porque el deua juzgar el pleyto, mas deuelo embiar al otro que ha 
derecho de juzgarlo. E si se alcare a otro, que sea menor que aquel de quien se 
algo, tanto vale como si non se alcase.” 


(55) Jus Can. Univ., tom. II, lib. II, Decret. tit. XXVIII, $ 3. 
(56) Ius E. U., tom. II, p. III, tit. XVIII, n. 57. 

(57) Cfr. WERNZ, n. 695, nota 48. 

(58) Título XXIH, ley XVII. 
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Egual. “Adverte bene, dice el comentario del Licenciado GREGORIO López, 
quia Gloss. in verbo minorem et in verbo vel parem L. 1, 8 si quis D., unde ista : 
sumpta est intelligit illius qui iudicaturua est non iliius qui iudicabit... ista tamen 
lex decidit contrarium, immo quod tenebit appellatio, etsi fiat parem illius qui 
iudicavit." 

La tercera excepción fué introducida por la Asamblea Constituyente de 
la Revolución francesa, la cual admitió el principio del doble grado de ju- 
risdicción, pero no la diversidad de grado en los tribunales de apelación. 
Esta reforma, sin embargo, duró poco tiempo, pues en el año VIII fué 
reconocida la falsedad del nuevo sistema democrático, y se tornó al prin- 
cipio que universalmente había prevalecido, o sea, que la apelación debia 
llevarse al conocimiento de un magistrado de grado superior a aquel que 
había dictado la sentencia. 

En el Derecho canónico vigente aparecen también dos excepciones al 
principio de la apelación al tribunal de grado superior. 

Una es la de la apelación del tribunal metropolitano, cuando en él se 
ha tratado la causa en primera instancia, al tribunal del Ordinar!o del lu- 
gar, que el Metropolitano, con aprobación de la Santa Sede, haya desig- 
nado de una vez para siempre (c. 1.594, $ 2). 

Otra excepción puede, en algün sentido, decirse que es la apelación de 
un turno a otro de la Rota Romana (cc. 1.598, $ 4; 1.599, $ 2). El 
mismo caso de apelación se daba en el poco ha desaparecido tribunal de 
la Nunciatura de Madrid, llamado Rota Española o Matritense (59). 

Estas excepciones confirman la regla general contraria, o sea, la apela- 
ción al tribunal de grado superior, que, aunque no puede decirse elemento 
esencial de la apelación, sí debe ser considerado, e históricamente lo ha 
sido, como un elemento integrante de la misma, que sólo en casos muy ex- 
cepcionales puede lógicamente faltar o modificarse por la misma ley, 

: c) La apelación debe llevarse generalmente al tribunal de grado inme- | 
diatamente superior. 

Es éste un postulado jurídico que como principio por nadie ha sido 
negado, fuera de aquellos pocos autores modernos que opinan debe abo- 
lirse el instituto mismo de la apelación (60). 

La norma y hasta la forma en esta como en tantas otras materias fué 


dada por el Derecho romano y se contiene en la ley 21, Imperatores (61), 
donde se dice: 


(59) Sabido es también que, segün el Derecho consuetudinario i 
1 ; 2 por el que se rige en la 
actualidad la República de Andorra, la apelación contra el juez d 
p ' } z delega 
ei delegante, sino ante el Consejo Superior. ; onc ARN 


(60) Cfr. LrGA, De tudiciis eccl. Mb. I, n. 810, ed. Roma 1896 
(M) Dig. lib. XLIX, tit. 1. i cue 
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"Imperatores Antoninus et Verus rescripserunt appellationes quae recto ad 
Principem factae sunt, omissis his ad quos debuerunt fieri ex immo ordine, ad Prae- 
sides remitti." 


Segün esta ley, ni siquiera se admitía la apelación al Emperador si no 
se procedía gradualmente. La norma de la apelación gradual fué recibida 
también en el Derecho canónico y formalmente promulgada por Inocen- 
cio IV en el primer Concilio de Lyón, XIIL* de los ecuménicos (a. 1245), 
mediante la Const. Romana Ecclesia (62), donde se prescribe: 


“Ab archidiaconis vero aliisque inferioribus Praelatis, Suffraganeis subiectis 
eisdem et eorum Officialibus ad Suffraganeos ipsos debet et non ad eandem cu- 
riam (se entiende la Metropolitana de Reims), omissis dictis Suffrageneis appe- 
llari, nisi aliud Rhemensi Ecclesiae de consuetudine competat in hac parte” (63). 


El Concilio Tridentino (64) confirmó la Const. Romana Ecclesia y am- 
plió el ámbito de su obligación, negando toda fuerza derogativa, bajo pena 
de nulidad, a cualquier costumbre y privilegio en contrario. Las razones 
comünmente alegadas para justificar esta sabia prescripción canónica son 
tres, a saber: para evitar la confusión entre las diversas jurisdicciones; 
para que el juez inmediato no aparezca menospreciado, y para economizar 
los cuantiosos gastos que se originan de llevar la cuestión a un juez más 
elevado y distante. A estas razones, admitidas por los antiguos legislado- 
res y tratadistas a favor de la apelación gradual, débesc añadir otra más 
poderosa, de orden püblico, cual es el exigir, como fácilmente se compren- 
de, este ordenado procedimiento la recta administración de la justicia. 

Sin derogar totalmente la predicha regla sobre la jerarquía de la ape- 
lación, la ley puede establecer diversas y oportunas excepciones. Los an- 
tiguos canonistas enumeraban ocho o nueve casos en los cuales podia ha- 
cerse la apelación omisso medio o per saltum. El Código autoriza tam- 
bién en varios casos alterar el orden de la apelación, permitiendo que la 
primera instancia se proponga a veces en un tribunal de segundo o tercer 
grado (cc. 1.572, $ 2; 1.599, $ 2) y autorizando, en forma general, la 
concurrencia de la Rota Romana, supremo tribunal de apelación, con el 
tribunal metropolitano para toda causa vista en primera instancia por el 
Ordinario local (c. 1.599, $ 1, 1.. E : 

Pero si en la concesión legal de algunas excepciones respecto de la 
gradación de las instancias, no en los casos concretos, convienen la antigua 


= 


(62) Que se halla inserta en el libro VI de Bonifacio VIII, lib. II, tit. XV, cap. 3. 
(63) Cfr. cap. 66, Dilecti, X, II, 28, Honorio III, a. 1214. 
(64) Sess. 99, cap. 7 de ref. 
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y la nueva legislación, existe entre ellas una diferencia radical en lo que 
se refiere a la libre disposición o prorrogación de la competencia por parte 
de los litigantes, cuando se trata de diversidad de grado jud:cial o funcio- 
nal de los tribunales. Según la doctrina de los antiguos canonistas, la alte- 
ración de los tribunales en la sucesión de las apelaciones era válida y lícita, 
con tal que ambas partes litigantes consintieran en ella, por considerar que 
se trataba de una circunstancia de interés meramente particular y acciden- 
tal. Así lo declara el insigne canonista PIRHING (65) con estas palabras: 


“Porro secundum canones appellatio, omisso medio, et proximo iudice ad me- 
diatum superiorem facta non est nulla sed valet, si pars adversa contra quam ap- 
pellatum est nihil opponat, ut colligitur ex cit. c. Dilecti (Abb. n. 7.), quia utra- 
que pars in appellationem consentire eique renunciare et iurisdictionem prorrogare 
censetur in iudicem superiorem et mediatum, neque enim ut appelletur gradatim 
ad proximum pertinet ad substantiam appellationis; sed est solum circustantia 
accidentalis, quales circunstantiae in contractibus aliisque actibus per pactum ex- 
plicitum vel implicitum utriusque partis tolli posunt in quibus principaliter agitur 
de commodo earum." 


Esta doctrina sobre la facultad de las partes contendientes para variar 
el orden jerárquico en la apelación o para mudar la competencia funcional 
de los tribunales fue ya certeramente impugnada antes del Código por el 
CARDENAL Leca (66). La antigua doctrina sobre la libre prorrogación de 
la competencia funcional o por razón del grado es actualmente rechazada 
por todos los procesalistas, lo mismo en el Derecho canónico que en el ci- 
vil. Admitese la libre prorrogación de la competencia judicial cuando se 
trata solamente de incompetencia por razón del territorio; porque si el juez 
es competente por razón de la materia y del grado del tribunal, que la cau- 
sa sea conocida por el juez de una u otra circunscripción territorial es 
cuestión de interés principalmente particular, cuya determinación la ley 
puede dejar al arbitrio de las partes. Así se verifica en el Derecho civil (67), 
y parcialmente también en el Derecho canónico, el cual, si bien prohibe la 
libre prorrogación de la competencia del juez, exceptuado el caso de los 
contrato, empero no invalida la prorrogación cuando se trata solamente 
de incompetencia por razón del territorio, no por razón de la materia o 
del grado del tribunal (cc. 1.559, 1.610, 8 2, y 1.565). 


Para esclarecer y corroborar lo dicho sobre la inmutabilidad de la je- 
rarquía de los tribunales por parte de los litigantes, plácenos trasladar aquí 


(05) Jus Canonicum, Dilingae, a. 1729, tom. II, tít. XXVIII, 
(86) De iudiciis eccle., lib. I, vol. I, n. 621. WADE 


(07) Ley de Enjuiciamiento Civil, arts. 54, 56. 
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lo que sobre esta materia trae la citada Enciclopedia Giuridica Italiana (68). 
La gradación de las instancias, dice, en relación con el grado de los tribu- 
nales no puede ser modificada por las partes litigantes, sea llevando al ma- 
gistrado de apelación una causa que no ha sido juzgada por el magistrado 
de primera instancia, sea llevando a éste en grado de apelación la causa que 
debía juzgar en primera instancia, o llevando la causa a un juez de apela- 
ción de diversa circunscripción territorial. 


El grado constituye un obstáculo insuperable en el ejercicio de la juris- 
dicción, porque afecta esencialmente al orden público. El ordenamiento ju- 
dicial forma parte del derecho público del Estado, y se introduciría una 
grave perturbación en la administración de la justicia si las partes pudieran 
elegir a su arbitrio los tribunales para dirimir sus controversias, prorro- 
gando a los mismos una jurisdicción que la ley no les concede. 


Cierto que, en primera instancia, puede llevarse ante un juez una causa 
que por razón del territorio sería de la competencia de otro, pero éste es 
siempre del mismo grado; y no se violan las leyes fundamentales que dis- 
tinguen las varias jurisdicciones: al fin, el juez a quien se acude es el 
llamado a pronunciar sobre cuestiones, que son las que suele ordinaria- 
mente juzgar entre las personas litigantes. La ley presume que puede fa- 
vorecer al reo el ser juzgado por el tribunal de su domicilio o residencia; 
pero las partes pueden juzgar de diversa manera, y tratándose de una com- 
petencia que se funda en un interés privado, así como es lícito a las partes 
derogar explícitamente la ley, mediante convenio, así también pueden ha- 
cerlo por consentimiento tácito. Esto ocurre cuando el reo acepta la discu- 
sión sobre el mérito de la causa, sin oponer preliminarmente la excepción 
de incompetencia del juez. Mas la competencia, por razón del grado, no 
es de simple interés particular sino de orden público; y, consiguientemente, 
no pueden las partes trastornar el orden de las jurisdicciones, llevando la 
causa a un tribunal de grado distinto. 


PROPOSICION PRIMERA 
Contra la sentencia del delegado debe apelarse al superior del delegante 


a) El Código vigente de Derecho canónico, como anteriormente se 
ha dicho, no ha fijado ninguna norma explícita sobre la apelación contra 


(08) Appellazione, n. 138. 
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el juez delegado. Consiguientemente existe un defecto de legislación, una 
laguna jurídica, que es preciso suplir de conformidad con las prescripcio- 
nes del canon 20 (69). La norma supletoria debemos buscarla primera- 
mente en el mismo Código de Derecho canónico, sea en la analogía legal 
—a legibus latis in similibus—, sea en la analogía jurídica—4 generalibus 
iuris principiis—; es decir, en los principios que informan la misma legis- 
lación canónica. A falta de analogía legal acudimos a la jurídica o de 
principios, y éstos los hallamos primeramente en los conceptos de delega- 
ción y de aprobación, combinados con la prescripción del canon 1.571, an- 
teriormente transcrito, que dice así: “Qui causam vidit in uno iudicii gra- 
du, nequit eandem causam. in alio iudicare," 

Este canon, redactado en términos generales, creemos que se refiere 
no sólo al juez que personalmente ve y falla una causa, sino también a 
quien teniendo facultad para sustanciarla por sí mismo o por un juez dele- 
gado, lo hace en esta segunda forma; y tal es el Ordinario de lugar y los 
demás jueces ordinarios (c. 1.572, $ 1). Concuerda con este canon la re- 
gla 68 de Derecho: "Potest quis per alium quod potest facere per se ip- 
sum" (70). Consecuencia de este principio jurídico es que lo hecho por el 
delegado se considera hecho por e! delegante y tiene juridicamente la misma 
fuerza que si éste lo hubiera realizado por sí mismo, sin necesidad de nuevo 
y distinto acto aprobatorio. Tiene aplicación a nuestro caso las siguientes 
palabras, que el comentarista de Derecho romano DoNELLo decía de la 
jurisdicción mandada, que ya dejé demostrado equivale a nuestra delega- 
ción total o concedida para todo el negocio: 


"Cum is qui mandatam suscepit eam exercet, nihilhominus qui mandavit ius 
dicere videtur. Nam si probat id quod facit legatus, ipse facere putandus est; 
gessisse enim videtur qui per alium gerit" (71). . 


De la premisa anterior se deduce que, conforme al canon 1.571, no 
puede ser nuevamente juzgada, en grado de apelación, por el juez ordina- 
rio la causa sentenciada por el juez delegado suyo, así como tampoco pue- 
de ser juzgado en el mismo grado, puesto que una causa no puede ser vista 
dos veces en el mismo grado y menos por la misma persona o que jurídi 
camente se considera como tal. Por lo mismo, si la sentencia dada nor el 


juez delegado no puede ya ser vista por el ordinario delegante, la apelación | 
debe llevarse al superior del delegante. 


(69) NOVAL, De Processibus, n. 157. 
(70Y 68 R. I. in Sexto. 


(71) Commentarii de ture civili, vol. XI, p. 04 ss.; lib. XVII, cap. VIII, $ 1 ss. 
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Quiero salir cuanto antes al paso de una objeción que podría opcnerse 
diciendo que el canon 1.571 se aplica únicamente a la persona que vió la 
causa en un grado y al vicario de ella, no a su delegado. No hay motivo, 
como queda demostrado, para hacer tal aserto. Pero aun en esta hipótesis 
llegaríamos por otra vía a la misma conclusión respecto de la apelación 
contra el juez delegado. Cierto que el delegado simplemente se diferencia 
del vicario, es decir, que el delegado en cuanto tal no es vicario o lugarte- 
niente del delegante. Pero opinamos, como lo hace el profesor de Comillas 
P. Lucio Roprico (72), que, aunque la potestad vicaria suele considerarse 
como subdivisión de la potestad ordinaria, no hay dificultad en que la po- 
testad delegada pueda ser vicaria o ejercida no sólo en virtud de otra po- 
testad, sino también en nombre de otra persona: son conceptos distintos, 
no opuestos. Esto puede acontecer o porque el delegante así claramente lo 
expresa o porque así lo exige la naturaleza del acto. Y este es nuestro caso, 
puesto que se designa juez delegado para d:ctar sentencia cuando hay un 
inconveniente grave en que la sentencia sea dictada por el Ordinario o su 
Oficial (73); y en estas circunstancias es menester, y esto es lo que se in- 
tenta, que la sentencia dada por el delegado tenga valor como dada por el 
Ordinario o su Oficial, es decir, que se considere como dada en nombre del 
mismo Ordinario. Se trata, pues, de una delegación no simple, sino espe- 
cial o cualificada, en que al carácter de simple delegación o concesión per- 
sonal de potestad se añade el de sustitución o de representación. 

La anterior conclusión, o sea la de que la sentencia dada por el dele- 
gado debe considerarse como dada por el mismo delegante, puede corro- 
borarse por medio de otro argumento basado en la amplia potestad y en la 
aprobación antecedente, otorgada por el delegante a la sentencia del dele- 
gado. Que existe esta aprobación o ratificación antecedente de la sentencia 
pronunciada por el delegado es manifiesto, puesto que el delegante no pue- 
de extrajudicialmente rectificar la sentencia pronunciada por el delegado 
y la rectificación por vía judicial, dentro del mismo grado, pugna con los 
principios de la apelación, con la intención del delegante y con el motivo 
de la delegación. Ahora bien; si la sentencia dada por el delegado está en 
alguna manera aprobada por el delegante, debe estimarse dictada por el 
mismo, quien en virtud del canon 1.571 ya no puede juzgar nuevamente la 
causa. Véase el texto de Donello, poco ha citado. 

b) La argumentación precedente está sacada del concepto canónico 
de delegación y aprobación combinado con el principio contenido en el 


(72) En su recientísimo tratado De Legíbus, n. 50, 4. 
(73) Cfr. LEGA-BARTOCCETTI, O. C» VOl. I, p. 198. 
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canon 1.571. Ahora intento fundamentar otra argumentación sobre un 
principio jurídico universal acerca de la apelación. 

Esta base jurídica creo haberla dejado ya firmemente asentada en la 
segunda parte del que denominé princip-o general. Dicha segunda parte fué 
enunciada con estas palabras: “La apelación debe proponerse ante un tri- 
bunal de grado superior.” 


Esta regla fué observada con leves excepciones en el Derecho romano, 
en el Derecho civil común de la Edad Media y en el Derecho civil moder- 
no (74). 

Los antiguos tratadistas de Derecho canónico solian afirmar, según 
queda ya indicado, que la apelación al tribunal superior era condición esen- 
cial de la apelación, así como la apelación al juez inmediatamente superior 
sólo la exigían como norma general que sufría múltiples excepciones. En 
la legislación canónica antigua y moderna también se ha observado siem- 
pre, salvo contadisimas excepciones, el mismo principio, Trátase, pues, de 
un principio general de derecho, al que es precisó recurrir para suplir los 
defectos de legislación, conforme establece el canon 20 con estas palabras: 
“Si certa de re desit expressum praescriptum legis sive generalis sive par- 
ticularis, norma sumenda est... a generalibus iuris principiis cum aequitate 
canonica servatis." 


Ahora bien: segün nuestro Código, el tribunal delegado no constituye 
grado especial en la jerarquía de los tribunales, distinto del grado de su 
tribunal ordinario correspondiente. De donde se concluye que, si ha de 
mantenerse firme el principio de la apelación al tribunal de grado superior, 
contra la sentencia del juez delegado no cabe otro procedimiento sino el de 
apelar al tribunal superior del delegante, no a este ültimo, que no se distin- 
gue del delegado por diferencia alguna gradual. 

Podrá objetarse diciendo que, en tiempo de las Decretales, al mismo 
tiempo que se proclamaba doctrinalmente el principio de la apelación al 
juez superior, se admitía la apelación del delegado al delegante y del sub- 
delegado non in totum al subdelegante; luego se juzgaba que entre el juez 
delegado y el delegante mediaba una diferencia de grado. A esto debe res- 
ponderse que así era, en efecto; por esta causa, cuando se apelaba del sub- 
delegado i totum al primer delegante, deciase que la apelación se hacía 
omisso medio o per saltum. Pero el nuevo Código, al establecer la grada- 
ción de los tribunales (1.*, 2.*, última instancia, cc. 1.572-1.607), no tiene 
en cuenta los grados del tribunal delegado en orden a la serie de las ins- 


(74) Cfr. ALCUBILLA, Diccionario, v. Apelación Segunda instancia. 
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tancias; lo cual demuestra que los tribunales delegados no constituyen gra- 
dación propia y distinta, debiéndose por ende apelar de ellos al superior del 
delegante. Que el tribunal delegado no constituye grado distinto de su co- 
rrespondiente tribunal ordinario lo admiten también en la actualidad los 
defensores de la sentencia opuesta a la que nosotros propugnamos en 
cuanto a la apelación; pues de lo contrario la causa podría terminarse me- 
diante dos sentencias conformes, antes de llegar al tribunal metropolitano, 
lo cual está en flagrante oposición con el principio más elemental del proceso 
apelatorio. 


Recordamos, finalmente, la conformidad de esta solución con la ley 
romana que recogía la apelación contra el mandatario, cuyas veces hace 
en nuestro derecho el juez delegado (75). La divergencia que, por el con- 
trario, existe respecto del principio defendido por los decretalistas es más 
bien de hecho que de derecho y se explica, según acabo de exponer, por 
la diferencia de grado que ellos suponían existir entre el tribunal del 
delegado y el del delegante, diferencia que el Código vigente no reconoce. 

Réstame añadir breves palabras sobre el juez subdelegado, del que an- 
tiguamente con tanta frecuencia se ocuparon los legisladores y los comenta- 
ristas. ¿El principio establec:do sobre la apelación contra el delegado se halla 
en armonía o en pugna con la antigua doctrina sobre la apelación contra 
el subdelegado? 


Primeramente débese advertir que la delegación judicial se presume 
hecha mirando a la aptitud o cualidades especiales de la persona delegada. 
Por lo cual la potestad delegada generalmente no puede subdelegarse si el 
delegante expresamente no otorga este poder. 

Supuesta la legitimidad de la subdelegación, el antiguo principio sobre 
la subdelegación total concuerda con nuestra proposición, puesto que sub- 
delegación total era la que se daba para toda la substancia de la causa y, 
por lo mismo, principalmente para la sentencia; de donde resultaba que la 
apelación contra el subdelegado era apelación propiamente contra la sen- 
tencia. Pero si el enunciado de ambas cuestiones puede identificarse, la so- 
lución solamente conviene en su aspecto negativo, cual es el de que la ape- 
lación contra la sentencia del subdelegado total no debe dirigirse al mismo 
subdelegante. 

Si ahora diésemos un paso más pretendiendo determinar a quién debe 
elevarse en este caso la apelación contra el subdelegado, yo vacilaría en ad- 


mitir la antigua solución, que era esta: al Ordinario delegante. La razón 


(75) Cfr. 1, 1, quis et a quo appeletur, 8 1, D., lib. XLIX, tit. IIT. 
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es porque la sentencia dada por el subdelegado debe considerarse como 
dada no sólo por el subdelegante, sino también por el mismo Ordinario 
delegante, con quien forma un mismo grado de tribunal el delegado y el 
subdelegado; y, en consecuencia, la apelación debería proponerse ante el 
superior del ordinario delegante. Estas normas no pueden aplicarse al de- 
legado y al subdelegado del Romano Pontífice, porque ello equivaldría a 
negar la apelación. La doctrina antigua sobre la subdelegación parcial con- 
cuerda más bien con la segunda próposición, que explicaremos más ade- 
lante. 

Antes de dar remate a esta primera proposición sobre la apelación con- 
tra la sentencia del juez delegado, es preciso solventar con certeza, en el 
orden práctico, la cuestión relativa a la validez del proceso de apelación 
contra el juez delegado, planteado en uno o en otro grado de los tribuna- 
les, según las diversas opiniones ya expuestas acerca del tribunal de ape- 
lación. He dicho que la alteración del grado de los tribunales afecta a la 
validez del proceso, pues en este caso no se prorroga la jurisd:cción por el 
mero consentimiento de las partes litigantes. Pero el Código ha previsto el 
medio de obtener certeza práctica o refleja cuando no es posible eliminar 
la duda en el orden especulativo acerca de la existencia de la jurisdicción. 
Este medio consiste en suplir la Iglesia o conceder por vía extraordinaria 
la jurisdicción necesaria, de cuya existencia se duda con duda positiva y 
probable o sobre la que existe error común. “In errore communi aut in 
dubio positivo et probabili sive turis sive facti iurisdictionem suplet Eccle- 
sia pro foro tum externo tum interno” (canon 209). Y en el canon 1.606 
¡expresamente se declara que este principio tiene también aplicación respec- 
to de los jueces delegados. 

En virtud de estos cánones, mientras exista como al presente duda de 
derecho positivo y probable sobre la cuestión que estudiamos, tanto la sen- 
tencia dada en grado de apelación por el delegante como por el superior 
del delegante contra la sentencia del delegado ha de considerarse como 
práctica y ciertamente válida, porque si no existe jurisdicción, /a Iglesia 
la suple, Debemos noblemente reconocer que esta solución práctica resulta 
poco científica y sólo, a falta de solución directa, puede decirse conforme 
con la voluntad del legislador. Por esta causa dicha solución no debe sa- 
tisfacernos ni enervar o paralizar el generoso y tenaz empeño que los cano- 
nistas han de poner siempre en hallar solución directa a ésta y a las demás 
cuestiones jurídicas, a fin de que las leyes de la Iglesia sean interpretadas y 
cumplidas de perfecto acuerdo con la mente del legislador, pudiendo asi 
labrar el bien común para cuya consecución fueron promulgadas. 
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PROPOSICION SEGUNDA 


El recurso contra el delegado se interpone generalmente ante el 
mismo delegante 


Trátase en esta segunda proposición del recurso contra el juez delega- 
do, que tiene lugar en diversos casos en los que no puede entablarse ape- 
lación propiamente dicha. Sobre la tramitación del recurso en orden al tri- 
bunal no puede establecerse una norma única e invariable, pero sí una re- 
gla general, y ésta es que de ordinario el recurso debe proponerse al dele- 
gante. 

Para mayor esclarecimiento de esta segunda proposición distinguimos 
los casos que principalmente suelen ocurrir, dando a cada uno su propia 
solución. 


1." Recurso contra la inadmisión. de la demanda por el juez delegado 


Dos casos pueden distinguirse: primero, que el juez delegado rechace 
la demanda (c. 1.709, $$ 2-3); segundo, que no responda (c. 1.710). 

En el primer caso, hace el Código dos hipótesis: 1.', que la demanda 
sea rechazada por defectos que pueden enmendarse, y entonces el deman- 
dante puede primeramente presentar recurso al mismo juez delegado, y, si 
de nuevo fuere rechazado, elevarlo al tribunal superior; también puede 
desde el principio dirigir el recurso a este tribunal. La segunda hipótesis 
se verifica cuando la demanda es rechazada por defectos que no pueden 
corregirse. En este ültimo caso, el recurso debe dirigirse desde el primer 
momento al tribunal superior. Pero ¿cuál es el tribunal superior? ¿El del 
delegante o el del superior dei delegante? Nuestra respuesta, conforme a 
la doctrina anteriormente defendida, tiene que ser a favor del superior del 
delegante. Por otra parte, no es de extrañar que en este caso la solución 
sea la misma que la dada para la apelación contra la sentencia del juez de- 
legado, puesto que la inadmisión de la demanda es una resolución que tie- 
ne fuerza de sentencia definitiva (c. 1.880, 6.°). 

Si el juez delegado no rechaza la demanda pero tampoco le da respuesta 
alguna, entonces debe cumplirse lo que respecto del juez Ordinario es- 
tablece el canon 1.710, a saber, que, después de instar al mismo juez 
para que cumpla su obligación de admitir o rechazar la demanda y trans- 
curridos cinco días desde que se presentó la instancia, puede elevarse re- 


curso al Ordinario del lugar o bien al tribunal superior. 
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2^ Recurso contra el delegado sospechoso 


Este caso no ofrece dificultad, pues la solución nos la da el mismo Có- 
digo en el canon 1.614, $ I, con estas palabras: 


“Cum iudex, etsi competens, a parte recusatur ut suspectus, haec exceptio, si 
proponatur contra iudicem delegatum in causa unicum vel contra collegium vel 
maiorem delegatorum iudicum partem, definienda est a delegante; si contra unum 
vel alterum ex pluribus iudicibus delegatis, etsi Collegii praesidem, a ceteris iudi- 
cibus delegatis et non suspectis." 


Es muy razonable esta prescripción canónica, puesto que incumbe al 
mismo delegante juzgar si la delegación ha recaido sober persona apta, 
como también examinar si ésta cumple o no las condiciones del mandato 
delegatorio. La segunda parte de la prescripción canónica respecto del tri- 
bunal delegado colegiado responde a motivos de orden práctico, encamina- 
dos a facilitar la resolución del incidente de sospecha. 


3. Recurso contra el auditor o instructor de la causa 


No compartimos el parecer de algunos autores, como WERNz (76) y 
CANCE-ARQUER (77), quienes reducen los jueces delegados para toda la 
causa a meros imstructores o jueces imperfectos, sin facultad para dar sen- 
tencia por sí misma válida, antes de la confirmación del Ordinario. A la 
misma opinión de los citados autores parece adherirse CORONATA (78). 
Jueces delegados para toda la causa y auditores o instructores son en rea- 
lidad distintos; y por esta causa la apelación o el recurso contra ellos se 
hace de distinta forma. Del juez delegado para dictar sentencia ya se ha 
tratado en la proposición primera. La apelación contra el auditor se pro- 


pone ante el juez principal (cc. 1.580-1.614, $ 1), aunque no siempre sea 
el delegante. 


4. Recurso contra el juez delegado para un acto particular 


Este caso se verifica en el tribunal colegiado cuando por motivos espe- 
ciales, en vez de encomendar la ejecución de un acto al auditor, quien por 
no ser verdadero juez no puede tomar parte en la sentencia, conviene más 
bien encomendarla a uno de los jueces que han de dictar la sentencia. Puede 
designarse este juez, por ejemplo, para practicar el acceso o reconocimien- 


(76) Jus Decretalium, de iudiciis, n. 695, nota 53. 
(77) El Código de Der. Can., vol. II, n. 160, 4. 
(78) O. c, vol. III, n. 130, nota i. 
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to judicial (c. 1.807), para examinar a los testigos (c. 1.773, § 1), para 
dirigir la litiscontestación (c. 1.727), para recibir el Airamenton’ (510622; 
$ 3). Se pregunta: ¿A quién debe recurrirse contra este juez delegado si, 
por ejemplo, traspasa los límites de la delegación o no realiza lo que le ha 
sido encomendado? La respuesta creo que debe ser: a los demás jueces que 
constituyen el tribunal delegante. Coincide esta norma con la dada en el 
canon 1.614, $ 1, y con la que en el derecho de las Decretales se seguía 
respecto del subdelegado parcial o non in totum. 


o 


Querella de nulidad, restitución “in integrum” y oposición de tercero 


5. 
contra la sentencia del juez delegado 


a) En cuanto a la querella de nulidad contra la sentencia dada por 
un juez delegado no convienen los autores sobre si debe proponerse ante el 
mismo delegado que pronunció la sentencia o ante el juez ordinario dele- 
gante. El Código prescribe en los cc. 1.893 y 1.895 que la querella de nu- 
lidad se proponga "coram iudice qui sententiam tulit". Estas palabras, 
cuando la querella de nulidad se propone en forma de excepción, deben 
entenderse respecto de cualquier juez, sea ordinario o delegado. Pero si la 
querella de nulidad se propone a modo de acción, es cuestión debatida en- 
tre los autores si las referidas palabras han de entenderse del juez delegado 
que pronunció la sentencia o del juez ordinario delegante. 


VERMEERSCH-CREUSEN (79) y RoBERTI (80) opinan que la querella de 
nulidad debe interponerse ante el mismo delegado que dictó la sentencia, 
porque el Código no distingue entre juez ordinario y delegado. Pero la 
mayoría de los autores, como NovaL (81), WERNz-VIDAL (82), Mu- 
NIZ (83), LEGA-BARTOCETTI (84), sostienen que debe dirigirse la querella 
al juez ordinario del mismo grado y no al delegado que dictó la sentencia, 
a no ser que, en sentir de algunos autores (NovAL, LEcA), el delegado 
haya recibido potestad ad universitatem. causarum. La razón es porque el 
delegado para casos concretos, una vez que ha cumplido su encargo, válida 
o inválidamente, cesa en su oficio de delegado. 

Esta era la doctrina comünmente admitida en el antiguo derecho (85). 


(79) Epitome, III, n. 242. 

(80) De processibus, I, n. 497. 

(81) De processibus, n. 660. 

(89) De processibus, n. 622, nota 13. 

(83) Procedimientos ecle., III, n. 499. 

(84) Commen in tud. eccle., vol. II, p. 1.130. 

(85) Ctr. Decretales Greg. IX, lib. I, tii. XXIV, cap. IX; LEGA, Praelectiones de iudiciis 


eccle., I, n. 652. 
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Exceptúase el caso en que hayan de corregirse errores meramente mate- 
riales, lo cual puede hacer el mismo juez delegado (c. 1.878), aun sin que 
sea propuesta la querella de nulidad. También nos parece probable que 
pueda enmendar el juez delegado los defectos que se refieren no a todo el 
proceso, sino ünicamente a la sentencia, y que pueden inmediatamente co- 
rregirse (c. 1.894, 2.”, 3.°, 4.7). 

Hechas estas salvedades, nosotros nos adherimos plenamente a la se- 
gunda sentencia, que se corrobora con lo que establece el canon 173 sobre 
el compromiso o mandato delegatorio para la elección: “Cessat compro- 
missum et ius eligendi redit ad compromittentes... 3.' Electione absoluta. 
si fuerit nulla." Y observamos de pasada cómo al aplicar los defensores 
de la segunda sentencia las palabras "Coram iudice qui sententiam tulit”, 
cuando del delegado-se trata, al mismo ¡juez ordinario, sobreentienden que 
la sentencia dada por el tribunal delegado se considera dada por el tribu- 
nal ordinario del mismo grado, lo cual viene a confirmar mi primera pro- 
posición. 

b) La misma solución que para la querella de nulidad contra la sen- 
tencia del juez delegado debe darse para la restitución in integrum, res- 
pecto de la cual emplea el Código (c. 1.906) las mismas palabras que al 
hablar de la querella de nulidad: 


"Ad restitutionem in integrum concedendam competens est iudex qui senten- 
tiam tulit, nisi ea petatur ex neglecto a iudice praescripto legis; quo in casu eam 
concedit tribunal appellationis." 


Y con mayoría de razón afirmamos que el recurso o remedio de la 
restitución in integrum contra la sentencia del juez delegado debe llevarse 
al juez ordinario delegante, puesto que la sentencia en este caso, aunque 
injusta, se considera válida, por lo cual existe mayor motivo para que se 
tenga por caducada la potestad del juez delegado particular, una vez que 
ha dictado sentencia. Añádase a lo dicho que cuando el Código habla de 
la restitución in integrum en orden a actos o negocios no judiciales, dice 
expresamente: " Restitutio in integrum. peti debet ab ordinario iudice” (ca- 
non I.688, $ 1). Es éste un claro argumento de analogia legal que no es 
posible desatender. Por todas estas razones es muy de extrañar que Cono- 
NATA (86) dé para la restitución in integrum. solución contraria de la que 
había propugnado para la querella de nulidad, afirmando que la restitu- 

ción puede también concederla el juez delegado. 


(86) Instit. Jur. Can., II, n. 1.428. 


— 132 — 


APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL JUEZ DELEGADO 


c) Por lo que atañe a la oposición de un tercero, señala el canon 1.899 
un doble procedimiento, que consiste o en interponer la apelación al juez su- 
perior o en pedir la revisión de la sentencia al mismo juez que la había 
dictado. Cuando se sigue el procedimiento de apelación, la causa, es decir, 
la oposición de tercero contra la ejecución de la sentencia dada por el juez 
delegado ha de elevarse al superior del delegante, segün queda demostrado 
en la primera proposición. Pero si se pide la revisión, la demanda ha de 
dirigirse al mismo delegado que pronunció la sentencia. Interpretamos 
aquí la cláusula "Ab ipso iudice qui sententiam tulit" de diversa manera 
que en los dos casos precedentes, porque en éste de la oposición de tercero, 
a diferencia de lo que sucede en la querella de nulidad y la restitución tn 
integrum, no ha sido todavia ejecutada la sentencia ni dado por el juez el 
decreto ejecutorio; por lo cual no ha expirado la potestad del juez delega- 
do, quien puede ver la causa incidental de la oposición de tercero; como 
puede resolver los demás incidentes que ocurran antes de haber dado cabal 
cumplimiento al mandato delegatorio, cuyo último acto es el decreto de 
ejecución por el que la efectiva ejecución de la sentencia pasa a manos del 
Superior en quien reside la potestad gubernativa (cc. 1.918, 1.920). 


MARCELINO CABREROS, C. M. EF. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca. 
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LA OBLIGATORIEDAD 
DE LAS LEYES CIVILES EN CONCIENCIA 


I. RAZÓN DE ESTE TRABAJO.—No son pocos los que en nuestro tiem- 
po dudan si las leyes civiles actuales tienen fuerza de obligar en el fuero 
de la conciencia o si al menos son meramente penales; pues la mayor 
parte de los Doctores que tratan del Derecho civil, o propugnan la sepa- 
ración absoluta entre el Derecho y la Moral, o, por lo menos, prescinden 
por completo de ésta, no cuidándose para nada de la conciencia ni de otro 
orden jurídico que del positivo humano, y estas doctrinas no pueden me- 
nos de influir en los legisladores. 


Además, los mismos legisladores no es raro que sean incrédulos, po- 
sitivistas, indiferentes y que no se cuiden más que de las cosas terrenales 
y caducas, sin importárseles nada del más allá, ni de Dios, ni de alma, 
ni de obligación, ni de conciencia; y que sólo se contentan con obtener, 
mediante sus normas jurídicas, los resultados positivos que han previsto, 
usando de la coacción externa e imponiendo, por tanto, a los súbditos la 
obligación que llaman jurídica, y, en general, tanto los órganos legis- 
lativos, cuando dan las leyes, como los gubernamentales, cuando las apli- 
can y ejecutan, como los tribunales y la Jurisprudencia, cuando las inter- 
pretan y exponen, parece que no tienen ante sus ojos sino el fuero externo 
social, que todo lo demás nada les importa. 


Por fin, ni los fieles sienten escrúpulos por haberlas violado, ni los 
confesores preguntan; los devocionarios sólo suelen traer el examen so- 
bre los mandamientos de la ley de Dios y de la Iglesia, y rara es la cues- 
tión que tocan acerca de las leyes civiles; lo cual parece indicar que el 
mismo sentido común cristiano no cree en la fuerza de obligar de ellas. 

¿Serán, por tanto, las leyes civiles actuales, al menos en su mayor par- 
te, meras normas coactivas externas, o por el contrario, es de esencia de 
la ley llevar siempre consigo alguna obligación moral? 

He aquí lo que nos proponemos investigar. 


2. BrBLIOGRAFÍA.—La bibliografía consultada, que es inmensa, la 
iré citando a medida que se presenta la ocasión. De un modo general tra- 
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tan este tema todos los autores de Moral antiguos y modernos. Aqui in- 
dicaré solamente algunos libros y trabajos que expresamente se ocupan 


de él: 


3: 


Arroyo: Obligación de las leyes civiles. Obligación en conciencia de las le. 
ves de tasas. En “Ilustración del Clero", 1942, págs. 8, 96. 

Brispois: A propos des lois penales. En “Nouvelle Revue Theologique”, 
t. LXV (1938), pág. 1.012. 

Brys: "Collationes Brug.”, 1925, pág. 390. 

CrysBerc: De valore legis civilis in conscientia. En “Collectanea Mechli- ` 
nensia”, 1928, par. I, pág. 47 (citado por "Apollinaris", 1928, pág. 201). 

Dasin: La Philosophie de l'odre juridique positif. Paris, 1929. 

GÜENECHEA: Principia iuris politici. Vol. Tf (Romae, 1939), n. 238 sig. 

HARMIGNIE: Ordonances humaines et obligation de conscience. En “Révue 
neo-scholastique de Philosophie", 1930, pág. 285. 

JANSEN: Les lois penales. En "Nouv. Rev. Theol", 50 (1923), págs. 121, 
2322202. 

Leprus: Le probléme des lois purement penales. En "Nouv. Rev. Theol." 
59 (1932), págs. 45. 

U. Lépez: Theoria legis poenalis et hodiernae leges civiles. En “Periodica 
de re morali, canonica liturgica", 1938, pág. 203; 1940, pág. 23. 

PROPAGANDA Fipe (S. Cong. de): /nstructio 23 iun. 1830. "Collectanea", 
n. 815. 

Ricanp: Le valoir de la lois. Pourquoi ef comment il faut obeir a la loi. 

SALSMANS: Droit et Moral, Deontologie juridique (2.* ed., n. 58. Brujas, 
1924). L'obligation en conscience des lois civiles. En “Nouv. Rev. Théol.”, 58 
(1922), pág. 139. 

WAFFELAERT (?): Etude de Théologie Morale sur | obligation en conscience 
des lois civiles, En "Nouv. Rev. Theol.”, 15 (1883), pág. 532, 602; 16 (1884), 
páginas 32, 267, 386, 471, 624. Parece ser de WAFFELAERT, quien después re- 
unió estos artículos en una obra del mismo título (véase "Nouv. Re. Theol", 


tomo XVIII (1886), pág. 659). 


ACTUALIDAD DEL TEMA.—Es cuestión palpitante, como puede ver- 


se en Hechos y Dichos, 1940, pág. 159, en el epigrafe Los testigos de 
Jehová, donde se trata de resucitar, según parece, el error atribuido a Ju- 
das Galileo en tiempo de Jesucristo, que pretendía que no se debía reco- 
nocer más soberano que a Dios y, de consiguiente, sólo a El obedecer; 
y que dió lugar al cap. 13 de la epístola de San Pablo a los romanos, y 
a los pasajes de San Pedro, Epist. 1.", 2, 13; 2,*, 2, 10, etc. 


4. ESTADO DE LA CUESTIÓN.— Cuando hablamos aquí de Derecho Ĉi- 
vil, las leyes civiles, entendemos la palabra derecho civil por el conjunto. 
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de normas jurídicas emanadas de los órganos legislativos civiles, sean és- 
tos los que sean, y sean también las leyes de cualquiera clase (constitu- 
cionales, administrativas, civiles, penales, comerciales...), con tal que sean 
justas o que reúnan las condiciones de verdadera ley. 


Inquirimos su fuerza de obligar en conciencia, su obligatoriedad, en- 
tendiendo por obligación de conciencia el vínculo moral que liga al hom- 
bre a cumplir la voluntad de Dios; la necesidad moral de ajustarse a la 
iey, para evitar la ofensa a Dios, violándola; y la pena eterna o temporal 
con que se castiga el incumplimiento. 


Omitimos hablar sobre la obligación llamada jurídica, o de la necesi- 
dad de cumplir la ley, para evitar la culpa externa contra el legislador y 
ia sociedad; el mal juicio que ésta forma del violador, la coacción mate- 
rial y las demás sanciones contra él; o para conseguir el premio, tal vez 
asignado a los observantes; y la buena opinión que la autoridad y los 
súbditos conciben de los ciudadanos dóciles y sumisos. Esta nadie la pone 
en duda. 


Al disputar sobre la obligación moral prescindimos por ahora de si 
se ha de entender la directa o la indirecta; a culpa o a pena o a entram- 
bas cosas; aunque ya hemos indicado que nos proponemos averiguar si 
todas las leyes actuales o en gran parte son normas meramente coactivas 
externas; no precisamente si son todas meramente penales o la mayoría 
de ellas; si bien procuraremos tocar también esta cuestión, contentándo- 
nos con desflorarla. 


5. EL PLAN.——Empezaremos examinando la etimología de la ley y 
después haremos una rápida excursión histórica por los pueblos antiguos, 
por los filósofos griegos y romanos, oradores y jurisperitos, por los San- 
tos Padres y autores escolásticos, por el magisterio eclesiástico, por los 
principales tratadistas de Derecho moderno y algunos políticos, por los 
moralistas y canonistas, y al final deduciremos nuestras conclusiones y las 
probaremos. 


I 
OBLIGATORIEDAD DE LA LEY POR SU ETIMOLOGIA 


6. ETIMOLOGÍA DE LA LEY.—La palabra ley viene de la latina lex, 
pero ésta es de origen incierto. Para unos proviene de legere — leer. 
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Así: FoRCELLINI (1), SAN ISIDORO (2). 

Para otros ha nacido de legere — coger, escoger, elegir. 

Así: VARRÓN (3), CICERÓN (4), SAN AGUSTÍN (5), SAN BUENAVEN- 
TURA (6). 

Según otros, procede de ligare = atar. 

Entre ellos, CASIODORO (7), GUILLERMO DE AUVERNIA y ALEJANDRO 
DE ALÉs, ALBERTO MacNo (8) SAN BUENAVENTURA (9), SANTO To- 
mAs (10), Escoro (11). 

Otros opinan que ha salido de legare — dar un mandato. 

MOMMSEM (12) y otros, v. gr., MICHIELs (13). 

Ni falta quien se incline por la procedencia del verbo griego leguein 
= escoger, leer, decir (14); o por la del sánscrito lagh (lagha, lew) = 
= puesto, fijo, constituido (15). 

- Y como en el nórdico, según Van Hove (16), hay la raiz logg, que 
en el neutro plural significa ordenadamente dispuesto, colocado en su lu- 
gar; en el nerlándico, leggen, y en el alemán, legem, y en el inglés, law, 
induce todo a creer que estas raíces tienen un origen común con la latina 
lex y la griega legeim y la sánscrita lagh; quizá de otra más primitiva, 
en las que fluctúa la idea de vínculo, necesidad, constituido, establecido, 
ordenado establemente. 

A la palabra latina lex corresponden las griegas nomos == institucio- 
nes, leyes, de nemo = distribuir, regir gobernar, apacentar; zemos, to 
zesmiov y ta zeoma, etc., de tizemi = poner, colocar, establecer; diataxts, 
constitución de diatass = ordenar, estatuir, imperar; ta orismata = insti- 
tuciones, leyes, de oritso = definir, instituir, decretar (17). 

En hebreo tiene una infinidad de denominaciones; basta leer el sal- 
mo 118; pero las principales son dos: juqq (estatuto, ley, decreto), y To- 
rah, de yarah, que en hifil significa mostrar, enseñar, instituir, y equivale 

(1) Lezicon totius latinitatis. 

(2) Etimolog., P. L. 82, col. 130, 199. 


(3) Lib. 6, c. 7, n. 69. 

(4) De legibus, lib. 1, c. 6, n. 19; lib. 9, c. 5, n. 11. 

(5) P. L. 27, col. 681. 

(6) Expos. in Psalt., pg. 118. (Opera omnia. París, 1867; t. 9, p. 341 al fin.) 
(7) Expos. in Psalter. Psal. I. (P. L. 70, col. 29 al fin.) 

(8) Lorin, “Rev. Neo-Schol.", 1925, pg. 199-145; 949-73. 

(9) In Psalter., pg. 118. 

(10) 1-2, q. 90, a. 1. 

(11) 4£ sent, d. 15, q. 2. 

(12) Hist. de Roma, traducida por GARCÍA MORENO. Madrid, 1876; t. 1, c. 5, pg. 121. 
(13) Normae generales Iur Can., t. 1, pg. 122. 

(14) FORCELLINI, GARCÍA MORENO, 1 C. d 

(15) VABSIECH, VOIGT, XII Tablas, 137 y otros. 

(16) De legib. ecclesiasticis, n. 71. Malinas, 1930. 

(17) ESTEPHANO, Thesaurus graecae linguae. París. 
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a nomos y lex; y esta misma significación de enseñar tienen las palabras 
de la misma raíz en el judío-arameo, siríaco y quizá en el arábico sa- 
ria = lex; pero ley positiva, revelada y entregada por Dios mediante su 
profeta (18). 

De las otras lenguas antiguas monosilábicas y de aglutinación, nada 
puedo decir, por carecer de medios para averiguarlo. 


7. CoNcLusióN.—De la etimología latina lege se deduce: 


A) Probablemente su fuerza de obligar en conciencia: 1.” Por la pro- 
babilidad extrínseca de la opinión de Santo Tomás, SAN BUENAVENTURA, 
Escoro y otros muchos escolásticos. 2.” Por la probabilidad intrínseca de 
la misma sentencia, ora sostenga que lex viene de legere o de ligare, lo 
que en estas hipótesis es manifiesto, pues es casi cierto que estas palabras 
provienen o del sánscrito lagh, que tiene la misma significación, o son 
palabras emparentadas entre sí, que proceden de una raíz comün a todas 
ellas. 3." Porque esta era la creencia común en los pueblos antiguos, se- 
gün luego veremos. 

B) De la comparación de todas las etimologías se engendra la con- 
vicción de que todas entrañan la idea de alguna necesidad o fuerza coac- 
tiva, al menos en el fuero externo. De la de ligare o legare no hay más 
que hablar; ni de la de legein = dictar, decir; ni de la de legere en el 
sentido de escoger, elegir; veamos las mismas palabras de Cicerón: 


“Jtaque arbitrantur prudentiam esse legem, cuius et vis sit ut recte facere iu- 
beat, vetet delinquere; eamque rem illi graeco putant nomine a suum cuique tri- 
buendo appellatam, ego nostro a legendo: nam ut illi aequitatis, sic nos delectus 
vim in lege ponimus; et proprium tamen utrumque legis est" (18 bis). 


El delectus, pues, estará en mandar o prohibir entre lo bueno y lo 
malo; lo lícito y lo ilícito; lo permitido, lo que hay que hacer y lo que 
hay que evitar. 

Ahora, si de la etimología latina pasamos a la griega llegamos a la 
misma conclusión. Ya hemos visto la interpretación que a momos daba 
Cicerón; la misma que da PruTARco (19), pues dice que recibió aquella 
denominación de la fuerza y potestad de distribuir equitativamente lo co- 
mún; y la misma que se atribuye a ARISTÓTELES cuando manifiesta que 
la nomos es una norma que está mostrando lo que cada uno debe ha- 


(48) MERE, Introd. in S. Script. lib. Comp. de CORNELY, 10.2 edic. París, 1929; GESENTUS- 
BUHUL, Diccion. 1910, pg. 75; ScERBO, Diccion, hebraico e caldeacio. Firenze, 1919; pg. 95-96. 


(18 bis) De legib., 1. I, c. VI. : : 
(19) Quaestiones convivales, 1. 1, 2, 10. Dipot, Script. graec. Plutarch., t. MI, p. 781. 
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cer; y de ella afirma expresamente que tiene fuerza coactiva por ser una 
norma dictada por la prudencia y la razón. 


Las otras palabras griegas (20), lo mismo que las nórdicas gesetz, le- 
gem, leggen, law, y la sánscrita lagh, lagha, a la letra significan: puesto, 
colocado, ordenado, estatuído de una manera fija; que en el orden moral 
y social ya se entiende lo que esto da a entender: una norma que fija una 
manera determinada de conducta; no dirigiendo, sino imperando. 


Si a primera vista no aparece tan clara la fuerza coactiva de la sen- 
tencia de los que derivan legere de leer, un atento análisis nos lleva al 
mismo resultado a que conducen las otras. Dar una ley entre los roma- 
nos exigía, como se sabe, muchas solemnidades y formalidades religiosas 
y civiles. Ahora bien, ¿para qué todas ellas si no encerraba fuerza alguna 
obligatoria? Una norma meramente directiva la pudiera escribir cualquier 
sabio prudente; no revestiría la forma de contrato entre la magistratura 
y el pueblo; ni exigiría tan esmerada conservación. Se leía al pueblo para 
que la conociera, y, conocida, la observara. 


A idéntica conclusión se llega partiendo de la etimología hebrea torah. 
pues por ser la ley doctrina de Dios, no se propone como meramente teó- 
rica y libre, sino como rigurosamente obligatoria; lo cual consta además 
expresamente en los libros sagrados, que inculcan la obediencia a los pre- 
ceptos en ellos contenidos y a los emanados de los hombres revestidos de 
autoridad (21). 


El Korán se nos ofrece también como doctrina revelada a Mahoma 
por el Arcángel San Gabriel, en que se halla contenida la ley divina posi- 
tiva, cuya observancia se impone con las correspondientes sanciones de 
premios y castigos, no dando lugar a la menor duda sobre su obligato- 
riedad. 


C) Puesto que la misma etimología entraña alguna fuerza coactiva, 
lo más natural es que sea ésta obligación moral; aun en las sentencias en 
que no consta expresamente, corroborándose así la primera sentencia, pues 
la obligación simplemente tal es la obligación moral, 


Veamos ahora en qué concepto tuvieron la ley los pueblos más anti- 
guos, según los documentos de que hasta ahora disponemos. 


(20) Rhetorica. Dinor, Aristot., t. 1, p. 411, 21. 
(919 Deut., IV, V, VI, VIII... 
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LA OBLIGACION DE LA LEY SEGUN LOS PUEBLOS 
ANTIGUOS 


Casi unánimemente la atribuyen todos origen divino, y de consiguiente 
obliga por imposición de Dios; de modo semejante a lo escrito en nuestros 
libros sagrados y en el Korán. 


` 


8. Los hindúes creen estar en posesión de libros inspirados, pareci- 
dos a nuestra Biblia, en muchos de los cuales se contienen leyes, desco- 
llando entre todos el Manava-Deherma-Zastra o Libro de las leyes de 
Manu (22). 

Además de las leyes reveladas, que regulan la conducta de las castas, 
bajando a los más infimos detalles (23), reconocen los indúes otras hu- 
manas positivas, pero autorizadas por las divinas (24). 


Las reveladas no hay duda que obliguen en conciencia, y lo mismo 
hay que decir de las humanas conformes a las reveladas o que no se opo- 
nen a ellas. El rey que las dicta o las eleva a la categoría de leyes es un 
ser divino, dios de la justicia, dios de las riquezas, dios de las aguas y 
soberano señor del firmamento por su poder (25); todo acto del pensa. 
miento, de la palabra o del cuerpo produce un efecto bueno o malo (26); 
de consiguiente, el acto conforme a la ley debe producirlo bueno el con- 
trario malo; insiste mucho en la coacción por el castigo, pero mucho más 
en la justicia (27); la justicia es el único amigo que acompaña al hombre 
después de la muerte (28). El Bracmán, al venir al mundo... soberano 


señor de todos los seres, debe velar por la conservación del tesoro de le- 


yes civiles y religiosas (29). 
9. Entre los semitas cada imperio o región independiente tenían su 


Dios propio, verdadero soberano y señor de los hombres que los forma- 
ban, cuyo vicario, y a la vez sumo sacerdote en la tierra, era el rey co- 


` 


(22) Véase traducido del sánscrito por JosÉ ALEMANY Y BOLUFER. Madrid, 1912. Biblioteca 
Clásica, t. 227; lib: 6 1.5, 1, 61; 107-119, y Espasa. 

(23) Lib. 7.» q 9.9 y en todo el Código. 

(24) Lib. 7.5, 13, 80, 203; lib. 8.5, 3, 41, 164; 12.9, 108, 110, 1; 8.5, 9, 45-46; 12.9, 95, 112, 
113; ete, - 

CENA 

(26) LID 12, 3: 
MODAL 8,0 17. 

(28) Lib. 12.9, 95, 96, 108, 110. 

(29) Lib. 1.9, 95, 103-108. 


i 


— 4) — 


LORENZO. R. SOTILLO, $. i. 


rrespondiente, a quien había predestinado y elegido con un llamamiento 
misterioso; él por sí mismo le había plasmado y elegido con un llama- 
miento en el seno materno; y después, constituído ya rey de hecho, el mis- 
mo Dios le daba también las normas de gobierno. 

Los descubrimientos modernos nos suministran pruebas claras de esto: 
tales son el Código de Hammurabi, el Código de los Sumerios y el de los 
Hititas o Ketutas. 

El Código de Hammurabi, descubierto casi íntegramente en 1901 y 
1902 en tres fragmentos de una gran columna, inscrito con caracteres cu- 
neiformes, inculca en el prólogo de una manera especial su origen divino, 
que hasta nos quiere meter por los ojos, presentándonos en la parte supe- 
rior, sentado en un trono, a Sama, dios del sol, ante el cual se halla de 
pie el rey Hammurabi, atento, según parece, a las instrucciones que el 
dios le está dando. 


El Código de los Sumerios, por los fragmentos hasta ahora hallados, 
sabemos que se intitula: Leyes de la diosa Nisaba y del dios Kami, por 
donde se confiesa su procedencia divina, lo cual se confirma en el a. 7, en 
que se pone pena de muerte contra cualquier raptor o seductor de una 
joven, si los padres de ella rehusan el matrimonio. Decisión del Dios: 
es necesario que muera. 


Del Código de los Hititas no he podido ver sino los artículos que trae 
CHARLES J. JEAN (30), de los que no puedo deducir el origen divino, como 
del de los de Hammurabi y de los Sumerios. Sin embargo, se puede con- 
cluir que eran ambos regímenes poco más o menos del mismo modelo. 
Sobre lo cual da mucha luz el tratado de paz entre Riamashesha (Ram- 
sés II) de Egipto y Khattushili de Katti, en el que se dice: El Decreto 
eterno que el Dios Shamasch y el Dios Teshup han hecho, para el país de 
Egipto y el de Khatti, para establecer la paz y fraternidad y que no haya 
más hostilidad entre ellos, pues los dioses de ambos países hacen la paz 
entre ellos por medio de sus representantes en la tierra; de consiguiente, 
también son los dioses los que rigen ambos imperios, y los gobiernan por 
sus vicarios, y de los dioses provienen las leyes como todo lo demás. 


La Sagrada Escritura confirma estos supuestos con las narraciones de 
doctrinas semejantes acerca de los pueblos que habitan la Palestina y re- 


giones comarcanas, y esto mismo veremos que era común entre los orien- 
tales (31). 


(30) En Milieu Biblique, Avant. J. C. París, 1923. 


(31) A ROBERT el A. TRIBOT, Inslitution Biblique. Roma, 1939; versión del Cod. de Hummu- 
rabi. Roma, 1910; BoscH GIKPERA, Hist. Univer., I, 228. j 
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Estos monumentos de tan remota antigüedad, que algunos parecen 
remontarse a más de dos mil aiios antes de Jesucristo, nos dan testimonio 
de la obligatoriedad moral de las leyes, dadas las creencias de aquellas 
épocas y de aquellos pueblos. 

El hombre está sujeto completamente al dominio de la divinidad, a las 
leyes morales y positivas fijadas por los dioses, por ser su criatura y su 


servidor. La ley humana proclamada por el rey se origina de las prescrip- 


ciones divinas, y su ünico fin es hacer reinar la justicia sobre la tierra. 
Los deberes se extienden a todas las clases sociales, desde el más alto. al 
más humilde, y su violación constituye el pecado, que irrita a los dioses 
que lo castigan. 


IO. En el imperio medo-persa no era menos teocrático el régimen, 
como atestiguan los documentos sobre Ciro y Darío. Del primero relata 
su cilindro sobre la conquista de Babilonia: 


“A Ciro, rey de Elam, le llamó por su nombre (Merodach) para reinar. Yo 
soy Ciro, el rey del Universo, e! gran rey, el poderoso rey... de antiguo linaje 
real, cuyo gobierno aman Bel y Nebo, cuya soberanía tienen por bien en la bon- 
dad de su corazón." 


Del segundo habla la inscripción de Behistum o Bisutum, en las cer- 
canias de Kirimanschach y frontera de Persia: 


“Yo soy Darío, el gran rey, el rey de los reyes, por el poder de Auramazda 
soy yo rey, Auramazda me dió el reino .. Dice Darío rey: estas son las tierras 
que me estuvieron sujetas. Por la gracia de Auramazda fueron mis siervos, me 
traían mucho tributo y lo que yo les mandaba lo ejecutaban día y noche... Por 
la gracia de Auramazda estas tierras fueron conservadas según esta mi ley; como 
les fué mandado por mí, así se hizo. Habla Darío rey: lo que hice me sucedió 


bien por la gracia de Auramazda en todos conceptos” (y lo repite tres veces). 
Y aun más claro en la inscripción sobre el sepulcro: 


“Habla Darío rey: Auramazda cuando vió esta tierra me la dió; yo soy rey 
por la gracia de Auramazda y por El juzgué en derecho la tierra.” 


Pero los reyes persas eran algo más que vicarios de los dioses: una 
vez reyes, eran dioses (32); eran dueños y señores...; en teoría, eran la 
tuente de toda ley y de todo derecho; no eran responsables a nadie ni po- 
dían hacer injuria a nadie (33). Sus decretos eran irrevocables (34). 


(32) HERODOTO, Histor., 1, 3 Cs 118-119; ESTHER, 4, 11. 
(33) Weis, Hist. Univer., 2, 252. 
(34) DANIEL, 6, 15; ESTHER, 4, 19. 
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Fuera de esto, los persas, como es sabido, se gloriaban también de po- 
seer su canon de libros sagrados, en que estaban contenidas las leyes po- 
sitivas divinas reveladas por Auramazda a Zarathustra (Zoroastro), el 
Moisés de los iranios. He aquí unos trozos de la profesión de fe de un 
parsis, tomada del Korda-Avesta: 


“No me aparto de esta ley y he aprendido todos los buenos pensamientos, pa- 
labras y obras, la buena ley .. renuncio a la mala ley. Soy constantemente fe! 
a la ley de Ormuz y de Zoroastro... No tengo duda alguna acerca de la exis- 
tencia de la buena ley mazdeyana.” 


Lo expuesto basta para mostrar la conciencia que se formarían acer- 
ca de la obligatoriedad, tanto de las reveladas por medio de Zoroastro 
como de las promulgadas por medio de sus reyes (35). 


11. Los emperadores de China y Japón eran igualmente vicarios y 
mandatarios de Dios en la tierra para regir por su medio a los hombres; 
eran por antonomasia los hijos del cielo, quien los preparaba mucho an- 
tes de su aparición en la tierra, después de haberlos predestinado para tan 
sublime dignidad. 


De aquí la gran estima y veneración de los antiguos chinos por el em- 
perador; lo reprensible de ellos era precisamente la demasiada dependen- 
cia de la voluntad imper:al. 

Tanto el Estado como la sociedad en general se suponen organizados 
segün normas que tienen su origen en la voluntad divina y en cierto modo 
inalterables (36). 


La obligación de guardar la ley, indudablemente que correspondería 
a tales creencias. 

Más aún debió de ser la veneración de las del Japón, cuyos empera- 
dores descendian por generación directa de la misma divinidad, a los man- 


datos de los cuales obedecían ciegamente y sin reservas (véanse los ci- 
tados). 


12. En el continente africano topamos con el antiquísimo imperio. 
egipcio, por cuyo patrón fué cortado el etiópico. 


En el egipcio, los Faraones eran nada menos que la encarnación de la 


(35) Véase MASPERO, Histoire Ancienne des peuples del Orient, 12 ed. París, 1917; n. 609; 
GAGNOL, Hist. Ancienne. París, 1902; Weis, Hist. Univer., trad. por Ruiz AMADO. Barcelona, 1917; 
11-85 ss.; SCHANZ, Apolog. del Crist., 3.2 ed., trad. de J. VILLAESCUSA. Barcelona, 1913; III. à 

(36) Véase BoscH GIMPERA, Hist. Univer., I, 228; BALBUENA, La Reli. al través de los siglos 


Madrid, 1920; t. 3, 195 ss.; el EXCMO. SR. HosPITAL, Las religiones chinas. Barcelona,. 1905; 
WEIS, I, n. 127. ; 1 ; 
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divinidad en la tierra, que gobernaban según las instrucciones dictadas 
por las estatuas de sus antepasados, elevados a la categoría de dioses (37). 


En el etíope, también las personas reales, mientras duró una antigua 
superchería, eran consideradas como sagradas, elegidas por el mismo Dios 
mediante una señal dada por su estatua ante la asamblea convocada para 
su elección. 

Déjase, pues, entender en qué concepto tendrían los egipcios y los 
etiopes las disposiciones emanadas de sus reyes (38). 

Otro de los famosos estados de la antigúedad fué el cartaginés, cuya 
historia yace en su casi totalidad bajo sus ruinas; a nosotros ya se nos 
presenta bajo la forma republicana más perfecta, según Aristóteles, por 
su constitución. 

De su legislación apenas sabemos nada, y sólo por conjeturas pode- 
mos concluir algo sobre su valor en conciencia. 

Hay abundantes testimonios históricos y monumentos arqueológicos 
que testifican la mucha religiosidad de los cartagineses, pues no hacian 
nada importante sin antes haber invocado la protección de los dioses y 
haberles ofrecido sacrificio; de consiguiente, debían tener mucho respeto 
a los mayores y a sus preceptos, leyes y disposiciones (39). 

I3. AMÉRICA.—AÁntes de examinar la vieja Europa vamos a remon- 
tar el Océano y ponernos en contacto con la antigúedad americana. Sólo 
nos fijaremos en Méjico y Perú. 

Está hoy fuera de duda la existencia de antiquisimos imperios ame- 
ricanos con civilizaciones algo semejantes a las de los viejos continentes: 
con su arte propio, lenguas, costumbres y derechos peculiares. 


14. Mfjico.—Cuando llegaron los españoles los encontraron con un 
grado relativo de civilización. 

Por lo que a nosotros nos interesa, quedan algunos códices con restos 
de su legislación penal. Había, sin duda, un derecho consuetudinario, la 
jurisprudencia constituía ley, existían códigos. ¿Cuál era su fuerza obli- 
gatoria? 

Parece cierto que tenian nociones de Dios y de la otra vida y que en 
la antigiiedad se acercaban mas al monoteismo, como todas las religio- 
nes; consta que los emperadores, reyes, jefes y caciques presumian des- 
cender de los dioses, y que, al menos los mas célebres de sus ascendientes, 


. (37) El que desee ver curiosos detalles lea a VIRREY, La Religion d'ancienne Egipte. Pa- 


ris, 1910. 
(38) Véase también los autores citados arriba sobre China y Japón y a Espasa. 


(39) Véase Espasa; ARISTOT., Polit., lib. 2, c. 8 (11); Tiro Livio, lib. 16, c. 3 ss. 
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habían sido divinizados, les habían erigido templos y les tributaban culto; . 
consta que los emperadores y reyes eran asimismo sumos sacerdotes y 
vicarios de los dioses en la tierra, eran consagrados con rito solemne, es- 
pecial; el gobierno parece haber sido teocrático y despótico; los sübditos 
eran sumamente supersticiosos y determinaban su conducta más por el 
temor a las penas de la otra vida y de esta que por vías legales debian 
tener para ellos gran autoridad moral. Además, la perfecta organización 
y funcionamiento de los tribunales en la administración de justicia, se- 
gün nos los describen nuestros primeros historiadores, lo confirman pal- 
mariamente (40). 


15. Perú.—Del Perú tenemos noticias más expresas y completas. 
Era un imperio teocrático, absoluto, despótico; pero dicen que verdade- 
ramente paternal. El Derecho se fundaba en las antiguas instituciones del 
clan y en la voluntad del soberano, como revelador de las disposiciones 
de su padre el sol. Las leyes eran pocas y sumamente severas, como ema- 
nadas del soberano que tenía una misión divina, eran divinas; por esta 
razón violar la ley no era tan sólo insultar la majestad real, sino cometer 
un sacrilegio. Asi considerado, el delito merecia la pena de muerte. Los 
tribunales estaban también organizados, y si guardaban las leyes proce- 
sales, tenían que funcionar de modo apto para administrar bien la jus- 
ticia. Todo lo cual constituye un argumento concluyente en favor de la 
obligación de las leyes en conciencia (41). 


16. TRIBUS PRIMITIVAS.—Acerca de la legislación de los pueblos 
considerados hoy por muchos como los primitivos, v. gr., los negritos y 
los habitantes del centro del Africa y en algunos de los extremos de to- 
dos los continentes, nada se puede decir aún con certeza, por sernos des- 
conocidos muchos pormenores de sus costumbres y vida íntima. Tal vez 
nos reserven muchas sorpresas en este terreno, como las que se han lle- 
vado ya los investigadores en el campo religioso. 

De lo que hoy conocemos no sería temerario asentar que las normas 
de conducta consuetudinarias por que se rigen y las dictadas por los an- 
cianos, jefes de las tribus o caudillos elegidos para hacer la guerra, em- 


(40) Véase Cuevas, Histo. de la Igl. de Méjico, t. I; Evolución social, por varios autores. 
Méjico, COE UR Memoriales, manuscrito, de la colección del Sn. D. JoAQUIN GARCÍA (CA- 
BALZETA), publicado por Luis GARCÍA PIMENTEL. Méjico, Par., Madr., 1903; > 
fico. Madrid, 1851. i ; MEER 

(41) Véanse PRESCOTT, Hist. de la conq. del Perú. Madrid, 1851; Cappa, S. I., Estudios cri- 
ticos acerca de la dominación española en América, t. 2, Madrid, 1880, y GARCILASO, 1, 16; Ruiz 
AGUERO, El Perú histórico y artístico. Santander, 1921; Espasa; AcosTA, Histor. natura y mor de 


las Indias, 11, lib. V, c. 63, lib. IV, c. 18; Coño, Histor. del N ; 
d mr 5 l Nuevo Mundo. EM 1895; t. IV, 
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prender obras de mucha monta o para ser gobernados por ellos, al me- 
nos en determinadas situaciones sociales, son para ellos obligatorias en 
conciencia, pues el Ser supremo, dotado, según ellos, de todos o casi to- 
dos los atributos que los católicos en El reconocemos, manda, conforme 
a sus peculiares creencias, obedecer a los superiores legítimos, premia las 
acciones buenas y castiga las malas en este mundo y en el otro; y es ma- 
nifiesto que entre las buenas han de contarse necesariamente las que se 
ajustan a las normas de aquellas sociedades rudimentarias; y entre las 
malas, las opuestas a ellas (42). 

Resumido ya lo que sabemos y puede deducirse acerca del valor obli- 
gatorio de las principales leyes hasta ahora conocidas, que existieron an- 
tiguamente en los continentes asiático, africano y americano, comencemos 
a inquirir de igual manera sobre las que regularon la vida en los pueblos 
de Europa. 


17. Entre los germanos se conoce muy poco; la principal fuente de 
derecho era la costumbre y la asamblea general. Ahora bien; como ésta 
era un acto sagrado del cual salía la ley mediante un como contrato entre 
el principe y el pueblo semejante al romano, el cual contrato era también 
sagrado, la ley debía considerarse también como algo sagrada. Otro in- 
dico es que los germanos solían dirimir todos sus litigios por las armas, 
porque creían que al vencedor era a quien ayudaban los dioses, por ser 
quien tenía el derecho; luego es que tenían también el derecho como cosa 
sagrada y obligatoria, y es sabido que el derecho o es la ley o nace de la 


ley (43). 
18. ENTRE Los CELTAS.—De los españoles no sabemos nada respecto 
a su legislación, tal vez futuros descubrimientos revelen algo en cuanto a 
ella a los venideros. Espasa dice que consideraban al rey o jefe de clan 
revestidos de un carácter divino. ESTRABÓN 3, 1, Ó afirma de los turde- 
tanos que tenían leyes en forma métrica de muchísima antigúedad (44) 
De los celtas galos dice César que tenían jura et leges, lo cual en boca 


de un romano designa leyes escritas, y además, mores citatis o derecho 
consuetudinario. Existían entre ellos tribunales de justicia, descollando 


(42) Véanse, entre muchos, BARANDIARÁN, Breve hist. del hombre primitivo (extracto del 
Anuario de Eusko-Folklore, XI, 1931, Las culturas primitivas, pag. 129 y sigs.; P. GUILLERMO 
ECHMIDT, Manual de Historia comparada de las religiones (Madrid, 1932), págs. 279 y sigs. 

(43) Véase Tácito, De origine, vita, moribus ac populis Germaniae; BOSCH GIMPERA, 2, 
496 y sigs.; WEIS, 4, 16 y sigs. GIUDICE, Diritto penale germ. risp. all. Italia, Roma, 1905; 
ERNST BONIGHAW, Christus, París, 1927. 

-(44) BALLESTEROS, Hist. de Españ., 1.°, Barc., 1919; PERICOT, Hist. de España, Barc., 1934, 
400 y sigs.; MENENDEZ PiGAL, Hist. de España, t. 11; TORRES, Hist. del Der. español, 2.2 edic. 


Salamanca, 1935-36. 
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sobre todos el como Supremo de los druidas, al que debían sujetarse to- 
dos sin excepción, so pena de entredicho religioso, que llevaban también 
la interdición civil, pena gravísima. 

Son señales de la obligatoriedad moral, que el tribunal de los druidas 
se erigía en lugar sagrado, constituído por personas tenidas por sagradas; 
que las penas eran sagradas; que se hacían cumplir y eran cumplidas con 
todo rigor. Sus sentencias o interpretaban leyes preexistentes o consti- 
tuían ellas mismas ley; lo cual supone que eran moralmente obligatorias 

En cuanto a los celtas britanos, consta que eran regidos por leyes de 
mucha equidad, establecidas por hombres venerados como descendientes 
de los dioses y divinizados después. Estas, pues, deberían ser respetadas 
y obedecidas religiosamente, dada la probidad y religiosidad de los irlan- 


deses (45). 

19. Los cRrEGOs.—Los griegos y romanos son los que más sobre- 
salen por su civilización, y de consiguiente por sus instituciones jurídicas 
de la antigüedad. 

Sobre los primeros hay mucha literatura; me contentaré con indicar 
algunos autores, pues todos los historiadores tratan de ellos (46). 

Antes de los tiempos históricos existieron los tiempos de los héroes, 
dioses o descendientes de los dioses, de las monarquías patriarcales y go- 
biernos teocráticos, reinando una tradición universal de que del cielo re- 
cibieron los reyes las insignias reales, la potestad y las leyes: 


No debemos aquí ser todos reyes, 
El gobierno de muchos nunca es bueno, 
Uno debe mandar tan solamente. ` 
Un solo rey tiene en sus manos 
El cetro que le ha puesto el gran Saturno, 
Dándole facultad de formar leyes, 
Y al hombre la justicia merecida. 
A éste la obediencia es muy debida (47). 
Juro vuelvo a decir que este cetro 
Que en manos de los reyes puso Jove, 


Como símbolo fiel de la justicia... (48). 


(45) Para los galos y británicos pueden consultarse: COULANGES, CARNILLE, Histoire des 
institutions politiques de UVancienne France, La Gaule rom., 5.8 edic. París, 1999; Wers, III, 
514; GAESAR, Comm. de Bello Gallico; Espasa, Celtas Druidas; JHON MAC. NEVILLE, prof. de 
histoire ancienne d'Irlanda, Dublín; CuimTrUs, Manual de la histoire des religions. París, 1997. 

(46) Duruy, Hist. griega, 5.2 edic. traducido por URRABIETA, París, 1891; GAGNOL, Cours 
d'histoire, Histoire ancienne, París, 1902; DANIEL-MA, Abregé Chronologique d'Histoire Uni- 
verselle, París, 1899; SAGER, 5.8 edic.; traduc. por OTAÑÓN, Madrid, 1893; GALVEZ, Hist. de 
Grecia, Madrid, 1894; ZABALA, Hist. Univ., Madrid, 1920; SyYnoños, Hist. de la civiliz. griega 
París; BOsCH-GIMPERA, Obra citada; JENOPHONTES, edic. Didot. Opera graeca et latina; Demos 


tenes, Op. gr. et lat.; ESPASA, t. 26, Madrid, 1929; PLUTARCHUS Vitae; ARISTÓTELES, P i 
, 3 , , , 3 olític A 
(47) HERMOSILLA, Ilíada, lib. 2, 204-206 < ‘ 5 e 


(48) Palabras de Aquiles, 1, 1. 
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A. Cécrope (1980 a. de J. C.) se atribuye haber civilizado Atica, las 
leyes del matrimonio, los ritos fúnebres y el Areópago, que evita las vio- 
lencias con fallos injustos. 


20. CRETA.—La leyenda cuenta que las famosas leyes de Creta, ce- 
lebradas por todos y consideradas como las más antiguas, fueron dicta- 
das por Jove a Minos, descendiente de los dioses: 


“Escriben Platón, Aristóteles y Eforo que Minos fué durante nueve años al 
antro de Jove, donde recibió de éste las leyes, y que Licurgo las aprendió tam- 
bién de Apolo; Chamaleo, en las obras De ebrietate, y Aristóteles, en la de 
Repbl. locror., consignaron que Zaleuco había recibido de Minerva las leyes de 
los Locrios” (49). 


Y así es la verdad, que pueden comprobar los que lean a Platón y a 
Aristóteles, que expresamente lo manifiestan unas veces, y otras aluden 
a esas creencias. 

Mientras estas leyes, pues, durasen en las correspondientes sociedades, 
los miembros de ellas las guardarán como divinas y obligatorias. 


21. LEGISLACIÓN DE EsPARTA.—Es quizás la que alcanzó más cele- 
bridad y mayor duración entre los griegos. La brevedad de este trabajo 
no me permite descender a detalles; queden éstos para otro más extenso; 
nada más me fijaré en la obligatoriedad (50). 

Tienen muchos puntos flacos, según ya notó ARISTÓTELES (51); y los 
historiadores no d:simulan la corrupción de Esparta. 

Algunas disposiciones son abiertamente contra el derecho natural y 
divino, y éstas objetivamente no podrían por tanto obligar en conciencia: 
pero subjetivamente, dadas las tinieblas y sombras de muerte en que es- 
taban sumergidos aquellos infelices paganos, hay razones poderosas que 
persuaden que a ellos deberían parecerles obligatorias en el fuero interno 

Los historiadores indican que fueron guardadas durante largos siglos. 
Cuentan que Licurgo los hizo jurar su obligación, al menos durante su 
ausencia; y que no volvió jamás a Esparta, para no dar ocasión con su 
regreso a que se consideraran desligados del juramento y dejaran de guar- 
darlas; y que a este fin mandó arrojar al mar sus cenizas. 


(49) CLEMENTE ALEJANDRINO, Stromata, l. €., 26; MIGNE, Patrol. Graeca, 8, 918; ARISTOT., 


Fragmento, n. 156; ARISTOT, Opera, IV, 296. 
(50) Ya hemos visto lo que escribe con mucha verdad CLEMENTE ALEJANDRINO, y que con- 


firman muchos otros historiadores y escritores griegos, v. gr., PLUTARCO, Vitae, t. I, 9.2 edic.; 
Dipot, Polit. Reliquiae, 1. X, c. 2, n. 810; JENOFONTE, Lacedaemonior, reip., c. 10, in fine 
(Dipor, pág. 686), Apolog. de Sócrat. 1. e. 612, etc. 
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Teníanse dictadas por Apolo, formuladas por Licurgo, descend:ente 
de Hércules, y al cual la Pitonisa no sabía si llamar hombre o dios; ga- 
rantizadas por el oráculo con la fe y la palabra solemne de Apolo de que 
si eran guardadas, el estado espartano ilegaría a ser el mejor y el más fe- 
liz; sellada la promesa de guardarlas con el juramento sagrado. 


No sin razón indica JENOFONTE c. 8, que se las entregó juzgando que 
si no obedecían, no sólo habían de pecar contra ellas, sino contra la piedad; 
lo que era considerado como un sacrilegio. 


Además, los espartanos computaban como-sumamente glorioso obede- 
cer las leyes y honrar a sus magistrados; deificaron a Licurgo y le edifi- 
caron un templo como a uno de sus dioses. 


22. LEYES DE ATENAS.—Preponderaron las de Solón más o menos 
modificadas por los que le sucedieron. Los textos de leyes conocidas han 
sido recogidas por TELLY en un Corpus juris attici en 1867; complemen- 
tado por la Constitución de Atenas de Aristóteles. 


Respecto a su obligatoriedad, he aquí los datos en que podemos fun- 
darnos: segün PruTARCO (c. 16), recibió plenos poderes Solón para legis- 
lar, lo mismo sobre Derecho püblico que privado, obligándose los atenien- 
ses de antemano a recibirlas y, por consiguiente, a guardarlas. 


Después de haberlas redactado y publicado se comprometieron a guar- 
darlas por cien años, al menos según Plutarco, o por diez, según Hero- 
doto, obligándose a ello por juramento; el oráculo le había alabado públi- 
camente: “In media residens, ege, navem dirige clavo; multi cecropidum 
tua fide cepta iuvabunt.” Dracon, que le había precedido, sostenía que la 
más leve violación de la ley merecía la pena de muerte, porque no había 
otra pena mayor; lo cual no tiene otra explicación sino la que ya hemos 
visto que daban los peruanos, que era un pecado más contra D:os que con- 
tra la ley y los gobernantes; los filósofos y oradores, como luego veremos, 
sentían que obligaban moralmente; luego es de creer que así serían las 
convicciones de todas las personas de sano juicio. 


De la legislación de los macedonios poco o nada sabemos. 


23. LEYES DE Roma.—También los tiempos primitivos de Italia se 
hallan envueltos en la niebla del misterio. A los fundadores de Roma se 
los cree hijos de los dioses y se los venera como dioses. Numa recibe de 
la diosa Egerica las famosas instituciones religioso-sociales. 


Dejando para la historia del Derecho romano los pormenores de ella, 
pongamos muestra atención en la fuerza obligatoria del mismo, limitán- 
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donos por ahora a la época monárquica y republicana antes de cundir la 
desmoral'zación de los últimos períodos (52). 

Los historiadores de Roma se han fijado en que el pueblo romano era 
profundamente religioso y supersticioso (53). 


“La religión—dice HINOJOSA aduciendo a IHERING—se nos presenta entre 
los romanos como compañera inseparable de toda institución importante, de todo 
vínculo interior y exterior del Estado, de toda dignidad poseída, de toda resolu- 
ción importante en la vida pública y privada.” 


Y Duruy (54): 


“La religión, poniendo al servicio divino de los dioses todos los actos de la 
vida, nutriendo la superstición a causa de la frecuente intervención de los dioses, 
multiplicaba también los lazos que ligan al ciudadano con el Estado y con sus 
instituciones. Entre los antiguos todo estaba vinculado a la religión: el arte, los 

1 2T ga oye ” 
placeres, la vida pública, la familia y el Estado... 


Todo lo cual confirma CICERÓN (55) por boca de Lucilio: 


“Et si conferre volumus nostra cum externis, ceteris rebus aut pares aut etiam 
inferiores reperiemur; religione, hoc est, cultu deorum, multo superiores.” 


E insiste en otros lugares en lo mismo. 

Ahora bien; si la religión informaba toda la idea en todos sus actos 
y aspectos, no la vamos a excluir de las leyes, de la constitución de éstas 
con su cumplimiento. 

No las daban sin haber explorado antes si debian de ser del agrado 
de los dioses y de su voluntad; los dioses, por tanto, querían su observan- 
cia, puesto que para guardarlas se daban; la violación, por tanto, debía de 
desagradarles, lo que es igual a la obligación en conciencia. 


El Estado y la religión eran todo uno, afirma Duruy; luego el que des- 
obedecía al Estado desobedecía a la religión; y ya se ve que quienes des- 
obedecen a las leyes desobedecen al Estado. 

El interpretar la ley constituía ya un sacrilegio; a fortiori, pues, lo cons- 
tituía el quebrarla. 


(52) ‘Abunda la literatura sobre el Derecho romano; sólo citaré para mi designio: 
MOMMSEN, Hist. de Roma, traduc. por GARCÍA MORENO, Madrid, 1876; Duruy, Historia romana, 
91 edic., París, 1901; ZABALA, Hist. Univ., Madrid, 1920; SERAFINI-TRIAS, Instit. de Der, Rom. 
7.a edic., Barcelona; BLANCHET, Hist. roman., París, 1912; BoscH-GUMPERA, Hist. Univ., Bar- 
celona, 1935; Hinojosa, Hist. del Der. Rom,, Madrid, 1880, etc. 

(53) Así HINOJOSA, 18, n. 54; SIGNOBUS, 240; BLANCHET, 49. 

(54) L. 1, pág. 8, y en el Compendio n. 40. 


(55) De Natura deor. I, 2, c. / 
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En el sueño de Escipión, a los violadores de los jura deorum et ho- 
minum se les condena a trabajosas transmigraciones después de la muerte. 


“La religiosidad preparaba al ciudadano para que el respeto de la regla del 
templo inspirase largo tiempo el respeto a la ley del foro” (Duruy). 


Además, entre ellos no era raro obligarse a guardar las leyes con ju- 
ramento. 

24. Concrusión.—De esta ligera excursión por los campos de las 
legislaciones antiguas resulta clara la pretensión de los pueblos; la cual 
se acentüa más cuanto más nos acercamos a los más primitivos, de que 
sus legisladores proceden de los dioses y que sus leyes les han sido dic- 
tadas y comunicadas por éstos. Esta pretensión existe, como hemos visto, 
en las civilizaciones restantes de todos los continentes. 

¿Qué indicará semejante creencia tan universal? No hay error sin su- 
poner alguna verdad, ni leyenda sin un núcleo verdadero. ¿Cuál será la 
verdad y el núcleo verdadero en nuestro caso? La posibilidad, sin duda, 
de la comunicación de la divinidad con los hombres; las revelaciones pri- 
mitivas más o menos deformadas de la creación, redención y encarnación; 
y estas mismas tradiciones, juntas y unidas a la razón natural sobre el 
origen de la sociedad y la procedencia divina de la autoridad y de que Dios 
tiene Providencia y gobierna a los hombres por medio de sus vicarios en 
la tierra, que son los que ejercen el poder y dan las leyes y el valor moral 
de éstas. 


III 


EL VALOR DE LA LEY ENTRE LOS FILOSOFOS ANTIGUOS 
A. Los FILÓSOFOS GRIEGOS 


Hasta ahora hemos recogido muchas tradiciones sobre el origen di-. 
vino de los hombres y de las leyes, consignadas en los monumentos que 
nos quedan del mundo antiguo. Estas abundan en los poetas y en casi 
toda clase de escritores. 


25. ENTRE Los PoETAs.—Conocidísimo es aquel lugar de Hesio- 
no (56): 


(56) Opera et dies, n. 274. 
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“O Persa, tu vero in animo repone tuo, et quidem justitiae obtempera, violen- 
tiae obliviscere omnino. Hanc enim hominibus legem imposuit Saturnus: piscibus 
quidem et feris et avibus volucribus ut devorent se mutuo, quoniam nom justitia 
est inter eos; hominibus autem dedit justitiam, quae multo optima est. Si enim 
quis velit justa profiteri cognoscens ei opus dat late videns Jupiter." 


Las odas de Pinparo y los versos de los otros poetas a cada paso 
están aludiendo a los orígenes divinos de los hombres, de los héroes, del 
poder, de las leyes, de las instituciones. Estos son dones del cielo, como 
todas las cosas para uso del género humano. 

Cosa semejante nos van a mostrar los filósofos, que nos ofrecen una 
m:es abundantisima, pero de la que no respigaremos sino unos cuantos 
testimonios. 


26. ESCUELA PITAGÓRICA.—Era para ésta un lema obedecer a las 
leyes: Legibus opem ferendam; inquitatem debellandam (57): 


"Erat apud eos perpetua cohortatio escribe JAMBLICO: legi opem ferendam et 
quidqui legi adversatur propulsandum esse" (58). 

"Praeterea, de deo, de daemoniis et de heroibus religiose et bene sentiendum; 
denique legi succurrendum, licentiamque propulsandam esse" (59). Y en el Philo- 
sophor. reliquiae (60), se afirma de ellos que 

"cunctos oportet legibus obedire principes revereri üsque cedere et imperata 
facere; siquidem post Deos et genios ét heroes, proximis honoribus aficientur pa- 
rentes, leges ac principes apud homines cordatos et ad incolumnitatem pervenire 
cupientes." 


Y hasta tal punto llegaba este respeto y obediencia a la ley, que no te- 
nían reparo en pedir la pena de muerte para el que se atreviese a solicitar 
la abrogación de una ley y le fuese negada (61): 


"Quod si quis volet leges constitutas abrogare vel novam facere; is collo in 
laqueum inserto, de lege verba ad multitudinem faciat, ao si, ferente suffragia po- 
pulo, vetus illa lex antiquata videatur, aut ea quae rogatur bona esse, indemnis 
evadat; contra si prior lex melius se habere videatur, aut nova de qua agitur 
iniusta, isque rescindit vel rogat legem, laqueo adducto moriatur." 


Y ;por qué este respeto tan grande y esta obediencia tan rigurosa y 
tan frecuentemente inculcada? Porque juzgaban la sociedad impuesta por 
la Naturaleza como necesaria al hombre para obtener en ella la perfec- 


(57) 
75.058) 
n. 223. 
(59) 
(60) 
(61) 


Sententiae pythagoreorum, n. 41; Fragmenta philosoph. (Didot, t. I, 502.) 
JAMBLICO, De pythagor. vita, c. 33; DIÓGENES LÁERT, Philosophor. vitae, Appendix 73, 


En el c. 22. 
I, pág. 542. 
Frag. pág. 543. 
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ción y la virtud; todo lo cual es imposible sin leyes y sin la observancia 
de ellas (62). 


Por eso, para conseguir estos fines intentados por la Naturaleza, y se- 
gún la voluntad de los dioses, las leyes debían obligar moralmente; con- 
clusiones que no sólo se deducen de tales premisas, sino que se encuentran 
expresadas claramente en las doctrinas pitagóricas, como puede ver quien 
quiera en los fragmentos que de ellas nos restan. Nada más indicaré tal 
cuál testimonio: 


“Post deos vero et homines maximam parentum et legum rationem habere, 
itaque his non simulate, sed ex animo esse obsequendum (63). Sed maxima scelera 
putantur deorum contemptio voluntaria parentum vexatio, principum legumque 
negligentia et voluntaria omnia in iustitiae illata" (64). 


De aquí el inculcar con tanta insistencia que debían educarse los niños 
en esa disciplina (65). ; 


Nótese este interesantísimo pasaje en Pythagoreorum philosophorum 
reliquiae (66): 


"Rex ille fuerit qui justissimus est, justissimus autem qui legum observantis- 
simus. Nam sine justitia rex esse nullus potest, neque sine lege justitia. Iustum 
enim in lege cernitur, quae justi est causa, rex autem vel lex est animata vel legi- 
timus princeps; ideoque justissimus et legum observantissimus.”—Pág. 535: “Ha- 
bent enim dii quoque tales affectiones et praecipue omnium imperator lupiter; 
sic quidem hic venerabilis quidem est honorandus propter excellentiam et magni- 
tudinem virtutis; benigne vero propterea quod beneficus sit et bonorum largitor, 
ut etiam ab ionico poeta dicitur esse "hominum pater atque deorum; formidabilis 
denique, quoniam injustos puniat, omniumque rex ac dominus sit: fulmen enim 
manibus gestat." 


{ 


Júpiter es temible, porque castiga a los injustos.. Estos son los quebran- 
tadores de las leyes; porque sin ley no hay justicia. Iustum enim in lege 


cernitur, quae justi est causa, lo cual no se concibe si la ley no obliga en 
conciencia. 


Y se confirma con esto que dice en la página 536: Imitator ergo et 
minister legitimus dei vir sapiens et rex erit. 


(62) DipYMr, Epitome, sive lib. de philosophorum scitis, Fragm. II, 100, ss.; lib. de Fe- 
licitate, HIPPODAM, THURIO, Moralia pithagor.. Fragmenta, Frag. II, pág. 10 ss. 


(63) JAMBLICO, l. c. 


(64) PHITAGOR., Philosophor. reliquiae, 1. c., 541. 
(65) Frag. II, 1. c. 
(66) Dipor, frag. I, 351, 2. 
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27. Los soristas.—Son una prueba más de la doctrina dominante 
en las sociedades griegas de aquellos tiempos y que no lograron conmover 
con sus sofismas. 


“Por ley general—escribe Espasa—, los sofistas veían en todas las leyes. so- 
ciales y dictados de la razón práctica algo convencional y arbitrario de los poderes 
constituídos para mejor dominar el pueblo. Esto equivalía a quitar toda fuerza 
a la ley, toda base a la moral, como dice un historiador, y sancionar de antemano 
todas las rebeldías y todas las inmoralidades.” - 


Pero no se contentaban con rechazar la ley civil indirectamente, sino 
que se esforzaban también en combatirla directamente. 

La ley, tirano de los hombres, opone su férula a la naturaleza, decía 
HvyPias (67). Y lo mismo Cacrcrzs (68): 


“Tremenda cosa es que la naturaleza y la ley se contradigan.” Y después de 
mostrar las contradicciones que él cree ver, y abogar por la ley del más fuerte, 
termina: "Y ¿cómo no había de ser este hombre desgraciado, si por escuchar a la 
moral y a la justicia o a la templanza no pudiera dar más a sus amigos que a 
sus enemigos, y todo ello en su propia ciudad en que es amo?... La vida fácil, 
la intemperancia, la licencia, cuando se ven favorecidas, constituyen la virtud y la 
felicidad; lo demás, todas estas fantasmasgorías que se apoyan en convenciones 
humanas, contrarias a la naturaleza, no son en definitiva sino tonterías y no- 


nadas." 


Es el puro positivismo y escepticismo de todos los tiempos (69). 

28. SócRATEs.—Los sofistas, con sus argumentos de relumbrón, no 
dejarían de causar daño en no pocos; pero, sin embargo, no consiguieron 
ahogar las semillas sembradas por Pitágoras y su escuela, sino que éstas 
continuaron germinando en la escuela socrática, en que tuvieron notable 
desarrollo, lo mismo que en las de sus sucesores, primeramente y princi- 
palmente en la académica y peripatética. 


"Sócrates, escribe con razón del Vecchio, enseña a respetar las leyes que los 
sofistas enseñaron a despreciar; y no sólo las leyes escritas, sino también aquellas 
que, aunque no escritas, valen para todos igualmente y son puestas en los hom- 
bres para los dioses... La obediencia a las leyes del Estado es... para Sócrates 
un deber siempre y para todo caso. El buen ciudadano debe seguir aun las leyes 
malas, para no estimular al mal ciudadano a viciar las buenas, y para no des- 
truir o menoscabar la ordenación que constituye la base del Estado, al cual tan- 


tísimo debe el hombre.” 


(67) En el Diálogo Pitágoras (traduc. de BERGUA, pág. 82). 


(68) En el de Georgias, lib. c., 201: 
(69) Quien quiera conocer más detalles, vea: JENOFONTE, SÓCRATES, ARISTÓTELES y PLA- 


TÓN a cada paso; DEL VECCHIO, Filosofía del Derecha, trad. por RECASENS. Barcelona, 1930; 
DoMÍiNGUEZ, Hist. de la filos., 3.* edic., Santander, 1936, pág. 34, etc. 
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Con pena me veo precisado a omitir pasajes hermosísimos para ce- 
üirme a los más indispensables; remito a los lectores a las obras de JENO- 
FONTE Memorabilia y a todas las de PLATÓN y de los más historiadores 
griegos. Los panegíricos son tales, que, a darles fe ciega, sólo faltaría ca- 
nonizarlos. 

No nos ha legado la antigüedad ningún escrito de SÓGRATES; pero de 
lo que de él dicen sus discípulos predilectos, Jenofonte y Platón, consta 
manifiestamente que sustentaba la obligatoriedad moral de las leyes civiles. 

Esto hay que concluir de su vida virtuosa: Identificaba el obrar Jus- 
tamente con el cumplir las leyes y el obrar injustamente con el violarlas, 
lo justo con lo legítimo; de consiguiente, la observancia con la virtud, la 
violación con el vicio y el pecado; interpretaba la ley existente en toda la 
Grecia: que los ciudadanos jurasen vivir en concordia o proceder concor- 
des en que habían de convenir todos en la observancia de las leyes; la vio- 
lación, por tanto, de éstas constituía para él un sacrilegio; el poder de le- 
gislar y de gobernar es un don de los dioses; el obedecer, por consiguiente, 
es conforme a la voluntad de éstos; el desobedecer tiene que desagradar- 
les; a los dioses también place que lo justo sea legítimo. Luego éstos han 
de premiar a los observantes, castigar a los injustos; pues ellos han de re- 
compensar a cada uno según sus obras. Murió por no quebrantar una ley 
humana. 

Veráse más claramente su mente al tratar de Platón, pues es de su- 
poner que la doctrina que le atribuye sea la suya (de Sócrates). 


29. PLaTÓN.—Constriñéndome exclusivamente a su mente sobre la 
obligatoriedad de las leyes, no hay duda que establece expresamente que 
las divinas obligan en conciencia: “La justicia le sigue siempre dispuesta 
a castigar a los infractores de la ley divina” (70). 

Tampoco, a mi juicio, puede caber duda de que siente lo mismo res- 
pecto a las leyes humanas justas. Para él, el fin de la ley es la virtud en 
toda su extensión (71); guardar la ley, que debe ser el dictamen de la recta 
razón, es practicar la virtud y obrar bien; quebrarla es obrar mal. 


“El buen sentido—copio sus palabras—nos dice que es nuestro deber no obe- 
decer sino a uno de estos dos cordones, seguir su decisión y resistir fuertemente a 
todos los otros (los de las pasiones); este cordón no es otro que el cordón de oro 
de la razón, llamado la ley comün del Estado." 

: "El hombre temperante es amigo de Dios, y lo mismo se diga del que prac- 
tica las otras virtudes; el que se porta al contrario le es enteramente opuesto a 


(70) Leyes, lib. 4. 
(71) Leyes, 16, 4.* 
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Dios y, por lo mismo, injusto; pero el que no guarda las leyes, en el supuesto 
suyo, es el que se porta al contrario; luego es enteramente opuesto a Dios” (72). 


Pero donde aparece diáfana la mente de PLATÓN sobre este punto, su- 
poniendo, como es de suponer, que es la misma de SÓCRATES, es en el Diá- 
logo Critón. Entre la ley y el sujeto pasivo de la misma hay un casi con- 
trato; en virtud del cual aquél se obliga a cumplirla, aunque le sea one: 
rosa y nociva; tiene el súbdito libertad para abandonar el suelo patrio y 
hacerse súbdito de otra nación; pero en tanto no lo verifique, debe soportar 
el vínculo que le encadena a la norma jurídica. 

El súbdito debe mayor reverencia y obediencia a las leyes patrias que 
a sus mismos padres; nace esclavo de las leyes; no le es lícito volverse 
contra ellas; como no le es permitido levantarse contra los autores de sus 
días, aunque le traten injustamente. El cumplidor de las leyes humanas y 
divinas puede morir tranquilo, porque éstas le darán buena acogida a su 
llegada al Hades; al contrario, el menospreciador y quebrantador de las 
reglas normativas de su ciudad tiene mucho que temblar, al arribar a aque- 
llas mansiones, del recibimiento que le dispensarán las compañeras y her- 
manas de las quebrantadas aquí (73). 


30. ARISTÓTELEs.— Tal vez una lectura más completa, atenta y re- 
posada de las obras, que hasta ahora no me ha sido posible, me dé a co- 
nocer el pensamiento de ARISTÓTELES acerca del valor moral de las leyes; 
hasta el presente no he hallado en él una expresión tan manifiesta come 
en los pitagóricos, en Sócrates y en Platón, Sin embargo, de las premisas 
que el Estagirita establece se llega a las mismas conclusiones que aquéllos 
expresamente formularon. 

Para él la sociedad se impone al hombre por un imperativo de la na- 
turaleza; la sociedad no puede subsistir sin leyes, tanto naturales como po- 
sitivas; las cuales, si no se guardan, es lo mismo que si no existiesen; luego 
la leyes deben cumplirse por el imperativo de la naturaleza, es decir, de 
Dios, que así lo creó y lo quiere; luego el no observarlas es contra la 
voluntad de Dios (74). 

En la sociedad la ley debe ser el único y verdadero soberano, a quien 
se han de someter todos: los gobernantes y los gobernados. 


(72) De la nota 10 al lib. 16, 3.2 De Legibus, de CICERÓN. Opera Omnia. Edic. BOUILLET, 
vol. 5, 9. 13, pág. 791. 

(73) "Enim vero omnes de omnibus ita cogitare hominibus oportet eum qui non servierit, 
dignum laudee dominum numquam fore, ac magis cuipiam gloriandum quod bene servierit, 
quam quod bene imperaverit, primum legibus, quasi idem hoc sit quod Deo servire; deinde 
omnibus et his qui honeste vitam egerint." 

(74) Política, lib. I, c. 2. Versión de ABRIL y ZOZAYA, y en toda su obra Retórica, lib. I, c. 4. 
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"El que ordena, pues, que la ley sea la que gobierne, parece que dispone que 
el mismo Dios gobierne y también las leyes; pero el que ordena (la sociedad, la 
constitución) que el hombre mande, dispone también que la bestia fiera sea la 


que regule la vida” (75). 


Con tan grande imperio no se comprende que las leyes tengan fuerza 
meramente directiva en el fuero interno y coercitiva en el externo: sería 
rebajar al hombre al nivel de la bestia fiera; contra lo que en este mismo 
párrafo expresa. 

El fin principal de la sociedad es vivir conforme a la virtud; y ya he- 
mos visto cómo la sociedad es un imperativo de la naturaleza; luego debe 
concluirse que el fin de la sociedad es la virtud por el mismo motivo de 
la naturaleza (76). Ahora bien; la ley es constitutiva de la virtud; pues 
si es, como debe ser, en el consejo de Aristóteles, el dictamen de la recta 
razón, establece lo que es justo e injusto; obliga a practicar la virtud, lo 
manda; prohibe la vida viciosa, y sin el cumplimiento de la ley es im- 
posible el ejercicio de la virtud; lo cual entraña la necesidad moral de 
guardar la ley (77). 


La ley es un pacto... que sale fiador de unos por otros en las cosas 
justas (78). Es, pues, algo sagrado y obligatorio. 


31. EpicGrros.—Segtn ellos, el único bien es el placer humano, y 
no existen más fundamentos de obligación que los que derivan de los fi- 
nes del placer. 


Epicuro niega que el hombre sea social por naturaleza; la sociedad 
fué constituida para evitar la lucha permanente de los hombres; es, pues, 
un pacto de utilidad que pueden romper cuando les convenga. El Estado 
. se halla en una condición de anarquía potencial; son los barruntos del con- 
trato social (79). 


32. Estrotcos.—Fueron precedidos de los cínicos, para quienes la vir- 
tud consistía ún'camente en el bien, y estribaba en la modestia, en la con- 
tinencia y en contentarse con poco; el sabio apenas tiene necesidades y 
desprecia lo que el común de los hombres desea; el sabio sigue la ley de 
la virtud, no preocupándose de todas las demás leyes positivas (80). 

Los estoicos fundaban el derecho en la sociabilidad del hombre; por- 


(15) —Polit., libs 3, c. 12-11. 


(76) Polit., lib. 3, c. 6; Etica, lib. 5 y todo el 16, 10.2 
(TOYSEDIDA 5. = 
(78) Polit., lib, 3, c. 6. 
(79) DeL VECCHIO, pp. 33 ss.; EPICTETO, Maxima, 110; traduc : 

M NP j : ; . de ZOZAYA; Bibliot. econom. 
(80) DEL VECCHIO, p. 33. 
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que en su sentir todo el mundo era una gran sociedad de los hombres y: 
de los dioses (81). 

Admitían la sociedad universal de los dioses y de los hombres (nada 
más frecuentemente inculcado en ellos), y las sociedades particulares de 
este mundo formadas por los hombres entre sí. Mi naturaleza es racional 
y sociable; mi patria y ciudad en cuanto Antonino, es Roma; pero en cuam- 
to hombre, es el mundo, y así lo que a estas ciudades, Roma y el mundo 
fuera útil, esto será mi único bien (82). 

Admitían, de consiguiente, dos clases de leyes: las que rigen la socie- 
dad universal, ciertamente obligatorias en conciencia; las que ordenan las 
diversas naciones mundanas, cuya obligatoriedad moral no es tan eviden- 
te, pero no por eso deja de ser cierta, a mí parecer, en lo que he leído de 
sus Obras, pues fuera de las de Séneca, los soliloquios de Marco Aurelio, 
las máximas de Epicteto, los caracteres morales de Teofraecto, no he leído 
más que una exposición breve, pero muy detallada, de las doctrinas estoi- 
cas de Didimo Pitagórico (83). 

Los dioses reconocen como suya toda acción honesta y aborrecen el 
pecado, que les es ingrato: ahora b'en, el guardar la ley justa es acción ho- 
nesta y el quebrantarla pecado, pues la ley, según ellos, es la 


“recta ratio imperans ea quae facienda sunt prohibens que contraria”; y “pec- 
cata sunt: dissipare, iniuste agere, item dolere, porro timere; praeterea, furari 
atque omnino quaecumquae praeter rectam rationem fuint” (84). — 


Luego el que la quebranta peca, pues obra contra la recta razón. 


"Cum autem lex bona sit, vir aequus, bonus etiam erit; aequum enim esse 
virum qui obtemperet legibus facitque quae iura moresque praescribunt... Legem 
enim, ut diximus, bonam pariter esse ac civitatem" (pág. 20). 


Luego el ir contra ella debe ser malo, como el ir contra el Estado, y e! 
que no obedece, debe ser inicuo. 


Cristpo describe asi la ley: 


“Lex est omnium divinorum et humnarum rerum regina: Opportet autem eam 
esse praesidem et bonis et malis, et principem et ducem esse; et secundum hoc 


(81) ESPASA. 
(82) MARCO AURELIO EL FILOS. en sus Soliloquios. Bibliot. Clásica. AA. griegos, t. 117, tra- 


ducción por D. DE MIRANDA. 
(83) Epitome sive, lib. de philosophorum sectis., Zenonis et reliquorum stolcorum. De 


morali philosphiae parte placita (Dipot, Frag. Philosph, II, pág. 62 ss. 
(84) L. c., págs. 81, 76, 79. 
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regulam esse iustorum et iniustorum et eorum quae naturae civilia sunt, animan- 
» Y : quan; ; e 
tium praeceptricem quidem faciendorum, prohibitricem autem non faciendorum. 


No cuadran bien tantas alabanzas a una norma meramente coercitiva, 


sino al contrario, más bien debería maldecirse como a un tirano, cruel, 


inflexible, con la espada y el látigo en alto, ni la pondría en primer lugar 
el colector imperial (85). 


De Posiponio dice SÉNECA (86): 


“In hac re dissentio a Posidenio, qui ait: non probo quod Platonis legibus 
adiecta principio sunt. Legem enim brevem esse oportet, quo facilius ab imperitis 
teneatur; velut emissa divinitus vox sit; iubeat, non disputet. Nil videtur mihi fri- 
gidius, nil ineptius quam lex cum prologe. Mone, dic quod me velis facere; non 
disco sed pareo." 


No es, pues, en su concepto, una norma meramente directiva: non disco 
sed pareo; ni tampoco meramente coercitiva, velut enim divinitus vox sit. 


EPIcTETO (87): 


“¿Enseñan los filósofos que el hombre es libre? ¿Enseñan, por consiguiente, 
a menospreciar la autoridad del emperador? No; ningún filósofo enseña a sus 
discípulos a rebelarle está sometido. Tomad; he aquí mi cuerpo, mis bienes, mi 
reputación, mi familia; os lo entrego, y si habláis que enseño a algunos a rete- 
nerlos, hacedme morir; soy un rebelde. No es esto lo que yo enseño a los hom- 
bres; les enseño únicamente a conservar la independencia de sus opiniones, de 


que la divinidad les ha hecho únicos dueños” (88). 


MARCO AURELIO (89): 


33- 


El que huye de su señor es un desertor; es así que la ley es la señora; luego 
también será desertor el que la traspasa; y quebrantada la ley igualmente el que 
se queja o se irrita o teme, porque no quisiera hubiese sido hecho o hubiese de 
hacerse algo de lo ordenado por aquel que gobierna todas las cosas. Lo cual en 
su parte se aplica también a la ley positiva, pues también ésta es señora. 


DEMÓsTENES.—Entre los oradores griegos citaré solamente a De- 


móstenes, cuyo testimonio es uno de los más elocuentes y más concluyentes 
sobre la obligación moral de las leyes (90). 


(85) 
(86) 
(87) 
(88) 
(89) 
(90) 


“Leges autem aequa et honesta et utilia volunt et quaerunt; quae inventa si 
fuerint, commune hoc mandatum est, omnibus par et aequabile, atque ea lex est 


Digesto, lib. I, tit. 3, ley 1. 

Ep. 94, n. 37. 

Máxima, 162. 

En la max. 40, Combate duramente a Epicuro por sus ideas sociales. 
Lib. cit., pág. 214: 

Orac. contra Aristógenes. 
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cui parere omnes debent; cum propter alia, tum hac de causa potisimum, quod 
omnis lex inventum est et donum deorum, decretum hominum sapientium, correc- 
tio delictorum, quae de industria et fortuito committuntur, civitatis commune pac- 
tum cui vivere convenienter omnes qui sunt in urbe debent. Leges enim in causa 
esse ut omnium obedientiam inveniat, quoniam si hae solvantur et pro sua cuique 
vivendi libidini licentia datur, non respublica dumtaxat interit, sed nil etiam in- 
ter nostram et belluarum vitam interesset... Cum autem in confesso sit leges pro- 
xime secundum deos conservatrices esse reipublicae... Leges igitur tuendae sunt 
aeque a vobis quotiescumque iudices estis confirmandae, harum enim auxilio sunt 
boni improbis superiores. Et quorsum dicere attinet? legibus et observantia le- 
gum ornari omnia?" (91). 


34. PLutarco.—Pongamos fin a los testimonios de los griegos con 
este hermoso de PLUTARCO (92): 


"Sed verius quis dixerit principes ministros esse Dei ac curant salutem ho- 
minum, uti bona quae Deus illis largitur, partim distribuant, partim servent... 
Quemadmodum Deus in coelo pulcherrimum sui ipsius simulacrum constituit, so- 
lem et lunam, talis est in republica imago et lumen principis, qui Dei reverens ius- 
titiam tuetur, hoc est, Dei rationem gestans, nempe intellectum... Veteres ita lo- 
quuntur et scribunt et docent absque iustitia principatum recte gerere nec lovem 
quidem ipsum posse. Atque eadem virgo et iuxta Hesiodum nimirum incorrupta 
modestia et utilitatis amica, unde et reverendos cognominat reges... 

Sed tot tantisque muneribus de bonis quae dii largiuntur non licet nec frui nec 
uti recte, si desit lex, iustitia et princeps. Itaque iustitia legis est finis, lex autem 
principis opus, princeps vero Dei simulacrum administrantis universa." 


Casi me atrevo a afirmar que no dijo más S. Pablo en su Carta a los 
Romanos, cap. 13. 


B. LOS FILOSOFOS LATINOS 


35. CicERÓN.—En su eclecticismo, lo mismo que en otras materias, 
en las leyes admite la doctrina de los pitagóricos, de Sócrates, Platón, Aris- 
tóteles y de los estoicos; de manera que en cuanto a la obligatoriedad sien- 
te lo mismo, y por tanto pudiéramos contentarnos con asentar esto. 

Admite leyes divinas, siempre honestas, justas y equitativas, y, como 
es natural, obligatorias en el fuero interno admite asimismo las humanas, 
imitación de aquéllas, igualmente obligatorias. 

Las razones que lo persuaden son: 1.*, la sociedad es un imperativo de 


(91) DripoT, pág. 40, H. 4-406. 
(92) Moralia, 2, París, 1566 págs. 370 y sigs. 
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la naturaleza, y la sociedad no puede existir sin la observancia de las leyes. 


a 


2^ En el sueño de Escipión ya hemos indicado que 


"eorum animi qui se corporis voluptatibus dediderunt... deorum et hominum iura 
violaverunt, corporibus et axi circum taram ipsam volutantur, neque in hunc 
locum, nisi multis exagitat! saeculis vertuntur”. 


3." En la Oración pro Plancio: 


"Ut corpora nostra sine mente, sic civitas sine legibus, suis partibus, et nervis 
et sanguine et membris uti non potest legum denique omnes servi sumus, ut li- 
: ; ; i 3 > ARE 
beri esse possimus; omnia legum imperio et praescripto fieri videbitis. 


Creo que no diría tales cosas si tuviera a las leyes por normas mera- 
mente coerc:tivas. 


36. SÉNECA.—Acerca de Séneca no he podido aun formar juicio de 
finitivo. Como todos los estoicos, sostiene las dos clases de sociedades: la 
universal de todos los dioses y de todos los hombres, gobernada según las 
leyes con verdadero vinculo moral; la particular, constituida por todas las 
sociedades civiles independ:entes entre sí. Prefiere siempre la primera, 
como es natural, pero no desdeña las otras (93). 

El hombre debe vivir, segün él, conforme a la naturaleza y a las leyes 
de la virtud (94); y para agradar a Dios no hay mejor que imitarle. Ahora 
bien, la naturaleza y las virtudes mandan obedecer a las leyes justas; luego 
éstas deben obligar. 

En la ep. 73 inculca mucho el deber de amar y reverenciar a los prín- 
cipes y magistrados; pues más aün se debe amar y reverenciar a las leyes 
verdaderas, porque los magistrados deben proceder en concordancia con 
ellas y ellos mismos están sujetos a ellas. 

Ni debe extrafiarnos que, como los demás estoicos, parezca estimar 
menos las leyes civiles; no quiere decir que las despreciara, sino que el 
que siguiere el dictamen de la razón, siempre se podrá decir que no necesi- 
ta de más, pues de sobra guardaría con eso las leyes civiles. 


37. Los JURISCONSULTOS ROMANOS.—No he visto hasta ahora texto 
ninguno que exprese explícitamente su sentir respecto a la fuerza de obli- 
gar en conciencia las leyes civiles; pero si eran consecuentes con sus doc- 
trinas, deberían admitir esta obligación tal como podían entenderla, dadas 
sus ideas religiosas y morales (95). 


(93) De otio sapientis. 
(94) De vita beata. 
(95) En Digest., lib. I, tit. 1, ley 3. ' 
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No parece despreciable ni poco elocuente el texto de PowroNio que 
deriva del Derecho de gentes o natural: erga Deum religio, ut parentibus 
et patriae pareamus; luego si la ley natural manda obedecer a la patria, 
manda obédecer a las leyes, pues la patria por las leyes manda; luego: es 
voluntad de Dios, que ha impuesto el Derecho natural, que se obedezca 
las leyes. : 

Conceptuaban al Derecho, a la ciencia del Derecho y a la jurispruden- 
cia como algo sagrado, religioso, moral, y a la ley dotada al mismo tiem- 
po de fueza imperativa, prohibitiva y persuasiva y punitiva (96). No veo. 
pues, cómo pueda compaginarse tal concepción con la de una norma me- 
ramente coercitiva en lo exterior y sin otra fuerza que la meramente ilus- 
trativa y directiva, a lo sumo impulsiva en lo interior (97). 


Dan a entender que el fin del Derecho es el de la Filosofía, refiriéndose 
sin duda a la estoica o a la que se tenía por verdadera filosofía, a la que 
pretendían aventajar; es así que el fin de la filosofía era la formación del 
hombre virtuoso, sabio, justo, íntegramente recto y perfecto, verdadero 
hombre; luego ese mismo fin era el del Derecho, el cual tendria una eficacia 
para este fin, bien pobre por c'erto, si quedase reducido a una norma me- 
ramente coercitiva en lo exterior (98). 

Basaban el Derecho en la justicia, equidad y honestidad; lo distinguían 
de la moral, pero no lo separaban de ella (99), y entre los preceptos del 
Derecho ponían el: honeste vivere, alterum non laedere, sua cuique tri- 
buere, que por ser de Derecho eran jurídicos y al mismo tiempo son mo- 
rales o moralmente obligatorios. ! 

Cuando estos jurisconsultos y Cicerón más de una vez asientan que 
no todo lo que es lícito es honesto, no van contra esta doctrina, porque en- 
tienden por lícito no sólo lo que es conforme a la ley, sino lo que da ley 
permite o tolera, lo que no castiga, pues la ley, en concepto de ellos, debe 
ser justa y honesta (100). 


38. CowcLusióN.—De la misma manera que de nuestra rápida ex- 
cursión histórica vimos cómo los pueblos antiguos consideraban las leyes 
como divinas y, por consiguiente, obligatorias en el fuero interno, segün 
las creencias nacionales y personales, y de la universalidad de aquellas 
creencias deducimos el fondo de verdad que, a nuestro parecer, en ellas 
'se encerraba ; así, ahora, ojeando las obras de los filósofos y jurisconsultos 


(96) Mobesrixo, en el Digesto, lib. I, tit. 3, ley 7. etu 
(97) ULPIANO, Digesto, lib. I, tit. 1, ley 1 y glosas a este texto. 


(98) ULPIANO, l. C. j 
(99) ULPIANO, Dig., lib. 1, tit. 1, ley 10; PAULUS, Digest. lib. 50, tit. 17, ley 144. 


(100) Véase los lugares. citados. 
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y oradores de los tiempos paganos históricos, hallamos que ellos recibieron 
aquellas tradiciones, se las apropiaron, las difundieron y las transmitieron 
de siglo en siglo hasta que brilló en la tierra el sol de la revelación cristia- 
na, a cuya luz continuaremos examinando el mismo tema. 


IV 


LA OBLIGACION DE LA LEY EN LA SANTA ESCRITURA 
Y LOS SANTOS PADRES 


La doctrina de la Iglesia católica sobre la fuerza obligatoria de las le- 
yes civiles está fundada en las Santas Escrituras y en la tradición y doc- 
trinas de los Santos Padres, recogidas y explicadas por sus Doctores y 
Maestros, y expuesta sen los documentos del Magisterio eclesiástico, en 
especial de los Romanos Pontifices. 


39. SANTA EscrITURA.-—En la Santa Escritura con frecuencia se 
inculca: 1.” El origen divino de la autoridad humana. 2.” La consiguiente 
obligación de obedecer a los investidos de potestad, aunque sean gentiles. 

Los lugares principales de las Santas Escrituras son: 

El libro de los Proverbios, 8, 15-16: 


"Per me reges regnant et legum conditores iusta decernunt; per me principes 
imperant et potentes decernunt iustitiam." 


El libro de la Sabiduría, 6, 2 ss., en que se expone el mismo concepto 
con otras frases: 


S. MATEO: 
"Reddite ergo quae sunt caesaris caesari.” 


S. Pasto, Epistola ad Romanos, 13, I sig: 


"Omnis anima potestatibus sublimioribus subdita sit: non est enim potestas 
nisi a Deo. Quae autem sunt, a Deo ordinata sunt... Itaque qui resistit potestati, 
Dei ordinationi resistit; qui autem resistunt, ipsi sibi damnationem adquirunt... Dei 


enim minister est... Ideo necessitate subditi estote, non solum propter iram, sed 
etiam propter conscientiam." 


A dE3t0733 *1; 
"Admone illos principibus et potestatibus subditos esse, dicto oboedire..." 
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A los Hebreos, 13, 17: 


, 


“Oboedite praepositis vestris et subiacete eis...’ 
S. PEDRO, Epist. 1.%, 2, 13: 


"Subiecti igitur estote omni humanae creaturae propter Deum; sive regi tam- 
quam praecellenti; sive ducibus, tamquam ab eo missis ad vindictam malefacto- 
rum, laudem vero bonorum; quia sic est voluntas Dei..." 


De estos manantiales han sacado la verdadera doctrina todos, y a ellos 
acuden cuando es necesario dilucidar algún punto de tantos como pueden 
ofrecerse en materia de autoridad y de sumisión y obediencia a sus man- 
datos. 

40. Santos PADRES.—Veamos cómo se sentía en este punto por los 
sucesores de los Apóstoles, comenzando por los contemporáneos a algu- 
nos de ellos. Haciendo notar otra vez que la reducida extensión de este 
resumen no permitirá aducir más que alguno que otro de la inmensa ca- 
dena, cuyos primeros eslabones empiezan en los Apóstoles y acaban en los 
escolásticos del siglo XII, y aun de éstos reduciéndome a lo más preciso. 

S. CLEMENTE ROMANO escribía en su carta auténtica hacia fines del 
año go: 

"Da pacem et nóbis et omnibus habitantibus terrae... et principibus et prae- 
fectis nostris in terra ut... nos subiiciamus ipsis, voluntati tuae non adversantes: 
quibus da pacem... ut imperium quod tu eis dedisti sine offendiculo administrent. 


Tu enim, Domine... filis hominum das... honorem et potestatem eorum quae in 
terra sunt..." 


Y antes había escrito: 
“Praepositos nostros revereamur” (101). 


Ahora veremos cómo cumplieron los cristianos estas exhortaciones. 
En las actas de los santos escilitanos respondía Esperato al procónsul... 


“Numguam... iniquitati nullam operam praebuimus, propter quod imperato- 
rem nostrum observamus.” 


Y Donata: 
“Honorem Caesari; timorem autem Deo” (102). 


En el mismo s. 11 consignaba el autor de la Epístola a Diógenes: 


(101) Funk Patres Apost., 1, ad. Cor, 41 
(102) KircH, Enchir, font histo. Eccles. antiq. (Friburg, 1910), n. 585. 
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"[dque carnes humanas attingere est contra leges a vobis et maioribus vestris 
. D . . . ” 
ad omnem aequitatem descriptas vim et impressionem exercere. 


S. JUSTINO (103): 


“Illud etiam studio nobis est ut vectigalia et census iis quibus hoc munus com- 
misistis primi omnium pendamus, quemadmodum ab Eo sumus instituti... Proinde 
non solum Deum adoramus, vobis autem in rebus aliis laeti servimus, reges ac 
principes hominum esse agnoscentes.. Neque enim qui peccant, ii propter positas 
a vobis leges el poenas latere conantur; sed, cum se posse consequi sciant, ut 
vos ulpote homines lateant, iniqua faciunt. At si didicissent ac persuasum ha- 
berent fieri non posse ut Deum quidem lateat. non modo factum, sed cogitatum, 
saltem propter impendentia supplicia honestatem omnino colerent; id quod a vobis 
concede,” 


¡Qué clara está aquí la obligación de las leyes en conciencia! 


S. IRENEO, Contra haereses : 


“Ad utilitatem gentilium terrenum regnum positum est a Deo... ut timentes 
regem hominum non se alterutrum homines vice. piscium consumerent, sed per 
legum positiones repercutiant multiplicem gentilium cupiditatem. Et secundum hoc 
ministri Dei sunt, qui tributa exigunt a nobis, in id ipsum servientes. Cuiuis iussu 
homines nascuntur, huius iussureges constituuntur." (104). 


Si ahora pasamos al s. III experimentaremos que los Padres con fre- 
cuencia, como los del siglo II y I, mencionan el precepto de honrar y ve-, 
nerar a las autoridades y de rogar a Dios por ellas; no propongo casos. 
porque son muy numerosos. 


5. CIPRIANO; cuando el procónsul le manda delatar a los Obispos, le 
responde : 


"Legibus vestris bene atque utiliter constituistis delatores non esse. Itaque 
detegi ac deferri a me non possunt." (105). 


Y en sus oposc. De lapsis (106), pone entre los vicios de éstos el des- 
precio de las autoridades: "praepositos superbo twmore contemnere". 


ORÍGENES (107): 


"Et hoc sciens Paulus recte enim ministrum Dei nominat et vindicem in eum, 
qui quod malum est agit... Et enim -sciens quod omnes qui in legem peccaverunt 
per legem iudicabuntur, unumquemque in iudicio illa lex sine dubio arquet, se- 
cundum quod vixit (ostendimus autem in multis Sanctum Spiritum humanae legi 


(103) 
(104) 
(105) 
(106) 
(407) 


CApologs P. PL 6,9545 TA Ly: 


p (257/204 1875 

KIRCH, n. 30, 1 (8). 

4, 483. d 

In Epistolam. ad. Rom., |. 9, n. 28, P. G. 14, 1.998. 
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locum dedisse). Certum est ergo quia in die iudicii habebit etiam ex istis le- 
gibus laudem apud Deum is qui nihil contra statutas commiserit leges, cum dicatur 
ei a Domino: Euge serve..." 


He aquí un testimonio insigne a favor de la obligatoriedad en con- 
ciencia de las leyes civiles. 


TERTULIANO.—De los muchos testimonios sobre nuestro asunto, en 
que abundan sus obras, escogeré el del Apologético, c. 45, que se reduce 
a que los cristianos, lo mismo que se indicaba en la carta a Diognetes, no 
sólo guardaban las leyes del imperio, sino que se superaban en la obser- 
vancia, como quienes sabían muy bien que habían de dar cuenta de todos 
sus actos al Supremo Juez (108). 

La misma doctrina encontraremos en los siglos siguientes. Desfloremos 
algün que otro texto: 


S. JERÓNIMO (109): 


"Ostendit in his quae recta sunt iudicibus obediendum, ideoque necessitate... 
Non solum quia possunt potes'ates etiam sine causa irasci, sed ne propter ali- 
cuius peccati conscientiam condemnemini." 


S. CIRILO DE ALEJANDRÍA (110): 


«V; : bi SC bus | 
igente pace, necesse est omnino, tum urbis provinciarum congruentibus le- 
gibus, tam divinis quam humanis administrare et dignitatum et praestantiae or- 
dines conservare, et opulentiam, et liberis libertatem." 


S. AMBROSIO (111): 


“Quonian futurum iudicium Deus statuit et nullum perire vult, hoc in saeculo 
rec'ores ordinavit, ut terrore interposito, omnibus veluti paedagogi sint, erudien- 
tes illos qui servent ne in poenam incidant futuri iudicii. 

Ideoque subditi estote... Recte dicit subiectos esse debere non solum propter 
iram i. e. ultionem praesentem. (parit enim ira vindictam), sed et propter fu- 
turum iudicium, quod, si hic evaserint illic eos poena spectat, ubi accusante 
conscientia ipsa punientur... 

Principi enim suo qui vicem Dei agit, sicut Deo, subiicientur.” 


S. AGUSTÍN (112): 


"Quicumque ergo leges imperatorum, quae contra veritatem Dei feruntur, 
obtemperare non vult, adquirir grande praemium; quicumque autem legibus im- 


(408) P. L., 1, 563. 

(109) Com. ad Rom., c. 1. B. Bibliot. Vet. PP. 6.9 185. 
MIDES 0-014, P2:G.20,. 534, 

(141) Comment. ep. ad. Rom., c. 13; P. M., 17, 171, 172. 
(HIS) =. €.-2, n.-8. 
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peratorum, quae pro Dei veritate feruntur, obtemperare non vult, adquirit grande 
supplicium" (113). 


S. ISIDORO (114): 


“Porro si ratione lex constat, lex erit iam quod ratione constiterit, dumtaxat 
quod disciplinae conveniat quod saluti proficiat.. Factae sunt autem leges, ut 
earum metu humana coerceatur audacia, tutaque sit inter improbos innocentia, et 
in ipsis improbis, formidato supplicio, refrenetur nocendi facultas. Legis enim 
praemio aut poena vita moderatur humana." 


Todo lo cual supone que obliga moralmente, pues la coacción sola ex- 
terna no es suficiente para obtener estos fines. Lo mismo se deduce de las 
cualidades que asigna a la ley, de todos conocidas. 


S. BERNARDO (115): 


"Haec ergo generalis regula sit universorum, quae per se aut propter se nec 
bona nec mala sunt, aut divina institutione aut propria cuiusque professione fixa 
non iussa quidem licite utrumlibet vel admittuntur vel omittuntur; iussa vero, sine 
culpa non negligantur, sine crimine non contemnantur." 


41. CoNcLusiÓóN.—Las creencias sobre la obligatoriedad moral de 
la ley civil esparcidas por los pueblos antiguos y manifestadas en los es- 
critos filosóficos, de los oradores y jurisconsultos, aparecen de una manera 
clara, concreta y cierta expresadas en la divina revelación y profesadas sin 
interrupción por los Santos Padres, testigos de las tradiciones, que se han 
ido transmitiendo de unos tiempos a otros de la Iglesia. 


V 


LA OBLIGATORIEDAD DE LAS LEYES CIVILES ENTRE 
LOS ESCOLASTICOS 


42. Saltando por los grandes autores del s. XII y la primera mitad 
del XIII, llegamos a Sto. Tomás de Aquino, que recoge la doctrina toda 
de sus antecesores, abarcándola en toda su universalidad en sus obras in- 
mortales. 


(113) Ep. 185, P. L. 33, 795-796. 
(114) Etim. 2, c. 10 de lege; P. L., 89, 130-131. 
(115) P. L. 182-871. De praecepto et dispens, 8. 


zs 6B: 


LA OBLICATORIEDAD DE LAS LEYES CIVILES EN CONCIENCIA 
STO. Tomás (116): 


"Respondeo dicendum quod leges positae humanitus vel sunt iustae vel iniustae. 
Si quidem iustae sint, obligant in foro conscientiae a lege aeterna a qua deri- 
vantur, secundum illud (PRov. 8, 15) : Per me reges regnant et legum conditores 
iusta decernunt.” 


S. BUENAVENTURA (117): 


“Legem pone mihi, Domine, quasi ligamen insipientiae: lex enim a ligamine 
Et notandum quod Dominus triplices ponit leges ad, ligandum insipientes... natu- 
rales, clericales, laicales. Per primas ligat insipientiam ethnicorum, per secundas 
insiplentiam clericorum, per tertias insipientiam laicorum. De tertiis etiam per 
psalmistam, legem pone..." 


Escoto (118): 


“Sit ergo conclusio quarta, quod lex positiva iusta requirit in legislatore 
prudentiam et auctoritatem. Prudentiam, ut secundum rectam rationem practican 
dictet quid faciendum pro communitate; auctoritatem, quia dicitur lex a ligando; 
sed non quaecumque sententia prudentis ligat communitatem nec aliquem, si nulli 
praesideat.” 


Entienden por lígamen el vínculo moral y espiritual, ya porque éste es 
el que propiamente liga, ya porque este sentido es el que anima las cláusu- 
las en que habla de la ley, como puede convencerse quien lea sus escritos; 
ya porque este es el sentido que le dan todos los escotistas y demás secuaces 
de las Escuelas franciscanas que le siguieron. 

Esto mismo afirma SUÁREZ (119). 

VITORIA (120): “Las leyes y constituciones de los principes de tal 
manera obligan, que los transgresores. son reos de culpa en el fuero de la 
conciencia.” : 

BELARMINO (121): “Lex civilis non minus obligat in conscientia quam 
lex divina; etsi minus firma et stabilis, haec, quam illa." 

Lo que intenta persuadir, porque segün él la fuerza obligatoria es de 
esencia de la ley, y porque la obligación es efecto necesario de la ley. 


(116) Summa Theol., 1-2, q. 96, art. 4. 

(117) In. psalm., 118. 

(118) 4 Sentent. d. 15, q. 2. (Opera omnia, edic Vives, Pars, t. 18, 265.) 

(119) De legibus, 1. 3, c. 21, de los expositores de Sto. Tomás. "Dicendum vero legem 
humanam civilem habere vim et efflcaciam obligand! in conscientia. Haec est sententias 
communis catholicorum, ut videre licet in Sto. Toma cum expositoribus, 1-2, q. 96, a. 4; 
S. Antonin, l. p.; t. 18 c. un 2, etc. Gabriel, 3 dist. 37 a. 1. 

(190) Relecciones de la potestad civil, n. 15. (Edic. crit. por el P. Getino; Madr.-Barc., pá- 


gina 195). 
(191) Controvers. lib. 3, c. 11 (Opera omnia, ed. Vives, París, 1870, t. 3, p. 17). 
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VI 


LA OBLIGATORIEDAD DE LA LEY CIVIL SEGUN EL 
MAGISTERIO DE LA IGLESIA 


43. Me limito, como indiqué arriba, al de los Romanos Pontífices, 
indicando solamente los lugares de los documentos en que tratan de esta 
materia los cinco ültimos supremos pastores de la Iglesia católica, sin 
querer mostrar con eso que los anteriores no se hayan ocupado de ella, y ya 
de muy antiguo, como prueban estos textos traídos por vía de ejemplo. 


GRACIANO recoge en el Decreto, c. 11, Dist. 96, un texto de origen in- 
cierto, atribuido al Papa Juan. 


“Si imperator catholicus est... habet privilegia suae potestalis quae adminis- 
trandis legibus publicis divinitus consequntus est, ut eius beneficiis non ingratus, 
contra dispositiones caelestis ordinis, nihil usurpet.” 


Y en el c. 17, Caus. 16, q. 3, otro asignado a Juan VIII: 


"Sed et romanae venerandae leges, divinitus per ora piorum principum pro- 
: E e à i 
mulgatae rerum eius praescriptionem nonnisi per centum annos admitunt. 


LEÓN xii, “Diuturnum illud...”, 25 jun. 1881: 


“También una razón potísima es el que aquellos por cuya autoridad es ad- 
ministrada la república deben poder obligar a los ciudadanos a la obediencia, 
de tal manera, que el no obedecer sea manifiestamente pzcado” (122). 


Y en la Encicl. Libertas, 20 de junio de 1888: 


.. "Es además obligación muy verdadera de prestar obediencia sumisa y re- 
verenciar a la autoridad y obedecer las leyes justas, quedando así los ciudadanos 
libres de la injusticia de los inicuos, gracias a la fuerza y vigilancia de la ley. 
La potestad legítima viene de Dios, con lo cual queda muy ennoblecida la obe- 
_diencia, ya que ésta se presta a la más justa y elevada autoridad” (123). 


Pío x, Condenación de Le Sillón (124): : 


““¿Acaso no tenía presente el Apóstol San Pablo la sociedad humana en 
todos sus estados posibles cuando prescribió a los fieles la sumisión a la autoridad? 


(122) Traduc. del Excmo. Sr. Castro, Arz. de Burgos. 
(123) Traduc. de Azpiazu, Direcc. pontifie., p. 948. 
(194) Agosto 1914, Acta Apostol. Sed., 9, 607; Azpiazu, p. 116. 
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¿Acaso la obediencia a los hombres, en cuanto representantes legítimos de Dios, 
rebaja al hombre y le abate debajo de sí mismo?... ¿Puede imaginarse un estado 
social donde Jesucristo, vuelto a la tierra, no diera ejemplo de obediencia y 
dijera: Dad al César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios?” 


BENEDICTO Xv, Encicl. Ad beatissimi Apostolorum (125): 


“Quisquis igitur inter homines praeest, sive is princeps est, sive infra prin- 
cipatum, eius divina est origo auctoritatis. Quare Paulus non quovis modo, sed 
religiose, id est, ex conscientiae officio, obtemperandum iis esse edicit, qui pro 
potestate iubent, nisi quid iubeant divinis contrarium legibus. /deo necessitate 
subditi estote... Congruit cum verbis Pauli quod ipse Apostolorum Princeps docet: 
Subiecti igitur estote omni humanae creaturae propter Deum, sive regi... Ex quo 
idem Gentium Apostolus colligit eum qui homini legitime imperant contumax ob- 
sistat, Deo obsistere ac sempiternas sibi parare poenas." 


Pío xr, Encicl. Quas primas, 11 dic. 1925: 


En 


"De esta manera, quitada toda causa de sedición, florecerá y se consolidará 
el orden y la tranquilidad; porque, aunque el ciudadano vea en los Príncipes 
y Jefes del Estado hombres semejantes a él, o por cualquier razón indignos o 
vituperables, no se sustraerá por eso a la obediencia, en cuanto reconozca en 
ellos la imagen de la autoridad de Jesucristo, Dios y hombre” (126). 


la Encíclica Dilectissima nobis (127) sobre la persecución religio- 


sa en España, se expresa así: 


“No es menor el daño que recae sobre la misma autoridad civil, la cual, 
perdido el apoyo que la recomienda y la sostiene en la conciencia de los pue- 
blos, es decir, faltando la persuasión de ser divino su origen, su dependencia y su 
sanción, llega a perder, junto con su más grande fuerza de obligación, el más 
alto título de acatamiento y respeto.” 


Pío xir, Encicl. Summi pontificatus (128): 

"Aun así no se debe olvidar la esencia] insuficiencia y fragilidad de toda 
norma de vida social que descanse sobre fundamento exclusivamente humano... 
Donde se rechaza la dependencia del derecho humano del derecho divino, donde 
no se hace aplicación sino a una idea de autoridad meramente terrena y se reivin- 
dica una autonomía fundada únicamente en la moral utilitaria, allí mismo de- 
recho humano pierde justamente en sus aplicaciones más difíciles la fuerza moral, 
que es la condición esencial para ser reconocido y exigir hasta el sacrificio." 

(Continuará) 
LORENZO R. SOTILLO, S. I. 
Catedrático de la Universidad Pontificia de Comillas. 
(195) 1 nov. 1914; Acta Apost. Sed., 6.565. 
(196) Azpiazu, p. 344. 
(127) 3 mayo 1933; Acta Apostol. Sed., 25, 261; Sal Terrae, 1933, p. 713. 
(198) 20 oct. 1939; Acta Apost. Sed., 31, 413. (Versión oficial, ibíd,, pp. 522-523.) 


» 


— 71 — 


1240 «fà 


x 


»t id - j 
AA 
ime. í 


To. xA a 


DOCUMENTOS 
X JURISPRUDENCIA 
COMENTADOS 


PROCEDIMIENTO EXTRAORDINARIO EN 
LAS CAUSAS MATRIMONIALES 


Alrededor de unas declaraciones de la Comisión 
Pontificia de Intérpretes del Código. 


Sabido es que las causas matrimoniales de nulidad tienen un procedi- 
miento ordinario, que está bien definido en los cánones :.960-:.989 del 
Código y en otros documentos pontificios, el principal de los cuales es la 
Instrucción "Provida Mater”, de 15 de agosto de 1936, de la S. Congre- 
gación de Sacramentos (1); pero, además de ese procedimiento ordinario, 
los cánones 1.990-1.992 facultan para que, en ciertos y determinados ca- 
sos, pueda hacerse uso de un procedimiento extraordinario, llamado tam- 
b'én sumario, y que muchos no han titubeado en calificar de procedimiento 
gubernativo o administrativo (2). Nosotros preferimos llamarle procedi- 
miento extraordinario, ya que el canon 1.992 lo contrapone al primero, al 
cual llama ordinario; sin embargo, bien puede dársele el nombre de suma- 
rio, pues realmente lo es, y con este nombre lo designó la S. Congrega- 
ción del S. Oficio en su respuesta de 10 de junio de 1896 (3). 


En lo que concierne a este proceso, se han suscitado dudas, que han 
sido objeto de controversia entre los canonistas; algunas de ellas han sido, 
tiempo ha, resueltas por la Santa Sede y otras lo han sido bastante recien- 
temente por la Comisión Pontificia de Intérpretes, en 6 de diciembre de 


(IATA. ACES, XXVIII, 313 y sigs: 

(2) Can. 1.990: “Cum ex certo et authentico documento, quod nulli contradictioni vel 
exceptioni obnoxium sit, constiterit de existentia impedimenti disparitatis cultus, ordinis, voti 
sollemnis castitatis, ligaminis, consanguinitatis, affinitatis aut cognationis spiritualis, simul- 
que pari certitudine apparuerit dispensationem super hís impedimentis datam non esse, hisce 
in casibus, praetermissis solemnitatibus hucusque recensitis, poterit Ordinarius, citatis par- 
tibus, matrimonii mullitatem declarare, cum interventu tamen defensoris vinculi." 1 

Can. 1.991: *Adversus hanc declarationem defensor vinculi, si prudenter existimaverit 
impedimenta de quibus in can. 1.990 non esse certa aut dispensationem super eisdem pro- 


.babiliter intercessisse, provocare tenetur ad iudicem secundae instantiae, ad quem acta sunt 


transmittenda quique scripto monendijs est agi de casu excepto." 
Can. 1.999: *Iudex alterius instantiae, cura solo interventu defensoris vinculi, decernet 


eodem modo de quo in can. 1.990, utrum senientia sit confirmanda, an potius procedendum 
in causa sit ad ordinarium tramitem iuris; quo in casu eam transmittit ad tribunal primae 


. instantiae." 


(3) GASPARRI, Fontes Codicis, vol. IV, doc. 1.180, pág. 489. 
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1943, en virtud de las declaraciones de que vamos a ocuparnos (4). No 
entra, pues, en nuestro propósito hacer un estudio completo acerca del pro- 
cedimiento extraordinario en las causas matrimoniales de nulidad, sino tan 
sólo discurrir algo alrededor de dichas declaraciones, encaminando nuestro 
trabajo a buscar la razón de ellas; pues la ciencia del Derecho canónico, si 
ha de merecer el nombre de ciencia, no puede limitarse a la corteza de las 
disposiciones de la Iglesia, sino que ha de entrar más a fondo en ellas. in- 
vestigando las causas de donde traen origen y el espíritu que las anima. 

Siguiendo el orden que a nosotros nos parece más lóg:co, dividiremos 
nuestro estudio en las siguientes partes: 1) Naturaleza del procedimiento 
extraordinario. II) Sujeto activo del proceso. III) Objeto o materia del 
mismo. d 


T) NATURALEZA DEL PROCESO 


La Comisión Pontificia ha disipado las dudas que acerca de este punto 
existían, al declarar que es proceso judicial y no administrativo. 


"Utrum processus, de quo in can. 1.990, 
sit ordinis iudicialis an administrat'vi. (Resp.) 
Affirmative ad primam partem, negative ad 
secundam." 

"Si pertenece al orden judicial, o bi-n al 
administrativo, el proceso de que se trata en 
el canon 1.990. (Resp.) Afirmativamen'e a 
la primera parte y negativamente a la se- 
gunda.” 


La mayor parte de los autores que han escrito acerca del canon 1.990 
han considerado hasta ahora como gubernativo, administrativo o eco- 
nómico, y no como judicial, el procedimiento que en el mismo se estable- 
ce (5). Fundábanse todos ellos, a no dudarlo, en la redacción un tanto os- 
cura del canon, el cual atribuye al Ordinario el conocimiento de estas cau- 
sas en primera instancia, siendo así que en el conocimiento o tramitación 
de todas las demás, matrimoniales o no, de que trata toda la Parte Primera 


(4) A. A. S.; XXXVI, 94. 

(5) CHELODL Jus matrimoniale, núm. 180; MUNIZ, Procedimientos eclesiásticos, vol. II, 
cap. XXXVI; WERNZ-VIDAL, Ius matrimoniale, núm. 704, III; CORONATA, Institutiones Iuris 
Canonici, ed. 1941, vol. III, núm. 1.501; DE SwET, De sponsalibus et matrimonio, ed. 4.8, nú- 
mero 702 bis; CAPPELLO (De matrimonio, ed. 1939, parte 2.2, núm. 891, 10, pág. 449) dice 
que no hay proceso estrictamente judicial y se inclina a llamarle proceso judicial sumario. 
Asimismo dice (pág. 450) que el decreto no es verdadera sentencia en sentido estricto, ni 


es preciso que contenga los requisitos de los cánones 1.873, 1.874 1.877 
se dé verdadera apelación. é ; TOR Ne os ers cm 
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del Libro Cuarto del Código (tit. I-XXI), debe intervenir el juez o el tri- 
bunal. Anádase a esto que en el expresado canon no consta con toda cla- 
ridad que sea preciso observar lo que es sustancial en todo juicio. Nada 
extraño es, por consiguiente, que canonistas graves y meritisimos, que han 
escrito obras de mucha enjundia canónica, se hayan inclinado a una. opi- 
nión, que ahora ha desautorizado la Comisión Pontificia de Intérpretes. 
Algunos de ellos, si hubieran escrito sus obras después de la Instrucción 
“Provida Mater”, a buen seguro que hubieran comenzado a ver este pun- 
to con más claridad, como lo vieron ya otros autores (6). Todo ello, sin 
embargo, no quiere decir que antes de la mencionada declaración de la 
Comisión Pontificia, y aun antes de la Instrucción arriba citada, no pu- 
diera llegar a formularse la conclusión que hoy ha de tenerse por indis- 
cutible. En efecto: | 


o 


1." Los antecedentes de este canon son los siguientes: a) Benedic- 
to XIV, por su Constitución “Dei miseratione", de 3 de noviembre de 
1741 (7), reguló la tramitación de las causas matrimoniales de nulidad, 
estableciendo la necesidad de dos sentencias conformes en pro de la nulidad 
del matrimonio; y el procedimiento de que alli se hace mérito es un procedi- 
miento estrictamente judicial. b) El decreto de la S. Congregación del 
S. Oficio de 5 de junio de 1889 (8), del cual los codificadores tomaron 
casi a la letra la redacción del canon 1.990, permitió que los Ordinarios 
pudieran en ciertos casos prescindir de las solemnidades establecidas en la 
Constitución “Dei miseratione" y declarar la nulidad del matrimonio, con 
intervención del defensor del vínculo, sin necesidad de segunda sentencia. 
Este decreto no dice expresamente que el procedimiento haya de ser ju- 
dicial; pero habla de segunda sentencia, cuya necesidad suprime. c) La 
Instrucción o respuesta de la misma S. Congregación (Albanien, in. Ame- 


(6) NovaL, De processibus, núm. 873; JOHNSON, en Apollinaris (1936), pág. 375 y sigs. 

(7) GASPARRI, Fontes, vol. I, doc. 318, pág. 695 y sigs. 
. (8) "Quando agitur de impedimento disparitatis cultus et evidenter constat unam partem 
baptizatam esse et alteram non fuisse baptizatam; quando agitur de impedimento ligaminis 
et certo constat primum coniugem esse legitimum et adhuc vivere; quando denique agitur 
de consanguinitate aut affinitate ex copula licita, aut etiam de cognatione spirituali, vel de 
impedimento clandestinitatis in locis ubi decretum Tridentinum “Tametsi” publicatum est 
,vel ubi diu observatur, dummodo ex certo et authentico documento vel, in huius defectu, 
ex certis argumentis evidenter constet de existentia huiusmodi impedimentorum, super qui- 
bus Ecclesiae auctoritate dispensatum non fuerit, hisce in casibus, praetermissis sollemnita- 
tibus in Constitutione Apostolica “Dei miseratione" requisitis, matrimonium - poterit ab Or- 
dinario declarari nullum, cum interventu tamen defensoris vinculi matrimonialis, quin opus 
sit secunda sententia" (GASPARRI, Fontes, vol. IV, doc. 1.118, pág. 447). 
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rica) de 10 de junio de 1896 (9), aplicando lo dispuesto en el decreto 
anteriormente mencionado, resolvió que, si bien puede procederse de un 
modo sumario y extrajudicial, ha de observarse en cuanto a la sustancia la 
forma judicial (10), para que pueda el Ordinario pronunciar la sentencia 
de la nulidad del matrimonio. Esta resolución, al emplear los términos 
“Ordinario”, “forma judicial” y “sentencia”, aclara el decreto de 1889; 
y si bien es cierto que a primera vista pudiera engendrar alguna confusión 
el compaginar el “modo sumario y extrajudicial” con la “forma judicial”, 
fácilmente se echa de ver que lo primero indica que no es preciso observar 
el procedimiento judicial ordinario y que lo segundo se refiere al.procedi- 
miento extraordinario o exceptuado. De lo expuesto se deduce que, estando 
tomada la resolución del canon 1.990 del referido decreto del S. Oficio, dando 
'el canon 1.992 el nombre de “sentencia” a la declaración de nulidad hecha 
por el Ordinario, y conteniendo el primero de dichos cánones una repro- 
ducción del derecho antiguo, debía interpretarse a tenor del canon 6, nú- 
mero 1.* conforme a aquel derecho, en el cual el procedimiento tenía ca- 
rácter de judicial. 
2. A la misma conclusión se llega si echamos mano del argumento 
llamado “de rubro ad nigrum”. El canon 1.990 está comprendido en la 
Parte Primera del Libro Cuarto del Código (cán. 1.552-1.998), que tiene 
por epigrafe: “De los juicios”; y más concretamente, dentro de la Sec- 
ción II de dicha Parte (cán. 1.925-1.998), cuyo epigrafe es: “De las nor- 
mas que han de observarse en ciertos y determinados juicios.” Cierto es 
que el argumento de rubro ad nigrum no siempre tiene fuerza incontrover- 
tible; pero en casos dudosos es argumento que puede usarse y que tiene su 
fuerza, mientras con razones positivas no se demuestre lo contrario. 

3. Los mismos cánones 1.990-1.992 mencionan los elementos sustan- 
ciales del proceso judicial (11). Tales son: a) Las partes; pero debe tener- 


(9) GASPARRI, Fontes, vol. IV, doc. 1.180, pág. 489. He aqui el texto latino del docu- 
mento: “Si agatur de investigando impedimento disparitatis cultus ad effectum declarandi 
nullitatem vinculi praeexistentis, quo contrahere volentes innodati sunt, licet, uti iam ab anno 
1889 sub die 20 martii 1889, et iterum sub die 15 iunii statuit haec ipsa Congregatio S. Of- 
ficil, procedi possit praetermissis sollemnitatitbus in Constitutione “Dei miseratione" requi: 
sitis, modo sumario et extraudiciali; semper tamen forma iudicialis quoad substantiam ser- 
vari debet, cum interventu defensoris vinculi matrimonialis; et si evidenter de impedimenti 
existentia constet, Ordinarius procedere potest ad ferendam nullitatis sententiam." 

(10) La sustancia de todo proceso judicial consiste en que à las partes se les den las 
facilidades precisas para que puedan defender sus derechos, o sea, para que puedan con- 
tradecir, excepcionar y apelar. Al juez toca apreciar si lo alegado por ellas a manera de 
contradicción o excepción se funda sólo en razones ciertamente fútiles, sin más fin que el 
demorar la sustanciación del proceso. Si le consta esto, debe seguir adelante, rechazando de 
plano las alegaciones, oido el defensor del vínculo; de lo contrario, debe abstenerse de 


seguir el procedimiento extraordinario, pasando la causa al tribun: B 
sustancie en la forma ordinaria. prs t pL 


(11) REGATILLO, Sal Terrae, 1945, pág. 155. 
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se presente que en estos procesos no es preciso que uno de los cónyuges 
tenga el carácter de actor o demandante y otra el de reo o demandado, ' 
como ocurre en el juicio contencioso de separación. Si uno de los cónyuges 
acusara el matrimonio y el otro se opusiera, sería el primero demandan- 
te, y demandado ei segundo. Si lo acusara sólo el fiscal, éste actuaría como 
demandante, y los cónyuges que hacen vida conyugal, como demandados, 
ya que éstos son, de suyo, los llamados a defender la validez de su ma- 
trimonio. b) La citación de las partes, la cual no es simplemente notifi- 
cación, sino llamamiento a juicio, según la definición que de ella da el ca- 
non 1.711, $ 1. c) La sentencia. d) La apelación, indicada por la frase “pro- 
vocare ad iudicem secundae instantiae”, que concuerda con la definición 
de apelación judicial contenida en el canon 1.879. e) El juez de segunda 
instancia. Todos ellos son términos judiciales, que no suelen emplearse en 
los procesos gubernativos, y dan a entender bien a las claras cuál fué la 
mente del legislador eclesiástico, Y si a esto se añade que la Instrucción 
de 1936, aclaratoria de los cánones a que venimos haciendo referencia, 
desvirtúa la objeción o sombra de duda que pudiera fundarse en la pala- 
bra “Ordinario”, que emplea el canon 1.990—pues dice en el art. 227: 
"Ordinarius, tudicem agens", el Ordinario, obrando como juez—, apa- 
rece con claridad meridiana la razón por la cual la Comisión Pintificia 
declaró que estos procesos no son administrativos, sino judiciales. 


II. SUJETO ACTIVO DEL PROCESO 


Si el proceso es judicial, según hemos visto, la persona que lo instruya 
y resuelva ha de tener el carácter de verdadero juez. Mas para proceder 
ordenadamente en esta materia, bueno será distinguir entre la primera y 
la segunda instancia. 


A) Juez en primera instancia. 


El decreto de 1889 dice que es juez el Ordinario, y lo mismo dice el 
Código, no siéndolo, por lo tanto, el provisor (12), porque éste no es Or- 
dinario. La Comisión Pontificia ha declarado ahora que bajo el nombre de 
“Ordinario” no está comprendido el Vicario General, ni aun con mandato 


especial del Obispo. 


(12) Para designar al juez diocesano, a quien el Código llama “officialis”, empleamos la 
palabra “provisor”, que es palabra castellanísima, consagrada por el uso de todas las curias 
españolas. La palabra “oficial”, sobre ser un término muy genérico que nada dice en nues- 
ira lengua, nos parece un latinismo. 
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“An nomine "Ordinarii, de quo in 
can. 1.990, veniat Vicarius Generalis, sal- 
lem de speciali mandato Episcopi. (Resp) 
Negative." 

"Si bajo el nombre de “Ordinario”, de 
quien se habla en el canon 1.990, está com- 
prendido el Vicario General, por lo menos 
si tiene mandato especial de Obispo. (Resp.) 
Negativamente." 


1" Es juez el Ordinario.—El que lo sea de modo exclusivo llama algo 
la atención a primera vista; tratándose de verdadero proceso judicial, ¿por 
qué se restringe la potestad del provisor? Nos parece ver la razón de esto 
en lo siguiente: Las causas matrimoniales de nulidad son causas difíciles 
y gravísimas; por lo cual se ha recomendado a los Prelados que procedan 
con el máximo celo y diligencia en la tramitación y resolución de las mis- 
mas y en la designación de las personas que en ellas han de intervenir (1 3). 
Para asegurar el acierto, ordenó Benedicto XIV que no fuera firme la de- 
claración de nulidad, en tanto no hubiera dos sentencias conformes, previo 
un proceso ordinario contencioso, en el cual, según el derecho del Código, 
ha de intervenir un tribunal colegial de tres jueces. Y como en la tramita- 
ción de los procesos, a que se refieren los cánones 1.990-1.992, ni el pro- 
ceso es ordinario, sino sumario, ni se exigen dos sentencias conformes en 
pro de la nulidad, ni el tribunal es colegiado, por eso, sin duda alguna, pri- 
mero el S. Oficio y después el Código han reservado estas causas al juicio 
del Ordinario—el Obispo o el Vicario Capitular—a quien compete direc- 
tamente el gobierno de la diócesis. No hay, sin embargo, inconveniente en 
que el Ordinario, vistas las circunstancias de cosas y personas, delegue su 
potestad judicial en alguien, o dé mandato especial al provisor; pues lo fun- 
damental es que nadie en su diócesis tenga en estas causas potestad ordi- 
naria que pueda ejercer sin consentimiento de aquél en cada uno de los 
casos. 

2° No es juez el Vicario General, a pesar de ser Ordinario a tenor 
del canon 198. Esta afirmación no necesita razonarse mucho; fluye de lo 
que arriba hemos expuesto. Estos procesos son judiciales; el Vicario Ge- 
neral, como tal Vicario, no tiene potestad judicial; luego no es competente 
para intervenir en ellos. Y si lo hiciera, todas las actuaciones que practi- 
case adolecerían de vicio de nulidad. - PEE 

3^ Ni lo es, aunque tenga mandato especial, según ha éclat la 

Comisión Pontificia. La razón por la cual se ha dado esta declaración n0s- 


(13) Documentos citados: Const. Dei miseratione; dec. del S. Ofleio de 1889; const. Pro- 
vida Mater, preámbulo y. art. 91. : 


~ 
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otros la encontramos obvia. Nos parece—siguiendo la ruta que han traza- 
do canonistas de nota—que el mandato especial concedido por el Obispo a 
su Vicario para aquellos casos en que el derecho lo exige, no altera la na- 
turaleza de su potestad, o sea, que la potestad que ejerce por mandato es- 
pecial del Obispo es ordinaria, lo mismo que la quetiene en virtud del man- 
dato general o nombramiento de Vicario (14). Y si por una parte dicha 
potestad es ordinaria, y por otra la potestad ordinaria del Vicario no es 
Judicial, síguese, como consecuencia lógica, que, si en virtud del mandato 
general no es competente para conocer en estos procesos, tampoco lo es en 
virtud del mandato especial que el Obispo pueda haberle concedido. 

Por eso sin duda, así como el Código emplea la palabra “mandato” 
siempre que se trata de constituir a uno representante de otro o de alguna 
entidad: mandato del procurador (cán. 1.659, 1.660, etc.), del postulador o 
vicepostulador en las causas de los Santos (cán. 2.005, 2.006, etc.), para 
consagrar Obispos (cán. 935, 2.370), así también, al referirse al Vicario, 
emplea siempre la palabra “mandato”, ya sea éste general, v. gr., en el ca- 
non 686, $ 4, ya sea especial, mencionado en muchos cánones, y no emplea 
nunca la palabra “delegación”; con lo cual ha querido dar a entender que 
el mandato, sea éste general o especial, constituye directamente al Vicario 
representante—alter ego—del Obispo, y el derecho le concede, vinculada 
al oficio, la jurisdicción necesaria—ordinaria—para que pueda ejercer esa 
representación. Por el contrario, siempre que se trata de jurisdicción con- 
fiada a la persona—o sea, delegada—emplea de ordinario el Código los tér- 
minos “delegación”, “facultad”, "potestad", “licencia”, "indulto", etc.; 
y cuando echa mano de la palabra “mandato”—que es término genérico— 
va vinculado éste a las palabras “delegado” o “potestad delegada”, etc., de 
tal manera que no pueda haber lugar a confusión. (Véanse los cánones 
203, $ 1; 205, $ 3; 206.) 

Otra razón más pudiera alegarse en pro de lo dicho. El Código excep- 
túa de la potestad del Vicario: a) aquellos asuntos que el Obispo se reser- 
ve, y b) aquellos que por derecho requieran mandato especial suyo, Ahora 
bien; si el Obispo se reserva un asunto, nadie dirá que, al suprimir la re- 
servación, le otorga él de nuevo al Vicario la potestad reservada; lo que 
hace es remover el óbice puesto, con lo cual el Vicario puede ya ejercer la 
potestad ordinaria que por derecho le compete. Por lo mismo, si le concede 
mandato especial no hace más que poner una condición exigida por el de- 


- 


' (44) Manoro, Institutiones Iures Canonici, iom. I, núm. 699, 9.4; Toso, De personis, 
com. al can. 368; BLAT, Com. Text. Cod. Iur. Can., lib. II, núm. 402; WERNZ-VIDAL, Jus Cano- 
nicum, De personis, nüm. 640; CORONATA Inst. Iuris Can., vol. J, núm. 421, el cual cita otros 


autores en la nota 2, 
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recho, o sea remover el óbice puesto por el mismo derecho, para que el Vi- 
cario pueda ejercer una jurisdicción que, en cuanto a su amplitud, es radi- 
calmente la misma del Obispo, con alguna excepción, y en cuanto a su na- 
turaleza, es ordinaria. Creemos, pues, que en esta teoría es donde hay que 
buscar, v se halla, la razón que cohonesta la declaración de que nos ocu- 
pamos. 

De no aceptar dicha teoría, habría que recurrir a admitir dos clases de 
delegación: una, la concedida al Vicario como tal, en virtud de mandato 
especial, y otra, la concedida al Vicario como simple clérigo; y con toda sin- 
ceridad confesamos que no se nos ocurre razón alguna para establecer dicha 
distinción, antes bien creemos que toda delegación sólo puede diversificarse 
por razón de la persona que la concede—el Papa, Obispo, etc.—o por razón 
de la materia sobre que versa—para confesar, para imponer penas, del fuero 
interno, del fuero externo, etc.—-, pero no por razón del sujeto pasivo de la 
misma. En aque! supuesto, llegaríamos también a la conclusión, algo extra- 
fia, de que si el Obispo, en virtud de mandato especial, delegara al Vicario, 
como Vicario—-es decir, a la persona de más categoría canónica en la dióce- 
sis—para conocer en los procesos de que nos ocupamos, tal delegación se- 
ria completamente ineficaz, a tenor de la declaración que estamos comen- 
tando; pero la delegación seria válida, si se le concediera como a simple 

clérigo. 

Concretamos, pues, todo lo que acerca de este punto dejamos expuesto 
en las siguientes conclusiones: 


1) El Vicario, en virtud de su mandato general, no es competente para 
intervenir en los procesos de que tratan los cánones 1.990-1.992. 

2) Tampoco lo sería si se le concediera mandato especial “ad univer- 
sitatem causarum”, sin más aditamento. 

3) Ni sería competente, si el Obispo le concediera mandato especial 


para una causa en concreto, excluyendo positivamente, por lo menos en su 
ánimo, la delegación. 


* 


4) Si se le concediera dicho “mandato especial” para una causa, por 
error o inadvertencia de lo que esas palabras implican, pero predominando 
la voluntad de concederle las facultades necesarias al efecto, el mandato 
especial equivaldría en el caso a verdadera delegación y el Vicario sería 
competente; pues las palabras son lo de menos, cuando consta suficiente- 
mente la voluntad del que las profiere, según la regla 88 del Sexto: “Cer- 
tum est quod is committit in legem, qui legis verbum complectens, contra 
legis nititur voluntatem." 


5) El Obispo puede conceder delegación, tanto general como especial, 
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lo mismo al Vicario General que a otro clérigo cualquiera, pues la potestad 
ordinaria es delegable, mientras no se demuestre lo contrario. 


4. Tampoco es juez el provisor, según arriba hemos indicado, porque 
así lo dispone implícitamente la ley canónica, que reserva el conocimiento 
de estas causas al Ordinario. Esto se confirma por el art. 228 de la Instruc- 
ción de 1936, el cual le exige mandato especial del Ordinario para co- 
nocer. Mas acerca de este punto en concreto, queremos hacer notar algo 
que está en relación más directa con lo que es objeto de nuestro trabajo 
y, a nuestro juicio, confirma algo de lo que hemos dicho. 

Así como el Vicario puede con mandato especial del Obispo ejercer su 
potestad gubernativa en muchos casos en que el derecho la condiciona a 
la existencia de dicho mandato, así también el provisor puede ejercer su 
potestad judicial en los procesos extraordinarios de nulidad de matrimo- 
nio, cuando tiene mandato especial del Ordinario, a quien están reserva- 
dos. Esto no lo dice expresamente el Código; pero sí lo dice la Instruc- 
ción de 1936 en su art. 228: “Hallándose ausente o impedido el Ordina- 
rio, la sentencia, de la que se habla en el artículo precedente, la da el pro- 
visor con mandato especial del Ordinario” (15). Otra vez volvemos a en- 
contrar aquí, tratando del provisor, las palabras “mandato especial”, que 
el Código tantas veces emplea, refiriéndose al Vicario General. Y aun en 
el. mismo Código, al tratar de otra materia, encontramos algo semejante: 
por una parte, el provisor es, en la vía judicial, parejo del Vicario en la 
gubernativa, como puede apreciarse por la simple lectura de los cánones 
366-368 y 1.573, 88 1, 2, 4 y 5; por otra, el provisor puede proceder de 
oficio, tratándose de delitos (can. 1.618). Segün esto, podría decretar el 
procesamiento del reo, ya que al proceder de oficio no es preciso que pre- 
ceda instancia de parte. Y, sin embargo, este trámite es de la competencia 
del Ordinario, o del provisor con mandato especial suyo (can. 1.954). ¿Por 
qué el Código y la Instrucción citada no emplean la palabra “delegación” 
u otra semejante, sino “mandato especial”? Podemos, pues, proponernos 
las siguientes cuestiones: 

-1. ¿Es ordinaria, o delegada, la ad del provisor en aquellos ca- 
sos en que procede en virtud de mandato especial? En materia de juicio 
criminal—en cuanto a decretar el procesamiento del reo— parece que es or- 
dinaria, tanto si nos fijamos en el canon 1.618. como si comparamos el 1.954 
con el 1.941, el cual emplea la palabra "delegación"—4delegetur—al hablar 
-de la inquisición, que no es juicio, sino trámite previo para el juicio cri- 


(15) “Art. 228. Ordinario absente vel impedito, sententía, de qua in articulo praece- 
dente, datur ab officiali de mandato speciali Ordinarii." 
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minal. Y si es ordinaria en materia criminal, no hay por qué negar que 
sería también ordinaria la potestad que ejercería el provisor a tenor del 
artículo 228 de la Instrucción en los procesos matrimoniales exceptuados 
de la tramitación solemne. Lo que dejamos escrito acerca del Vicario Ge- 
neral puede, por lo tanto, con la debida proporción, aplicarse al provisor, ya 
que ambos cargos tienen gran semejanza, dentro de las diversas órbitas en 
que se desenvuelven. 

2. ¿Cuál es la interpretación que corresponde al art. 228 de la Ins- 
trucción, que más arriba hemos transcrito? Ante todo, haremos notar con 
CoNRADO BERNARDINI (16) que dicha Instrucción no prescinde del Códi- 
go, antes bien lo da por supuesto; pero, en algunos puntos, parece que sus 
disposiciones lo han reformado. Elaborada pacientemente y con todas las 
garantías, "se dignó aprobarla el Papa y robustecerla con su autoridad 
apostólica y mandó que se publicara en el Acta Apostolicae Sedis, para que 
sea fiel y religiosamente observada por todos aquellos a quienes correspon- 
da” (17). Esto supuesto pasemos a hablar del art. 228 de la misma. 

En conformidad con ese artículo, ¿es preciso que el Ordinario mismo 
dé mandato especial al provisor? Y si se halla ausente o impedido, ¿cómo 
puede dárselo? Formemos tres hipótesis en relación con el canon 429, $ 1, 
que se refiere al caso de sede impedida. 


a) Primera hipótesis.—Que el Obispo se halle ausente, con ausencia 
voluntaria y temporal, y por la urgencia del caso no haya tiempo de re- 
currir a él pidiéndole el mandato. ¿Pasa entonces a manos del Vicario el 
gobierno de la diócesis, de tal forma que subrogue en todo la persona del 
Obispo? Nos parece que no es éste ninguno de los casos que se han tenido 
en la mente por el legislador, al redactar el canon 429; y, por lo tanto, ni 
podría conceder mandato especial al provisor el Obispo, porque está ausen- 
te, ni el Vicario, porque carece de potestad judicial. En el caso expuesto 
tendría aplicación, a nuestro parecer, el mencionado artículo 228 de la Ins- 
trucción y correspondería al provisor dar sentencia en virtud de mandato 
especial presunto del Ordinario, o si se quiere, en virtud de un mandato 
especial que le otorga el derecho mismo, a semejanza y con los mismos 
efectos del mandato especial del Ordinario. 


b) Segunda hipótesis.—Que el Obispo se halle ausente o impedido, 


(16). "Quid de nova instructione relate ad Codicem Turis Canonici? Certissime instructio 
non aufert Codicem, sed ipsua expresse supponit; eius:normae generatim iubent secundum 
et praeter Codicem; sed aliquando, nostra opinione, Codicem reformarunt, quin imo inter- 


pretationem canonum sive extensivam sive restrictivam dederint" (Apollinaris, 1936, pág. 593. 
nota col. 1.* : : 


(17) Préambulo de la Instruceión. 
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verificándose alguno de los casos del canon 429, $ 1. El gobierno de la 
diócesis pasaría plenamente a manos del Vicario o del delegado que hu- 
biera nombrado el Obispo; mas, ¿a quién correspondería en ese caso dar 
la sentencia? Por una parte, fijándonos en el texto del artículo, parece que 
le corresponde exclusivamente al provisor, pues dicho texto no distingue 
entre los diversos impedimentos o ausencias del Obispo y emplea la frase 
“da la sentencia” —sententia datur—en forma indicativa o enunciativa, que 
parece tener este sentido: “la sentencia la da el provisor, y no otro”, que 
es el mismo que tiene la frase “da la jurisdicción ”-—iurisdictionem con- 
fert—, consignada en el canon 874. Mas, por otra parte, teniendo en cuen- 
ta que el Vicario o el delegado del Obispo tendrían en el caso plena juris- 
dicción, incluso la judicial, no nos atrevemos a negar que también éstos po- 
drían dar sentencia. Tampoco negamos que podrían dar mandato especial 
al provisor. Lo que ponemos en duda es que necesite recibirl o de ellos, visto 
el tantas veces mencionado art. 228. - 


c) Tercera hipótesis. —Que el Obispo no se halle ausente o impedido 
y no quiera sentenciar él la causa de nulidad. En este caso, nadie negará 
que puede conceder delegación a quien le parezca, pues se trata, según ya 
hemos indicado, de potestad ordinaria, que es delegable. Mas con respecto 
al provisor, a éste entendemos que sería superfluo y disonante que le con- 
cediera delegación; podría y debería concederle mandato sao remo- 
viendo así el óbice del canon 1.990, que emplea la palabra “Ordinario” 
con lo cual quedaría expedita la potestad que el canon 1.573, 88 1 y 2, con- 
cede in radice o in actu primo al provisor, quien constituye un solo y único 
tribunal con el Obispo; pues así como el Vicario es el “alter ego” suyo en 
materia gubernativa, así también lo es el provisor en materia judicial. Con 
ese mandato podría el provisor sustanciar la causa; sin él, no. Ausente o 
impedido el Ordinario, se lo da el derecho; en otro caso, necesita que el 
Ordinario se lo dé. 
B) Juez en la segunda instancia. Su 

Como muy atinadamente dice el P. REGATILLO (18), aparece cierta opo- 
sición o discordancia entre los artículos 227 y 228 de la Instrucción, por 
una parte, y la declaración de la Comisión Pontificia de 1943, por otra. La 
Instrucción. reserva la sustanciación de la causa en primera instancia al 


Ordinario (art. 227), añadiendo el art. 228 que, si éste se halla ausente o 
impedido, da la sentencia el provisor en virtud de mandato especial del Or- 


4 


(18) Sal Terrae, 1945, Sas: 160. 
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dinario. La Comisión ha declarado que bajo las palabras “juez de segunda 
instancia” —iuderx secundae instantiae—de los canones 1.991 y 1.992 esta 
comprendido no sólo el Obispo, sino también el provisor, sin exigir a éste 
el requisito del mandato especial. 


"Utrum sub verbis "Iudex secundae ins- 
tantiae”, de quibus in canonibus 1.991 et 
1.992, veniat tantum Episcopus, an eliam 
officialis. (Resp.) Megative al primam par- 
tem affirmative ad secundam." 

"Si bajo las palabras "Juez de segunda 
instancia”, de los cánones 1.991 y 1:992, 
está comprendido solamente el Obispo, o 
también el provisor. (Resp.) Negativamente 
a la primera parte y afirmativamente a la 
segunda." 


Por lo que se refiere a la práctica, la discordancia, real o aparente, no 
tiene importancia alguna, pues muy bien pueden regir unas normas para la 
primera instancia y otras para la segunda, y con observar unas y otras hay 
lo suficiente para proceder con rectitud. Mas el canonista no puede confor- 
marse con llegar a esta conclusión práctica, por lo cual intentaremos apor- 
tar alguna luz a esta cuestión. 

El art. 226 de la Instrucción da por supuesto que, de regla general, las 
causas matrimoniales se llevan directamente al provisor; y manda a éste 
que, si en algún caso, oídos los cónyuges, si es que comparecen, advierte 
que se trata de un caso exceptuado del procedimiento solemne, lleve el 
asunto al Ordinario. Y el art. 227 hace juez al mismo Ordinario, pero no 
de una manera tan rigurosa y taxativa que en ningün caso pueda el pro- 
visor sustanciar la causa, conforme al art. 228 (19). Por lo tanto, la mente 
de la Iglesia es, según expusimos más arriba, que no se lleve a efecto nin- 
guna causa matrimonial por el procedimiento exceptuado, sin que pase por 
manos del Ordinario, el cual, o la sustanciará él por sí mismo, o concederá 


9) "Art. 226. Quoties agatur de casu excepto ad normas can. 1.990, officialis, auditis 
coniugibus, si comparuerini, et perpensis rebus, videat an de impedimenti existentia seu de 
nullitatis causa ex certo et authentico documento, quod nulli contradictioni vel exceptioni 
obnoxium sit, constet. De quo si sibi videatur constare, necnon pari certitudine vel alio 
legitimo modo (Comm. Pont., 16 aprilis 1931 ad If) appareat dispensationem concessam non 
fuisse, rem Ordinario deferat." : 

“Art. 227. $ 1. Ordinarius, iudicem agens, citatis semper partibus lisque auditis, voto 
etiam exquisito defensoris vinculi necnon promotoris iustitiae, si iste matrimonium aceussa- 
verit vel ipsum Ordinarius adire censuerit, potest iuxta suum prudens iudicium matrimo- 
nii nullitatem sententia declarare, rationibus breviter adductis in iure et in facto. 

8 2. Quod si Ordinarius iudicaverit non omnia concurrere quae requiruntur- vi canonis 
1.990, ut de nullitate matrimonii tamquam de casu excepto,ipse agere queat, causàm remittat 
ad tribunal dioecesanum, quod per viam ordinariam procedat ad normam Tituli V et seqq." 

El texto latino del art. 298 puede verse en la nota 15. 3. t 
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delegación a quien le agrade, o dará mandato especial al provisor, mandato 
que, a nuestro juicio, le concede el derecho en algunos casos. Al Ordinario 
le compete dar el primer impulso, lo mismo que ocurre en el juicio crimi- 
nal, y lo demás sigue ya por el cauce normal de la competencia en materia 
judicial. Una vez que ha habido ya un Ordinario—el de la primera instan- 
cia—Qque intervino en la causa y la juzgó digna de ser substanciada por el 
procedimiento extraordinario, lo demás poco importa y parece que ya no 
hay razón para que en la segunda instancia sea el Ordinario mismo el que 
haya de sustanciarla. Esta creemos es la razón por la cual la Comisión Pon- 
tificia dió la interpretación que comentamos; interpretación que es a todas 
luces meramente declarativa de las palabras “Judea secundáe instantiae" 
del Código y que nadie habría considerado necesaria, si el canon 1.990 no 
hubiera constituído al Ordinario juez en la primera instancia. 


III. (OBJETO O MATERIA DEL PROCESO 


Es objeto de estos juicios la declaración de nulidad del matrimonio, 
fundada en la existencia de alguno de los impedimentos mencionados en 
el canon 1.990, y no otros, según declaró la Comisión Pontificia. 


"Utrum casus excepti canonis 1.990 sint 
laxative an demonstrative enuntiati, (Resp.) 
Affirmative ad primam parlem, negative ad 
secundam." 

“Si es taxativa, o demostrativa, la enume- 
ración de los casos exceptuados que hace el 
canon 1.990. (Resp.) Afirmativamente a la 
primera parte y negativamente a la segunda." 


Siempre juzgamos que era taxativa la enumeración de impedimentos 
que hace el canon 1.990. Así lo da a entender: a) el hecho de haber enu- 
merado expresamente el canon siete impedimentos dirimentes de los doce 
que existen—prescindimos del de parentesco legal, que no siempre lo es—, 
y b) el haberse eliminado del canon el llamado impedimento de clandesti- 
nidad, que estaba comprendido en el decreto del S. Oficio de 1889, y ha- 
berse, por el contrario, incluído en el canon otros dos—el de orden sagra- 
do y el de voto solemne—que no lo estaban en el decreto (20). No se hace 
una enumeración tan meticulosa, si no se pretende hacer una enumeración 
taxativa. 

"i (20) pem texto latino del canon en la nota 2 y el del decreto en la nota 8, A y compá- 
rense ambos. 
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No faltaron, sin embargo, quienes juzgasen (21) que todos, o por io 
menos algunos de los restantes impedimentos, caían también bajo el ca- 
non 1.090 en ciertos y determinados casos. Los impedimentos expresamen- 
te enumerados son los de disparidad de cultos, orden sagrado, voto solemne 
de castidad, ligamen, consanguinidad, afinidad y parentesco espiritual; los 
pasados por alto son, además del de parentesco legal, los de edad, impoten- 
cia, rapto, cirmen y pública honestidad. Ahora bien; con, razón se intu- 
yeron los primeros y se dejaron excluidos los segundos. : 

1." Tratándose de casos en los cuales la existencia del impedimento 
lia de probarse con toda certeza por medio de documento auténtico y no 
por otro medio de prueba (22), los enumerados en el canon pueden fácil- 
mente comprobarse todos ellos en esta forma (23) en la generalidad de los 
casos; y ésta fué la razón por la cual el legislador los excluyó del procedi- 
miento ordinario. 


2.° Por el contrario, los demás impedimentos no es frecuente ni nor- 
mal que se hallen en las mismas condiciones. Los de impotencia, rapto y 
crimen son de suyo impedimentos bastante complicados, casi nunca son 
notorios y es muy dificil que puedan documentalmente comprobarse todas 
las condiciones que se requieren para que haya impedimento. Algo pareci- 
do ocurre con el de püblica honestidad, pues si procede de matrimonio in- 
válido, no está siempre al alcance de cualquiera el discernir cuándo el acto 
del cual se presume que dimana el impedimento es de tal naturaleza que 
puede llamarse "matrimonio inválido", con apariencias de matrimonio, o 
cuándo es un acto, mal llamado “matrimonio”, del cual no puede originar- 
se impedimento de pública honestidad; y si procede de público y notorio 
concubinato, suele no pocas veces hallares dificultad en apreciar si hay ver- 


(21) CAPELLO, l. cit, 7, pág. 448; WERNZ-VIDAL, Ob. cit., núm. 704, not. 51. 

(22) No compatimos la opinión de quienes creen que la comprobación del impedimento, 
à los efectos del canon 1.990, puede hacerse en forma no documental, siempre que ]a exis- 
tencía de aquél resulte evidente. El haberse eliminado del canon (nota 2) dicho medio de 
prueba subsidiaria, que autorizaba el decreto de 1889 (nota 8), y la redacción dada al art. 996 
Je la Instrucción (nota 19) quitan, a nuestro juicio, toda probabilidad a dicha opinión, ad- 
mitida la. cual se daría ocasión a innumerables abusos en materia de tanta trascendencia 
como la que tienen las causas matrimoniales de nulidad. Si se dejara esto a la libre apre- 
ciación del juez—sunque éste sea el Ordinario—se darían casos de verdadera ¡enormidad, 
como alguno de que hemos tenido conocimiento, debidos a la ofuscación que fácilmente 
puede padecerse. ¿Que puede darse algún caso en que evidentisimamente conste la. xistencia 
del impedimento en forma no documental? Cierto es; mas ése sería un caso ettii bialko, 
al cual podría tal vez aplicársele el canon 1.717 dentro del procedimiento normal y corriente. 

(23) Una excepción creemos que hay que admitir, en cuanto al impedimento de ¡disparidad 
de cultos. No puede constar la existencia de dicho impedimento si no se comprueba de ula “ 
manera positiva que una de las partes está bautizada y la otra no. Lo primero puede y debe 
comprobarse documentalmente; mas no así la no recepción del bautizo por la parte que es 


tenida por infiel. Esto segundo bastaría que se comprobase por cualquier otro medio proba- 
torio que engendrase verdadera certeza. Un E 
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dadero concubinato o si éste es público y notorio. Resta, pues, el impedi- 
mento de edad, del cual vamos a tratar con alguna mayor amplitud, ya que 
en él hacían algunos especial hincapié. 


Los que hasta ahora defendían no ser taxativa la enumeración de im- 
pedimentos que hace el canon 1.990, se fijaban principalmente en el impe- 
dimento de edad, pues la existencia del impedimento constaría siempre con 
toda certeza, decían ellos, por la simple inspección de los libros parroquia- 
les o civiles del registro. A primera vista parece discreto este razonamien- 
to; pero en realidad no lo es, como vamos a demostrar, con lo cual podrá 
apreciarse la prudencia del legislador y se verá con cuánta razón ha pro- 
cedido la Comisión Pontificia. 

Prescindiendo de si en algün caso particular puede o deber tener apli- 
cación el canon 1.747, núm. 1.°, según el cual los hechos notorios no nece- 
sitan probarse, hay, a nuestro juicio, razón sobrada para que ese caso no 
se haya incluído entre los exceptuados. Aun más: creemos que en los ca- 
sos que ordinariamente ocurren, la prueba documental de la edad, extraída 
de los registros eclesiásticos o civiles, no es todo lo aquilatada que debe 
serlo, cuando de haber ocurrido el nacimiento en un día determinado se 
hace depender la declaración de la validez o nulidad de un matrimonio 
realizado. 


I) Por lo que toca a los registros parroquiales, no hay que olvidarse 

de que éstos son registros de bautismos, no de nacimientos, pues el ca- 

non 777, $ 1, impone al párroco la obligación de anotar en sus libros la 

fecha en que se administró el bautismo y guarda silencio absoluto acerca de 
la anotación de la fecha en que ocurrió el nacimiento del bautizado. Cierto 

es que en los libros de bautismos suele anotarse también, además del bau- 
tismo y los demás requisitos que se mencionan en el canon 777, la fecha en 

que el bautizado nació; mas el bautismo es el objeto principal de la anota 

ción, y la fecha del bautismo se anota incidental y accesoriamente para fijar 

mejor la filiación del que hà recibido el sacramento. Ahora bien; las parti- 

‘das bautismales tienen la categoría de documentos públicos, que les otor- 
ga el canon 1.813 $ 3; pero sólo hacen fe respecto a aquellas cosas que en 

las mismas se afirman de un modo directo y principal, según dispone el 
-1.816, y no respecto a los demás extremos que en ellas suelen anotarse de 
‘una manera incidental y accesoria. Por otra parte; así como el ministro 
del bautismo puede con toda justicia dar fe acerca de un hecho que él mis- 

mo ha ejecutado por razón de su cargo, y aun acerca de quiénes son los 

«padres y padrinos del bautizado-—pues todo ello es objeto directo de la ano- 
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tación, por prescribirio el canon 777-—así por el contrario es a todas luces 
incompetente para darla acerca de un hecho, el nacimiento, que ni es objeto 
directo de la anotación, ni el párroco ha presenciado, sino que se limita a 
corisignarlo fiado en la palabra de quien no tiene concomitancia alguna con 
el ministerio parroquial—pero puede tener interés en ocultar la verdad—y 
sin que haya precedido una investigación a fondo acerca del hecho. 


2) Los registros civiles son, por el contrario, registros no de bautis- 
mos, sino de nacimientos; y las inscripciones que en ellos se hacen tienen 
en todas las naciones cultas el carácter de documentos públicos. Estos do- 
cumentos, cuando la legislación del país les reconoce ese carácter (can. 1.813 
$ 2), hacen fe aun en el fuero eclesiástico; pues el canon 1.816 no distin- 
gue entre documentos eclesiásticos o civiles. Pero una cosa es que hagan 
fe en juicios en que se ventilan asuntos de menor entidad—incluso el tm- 
pedir la celebración de un matrimonio—y otra cosa es que la Iglesia los 
considere, en materia matrimonial, tan fidedignos y dotados de tal fuerza 
de probar que ellos por sí solos basten, sin otra prueba, para fallar por el 
procedimiento extraordinario del canon 1.990 una causa de importancia 
tan capital como es la nulidad de un matrimonio realizado, desatando ante 
los hombres un vínculo que puede ser firme y válido ante Dios. 


Y no es extraño que así proceda la Iglesia; pues es bastante frecuente 
que los datos que en dichos documentos civiles se consignan no se ajusten 
del todo a la verdad, en lo que se refiere a la fecha del nacimiento, y así 
pudimos más de una vez comprobarlo durante el largo periodo de nuestra 
vida de curia. Las leyes civiles castigan a los padres que en un breve plazo 
de tiempo no inscriben a sus hijos en el registro civil; y los padres que han 
sido remisos en el cumplimiento de este deber, eluden el castigo inscri- 


biendo a sus hijos como nacidos en una fecha posterior a aquella en que 
realmente nacieron. 


Si, pues, el canon 1.000 no admite otro medio de prueba de los impe- 
dimentos que la aue se basa en aleún documento cierto y auténtico; si los 
documentos con los que de ordinario se prueba la edad son las inscripcio- 
nes en los registros parroauiales o civiles, v si estos documentos no son en 
cuanto a este punto tan fidedignos que engendren certeza plena y no pue- 
dan, de suyo, ser objeto de contradicción o excepción, no es extraño que el 
legislador haya dejado adrede de incluir el impedimento de edad en el nú. 
mero de aquellos en que puede basarse el procedimiento extraordinario para 
declarar la nulidad del matrimonio. Que en algün caso particular pueda 
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probarse documentalmente con toda evidencia la existencia del impedimen- 
to de edad, y por ende la nulidad del matrimonio celebrado, poco importa; 
lo que el legislador ha tenido presente al dar forma al canon 1.990 es lo 
que ordinariamente ocurre. Con razón, pues, la Comisión Pontificia ha de- 
clarado que es taxativa, y no meramente demostrativa, la enumeración de 
impedimentos dirimentes que allí se hace. 


LORENZO MIGUELEZ 


Rector de la Pont. Univ. Ecca. de Salamanca. 
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EDICION CRITICA DE LA COLECCION 
CANONICA “HISPANA” 


En la primera semana nacional de estudios canónicos (Salamanca, 2-6 
octubre 1945), organizada por el recientemente creado Instituto “San Rai- 
mundo de Peñafort”, se propuso y fué aprobado un plan de trabajo cien- 
tifico de investigación para llegar a una edición crítica de la Colección ca- 
nónica “Hispana” en breve tiempo. Con razón ha sido calificada esta obra 
de “urgente y necesaria”. Lo es ciertamente. En la por tantos títulos in- 
teresante historia de las colecciones canónicas de la alta Edad Media, ocupa 
un distinguido e indiscutible lugar de preeminencia la Colección canónica 
“Hispana” (1). El crecido número de sus documentos—setenta y tres 
concilios y ciento tres cartas decretales—, juntamente con la pureza y auten- 
ticidad de su contenido, son caso único en la historia de las colecciones ca- 
nónicas medievales. En el Concilio XII de Toledo tenemos un caso típico de 
cómo los obispos españoles acuden a la abundante documentación de la 
“Hispana”, e invocan para ello la autenticidad de la misma para rechazar 
una novedad que se quiso introducir en la disciplina eclesiástica, y que pa- 
trocinaba el mismo rey Wamba. Quiso este rey obligar a Esteban, Obispo 
de Mérida, a que ordenara un obispo para una iglesia a la que no co- 
rrespondía en derecho tal perrogativa. Los Padres del Concilio, para de-. 
clinar la petición del monarca godo, muestran la antigua legislación ca- 
nónica de la “Hispana”, y comenzando por el Concilio de Nicea y si- 

_guiendo por cuantos concilios dieron disposiciones sobre el particular, has- 

ta llegar al c. 2.” del Concilio de Turín, recuerdan los antiguos cánones 
que prescriben “Ne in vicis et villulis episcopos ordinari” y “Ut dioece- 
sis quae episcopum numquam habuit non habeat” (2). 


. (1) Cfr. GONZÁLEZ ARNAO, V.: Discurso sobre las colecciones de cánones griegas y latinas. 
Madrid, 1793, IV.-—A.. ZEIGER, S. J.: De historia [antium et scientiae Juris Canonici. Romae. 
1939, vol. L—BERTRANDUS KURTSCHEID-FELIX ANTONIUS WILCHES, O. F. M., Historia Juris Ca- 
nonici, vol. I. Historia fontium et scientiae juiris canonici, Romae, 1943. 

(2) ` Tolet., XII, IV, PL. 84, 475. A la pureza y autenticidad de los documentos de la 
“Hispana” han de referirse aquellas palabras del Papa Inocencio III al Arzobispo de San- 
tiago: “Tum quia cum allis conciliis continetur in libro qui Corpus c canonum appellatur quem 
Alexander per interlocutionem authenticum approbavit." 


MES 


A. ARIÑO ALAFONT 


Por el crecido número de documentos que contiene la “Hispana” (3), 
le cupo el alto honor de ser llevada a Roma para llenar las deficiencias de 
la Colección de Dionisio el Exiguo y para formar parte de la Colección 
Adriana, enviada en 787 al Emperador Carlo Magno, cuando éste inició 
su Reforma, llegando a ser más tarde importantísima en la Reforma car- 
lovingia con las Colecciones Adriana y Dacheriana. 

Todo esto hace que para numerosos trabajos de investigación y de 
muy variada índole (teológicos, jurídicos, históricos, litúrgicos, etc.) ten- 
gan que acudir los eruditos a los documentos de la “Hispana”, y éstos se 
lamentan con sobrada razón de no disponer de un estudio crítico de esta 
antiquísima Colección canónica. : 

No podemos dudar de que la Colección "Hispana", en su parte con- 
ciliar especialmente, remonta sus orígenes hasta las antiguas colecciones 
canónicas españolas de los siglos V y VI. Pero si cabe dudar sobre la 
fecha exacta en que estas colecciones canónicas tienen origen en nuestra 
Península (4). Consta con todo, y con absoluta certeza, el tiempo en que 
comenzaron a utilizarse püblica y solemnemente estas colecciones. De las 
palabras del Papa Siricio a Himerio tarraconense “Quamquam statuta 
Saedis Apostolicae vel canonum venerabilia definita nulli sacerdotum Do- 
mini ignorare sit liberum" (5), no podemos concluir la existencia de.co- 
lecciones canónicas españolas en el siglo IV. Las palabras del Pontifice, 
si no las sacamos de su lugar, parecen más bien referirse a la misma 
Carta decretal que mandó se enviara a todos los obispos españoles. En 
cuanto a los cánones que manda se observen puntualmente, bien puede 
entenderse que se trata de las mismas disposiciones conciliares conocidas 
ya en aquel tiempo y que fueron tomadas de los cánones orientales, de 
los que expresamente menciona algunos del Concilio de Nicea. 

La mención manifiesta de los estatutos de los Padres se ofrece clara- 
mente en la Introducción a los cánones del Concilio de Tarragona (516), 
y más clara aún en el II de Toledo (527) (6). Es el año 561 cuando apa- 
rece abiertamente el uso de una colección canónica española, la cual, 


- (3) Quince concilios griegos, nueve africanos, diecisiete franceses y treinta y sets es- 
pafioles. Ciento tres cartas decretales. ; 

(4). Aunque no sea común error, es frecuente considerar como partida de nacimiento 
de una institución el primer documento que habla de ella, siendo así que de ordinario y por 
ley general no revela sino la constatación de su existencia, de su preponderancia y mayoría 
de edad. El hecho de la uniformidad en la fe y en la disciplina antes del 325, en que se 
celebró el Concilio de Nicea, prueba seguramente la existencia y cumplimiento de colecciones 


canónicas y disciplinares de tradición apostólica unas, otras transmitida - 
ros Pastores de cada Iglesia. : d 5 : SEE 


(5) PL., 84, 636. 
(6) PL., 84, 309, 835. 
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además de los concilios generales, encierra documentos canónicos de in- 
terés particular para las iglesias españolas. En la Introducción a los cáno- 
nes del I Concilio de Braga se hace referencia expresa a una de estas 
colecciones: “Relecti ex codice coram Concilio tam generalium synodorum 
quam localium" (7). Enel Concilio IV de Toledo se recomienda que todos 
los sacerdotes conozcan bien los sagrados cánones (8); esto supone una 
relativa abundancia de ejemplares de estas disposiciones que facilitara su 
conocimiento y su uso. San Braulio de Zaragoza pide con grande insis- 
tencia a su querido amigo San Isidoro de Sevilla las actas de un concilio 
celebrado en esta ciudad, para incluirlas en su colección canónica (9). 


_. Un argumento que vale por todos los testimonios que pudieran aducirse 
en favor de la existencia de colecciones españolas antes de la “Hispana” es 
el hecho de que el Epítome Español fué redactado a base de aquellas co- 
lecciones, como dice expresamente su autor: “Ex libro bracarensi”, “Ex 
libro complutensi”, “Ex libro Agabriensi”. Por eso el Epítome Español 
ha de tener un papel importantísimo en la edición crítica de la “Hispana”. 
Es el eslabón seguro que une esta Colección con las antiguas colecciones 
españolas de los siglos V y VI. Es fundamentalmente indispensable cono- 
cer las fuentes de la Colección “Hispana”. El Epítome nos ofrece la clave 
segura para alcanzarlo con seguridad (10). 

. El estudio comparado del Epitome Español y la “Hispana” nos per- 
mite señalar interesantes puntos de contacto y semejanza entre estos dos 
antiguos documentos canónicos (11). El Epítome, como la “Hispana”, 
tiene dos partes, concilios y decretales. La serie conciliar se abre en 
ambas colecciones canónicas por los concilios celebrados en Oriente y se 
cierra con los concilios españoles. El Concilio de Efeso se encuentra en el 
Epitome en la misma forma que pasó a la "Hispana", es decir, con 
los doce anatematismos y la carta del Papa Cirilo a Nestorio (12). 


$ 


(7) PL.,-84, 565.. 
(B)41695. 
(9)  PL.; 83, 744. s ‘ 
4 ` f0) : El interesante texto del Epítome Espafiol ha permanecido inédito hasta el presente. 
MAASSEN, Geschichte der Quellen und der Litteratur des canonischen Rechts und Abedlads. 
Gratz, 1870, y los hermanos BELLERINI, P. et H., De antiquis collectionibus et canonum collec- 
toribus, Venetiis, 1757, sólo nos dan los epígrafe de algunos manuscritos de este precioso 
documento. Puéde verse el texto del Epftome según el ms. Vaticano-Latino, 5.751, en ARINO, 
` Colección canónica Hispana, apénd. III. 
(11) Al estudio crítico de la Colección “Hispana” tendrá que preceder necesariamente el 
estudio crítico del texto del Epítome Espafiol. No se puede pensar en la edición crítica dé la 
*Hispana" sin conocer críticamente el texto del Epítome. 


(19) PL., 84, 157 y ss. 
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Leemos en el Epitome: “Ex synodo Carthaginis Africae", denominan- 
do así el concilio que tuvo lugar en tiempo de los cónsules Honorio (XII) 
y Tedodosio (VII). La “Hispana” continúa llamando cartaginés a este 
concilio, que en la mayor parte de las colecciones canónicas de fuera de 
España recibe el nombre de “Statuta Ecclesiae antiqua” 


Al Concilio de Agde faltan en el Epítome los veinte últimos cánones. 
Estos, no obstante, se encuentran en la “Hispana”, pero sabemos que 
fueron incluídos en nuestra Colección después del Concilio XVII de To- 
ledo (694) con la inscripción “Sententiae quae in veteribus exemplaribus 
conciliorum non habentur” (13). 


Con el nombre Concilium Arvernense (Clermont), contiene el Epítome 
el que en realidad es e! Concilio V Aurelianense. Hemos podido observar 
que en todos los códices de la “Hispana” recibe este concilio la deno- 
minación de Concilio Arvernense, y después de comprar su texto con el 
del Aurelianense V, hemos podido concluir que es un error de nuestras 
antiguas colecciones canónicas que ha pasado lo mismo al Epítome que 
a la “Hispana” 

La decretal 27 de la “Hispana” recibe la misma inscripción en el 
Epitome que en aquella Colección: "Epistola Inocentii ad universos epis- 
copos in Tolosa” (14), debiendo decir “in Toletana” 

Estos puntos de contacto entre el Epítome Español y la Colección 
“Hispana” nos permiten llegar a la conclusión de que ambos documentos 
tienen su origen en las mismas fuentes canónicas, y constando cierta- 
mente que el Epitome arranca de las antiguas colecciones españolas, hemos 
de concluir también que estas mismas colecciones sirvieron de punto de 
partida a la Colección “Hispana”, reemplazando cumplidamente a todas 
ellas. No admite otra explicación la presencia en España de tan crecido 
número de manuscritos de la Colección como han llegado hasta nosotros 
a pesar de la incuria del tiempo y de las grandes convulsiones políticas 
por las que atravesó el suelo español. El mayor número de manuscritos 
de la “Hispana” y de mejor calidad se encuentra en nuestra Península. 
Sobre el texto manuscrito de la Colección canónica “Hispana” se enca- 
necieron en prolongados estudios nuestros antepasados amantes de los 
conocimientos canónicos, y hasta llegaron a encallecerse las manos de 


(13) PL., 84, 963. 


(14) Innocentius universis episcopis 4 Tolosaro synodo constitutis dulcissimis - fratribue 
in Domino salutem. PL. 84, 671. : 
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los amanuenses y: We por: los dis ejemplares que salieron de sus 
afiladas 'plumas (15). 


“Después de la invención de lá imprenta, la ColeeciGt “Hispana” fué 
entregada a los primitivos tórculos en Madrid el año 1593. García de 
Loaisa: publicó eri: dicha fecha su obra Colectio Conciliorum Hispaniae. 
En ella entran a-formar parte importante los concilios-espaíioles de la 
“Hispana”, según: el texto. del códice Alveldense, aunque en algunos pa- 
sajes se.aparte de-él. Las reimpresiones de los concilios españoles, tales 
como. los:de Labbe-Cosarcio, Coleti y Mansi reproducen el texto de Loaísa. 
En-1693 el Cardenal Aguirre corrige en parte el texto de Loaísa (16). El 
Padre Marcos Burriel, S. J., ideó en 1753 una edición crítica de la Co- 
lección- “Hispana” (17), sirviéndose de los: manuscritos de Toledo. El 
resultado de los largos trabajos de investigación del P. Burriel fueron 
cuatro volúmenes en folio, que esperan todavía la mano que los saque a 
luz. pública (18). El último esfuerzo realizado para ofrecer a la ciencia 
crítica de nuestros tiempos una. edición digna de la Colección “Hispana” 
lo-llevó a cabo. don Antonio Francisco González. En 1808 estampó Gon- 
zález la primera parte de la Colección, y en 1821 publicó las decretales (19). 
El texto de González tiene el mérito de ser el primer intento efectivo de 
una.edición -crítica de la “Hispana”, pero por no haber usado para ella 
más que de los manuscritos españoles—los mejores, indudablemente, como 
llevamos .dicho—no puede satisfacer los postulados críticos de la ciencia. 


(15) Junto a los muchos manuscritos que en Espafía se han conservado de la Colección 
"Hispana" sólo uno existe en la Península del Falso Isidoro, y éste del siglo XVI. Por el 
conocimiento de. los antiguos cánones, que, tanto ayudó a divulgar. [y conocer), la Colección 
“Hispana”, quedaron los clérigos españoles libres de la córriente de innovación del s. IX. 
Cuando -se-buscaba localizar la procedencia .de las Falsas Decretales, bastó dar a conocer 
nuestros ` manuscritos de la Noia para alejar toda sospecha de que fuera España su 
punto, de origen. 

(16) J. SÁENZ DE AGUIRRE: Collectio mazima conciliorum omniwm Hispaniae et novi Orbis, 
Romae, 1693. : 
~ (47) Con el fin de suministrar datos que. pudieran. arrojar alguna luz en las negocia- 
ciones que se estaban llevando a cabo entre las Cortes de España y Roma para el Concor- 
dato’ de 1753, Fernando VI encargó al P. Marcos Burriel, S. J., la revisión 'y estudio de los 
documentos del archivo capitular de Toledo. Alli encontró el P. Burriel dos.códices de la 
Colección “Hispána”, y “concibió 14 idea de hacer un estudio crítico de la Colección a base 
.de , dichos. manuscritos, que creía los más .completos. „Para ello, pidió los manuscritos de 
Gérona y Urgel. Desgraciadamente, el P. Marcos Burriel no pudo ver terminada su obra. 
“Hoy es el día, ha dicho Menéndez Pelayo, en que aun estamos viviendo (confesándolo unos 
y otros sin confesarlo) de aquella inestimable riqueza cuando todavía no había comenzado 
t tomar forma y orden en Sus apuntamienios dl pRctEnpaazos, VI, 78. otr Semanario erudito 
de Valladares; “t. I. = *- = = 

($8) Cfr. Colección de documentos * inéditos pora dd Historia k^ España, v: 13, p. 241. 
PL., 81, 249 y’ss. * E Y 

(19) Las incidencias, muy interesantes por cierto y muy del estilo español, que motiva- 
-ron'el retraso de-la edición: de la.segunda parte de la Colección. “Hispana” de González pueden 
verse en la obra de. GONZALEZ ERANO, bone porius dcs ie ea en y España, tour 1934, vol. I, 
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El texto que dió Antonio Francisco González pasó en 1841 a la obra 
de Tejada y Ramiro, y en 1862, al Patrologiae cursus completus de 
J. P. Migne (20). Esta es la historia a grandes rasgos del texto de la 
Colección canónica “Hispana”. - 

Ha pasado más de un siglo de la edición de González, y corresponde 
al nuestro dar el estudio crítico y completo de la Colección. Este estudio 
crítico de la Colección lo está pidiendo a voces su mismo valor histórico. 
Basta con lo que hemos apuntado más arriba para pensar que la Colec- 
ción “Hispana” no es un monumento histórico vulgar. No podemos con- 
sentir que mientras las Falsas Decretales tienen el alto honor de pre- 
sentarse en público con el ropaje crítico que supo darles Hinschius en 
1863 (21), la Colección “Hispana”, más antigua, con mayor número 
de documentos y todos ellos de una pureza y autenticidad probadas, se 
arrebuje con la pobre vestimenta que en 1808 pudo proporcionarle la bue- 
na voluntad de Antonio F. González. El valor singular de la “Hispa- 
na” exige un estudio crítico, al menos como el de Hinschius; del mismo 
estilo que la obra de Turner (22); como la de Schwartz (23), y como 
la edición del Liber Judiciorum (24). Los historiadores y juristas, sobre 
todo, están pidiendo desde hace mucho tiempo un estudio crítico de la 
“Hispana” como corresponde a este insigne monumento de la antigüedad. 
Una de las primeras voces que se levantaron fuera de España pidiendo 
el estudio crítico de la Colección fué la del Cardenal! Pitra (25). Luego 
han seguido otros de dentro y fuera de España. “Dolendum sane tantae 
colectionis non extare editionem recentiorem” (26). : 

Deben revisarse todos los códices de nuestra Colección. Esto dará lu- 
gar necesariamente a una revisión de los archivos capituláres españoles 
Este ingrato y deslucido trabajo de búsqueda y descubierta puede depa- 
rarnos sorpresas muy agradables. No nos resignamos a creer que no se 
encuentren en la Peninsula manuscritos del Epítome Español, que ha de. 
jugar un papel tan importante en la nueva edición crítica de la “His- 
pana". Deben estudiarse detenidamente las razones que movieron al Pa- 
dre Marcos Burriel para que se inclinara por los manuscritos de Toledo 


(20) Vol 84. y , À 
(31) HINSCHIUS: Decretales seudo Isidoriemae et Capitula Angilramni, Lipsiee, 1868. - 
(99) C. H. TURNER: Bcclesiae Occidentalis Monumenta Iuris antiquissimo, Oxford, 1805. 
du Ue SCHWARTE: Acla corciliorum eucumenicorusa, Berolin, 1927. F 
. (25) “Et ici encore nous exprimerons le désir el le voeu wene AbuVelte edition, digne 
des théologiens et dés cénonistes espagnols", PrrTAA, Analecta Novissima, I, 87. s 
(960)  SILFA-TAROUCA: Pontes. Historiae ecclesiasticae Medi Aevi, Romae, 3930, p. 108: 
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y las que asistieron a Francisco González para que escogiera para su 
edición los códices Alveldense y Emilianense. Debe pensarse en un apa- 
rato crítico moderno, claro y completo. 


Todo esto nos sugiere la feliz idea del Instituto de “San Raimundo 
de Peñafort” al aprobar en la primera semana nacional de estudios ca- 
nónicos un plan de trabajo científico para uan pronta edición crítica de la 
Colección canónica “Hispana”. Y ello—tenemos la completa seguridad 
de que el Instituto piensa asi—llevado de altas razones de justicia his- 
tórica, canónica y aun patriótica, y para que la Colección canónica “His- 
pana” sea más divulgada en su nueva edición, más conocida y estimada, 
según exigen su justo valor y mérito, ; 
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ATRIBUCIONES DE LOS ORDINARIOS 
Y DE LOS PARROCOS EN ORDEN A LOS 
TIEMPOS SAGRADOS 


Así como al tratar de los lugares sagrados señala el canon 1.154 dos 
clases, de categoría distinta, a saber, unos destinados al culto divino y 
otros a la sepultura de los fieles, de igual forma tocante a los tiempos sa- 
grados consigna el canon 1.243 otras dos especies, una más importante, 
que comprende los días festivos dedicados al culto divino, y otra secun- 

daria, integrada por los días de ayuno y abstinencia, que nos disponen 
para celebrar dicho culto de una manera más conveniente. 

Los lugares se tornan sagrados en virtud de la consagración o de la 
bendición (c. 1.154), al paso que los tiempos adquieren dicha cualidad por 
disposición de la autoridad eclesiástica, conforme lo expresa el canon 1.244 

Que el poder civil carece de competencia en esta materia, además de 
los argumentos que suelen aducirse en los tratados de Derecho público ecle- 
siástico, lo declaró en varias ocasiones la Santa Sede, como puede verse, 
por no citar más que un ejemplo, en el Breve “Cum semper”, de Inocen- 
cio X, del 6 de octubre de 1653, declarando de ningún valor un edicto del 
Senado y del Gobernador de Milán por el cual se establecía fiesta de pre- 
cepto para aquella región el día 4 de agosto, toda vez que en los asuntos 
eclesiásticos, a las autoridades civiles, más bien que disponer, les toca cum- 
plir Jo establecido por la Iglesia. 

La única intervención que a los gobernantes seculares corresponde, en 
lo que atañe a los días festivos, es la de velar por su fiel observancia, pro- 
curando emplear los medios de que disponen para que en esos días nadie 
haga. cosa contraria al fin intentado por la Iglesia al establecerlos, impi- 
diendo que se cometan abusos, y, en caso de que se hubiera introducido 
-alguno, deben trabajar por eliminarlo. : 

Tampoco los Párrocos son competentes para decretar días festivos ni 
de ayuno y abstinencia, quedando esto reservado a la Sede Apostólica y 
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a los Ordinarios de lugar en la forma señalada por el canon 1.244, que 
dice asi : 


$ 1. Compete exclusivamente a la autoridad eclesiástica suprema éstablecer, 
trasladar, abolir los días festivos e igualmente los de abstinencia y ayuno comu- 
nes para toda la Iglesia. 

8 2. Los Ordinarios locales pueden establecer, para sus diócesis o lugares, 
especiales días festivos o de abstinencia y de ayuno, pero sólo a modo de acto. 


En el canon 198 se encuentra el catálogo de los mencionados Ordina- 
rios, a los cuales deben añadirse ahóra los Superiores eclesiásticos de las 
Misiones “sui iuris”, toda vez que se les equiparan, conforme declaró el 
Secretario de la Sagrada Congregación de Propaganda Fide el 31 de agos- 
to de 1934 (Sylloge, n. 187). 

Acerca del $ 1 del canon 1.244 importa recordar la carta de Clemen- 
te XIII “Et paternus", 4 de marzo de 1762, dirigida al Cardenal Luís 
de Córdoba, Arzobispo de Toledo, manifestándole que le había causado 
mucho disgusto el que éste, por propia autoridad, hubiera trasladado el 
ayuno de la víspera de San Matias al sábado antes de Quincuagésima, pues- 
to que el trasladar—aiiadia— un ayuno recibido en toda la Iglesia pertenece 
únicamente al Romano Pontífice (C. I. C. Fontes, vol. II, n. 456). 

Entre las proposiciones del Sínodo de Pistoya condenadas por Pío VI, 
Constitución "Auctorem fidei", 28 de agosto de 1794, guarda relación 
con lo que venimos tratando la contenida bajo el número LXXIV, que 
dice así: 


“La deliberación del Sínodo de trasladar al domingo las fiestas establecidas 
durante el año ...... ; y, por consiguiente, de abrogar el precepto de oír misa 
‘los días en que por ley de la Iglesia obliga dicho precepto; y asimismo lo que 
afiade de trasladar por autoridad episcopal al adviento los ayunos que durante 
el año deben practicarse por precepto de la Iglesia; 

En cuanto pretende serle permitido a los Obispos trasladar por propia auto- 
ridad los días festivos y los de ayuno instituídos por la Iglesia, o abrogar la 
obligación de oír misa, i 

Es una proposición falsa, lesiva del derecho de los Concilios sua y de 
los Sumos Pontifices, escandalosa y que favorece al cisma (C. I . C Fontes, 


vol. II, n. 475). 


En cambio, por lo que respecta al $ 2 del mismo canon 1 .244, qe 
en otros tiempos más amplias las facultades de los Ordinarios, sobre todo 
en lo concerniente a los días festivos, como puede verse por algunos tex- 
tos que alegamos a continuación, donde claramente aparece je geris es- 
tablecerlos con carácter de perpetuidad. 


© 
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En el Decreto de Graciano, c. 1, D. III, de cons., se reproduce una dis- 
posición del Concilio Lugdunense I crdenando que se anunciara durante 
la Misa a los fieles las fiestas de precepto, y después de consignar la lista 
de las que obligaban por derecho común, añadía que se-les notificaran tam- 
bién aquellas otras que cada Obispo hubiera establecido para su respectiva 
diócesis. 

Idéntica norma se encuentra en las Decretales de Gregorio IX, c. 5, II, 9. 

El Conc. Tridentino, sess. XXV, de regularibus, c. 12, manda que to- 
dos los exentos, incluso los regulares, guarden las fiestas que los Obispos 
prescriban en sus diócesis. 

Urbano VIII, Const. "Universa", del 13 de septiembre de 1643, amo- 
nestaba a los Ordinarios de lugar que en adelante procuraran abstenerse 
de imponer nuevas fiestas de precepto, no dejándose llevar de la excesiva 
propensión que algunos sentían, ni de los ruegos importunos de los pueblos 
(CEC Fontes-VoL 1, n. 220) 

La Sda. Congr. de Ritos, contestando a una consulta, respondió el 18 
de abril de 1643, que los Obispos no podian establecer más fiestas de pre- 
cepto fuera de las señaladas en la citada Constitución de Urbano VIII 
(Decreta Authentica, n. 2.113), pero la Sda. Congr. del Concilio respondió, 
el 22 de abril de 1719, al Obispo de Antequera (Méjico) que Urbano VIII 
en la mencionada Bula, al reducir las fiestas de carácter general, no prohi- 
bía a los Ordinarios establecer otras para sus respectivas diócesis, sino que 
se limitaba a aconsejarles que se abstuvieran de hacerlo en cuanto fuera 
posible (C. I. C. Fontes, Vol. V, n. 3.188). Esta misma Congregación, re- 
solviendo, el 18 de enero de 1936, una duda propuesta por el Arzobispo 
en Bogotá sobre si continuaba en vigor un voto de ayunar en su archidió- 
cesis la víspera de la Inmaculada Concepción, creyó conveniente advertir 
que antes del Código no se podía alegar ningún texto del derecho común 
que privase a los Obispos ni a los Concilios particulares de la facultad de 
prescribir en sus territorios días de ayuno y de abstinencia; si bien los doc- 
tores generalmente enseñaban que ya hacía tiempo que los Obispos no solían 
hacer uso de semejante potestad, contentándose con urgir la observancia 
de los ayunos impuestos por el derecho común (A. A. S., XXIX, 345). 

Fué Pío X, quien adelantándose al Código, o acaso resulte más exacto 
decir que ofreciendo un avance del mismo, ya en preparación, en el Motu 
proprio “Supremi disciplinae" del 2 de julio de 1911, introdujo la limita- 
ción que reproduce el can. 1.244 $ 2, arriba transcrito, cuyo alcance vamos 
a exponer brevemente. 

La frase "per modum actus", empleada en este canon, y que se en- 
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cuentra en Ber otros, v. gr.: en los cc. 822 $ 4, 1.194, 1.195 $ 2, se 
contrapone a “per modum habitus”, o sea, que los Ordinarios locales no 
pueden decretar días festivos ni de ayuno y abstinencia, como no sea de 
una manera transitoria, por ejemplo, para implorar del cielo la cesación 
de una guerra o de una peste, para celebrar un acontecimiento fausto, como 
sería el nacimiento del primogénito del Jefe de la Nación; pero nunca de 
forma que dichas fiestas o ayunos adquieran un carácter estable ni de 
larga duración, sino mientras dure la guerra o la peste, y en el caso últi- 
mamente señalado, a todo más por espacio de tres años. 


El motivo de semejante limitación parece haber sido el peligro de que 
aumentasen en algunas diócesis más de lo conveniente los tiempos sagra- 
dos con el consiguiente gravamen para los fieles y el riesgo de que algu- 
nos, o tal vez muchos, no los observasen debidamente; pues no otras han 
sido las razones que impulsaron, primero a Urbano VIII, y últimamente 
a Pío X, para reducir los días festivos. 


A propósito de tales fiestas, cabe preguntar si en ellas los párrocos y 
quienes se les equiparan (v. can. 451 $ 2) tienen obligación de aplicar la 
Misa por el pueblo. 


REGATILLO (Institut. Iur. Can., 1, n. 490) lo niega, fundándose en que 
no son estrictamente de precepto canónico, sino sólo de una manera ac- 
cidental. 


A nosotros nos parece que el argumento no prueba. Y a la verdad, ¿no 
está fuera de toda duda que en tales días hay obligación de oir Misa y de 
abstenerse de trabajos serviles y demás ocupaciones enumeradas en el ca- 
non 1.248? Pues entonces, ¿por qué han de eximirse los párrocos de la 
referida obligación, siendo así que tienen que cumplirla aún en las fiestas 
suprimidas, conforme prescribe el can. 466 $ 1? 


Tampoco dejaremos de advertir que los religiosos, sin excluir a los 
exentos, están obligados a observar tales días festivos e igualmente los 
ayunos y abstinencias impuestos por el Ordinario local en virtud del ca- 
non 1.244 $ 2. Respecto de las fiestas lo decía expresamente el Conc. Tri- 
dentino, según queda indicado arriba, y no hay motivo para no extenderlo 
también a los ayunos y abstinencias, dada la relación que existe entre és- 
tos y aquéllas. 

Por lo que atañe al significado de la palabra “lugares”, como contra- 
puesto a “diócesis”, esto es, si aquéllos son equivalentes a éstas,.o más 


bien han de ser considerados como una parte de las mismas, nos een org 
mos de ello al tratar del can. 1.245 8 2. 
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En la primera parte nos hemos ocupado de las facultades que compe- 
ten a los Ordinarios de lugar en lo concerniente a establecer días festivos 
y de ayuno y abstinencia, o lo que es igual, a su poder de atar. Cumple 
examinar ahora el poder de desatar, o sea de dispensar en cuanto a la oh 
servancia de lo dispuesto por las leyes generales en tales materias, que e 
can. 1.245 concede a dichos Ordinarios y a los párrocos. Pero antes con- 


viene decir algo acerca de la dispensa en general, siquiera sea con mucha 
brevedad. 


Noción de la dispensa. La encontramos en los cc. 80, 84, y puede for- 
mularse de la manera siguiente: Se entiende por dispensa “la relajación de 
la ley en un caso PES, concedida por el Superior competente con justa 
y razonable causa” 

Se dice que es "relajación de la ley”, porque mientras dura la dispensa, ' 
libra al agraciado del vínculo de la ley, pudiendo obrar como si de hecho 
ésta no existiera. “En un caso especial”, para distinguirla de la abrogación 
de la ley. Se requiere que la conceda “el Superior”, en lo cual se diferen- 
cia de la ep:queya, mediante la cual es el propio súbdito quien se declara 
excusado de observar la ley, cuando ocurre algún caso urgente que no per- 
mite acudir al Superior y, por otra parte, hay razón para suponer que, da- 
das las circunstancias en que se encuentra, sería contra la mente del legis- 
lador que le obligase la ley. “Con justa y razonable causa”, condición que 
se precisa en todo caso para la licitud de la dispensa, y también para la 
validez cuando el Superior que la concede es un subordinado del que dió 
la ley. Conceder la dispensa de una manera arbitraria lo califica Santo To- 
más de infidelidad o de imprudencia en el Superior (1-2, q. 97, a. 4). 

Razón o fundamento de la dispensa en general. Las leyes se dan con 
vistas al bien común y para señalar las normas a las que deben los súbdi- 
tos ajustarse en los casos ordinarios y más frecuentes, sin que le sea dado 
al legislador prever y proveer a todos los casos particulares que pueden 
ofrecerse en determinadas circunstancias. Por ese motivo, según advierte 
él Angélico en el lugar antes citado, ora se trate de la comunidad en su 
conjunto, ora de alguno de sus miembros, puede ocurrir que en' ciertos ca- 
sos no sea conveniente observar la ley, por el peligro de que se origine al- 
gún daño, o tal vez se impida la consecución de un bien mejor. Infiérese 
de lo dicho que el jefe de la comunidad debe estar dotado de las competen- 
tes atribuciones para otorgar las oportunas dispensas, a fin de que, res- 
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pecto de las personas o de los casos en que la ley falla, conceda la corres- 
pondiente facultad para que no se cumpla lo establecido en Ja ley, como 
quiera que sería expuesto dejar eso al juicio de los particulares, fuera de 
los casos en que un peligro evidente y repentino autorice por sí mismo 
el incumplimiento de la ley, haciendo uso de la epiqueya. 

Permitasenos llamar la atención, siquiera sea de paso, acerca de esta 
observación del santo, ante la excesiva facilidad con que algunos se con- 
sideran libres del cumplimiento de ciertas leyes, o declaran a’ otros excu- 
sados de cumplirlas en determinadas circunstancias, sin acudir al Superior 
en demanda de dispensa, no obstante disponer de tiempo suficiente para 
ello y tratarse de casos que están lejos de ser extraordinarios o imprevis- 
tos por el legislador, y en los cuales, por consiguiente, la epiqueya resulta 
verdaderamente abusiva, y sin suficiente fundamento la aplicación del prin- 
cipio según el cual “las leyes positivas no obligan con grave incomodidad”, 
que es otro de los subterfugios de que los mencionados suelen valerse para 
sincerar el incumplimiento de leyes cuya transgresión, sin la debida dis- 
pensa, es difícil disculpar de falta delante de Dios, miradas las cosas obje- 
tivamente y guiados por un recto criterio. 

Previas estas ligeras indicaciones, pasemos ya a tratar del can. 1.245, 
cuyo contenido es del tenor siguiente: 


8 1. No solamente los Ordinarios de lugar, mas también los párrocos, en 

casos singulares y con justa causa, pueden dispensar la ley común de guardar las 

` fiestas y también la de la abstinencia y el ayuno o ambas a dos, a cada uno de 

los fieles o cada una de las familias que les están sujetas, aun fuera del territorio, 
y en su territorio también a los peregrinos. 

8 2. Los Ordinarios, por causa peculiar de gran concurso del pueblo o de 
salud püblica, pueden dispensar, aun a toda la diócesis o lugar, del ayuno y de 
la abstinencia o también de ambas leyes juntamente. 

. 8 3. En las religiones clericales exentas gozan de igual potestad para dis- 
pensar los Superiores a la manera de los párrocos, en cuanto a las personas ex- 
presadas en can. 514, 8 1. 


Como se ve, el $ 1 equipara los párrocos a los Ordinarios en cuanto al 
objeto de la dispensa, ya que unos y otros pueden dispensar la observancia 
de las fiestas, de los ayunos y abstinencias a los propios sübditos en par- 
ticular, y lo mismo a las familias, ora se encuentren, así éstas como aqué- 
llos, dentro del territorio de la parroquia o de la diócesis, ora se hallen 
fuera; y lo propio se diga de los párrocos y de los Ordinarios, en confor- 


midad con el can. 201 $ 3, dado que se trata del ejercicio de la jurisdicción 
voluntaria. 


Tres son, pues, las condiciones a que va ligada la potestad aquí otorga- 
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da a los Ordinarios locales y a los párrocos: a) que haya causa justa; b) que 
usen de ella en casos singulares; c) que dispensen, no a la comunidad en 
cuanto tal, diócesis o parroquia, sino a cada uno de los fieles o a cada una 
de las familias en particular. 


a) Que se requiere causa justa, o sea, proporcionada a la gravedad de 
la ley, ya lo hemos visto al hablar de la noción de la dispensa. Con que la 
causa sea justa basta para conceder dispensa de las leyes a que alude este 
canon. Lo cual es muy para tenido en cuenta, pues no siempre se la reco- 
noce como suf:ciente, exigiéndose en ocasiones causa grave. Además, con- 
forme advierte el can. 84 $ 2, en caso de duda acerca de la suficiencia de 
la causa, puede pedirse y concederse lícitamente la dispensa. Y esto tam- 
bién es una regla general. Sabido es que las causas para la dispensa pueden 
ser intrínsecas o motivas, y extrinsecas o impulsivas. 

“Causa más grave se requiere para dispensar de la observancia de los 
días festivos, que del ayuno y abstinencia; y tocante a los días festivos, 
menor para permitir trabajar que para no oir Misa. A la prudencia del 
dispensante se remite el formar juicio en cada caso, teniendo en cuenta lo 
que enseñan los autores probados. 


b) En casos singulares. El significado de esta cláusula no se diferen- 
cia gran cosa de la “a modo de acto”, que emplea el canon anterior; y 
quiere decir que la dispensa no ha de extenderse más allá de lo que dure 
la causa que la motiva, v. gr., una enfermedad, un viaje, o varios que se 
hayan de hacer por idéntica razón en un plazo señalado, por ejemplo, du- 
rante un año, la razón de estudios, en virtud de la cual se le puede dispen- 
sar a uno de todos los ayunos que ocurran durante un curso, mas no de los 
de toda la carrera, a no ser renovando la dispensa cada año. 


c) A cada uno de los fieles o a cada familia en particular. La diferen- 
cia entre los dos miembros de esta proposición consiste en que, cuando la 
dispensa se concede a los individuos, es necesario que en todos y cada uno 
de ellos exista verdadera causa o por lo menos probable, segün arriba in- 
dicábamos, mientras que cuando recae sobre las familias basta con que 
exista en algunos de sus miembros para que todos puedan aprovecharse 
de la gracia concedida. Pero cuando de hecho existe la causa en todos los 
individuos o en todas las familias de la diócesis o de la parroquia, puede 
el Ordinario o el párroco con un solo acto dispensar a toda la diócesis o a 
toda la parroquia, respectivamente; en cuyo caso la dispensa se multiplica 

tantas veces cuantos sean los individuos o las familias que componen di- 
chas entidades. Algunos ejemplos arrojarán más luz sobre lo que acabamos 


209 


FR. SABINO ALONSO, O. P. 


de decir. En una parroquia se celebra con gran solemnidad la fiesta de 
San Antonio de Padua, por ser su Patrono, y un año cae el viernes de las 
Témporas de Pentecostés. Todos admiten que la celebración de una fiesta 
en la forma expresada es razón suficiente para conceder dispensa del ayuno 
y de la abstinencia; y si alguien abrigara alguna duda, la desvanece la con- 
cesión hecha por Pío X a los Ordinarios, el 3 de mayo de 1912, a propósito 
de la reducción de fiestas llevada a cabo el año anterior, para que dispen- 
saran de tales observancias, siempre que alguna de las fiestas suprimidas 
caigan en un día que obligan aquéllas, cuando dicha fiesta se celebre con 
mucho concurso del pueblo (C. I. C. Fontes, Vol. VI, n. 4.362). Ahora 
bien, como la razón de la dispensa existe en todas las familias de la parro- 
quia donde aquella fiesta se celebra, no hay duda que el párroco puede, en 
uso de la facultad que este canon le concede, dispensar a toda la parroquia. 
con un solo acto, de la abstinencia que en España tienen obligación de 
guardar los viernes de Témporas aun quienes han tomado la Bula. Otro 
tanto se diga en el caso de que, aun sin celebrarse ninguna fiesta, en un 
día de abstinencia resultara difícil en algún pueblo a todos los vecinos con- 
seguir alimentos propios de tales días. 


Y respecto de los días festivos, si, por ejemplo, en un pueblo donde todos. 
se dedican a la agricultura, al tiempo de la recolección urge trabajar algún 
domingo, para que no se estropee la cosecha, también podría el párroco 
autorizarlo a todo el pueblo. Esto mismo se aplica a los Ordinarios. res- 
pecto de la diócesis cuando en cada uno de los individuos o de las familias 
de toda ella hay causa para la dispensa; pero hemos querido fijarnos es- 
pecialmente en los párrocos, puesto que con mayor frecuencia ocurre eso 
en los pueblos, y además porque no faltan quienes rehusan admitir seme- 
jantes poderes en los párrocos, no ya sólo en orden a los días festivos, sino 
también respecto de los ayunos y abstinencias, basándose en una, a nuestro 
juicio errónea interpretación del vocablo "locum" empleado en el $ 2 del 
canon que comentamos, como veremos más adelante. 

Cumple advertir que en España, merced a la costumbre, que es fuente 
de derecho y un modo legítimo de adquirir jurisdicción, dispensan los Or- 
dinarios en toda la diócesis para que los agricultores puedan, durante el 
tiempo de la recolección, trabajar los domingos y días festivos, a excep- 
ción de algunos, con tal que cumplan el precepto de oír Misa. Y de seme- 
jante dispensa pueden aprovecharse aun aquellos que de suyo no tienen 
causa para obtenerla. 

Advirtamos, para terminar la exposición del $ 1 del can. 1.243, que se 
consideran súbditos del Ordinario y del párroco quienes tienen domicilio 
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o cuasidomicilio en la diócesis o en la parroquia, respectivamente, ya re- 
sidan en dichos lugares, ya se encuentren accidentalmente fuera de ellos, 
y asimismo los vagos y peregrinos durante el tiempo que allí permanezcan 
(v. cc. 91, 94); pero a todos ellos, en las condiciones indicadas, pueden los 
Ordinarios y los párrocos dispensarles aun hallándose éstos fuera de su 
territorio. 


¿Qué decir del uso de la dispensa de ayuno y abstinencia, si los agra- 
ciados abandonan el territorio? Preciso es distinguir: Cuando su concesión 
obedece a motivos puramente personales del todo independientes de los lu- 
gares, v. gr.: por razón de debilidad o de exceso de trabajo, entonces nin- 
guna duda cabe que pueden seguir haciendo uso de ellas dondequiera que 
vayan, mientras persista la causa, y evitando el escándalo; por el contra- 
rio, si la dispensa fué concedida por relación a determinado lugar, como 
cuando la motivó la celebración de una fiesta, en este caso únicamente en 
aquel lugar es lícito su uso, a no ser, claro está, que se trate del ayuno, y 
que por haber comido más de una vez en el día, antes de partir, resulte ya 
imposible su observancia, puesto que el ayuno es indivisible, al revés que 
la abstinencia. 


El $ 2 se dirige exclusivamente a los Ordinarios, y les concede más 
amplios poderes, pero sólo en orden a los ayunos y abstinencias, cuando se 
dé alguna de las circunstancias en él consignadas, a saber, a) una causa 
peculiar de gran concurso del pueblo, b) ídem de salud pública. 


Un poco de historia. No sera fuera de propósito dedicar unos instan- 
tes a considerar los antecedentes históricos de lo dispuesto en este párrafo. 
para mejor apreciar su contenido y la evolución de la disciplina en este 
punto. 


Hasta el año 1894 estaban reservadas a la Santa Sede las dispensas 
colectivas del ayuno y de la abstinencia a todo un pueblo o ciudad, y en 
Cuaresma soló las concedía cuando lo reclamaba una necesidad urgente y 
gravísima, de cuya existencia debían dar testimonio los Ordinarios al en- 
viar las preces a Roma. Así lo dice expresamente Benedicto XIV en las 
Encícl. “Non ambigimus”, del 30 de mayo de 1741, y “Libentissime”, del 
10.de junio de 1745 (C. I. C. Fontes, Vol. I, nn. 308 y 358). Además, re- 
comendaba a los Ordinarios que amonestaran a los dispensados a fin de 
que procurasen sustituir aquella práctica penitencial con otras obras pia- 
dosas como limosnas y oraciones. Ni es para omitido que para dispensar. 
a los particulares se exigía, aparte de causa legítima, el consejo previo del 
confesor y del médico. 
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Fué la Sda. Congr. del Sto. Oficio quien, atendidas las razones que los 
Obispos unánimemente alegaban en sus instancias, respecto de lo muy di- 
fícil que resultaba observar la ley de la abstinencia en las grandes aglome- 
raciones de pueblos, en sesión plenaria celebrada el 5 de diciembre de 1894, 
acordó suplicar al Papa que se dignase conceder a los Obispos y demás Or- 
dinarios de lugar facultad para anticipar al día que juzgasen conveniente y, 
por causas gravísimas, también para dispensar el ayuno y la abstinencia, 
cuando la fiesta de precepto del Patrono principal o del Titular, o también 
alguna otra fiesta solemne que se celebre con gran afluencia de los pueblos, 
caiga en algün viernes o sábado, exceptuados el tiempo de Cuaresma, los 
días de las cuatro Témporas y las vigilias que durante el año tengan ayuno; 
y que igualmente pudieran hacer uso de la misma facultad para anticipar 
o también, por causas gravísimas, dispensar en los dias de ferias extraor- 
dinarias a las que afluya gran concurso de gente. 


El Sumo Pontifice accedió a dicha súplica, mandando a los Ordinarios 
que mencionaran la concesión apostólica cada vez que hiciesen uso de se- 
mejante facultad (C. L_C. Fontes, vol IV,’ nv 1.172). 


Habiéndose ofrecido algunas dudas sobre el alcance de ciertos puntos 
en aquella concesión contenidos, la misma Congregación publicó seis res- 
puestas el 18 de marzo de 1896; y como las tres primeras aun son de ac- 
tualidad, las reproducimos aqui: 

I. Para que el Obispo pueda dispensar a tenor de dicha facultad, es 
menester que la fiesta se celebre siempre con gran concurso de los pueblos. 


2. Puede el Obispo dispensar no sólo en las fiestas de precepto, sino 
también cuando se trate de otras fiestas o de una solemnidad católica, 


v. gr., centenarios, peregrinaciones, y otras por el estilo, siempre que tome 
parte en ellas gran concurso de pueblos. 


3. Para que se verifique esto ültimo no se precisa que asistan perso- 


nas de pueblos extrafios; basta con los del mismo pueblo o ciudad (C. I. C. 
Fontes, vol. IV, n. 1.176). 


En armonía con esta resolución del Sto. Oficio, declaró la Comisión 
del Código, el 12 de marzo de 1929, que “el gran concurso del pueblo”, a 
que alude el can. 1.245, $ 2, se verifica también por la extraordinaria 
afluencia de los feligreses de una sola parroquia para celebrar una fiesta 
en la iglesia (A. A. S., XXI, 170). Como criterio aceptable se puede se- 
fialar el que indica Regatillo en Inter. y Jurispr. del Código Canónico. 
Apéndice I, n. 7, a saber, que se retina tanta gente como la que suele acudir 
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los días de precepto, en las parroquias donde éste se observa debidamente. 
Y eso de la no necesidad de que acudan de otros pueblos, se puede apli- 
car igualmente a los demás casos arriba señalados de centenarios, pere- 
grinaciones, etc. 


Como el canon, según hemos visto, exige “una causa peculiar”, parece 
que, tratándose de ferias, no pueden los Ordinarios dispensar en las que 
se celebran semanalmente, sino sólo en las que tienen lugar una o pocas 
veces al año, conforme. enseña la mayoría de los comentaristas del Código, 
si bien Claeys Bouaert-Simenon dan por suficientes aquéllas, cuando aflu- 
ye mucha gente a la ciudad, si eso lleva consigo que resulte demasiado 
difícil o incómoda la observancia de la ley, o si muchos no la hubieran de 
cumplir (Man. Iur. Can., III, 3, n. 58). 

El otro motivo por el cual autoriza el can. 1.245, $ 2, a los Ordinarios 
para dispensar el ayuno y la abstinencia, o ambos a dos, es una causa pe- 
culiar de salud pública, ya se trate de impedir que se produzca la enfer 
medad, ya de curarla después que haya invadido el territorio. 

No impone el Código la obligación de consultar a los médicos, como 
lo exigía Benedicto XVI en la encícl. “Libentissime”, arriba menciona- 
da, donde mandaba que informaran por escrito tratarse de una enfermedad 
de tal naturaleza que, de no conceder la dispensa, se podía tener por cosa 
cierta que atacaría a toda clase de personas. Sin embargo, es indudable 
que dicha prescripción aun hoy puede servir de norma directiva en los 
casos dudosos. 

Tampoco hace ninguna excepción respecto de los diversos tiempos del 
año, y, por consiguiente, pueden los Ordinarios dispensar el ayuno y la 
abstinencia aun en tiempo de Cuaresma, y esto lo mismo si se trata del 
caso de.gran concurso del pueblo, que cuando lo pida la salud püblica. 
Vermeersch-Creusen (Epit. Iuris Can., t. 11% n. 554, b) no tienen in- 
conveniente en admitirlo respecto de la abstinencia, mas no así tocante al 
ayuno, pues dicen que si el Ordinario dispensara el ayuno con motivo de 
una feria celebrada, v. gr., el 16 de marzo, ya no resultaría un ayuno 
de cuarenta días, lo cual, añaden, no sería conforme a la mente de la 
Iglesia, y, por tanto, les parece que en tal caso procede que el Ordinario 
acuda a la Santa Sede. Con todo el respeto que estos autores nos mere- 
cen, nos permitimos opinar lo contrario, ya que no vemos el motivo de 
imponer a los Ordinarios semejante cortapisa. Juzgamos exageración in- 
fundada una tal veneración al nümero cuadragésimo, y no creemos que 


— 213 — 


FR. SABINO ALONSO, O. P. 


por ello quede destruída, ni mucho menos, la esencia de la Cuaresma. Y al 
hacer esta afirmación nos fijamos en los privilegios que la Bula concede a 
los españoles. 

Además, las razones por las cuales se concede tal dispensa en los casos 
de grandes aglomeraciones de gente, a saber, la especial dificultad o inco- * 
modidad de observar el ayuno, o el peligro de que muchos lo quebranta- 
rían, tienen aplicación lo mismo dentro de la Cuaresma que fuera de ella. 


Cumple advertir que las dispensas otorgadas en virtud de la facultad 
concedida por el $ 2 del can. 1.245 son territoriales, y por ende pueden 
hacer uso de ellas cuantas personas se encuentren dentro de la circuns- 
cripción para la que fueron dadas, aun aquellas en las cuales no exista la 
razón de la dispensa; pero éstas no podrían usarlas fuera del territorio 


Nos resta ocuparnos de la cuestión que dejamos enunciada al final de 
la primera parte de este estudio, relativa al alcance de la palabra “lugar”, 
que el Código emplea en el $ 2 del canon que venimos comentando, equi- 
valente a la contenida en el $ 2 del canon anterior, ya que en ambos se 
habla de “diócesis” y de “lugares”, sin otra diferencia que en el primero 
se emplean ambos términos en plural y en el segundo en singular. 


No estará de más repetirlos aquí en parte. El can. 1.244, $ 2, faculta 
a los Ordinarios locales para establecer especiales días festivos o de abs- 
tinencia y de ayuno para sus “diócesis o lugares”. A su vez, el 
canon 1.245, $ 2, les autoriza para dispensar del ayuno y abstinencia aun 
"a toda la diócesis o lugar”. El punto debatido es el siguiente: ¿La pala- 
bra “lugar” se contrapone a “diócesis” como la parte al todo, o más 
bien como un territorio equivalente a la diócesis? 


Con ser varios los autores que, sin alegar razón alguna, sostienen lo © 
primero, a nosotros nos parece más aceptable lo segundo, por las razones 
siguientes : 


Todos admiten que el legislador no suele emplear términos inütiles 
Ahora bien, de-aceptar la primera opinión, seguiríase que la palabra “lu- 
gar” del can. 1.245, $ 2, adolecía de semejante defecto, puesto que, según 
la regla 53 del derecho in VI”, “el que puede lo que es más, también puede 
lo que es menos”. O, en otros términos, si el Ordinario puede conceder las 
mencionadas dispensas para toda la diócesis, a fortiori las puede conceder 
para una parte de la misma, pues aquí no falla dicha regla, según puede 
verse en Reiffenstuel, lus Canonicum Universum, en los comentarios a 
tales reglas. e 
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Lo dicho se confirma con este otro argumento: 


Los cc. 1.244 y 1.245 se refieren a los Ordinarios locales, y bajo se- 
mejante denominación entran no sólo los Obispos—que rigen diócesis—, 
más también los Abades y Prelados “nullius”, y los Vicarios y Prefectos 
Apostólicos (can. 198), y, según hemos indicado atrás, los Superiores ecle- 
siásticos de las Misiones “sui iuris”. Igualmente sabemos por el ca- 
non 215, $ 2, que “en derecho, bajo el nombre de diócesis se entiende 
también la abadía o prelatura "nullius", pero no el vicariato o prefec- 
tura apostólica, ni menos la Misión "sui iuris", y, por consiguiente, si 
tomamos el "lugar" como parte de la diócesis, resultaría que los Vicarios 
y Prefectos Apostólicos, y los Superiores eclesiásticos de Misiones "sui 
iuris", quedaban privados de la potestad que los cc. 1.244 y1.245 otorgan 
a los Ordinarios locales. Por tanto, para evitar los inconvenientes que de- 
jamos anotados, fuerza es rechazar la primera interpretación y adoptar 
decididamente la segunda, o sea que la palabra "lugar", en los mencionados 
cánones empleada, es equivalente a "diócesis", y se refiere a los vicariatos 
y prefecturas apostólicas y a las Misiones "sui iuris". 


. Aun se puede alegar otra razón en favor de esto mismo. Si bien las 
dispensas concedidas por los párrocos en virtud del can. 1.245, 8 r, no 
tienen carácter local ni se refieren a toda la parroquia en cuanto tal, sino 
a cada uno de los individuos o familias de que consta dicha entidad; sin 
embargo, a los partidarios de la primera opinión les resulta muy dificil 
admitir que puedan los párrocos com un solo acto dispensar a todos sus 
feligreses o a todas las familias, según hemos consignado arriba, preci- 
samente porque, según ellos, la dispensa de una parte de la diócesis está 
reservada al Ordinario, a tenor del $ 2 del mismo canon, lo cual parece 
excluir al párroco dicho poder; al paso que, inclinándose por la segunda 
opinión, semejante dificultad se atenúa grandemente, si ya no es que des- 
aparezca por completo. 

Se equiparan a los párrocos, al menos en lo concerniente a la facultad 
de conceder a sus respectivos súbditos las dispensas a que se refiere el 
canon 1.245, $ 1, y en la forma allí señalada : 

a) Los cuasipárrocos, que rigen las cuasiparroquias, o sea las divisio- 
nes del territorio de los vicariatos y prefecturas apostólicas (cc. 451, $ 2, 
número I, y 216, $ 3); 

b) Los vicarios actuales o curados de las parroquias unidas plena- 
mente a una casa religiosa, iglesia capitular u otra persona moral (cáno- 
nes 451, $ 2, n. 2, y 471, 88 1, 4); | 
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c) Los ecónomos, que rigen una parroquia mientras se halla vacan- 
te-(cco451, $ 25. 2, Y, 472; 473092093 

d) Los vicarios sustitutos, que están al cuidado de una parroquia 
cuyo párroco se ausenta por un espacio de tiempo superior a una sema- 
na, o que habiendo sido privado de la parroquia por el Ordinario, recurrió 
a la Santa Sede; hasta que ésta resuelva, siempre que el párroco o el 
Ordinario no les hubieran limitado las facultades (cc. 451, $ 2, n. 2, y 474); 


e) Los auxiliares o regentes de los párrocos imposibilitados, cuando 
suplen a éstos en todo lo referente a la cura de almas (cc. 451, $ 2, n. 2, 
y 475, 88 1, 2); 

f) Los Rectores de Seminarios o sus delegados, respecto de los se- 
minaristas, profesores y criados que vivan en el Seminario (can. 1.368); 


g) Los Superiores de religión clerical exenta respecto de sus sübdi 
tos, profesos y novicios, y de todos aquellos que de dia y de noche viven 
en la casa religiosa en calidad de criados, de educandos, de huéspedes o 
por motivos de salud (can. 1.245, $ 3). 


Aunque a primera vista resulte un poco chocante, sin embargo en este 
punto se equiparan a los párrocos no sólo los Superiores locales, sino 
también los mayores; pues con ser cierto que estos últimos—en religión 
clerical exenta, que es de los que aqui se trata—se catalogan entre los 
Ordinarios (can. 198), y generalmente se equiparan a los Obispos, en el 
caso presente nos encontramos con una excepción. En efecto, el can. 1.245, 
tanto en el $ 1 como en el $ 2, habla expresamente de los Ordinarios lo- 
cales, y entre éstos no se pueden contar dichos Superiores, toda vez que 
los excluye el can. 198 en el $ 2. 


Por eso no podemos admitir lo que en contrario afirma Ylla, Cuestio- 
nes Eclesiásticas, pág. 228, cuando dice que “Los Superiores mayores go- 
zan de más facultades, pues como son Ordinarios están incluídos en las 
disposiciones del $ 2 de este can. 1. 245." ' Ni vale alegar, como lo hacen 
Vermeersch- Sauc Epit. Iur. Can., “Tu n. 552, a propósito del ca- 
non 1.244, $ 2, “que lo que el Código atribuye expresamente a los Or- 
dinarios locales no se lo quita positivamente a los Ordinarios de los re- 
ligiosos” ; pues bien sabido es que, asi como tratándose de absolver—de 
pecados o censuras—pueden los inferiores hacerlo, mientras no conste de 
una manera cierta que el Superior se lo ha reservado, en cambio, tocante 
a las dispensas rige expresamente la norma contraria, o sea que, de no 
haber certeza de que el Superior faculta a los inferiores para dispensar, 
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no pueden éstos arrogarse tales atribuciones. ¿No dice bien claro esto últi- 
mo el can. 81? 

A mayor abundamiento, advirtamos que se pueden arreglar muy bien 
las cosas, aun cuando los mencionados Superiores religiosos carezcan de 
dicha potestad, puesto que en virtud del can. 620 los religiosos, incluso los 
exentos, pueden hacer uso de la dispensa concedida por los Ordinarios lo- 
cales a tenor del can. 1.245, $ 2. 

Consignemos, para terminar, que, por tratarse de potestad ordinaria, 
todos los sobredichos la pueden delegar en conformidad con el can. 199, $ 1. 


Fr. SaBino ALONSO, O. P. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 
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EN TORNO 
A LA JURISDICCION ECLESIASTICA DE LA 
ABADESA DE LAS HUELGAS 


Ocasión 


Nunca a lo largo de la Historia dejó de atraer a sí las plumas de los 
canonistas la figura señera de esta Ilustrisima Abadesa. Pero es tal su com- 
plejidad, tal la dimensión histórica y jurídica de las instituciones en ella en- 
carnadas, que aún en estas calendas de 1945 hubiera faltado mucho por 
averiguar de ella si el pasado año, 1944, no hubiera aparecido una obra to- 
talmente dedicada a su estudio, obra que vamos a glosar ampliamente. 

No se trata aquí, por tanto, y hará bien el lector en reparar en ello, 
de hacer una crítica bibliográfica del libro de don José M.” EscrivA (1). 
Quisiéramos ir más allá y, examinando sus afirmaciones, repasando sus pá- 
ginas, enjuiciando sus hipótesis, contribuir también nosotros algo al escla- 
recimiento de los problemas planteados. 

Claro que de aquí saldrá, es forzoso, un juicio crítico de la obra. Pero 
también saldrá, al menos así lo deseamos, algo más: la posibilidad de nue- 
vos avances en el camino descubierto por él. 

Decimos “descubierto”, y no nos arrepentimos. Es cierto que ya antes 
otros escribieron sobre el tema. Eso significa tan sólo, en nuestro caso, que 
el camino de las referencias confusas, a base de hechos deformados o pri- 
vilegios pontificios inexistentes, estaba trillado. Pero el otro, el del estudio 
ordenado, a fondo, profundo, técnico y moderno del asunto, estaba aún vir- 
gen de huella alguna. Y no parece excesivo llamar descubridor a quien por 
primera vez lo recorrió. 

En su obra abundan los aciertos. Pero a todos creemos que eclipsa uno 
fundamental: el genial trazado del plan. Después de haber visto el índice 
del libro no cabe en el ánimo del canonista duda alguna de que podrá ha- 
ber sido desarrollado con mayor o menor destreza, con más o menos lujo 
de pruebas, pero que sólo por su plan, aunque otra cosa faltase, marcaría 


(1) La Abadesa de.Las Huelgas, Madrid (Editorial Luz), 1944, 415 págs. 
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una época en el estudio del problema. Y como la destreza ha sido mucha 
y las pruebas se han prodigado, juzgue el lector lo que este libro supone 

Y si no nos cree, compruébelo por sí mismo: tome cualquiera de los 
que antes trataron de la señora Abadesa, y léalo. Recorra las páginas de 
Escrivá, y vuelva de nuevo al primer libro. Lo que antes era confuso, 
ahora le parecerá enteramente claro. Y a través del amasijo de cuestiones 
de hecho y de derecho, de potestades civiles y eclesiásticas, de régimen re- 
gular y jurisdicción pastoral hasta ahora en uso, conseguirá, gracias a 
Escrivá, ver algo, y aun mucho, que antes no vió. 

Con pulso firme, de cirujano experto, hace Escrivá en cuatro magní- 
ficos capítulos la disección del cúmulo de potestades inherentes al oficio aba- 
cial de Las Huelgas. Señoría civil, superioridad religiosa, administración 
del Hospital del Rey y jurisdicción eclesiástica cuasi episcopal. Queda con 
ellos centrado el problema, con sus contornos bien definidos, sin que al lec- 
tor pueda escapársele ya dónde está la dificultad. No cabe imaginar páginas 
mejor aprovechadas. 

En pos de ellas vienen otras que el autor dedica de lleno a la jurisdic- 
ción cuasi episcopal: su formación y su título jurídico. Estas son las que 
vamos a examinar con todo el interés que se merecen. Creemos sincera- 
mente que la aportación de Escrivá es decisiva. Pero’creemos también que 
es perfectible, y a esa su mayor perfección aspiramos a contribuir con estas 
notas, que no retractan ni una sola de nuestras alabanzas, sino que las ava- 


loran, pues sólo un libro de la talla del de Escrivá puede merecer tanta 
atención. 


Antes, empero, acallemos un escrúpulo. No podríamos examinar el va- 
lor científico de esta obra sin haber señalado previamente algo en lo que 
el autor parece haber llegado al límite mismo de la perfección. Porque el 
estudio de investigación que estamos enjuiciando está presentado con un 
gusto y una opulencia tales, está redactado en un castellano tan noble y 
rotundo, está lleno de un interés y una amenidad tan grandes, que es difícil 
imaginar que se pueda llegar más allá. : 

Lo aplaudimos de corazón. Ninguna de estas cualidades está reñida, 
como tantas veces se ha creído, con la auténtica investigación. Antes bien, 
forman su mejor y más bella aureola. Quien lo dude, vea esta obra, en la 
que se unen estas perfecciones con el más severo rigor científico. Las citas 
están hechas con arreglo a los modernos cánones en la materia. El triple 


y 
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indice de materias, de personas y lugares y bibliográfico no deja nada que 
desear. Y lo mismo se diga de láminas y apéndices. 

Algün reparo, de escasa monta, cabría hacer, sin embargo. Recomien- 
dan los autores un uso muy parco de “op. cit.”, y, sin embargo, el autor 
*lo hace larguísimo. En alguna ocasión no hemos podido encontrar la obra 
citada en las cincuenta páginas anteriores, lo que parece excesivo, aunque 
algún remedio tenga (si es sólo una obra de aquel autor la citada) en el 
indice bibliográfico antes aludido (2). En otras se echa de menos el año 
de la edición (3). Y en la lámina XIV no alcanzamos a explicarnos qué 
ha podido mover a usar dos meridianos diferentes para sefialar la longitud. 
con el consiguiente peligro de confusión. 

Otras cosas, más que defectos, son deseos de mayor perfección. ; A quién, 
por ejemplo, que vea la cuidada serie de Ilustrísimas Abadesas que nos da 
Escrivá no ocurre inmediatamente un tenue pesar por que no se haya lan- 
zado a darnos una similar de Sefioras Mayoras del Real Monasterio? (4). 

Por cierto que, a propósito del tratamiento de Ilustrisima de la Señora 
Abadesa, nos sale al paso un dato que Escrivá no pudo recoger en la nota 
que dedicó a este asunto por haberse producido con posterioridad a la apa- 
rición de su libro (5). Nos referimos al proyectado Estatuto Nobiliario, 
que recientemente ha publicado el Instituto Jerónimo de Zurita y del que 
el lector encontrará amplia referencia en el próximo nümero de esta 
Revista. El artículo 5.” del capitulo VIII dice textualmente: “Tienen tra- 
tamiento de Ilustrísima: ... la Abadesa de Las Huelgas, de Burgos, aun- 
que no sea Mitrada.” 

En cambio, como Escrivá no reproduce ni describe ningún blasón de 
los que usaban las Señoras Abadesas (pág. 229), no nos ha sido posible 
comprobar si también en este punto había coincidencia entre lo dispuesto 
en el Estatuto (cap. III, art. 42, pág. 73) y las tradiciones del Real Mo- 
nasterio. 


. (2) En el que tampoco falta algún “lapsus”. Véase, por ejemplo, a Sor Juana Inés de la 
Cruz colocada en la letra S, donde no es fácil 1rla a buscar. 

(3) Pág. 25, nota 34. Que se trata de inadvertencia se ve claro comparando con pág. 35, 
nota 72. Véase también página 49, nota 26. Algunas veces usa números romanos para dar 
el año de edición de autores modernos, v. gr., pág. 275, nota 57. Otras hay errores mate- 
riales: pág. 328 y 329, notas 87 y 88 (al menos en la edición Vives que hemos consultado 
son los números 6 y 12); pág. 315, nota 33; pág. 317, nota 43 en la llamada; pág. 338, nota 105. 

(4) Para hacernos idea de lo que la “Serie” de Escrivá aventaja a las anteriores puede 
compararla el lector con la que inserta J. J. DE MANTEROLA, Convento Real de Las Huelgas, 
“Semanario Católico Vasco-Navarro”, II] (1867), págs. 12-15, 27-30, 40-44, 56-60, 71-73; 89-92, 
105-109, 126-127, 140-143, 172-175. Da una sucinta idea de cada Ilustrísima Señora, apartán- 
dose enormemente de Escrivá y confundiendo—como de otros hace notar éste—a Abadesas y 
Mayoras. Empero, en el caso de dofia Constanza hay que reconocer que el epitafio no deja 
lugar a muchas dudas. 

(5) Pag. 32, nota 63, 
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La obra de Escrivá no es una historia de Las Huelgas, ni pretende 
serlo. Su objeto directo es el estudio de su Abadesa, y sólo en cuanto para 
ello sirve se ocupa de esta historia, tan digna de atención por otra parte. 
Nada hay que oponer a este criterio. Ni entra en el carácter de esta Re- 
vista el estudio de la parte histórica de la obra. Por ello hacemos tan sólo 
unas observaciones ligerisimas. l 


En la página 37 nos abre el autor su propósito de “examinar a la vista 
de los documentos que se conservan en el Real Monasterio el hecho de la 
jurisdicción canónica de la Abadesa”. Realmente, lo ha cumplido. “Se ha 
metido—dice bellamente uno de sus más doctos críticos—en la selva de 
los archivos de Las Huelgas. Y así, con sólo hojear su libro adviértese 
fácilmente que se está en presencia de un trabajo de investigación” (6). 
Sin embargo, a nosotros, personalmente, nos hubiera gustado un criterio 
más amplio. 

Nos explicaremos: El estudio de Las Huelgas de hoy podría hacerse 
con su archivo y un poco más. El de las de entonces, no. Y menos bajo el 
aspecto que ocupa a Escrivá. No se puede olvidar que era cabeza de un 
extenso territorio, que su Abadesa era madre de una docena de monas- 
terios, que de ella dependian no pocas parroquias. Y en esos territorios, 


monasterios y parroquias hay archivos que podrían haberse consultado con 
fruto. 


No es que pidamos el conocimiento exhaustivo que el autor tiene del 
de Las Huelgas. Sería excesivo y hasta injusto exigirlo a quien valiente- 
mente se ha lanzado a desbrozar el camino. Pero de ahí a ignorar casi en 


absoluto las repercusiones que el poder de la Abadesa tenía en la realidad 
práctica de la vida de sus súbditos va un abismo. 


Un par de ejemplos. Dice Escrivá: “A nosotros han llegado licencias 
de la Abadesa para otorgar escrituras y contratos que requieren autoriza- 
ciones del Ordinario” (7). Y cita en nota el estudio de don José Castella- 
nos conservado en el archivo de Las Huelgas. A más cómoda fuente, como 
a obra impresa de autor conocidísimo y por todos llorado, podía haber re- 
mitido con citar El Mayordomo mayor de Doña Berenguela, de nuestro 


(6) A. DE CASTRO ALBARRÁN, La Abadesa de Las Huelgas, “Ecclesia”, VII (1944), pág. 1.183. 


(7) Pág. 97. No hubiera estado de más recordar que en el Císter además de los requi- 
sitos comunes se exige la licencia del Padre inmediato para enajenar, por ejemplo. Algunas 
de estas licencias pudieron darse por este título, y de hecho se dieron. 


eee 
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Abad Dom Luciano SERRANO (8), cuyas páginas están materialmente re- 
pletas de referencias dadas por Ilustrisimas Abadesas al Monasterio de 
Villamayor de Montes. 

Otro ejemplo puede ser el ejercicio del derecho de visita. No cita Es- 
crivá (pág. 67) más que una comisión dada en 1612 a Fray Juan Rueda 
para realizarla. Sin llegarse a los archivos de las casas visitadas podría 
haber encontrado impresos testimonios elocuentes: “... no hay noticia—se 
dice en un curioso pleito impreso del siglo xv111—que se haya visitado ni 
libros ni otra cosa alguna perteneciente, ni a lo espiritual, ni a lo tempo- 
ral de él [el Monasterio], por otras personas que las que envía comisio- 
nadas la Abadesa de Las Huelgas, como Prelada inmediata de el Real Mo- 
nasterio de Barria (9)..., y con comisión suya se hallan visitados los libros 
de que se hace mención...” (10). 

Todo esto sea dicho para corroborar la tesis de Escrivá y con ánimo 
únicamente de mostrar nuevos veneros de pruebas para ella. Pero no ha 
de ser sin que dejemos aquí constancia de que a nuestro juicio, aun sa- 
biendo ciertamente que hay quien ha pretendido defender lo contrario, él 
la prueba plenamente. El ejercicio de jurisdicción celesiástica por parte de 
la Abadesa es ya algo indiscutible (11). 

Apuntemos, sin embargo, de dónde haya podido proceder acaso el dic- 
tamen adverso a que hemos aludido. Cediendo a exigencias de orden, buen 
gusto y amenidad, ha esparcido el autor sus pruebas en diversos lugares 
del libro. Lejos ya de la parte histórica, en plena disertación doctrinal (val- 
ga a manera de ejemplo), aduce a la página 334 (n. 100) la profesión de 
Juan de Palacios en manos de Doña Misol, y un poco antes (pág. 333, 
nota 97) el interesantísimo edicto de Doña Joaquina Calderón. Tal vez 
esta dispersión haya restado aparentemente fuerza a las pruebas, que enu- 


(8) Madrid, 1934. Citándolo hubiera tenido ocasión Escrivá de hacer notar la exage- 
ración notoria que encierran las frases de la pág. 5: “... es un caso singularísimo, más sin- 
gular que el de Las Huelgas, en los Anales del Derecho eclesiástico.” En el reciente libro 
(posterior al de Escrivá) de A. CaLvo El Monasterio de Gradefes (León, 1945) hay también 
detalles interesantes (págs. 236-244) y ejemplos de licencias (Apéndice nn. 100 y 101, pági- 
nas 408 y sigs.). 

(9) Escrivá acentúa siempre, equivocadamente, “Barriá”, terminación «ésta inusitada en 
Alava. 

(10) Memorial ajustado del pleito, que se sigue en esta Real Chancillerta entre el Piscal 
de S. M. en lo civil de ella, los cabildos eclesiásticos, mayordomos de Fábrica, Regidores, 
Concejos y Vecinos de los Lugares de Narbaja y Aspuru y sus respectivas Iglesias Parro- 
quiales... Con la Abadesa, Priora y religiosas de el Real Monasterio... de Nuestra Sra. de Ba- 
rría, Orden del Císter... (fechado en Valladolid 1787), fol. 186. Versa sobre el ejercicio de 
jurisdicción por parte de la Abadesa, acerca del que se encontrarán detalles en J. J. LAN- 
DÁZURI, Historia eclesiástica de la M. N. y M. L. Provincia de Alava (Pamplona, 1797 (1.* ed.), 
págs. 285-292; Vitoria, 1928 (2.2 ed.), págs. 242-248. 

(11) “Este estudio de los hechos, exhaustivo y completo...” dice el Sr. GIMÉNEZ FERNÁNDEZ, 
abundando en nuestra opinión: La Abadesa de Las Huelgas, “Arbor” II (1944), págs. 395 y sigs. 
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meradas juntas hubieran abrumado al lector. Sin embargo, juzgamos pre- 
ferible lo que el autor ha hecho: es mejor no abrumar que aburrir. Unica- 
mente nos atrevemos a preguntar si no hubiera estado el adecuado remedio 
en un índice cronológico de hechos aducidos (edictos, pleitos, bulas, cédu- 
las, etc.). 


El Cister 


Y llegamos al punto del estudio de Escrivá en que más acertado ha 
estado él y en el que hemos de ponerle nosotros mayores reparos. Nos re- 
ferimos a la descripción, realmente lograda, siempre sagaz, a veces genial, 
que él hace del progresivo desarrollo de la jurisdicción eclesiástica de la 
Abadesa. A través de los tres capítulos VII, VIII y IX se va viendo con 
claridad cómo está surgiendo y precisándose más y más, bajo el influjo, 
a veces encontrado, de la Realeza y del Episcopado, sin olvidar la fuerza 
misma del Monasterio con su Historia gloriosisima... ¡y sus Infantas! 

Al estudio de Escrivá sobre las relaciones de la Abadesa con los Obis- 
pos y el apoyo de los Reyes apenas tenemos nada que objetar. Lo decimos 
sinceramente. Y con idéntica sinceridad añadimos que el aspecto cisterciense 
del asunto ha quedado harto oscuro, o mejor, harto menos claro de lo que 
de la comparación con los otros dos hubiera cabido esperar. 


Precisemos brevemente. 


No nos referimos a la vida interna del Monasterio. Cierto que el autor, 
que escribe lleno de cariño hacia él, podía haberle hecho un buen servicio 
diciendo de esa vida algo más halagüefio que las pocas noticias consignadas 
en las notas 26 y 27 de la página 70, en rudo contraste con las afirmaciones 
de ALonso NUNEZ DE Castro reproducidas en la página 15. Porque si 
brillo y lustre singular dan a una casa religiosa las visitas de Reyes y bo- 


das de principes, que el autor cita con profusión, mucho mayor la da la pun- 
tual observancia religiosa. 


Nuestro intento es llamar la atención sobre el fruto que se podría ha- 
ber sacado del estudio de la legislación peculiar del Cister. Es cosa que 
llama reciamente la atención ver ausentes de esta obra las colecciones de 
sus documentos oficiales. A falta de un Bullarium cisterciense, aun no pu- 
blicado desgraciadamente, las obras de Paris, Enríquez o Portes hubieran 


hecho un buen papel. Y para que no pueda dudarse de ello, pongamos unos. 
ejemplos. 
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Será el primero la estructura misma que se dió a las relaciones de 
Las Huelgas con sus Monasterios filiales, caso notabilísimo, digno de ser 
examinado con singular cuidado (12). Y, sin embargo, no sólo se pres- 
cinde en absoluto del caso de la Abadesa de Tart, con su congregación de 
dieciocho Monasterios, que alguna luz pudiera haber dado por aparecer casi 
simultáneamente a Las Huelgas (13), sino que se pasa también por alto 
describirnos cuál era el régimen que en el Cister había introducido la Charta 
Charitatis. De aquí que el lector no alcance cuál era exactamente el conte: 
nido de las más importantes cláusulas del Capítulo de 1189, ni el papel de 
las cuatro Abadesas visitadoras del Real Monasterio, ni el del Capítulo, 
ni el porqué de la oposición de las Abadesas de Perales y Gradefes, ni la 
situación de Santa María del Otero, ni otros muchos detalles que hubieran 
quedado llenos de luz con un par de párrafos en los que se hubiese sinteti- 
zado la fisonomía jurídica del Cister primitivo. La obra de Escrivá es rica 
en afortunadas síntesis, y no le hubiera sido difícil añadir ésta. Y en ver. 
dad que al par que útil hubiera sido interesante, pues tenemos la ordenación 
originaria del Cister como algo insuperado y tal vez insuperable. Por la 
obra más genial que el derecho de religiosos presenta. 


. De todas formas, algo hay en la obra de Escrivá que queda entera- 
mente claro. Y es que la organización de Las Huelgas se construyó con 
sillares sacados de la de los monasterios de varones. Basta hojear su libro 
y ver el tono general de las Bulas y documentos de la Orden. Sería absurdo 
suponer que al autor se le ha escapado esto. Lo conoce (14), pero creemos 
que no saca de ello sus últimas consecuencias. En varias ocasiones roza el 
tema de los privilegios generales de la Orden (15); alguna hay en que el 
lector cree que se le va a explicar cuál fué la trayectoria de ésta en cuanto 
a la exención o al menos se le va a remitir a fuentes donde pueda saciar 
su curiosidad (16). Pero desgraciadamente no se llega a ello. 

Y no es sin perjuicio de la obra. Arrancar a Las Huelgas del cuadro 


(12) El P. LARRAONA, C. M. F., ha llamado la atención sobre la repugnancia intensísima 
de la Iglesia a admitir Superioras Generales en pleno siglo XVII, que necesitó cerca de 
rien años para ser parcialmente vencida: De potestate dominativa publica in jure canonico, 
*Acta Congresus Juridici Internationalis", IV (Roma, 1937), págs. 155-156, n. 11. Y, sin embargo, 
¡el caso de Las Huelgas lo encontramos ya en el s. XII! 

(13) Aunque fundado el Monasterio de Tart en 1125, no adquirió su carácter de cabeza 
de Congregación hasta fines del s. XII (1190). E. DE MIER, Los Trapenses (Madrid, 1912), 
habla de él llamándole, con errónea reiteración, Fart (págs. 273, 274, 275). 


(14) Y alguna vez lo hace notar expresamente, p. ej.: puede verse la pág. 201. 

(15) Pág. 200 1. c. y not. 21. 

(16) Pág. 212 i. c. y not. 23, donde se le remite a un estudio sobre la exención clunia- 
cense. 
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general del Cister no ha podido hacerse sin violencia. Razonémoslo some- 
ramente. 


Señala con agudeza Escrivá el doble aspecto, económico y espiritual, que 
podían tener las relaciones del Obispo con el Monasterio. El primero ape- 
nas ofrece dificultad alguna, tanto porque su interés es secundario tratando 
de jurisdicción espiritual, cuanto porque los rasgos que de él nos da Es- 
crivá son tan firmes, seguros y precisos que-no dejan lugar de duda. Para 
aclarar el segundo recurre a un documento contemporáneo relativo a la 
transformación en cisterciense de San Clemente de Toledo, cuyo interés es 
indudable (17). Pero a pesar de todo nos parece que mucho mejor que 
recurrir a un documento episcopal para aclarar el sentido de las Bulas de 
Clemente III hubiese sido acudir a su misma fuente a través de otras 
Bulas. 

Un distico famoso nos muestra el Cister : 


Sanctus et exemptus, primaque ab origine liber; 
Nullus in hunc quidquam juris habere potest. 


De otra parte, es indudable que los primitivos cistercienses miraron las 
exenciones con prevención (18). ; Cómo conciliar entrambos opuestos tér- 
minos? El llorado e inolvidable P. F. Maroto llamó la atención sobre el 
hecho de que prácticamente (sólo le precedió un oscuro ejemplo de 1117) 
las primeras Constituciones religiosas que aprobó la Santa Sede fueron 
las del Cister (19). Supuesta esta aprobación pontificia, entonces inusitada, 
que vedaba al Obispo inmiscuirse en asuntos internos y constituía una je- 
rarquía propia de la Orden, con asuntos privativos de ella, ¿qué de extraño 
tiene que se hablase de exención? El Privilegium. romanum, de Pascual II, 
y la aprobación de la Charta Charitatis, de Calixto IT, al poner la vida in- 
terna del Cister fuera del alcance de los Obispos y de cualquiera otra auto- . 


ridad nos dan la clave para explicar las dos Bulas fundamentales de Cle. 
mente III en favor de Las Huelgas. 
Pero hay aün más. 


(17) La abdicación, dicho sea de paso, era exigida por la legislación cisterciense, segün 
acuerdo de los Capítulos de 1243 (n. 65), 1944 (n. 7), 1245 (n. 6) y 1255 (n. 43), lo que no hu- 
biera estado de más sefialar. 


(18). S. BERNARDUS ABBAS CLARAE-VALLENSIS, Tract. de moribus et officio episcoporum, 
cap. VIII (PL. 182, cols. 830-834). 


(19) Regulae ei particulares constitutiones singularum religionum ex iure decretalium 
usque ad Codicem, “Acta cong. iurid. Intern.", IV, págs. 253, 263; nn. 85; 105 D. 
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Cuando el Cister se lanzó ya abiertamente en pos de la exención de sus 
Monasterios, Las Huelgas, que hasta entonces había estado recibiendo to- 
dos sus privilegios (20), entró en la misma corriente. A nuestro modo de 
ver al menos, no es cosa obscura que en la actitud de sus Abadesas influ- 
yeron no poco las Bulas Ex parte, de 1275, y, sobre todo, la Ad romani 
pontificis, de 1487. Detengámonos algo en ellas. 

En la primera, Alejandro IV lleva la exención de las Abadías cister- 
cienses, hasta entonces limitada a sus más estrictos miembros, hasta exi- 
mir de la jurisdicción ordinaria a sus granjeros y sirvientes, en forma tal 
que les correspond:ese adm'nistrarles los sacramentos y aprobar sus testa- 
mentos. Calcúlese la repercusión de esta medida en una Abadía de la am- 
plitud de la de Las Huelgas. 

Por si fuera poco, un Pontífice afecto a Las Huelgas, autor de uno 
de los documentos más decisivos de su historia (21), daba tres años antes 
de éste la célebre Bula Ad romeni pontificis, de la que es extraño no se 
haga eco Escrivá. Confirmando todo lo anteriormente concedido en cuanto 
a exención, sustrae de la jurisdicción de los Ordinarios y aun de sus pro- 
pios legados “monasteria, loca, membra, bona omnia praedicta praesen- 
tia et futura, abbates, abbat.ssas, monachos, moniales, vassallos, subditos et 
sirvientes” (22). 

i Ahora sí que vemos claro! Todo lo que el autor indica en sus pagi- 
nas.312 a 314 (23) adquiere una nueva luz cuando se leen las lineas que 
acabamos de citar. Ahora se explica b'en por qué la soberanía temporal 
se enlazaba tan íntimamente con la espiritual (vasallos!); por qué las villas 
y lugares de abadengo se trocaron en territorios nullius (loca!); por qué 
es precisamente a mediados del siglo xv1 cuando aparece indudable el pleno 
desenvolvimiento de la jurisdicción eclesiástica (la Bula es de 1487). 

Reconocemos que ni la Bula constituía probablemente en Abadía nul- 
lius a todas las cistercienses (sino en un estado intermedio, confuso y fértil 
en desviaciones), ni tomada al pie de la letra podia beneficiar a la Abadesa. 
Pero ésta, que durante siglos venía viendo cómo se le comunicaban los 
privilegios de los Abades en gracia a su excepcional condición de cabeza 
de una congregación, pudo muy bien, de absoluta buena fe, como indica el 


(20) “Las novedades de esta segunda bula se.refleren todas ellas a privilegios comunes 
de la Orden" (pág. 201). 

(21) Reproducido en las págs. 176-179. 

(22) Merece la pena leer íntegramente la bula, «de cláusulas armplísimas, reproducida en 
Bullarium romanum, V (Turín, 1860), págs. 324-326, n. XI de las de Inocencio VIII. En 
cuanto a la bula “Ex parte”, puede verse en Privileges de l'ordre de Cisteaur, (París, 1713), 
páginas 48 y sigs. 

(23) Síntesis de las más logradas y felices que tiene la obra. 
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mismo Escrivá, empezar a usar de aquel nuevo privilegio. Y de hecho cin- 
cuenta años después la encontramos haciéndolo... excesivamente. No es que 
defendamos nuestra hipótesis como algo definitivo, lo que sería sobrada 
audacia en quien no ha saludado el archivo del Real Monasterio. Pero na- 
die nos negará que señalamos el comienzo de un camino dudoso cierta- 
mente, falso tal vez, pero indiscutiblemente merecedor de ser recorrido. 


Quien únicamente leyese el libro de Escrivá pensaría, sin duda, que el 
caso de los inquietos freires del Hospital del Rey, sin ser precisamente úni- 
co, era, desde luego, algo anormal e inusitado. No ocurriría lo mismo si el 
autor se hubiese cuidado de dejar anotado que la legislación cisterciense 
acerca de las monjas admitió claramente ya a principios del siglo x111 que 
sacerdotes seculares y simples laicos pudieron presentarse en los Monas- 
terios femeninos y convertirse así en capelianes o conversos de ellos, ya 
que, unos y otros pertenecientes a la Orden, estaba previsto que existiesen 
allí, habitando en la hospedería. 

Los estatutos cistercieness son en este punto tajantes. Tales sujetos de- 
ben hacer allí mismo su noviciado y profesión y a aquel mismo Monasterio 
le une el voto de estabilidad benedictino (24). 

El Capitulo del año 1254 fija el ceremonial de su profesión en manos 
de la Abadesa (25). Aún más: la Bula de Alejandro IV Ex parte vestra 
estableció en 1255 que en caso de infidelidad a su vocación debían ser per- 
seguidos como apóstatas. 

Con estos datos y los que el autor aporta en el capítulo IV creemos 
que la legitimidad canónica de los freires no es siquiera dudosa y que es 
preciso rebajar un tantico su decantada originalidad. 


(24) Institutiones capituli generalis, tit. XV, De monialibus. Ver también los capítulos de 
1281 (n. 26) y 1926 (n. 8), realmente terminantes. Cfr. capítulos de 1222 (30), 1229 (7), 1949 (41), 
1262 (7), 1431 (43), como muestra de la abundante legislación en este punto, que tan singular 
parece a Escrivá. ; 

(25) N. 5. La mejor edición de fuentes de Derecho particular cisterciense es, a nuestro 
juicio, la de D. J. M. Canivez, O. C. R., Statuta capitulorum generalium ordinis cisterciensis 
ab anno 1116 ad annum 1786... 8 vols. (“Bibliotheque -de la Revue d'Histoire Ecclesiastique". 
tomos 9-14, B. Lovaina, 1933)). La exquisita caridad del Rvdmo. P. D. María Buenaventura Ra- 
1n08, O. C. R., al abrirnos generosamente la Biblioteca de su Abadía de San Isidro y permi- 


tirnos manejar esta colección, algo rara en España, nos dejó obligados a 
M CUN ent. E p ] g agradecérselo desde 
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Otros problemas quedan pendientes, sobre los que carecemos de datos 
para pronunciarnos. Escrivá, que excluyó del plano del territorio de la 
dignidad abacial a los Monasterios filiales, no muestra tampoco excesivo 
apego a los que del Real Monasterio en el transcurso de los siglos salieron. 
Algo nos dice de Las Huelgas vallisoletanas; nada del de San Bernardo. 
en las islas Canarias (26); pero ni de uno ni de otro indica cuáles fueron 
sus relaciones con la casa matriz. Lo cierto es que en la Guía del estado 
eclesiástico de España para el año 1854 (27), al insertar a la Abadesa de 
Las Huelgas entre las Preladas mullius (prueba de su notoriedad que es 
extraño haya pasado E. por alto) incluye al Monasterio de Valladolid en- 
tre las filiaciones, pero con la particularidad curiosísima de hacer notar 
su observancia diversa. En cambio, el de Canarias lo hace figurar como 
independiente (28). Nos limitaremos a estas indicaciones por carecer de 
más datos. 


La parte jurídica 


La especialización obra milagros. Y de esta suerte a todos nos ha sido 
dado conocer ingenios menguados que en el normal cultivo de una ciencia 
nunca hubieran salido de una más o menos áurea mediocridad, brillando. 
al cabo de años mil de cultivo de una insignificante parcela científica, como 
astros de primera magnitud. Por eso es y será siempre el campo abierto 
de las síntesis, con su ruda prueba de tener que abarcar materias diver- 
sas, la exacta medida del verdadero ingenio. Y en verdad que de su apli- 
cación resulta no poca alabanza para el de Escrivá. 


Y es que, en efecto, los victoriosos capítulos de su parte histórica clavan 
en el ánimo del lector la duda de si será capaz de sostener idéntica altura 
en lo doctrinal. Mas es la duda, que se hace aún más fuerte cuando se ve 
que trata de buscar solución al difícil problema planteado en el breve espa- 
cio de noventa páginas, se deshace en absoluto al contacto con la realidad. 
Método firme y razonado, precisión matemática, claridad de conceptos y 
facilidad asombrosa de síntesis pregonan bien alto su inanidad. 


(26) Fundado en tiempo de la ilustrísima Abadesa doña Ana María Manríque de Lara y 


aún subsistente (en Teror). 

(27) Madrid, 1854, págs. 203-204. En las de 1862 y 1863 se insinúa tan sólo la jurisdicción 
de la Abadesa al hablar del M. R. Arzobispo de Burgos. Por cierto que en la misma Guía tenía 
Escrivá otra mujer figurando con cargo que al parecer llevaba aneja jurisdicción: doña Isa- 
bel II, administradora perpetua de las Ordenes Militares. 

(28) Pág. 458. Un erudito estudio acerca del origen y vicisitudes de esta publicación lo 
encontrará el lector en la Guía oficial de España, dentro del Resumen histórico redactado por 
el académico D. JUAN PÉREZ GUZMÁN Y GALLO, que solía encabezarla (en la de 1913, que tene- 


mos a la vista, puede verse la pág. 17). 
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Pero el cumplimiento de nuestro oficio de críticos y la conveniencia 
misma de eliminar aun la misma apariencia de lisonja donde sólo hay 
verdad, nos fuerzan a hacer unas sumarias indicaciones. E 

A los capitulos X y XI apenas tenemos nada que objetar. Tal vez los 
lectores, menos familiarizados con los conceptos y la terminología canó- 
nica, hubieran agradecido un par de líneas explicando qué es potestad de 
jurisdicción y, sobre todo, en qué se distingue de la dominativa, particu- 
larmente en su novisima variedad de pública. Aunque este último concepto, 
reciente conquista de la ciencia canónica, no pueda jugar en el caso lleno 
de venerable antigúedad de la ilustrísima Abadesa, ¿quién duda que hu- 
biera podido contribuir a aclarar posiciones? 

Mas si esto es meramente facultativo, algo hay poco después que llama 
la atención más vivamente, pues parece ir contra lo que era obligatorio. 
Examina, en efecto, y no hay en ello escaso acierto, otros casos seme- 
jantes al de Las Huelgas. Pues bien, Escrivá, que en una densa nota, 
puesta accidentalmente al tratar de la supresión de la jurisdicción de la 
Abadesa (29), nos dió noticia de la existencia de un caso en nuestra misma 
España de fundación casi simultánea y vicisitudes parejas, al llegar a este 
punto de su bien trabada obra, prescinde en absoluto de la Señora Maestra 
de Sixena, que “tuvo también sus monasterios filiales... y era además 
Superiora del Cabildo de capellanes [habiendo recibido] las rentas y se-. 
ñoríos de numerosos pueblos donde ejercía jurisdicción civil y eclesiásti- 
ca”. La explicación que a nosotros ocurre es que tal vez ha querido Es- 
crivá acuciar diestramente a algún canonista español que quiera estudiar 
el caso a fondo. Pero una referencia al menos en el cap. XI realmente no 
hubiera estado de sobra (30). 


El examen de la teoría de Escrivá sobre el título jurisdiccional de la 
ilustrisima Abadesa nos exigiría extendernos excesivamente si es que ya 
no lo hemos hecho. Por eso nos vamos a limitar a insinuar algo. 

Su intento ha sido, ciertamente, ambicioso. Explicar la legitimidad de 
dicho título, exponiendo al mismo tiempo difíciles problemas planteados 


(29) Pág. 153, not. 51. 


(30) Detalles de la destrucción de aquel Monasterio y de la vida de su Comunidad poste- 
(ior a nuestra guerra encontrará el lector en el artículo de MIGUEL SERRA BALAGUER El Real 


Monasterio de Sigena. “La Vanguardia española”, LXI (1945), núm. 24.637, correspondiente 
al 22 de agosto, pág. 4. 3 
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en torno a la costumbre “contra legem”, en el leve espacio de 35 páginas 
es algo muy dificil. Por eso no es extraño que, aun aceptando en lo 
fundamental su tesis y aplaudiendo sin reservas su valentía, no todos los 
extremos de este capítulo final satisfagan por igual al jurista exigente. 

Demuestra Escrivá, por ejemplo, con claridad y justeza, la distinción 
entre costumbre, prescripción y privilegio, acreditando una vez más su 
condición de fino analista. Pero lo que no hemos alcanzado a ver, a pesar 
de ser tan claro que no ha precisado demostración, es por qué el caso de 
la ilustrísima señora está sujeto únicamente a las leyes de la costumbre. 
Que lo está es evidente. Nuestra duda recae cabalmente en el adverbio. 

Y en busca de solución hemos recurrido a una de las más recientes 
obras sobre el privilegio, debida a la pluma de una indiscutible autoridad 
canónica, A. vAN Hove. He aquí lo que hemos hallado: 


“e 


. vel consuetudo est laesiva juris alterius, et tunc est mixta cum praescrip- 
tione. In tali consuetudine et regulae de jure consuetudinario servandae sunt et 
regulae de praescriptione..." 

"Quiquid sit, si per consuetudinem aliquid detrahitur juribus alicujus per- 
sonae singularis etiam moralis, quia hacc consuetudo est mixta praescriptione, 
conditiones praescriptionis requiruntur ut consuetudo valeat" (31). 


Y si tal autoridad se hiciese sospechosa a Escrivá, cabría invocar la del 
Panormitano, tan frecuentemente citado por él, que con su claro ejemplo 
del Obispo que castiga a sus sübditos sin recurrir al Cabildo, en virtud a 
la vez de costumbre frente a unos y prescripción frente al otro (32), nos 
recuerda a la Abadesa imponiendo su autoridad sobre sus vasallos... y ante 
los Obispos perjudicados. 

Nótese que no contradecimos a Escrivá. Lo que él dice es verdad. Pero 
para que ésta hubiera sido cabal hubiera convenido atender a la prescripción, 
fácil empresa cuando se cuenta con una posesión centenaria, que nos da 
un título inatacable, y la buena fe ha sido manifiesta, Aunque hubiera que 
trabajar para remover la adversa doctrina de BENEDICTO XIV en cuanto 
a la adquisición por este medio de jurisdicción eclesiástica prelacial (33). 


Final y síntesis 


Queremos cerrar estas páginas reproduciendo unos párrafos que el prin- 
cipe de los actuales canonistas espafioles dedicó a la Ilustrísima Abadesa. 


(31) De privilegiis. De dispensatione (Malinas, Roma, 1939), págs. 134, 73, nn. 135, 72. 
Cfr. De consuetudine (Malinas, Roma, 1933), págs. 10, 153-154, 172-176, nn. 7, 174-176, 197-202. 

(32) Coment. ad c. II, cum tanto, X, de consuetudine, n. 70-83, pág. 68-82 (edición de Ve- 
necia 1605). 

(33) De synodo dioecesana, l. XIII, c. 8, nn. 17-25. 
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A más de uno parecerá la cita excesivamente extensa al verla. A todos 
harto breve al leerla. Es un resumen claro y preciso del punto de vista es- 
pañol en esta cuestión, que es raro cómo no ha aludido siquiera el autor 
en su obra. Dice así: 


“Por patriotismo dedicamos un recuerdo al Real Monasterio de Las Huelgas, 
de Burgos... A los extranjeres que viendo la paja en el ojo ajeno no ven la 
viga en el propio y se escandalizan de que una mujer ejerciese jurisdicción cuasi- 
episcopal... les diremos que acaso no lo haría peor que algunos hombres del lado 
de allá de las fronteras (34), que con semejantes o más privilegios las había en 
Francia, Alemania e [talia (25), y, por ültimo, que cuando los canonistas se 
pongan de acuerdo para señalar las condiciones esenciales en el sujeto de la 
jurisdicción y en la trasmisión de ella y distingan cumplidamente lo que es exclu- 
sivo del “Pascite qui in vobis est gregem Dei", y lo que es común a cualquier 
olro régimen de gobierno de cosas y personas, entonces podremos renegar de 
aquella pléyade de canonistas ante los cuales pasó la situación privilegiada y ex- 
cepcional de Las Huelgas de Burgos sin que les mereciera un anatema ni un 


reproche" (36). 


Hace a continuación un resumen de cómo se formó la jurisdicción ecle- 
siástica de Las Huelgas, sin privilegio pontificio expreso, resumen en gran 
parte confirmado por Escrivá y en bastantes puntos corregido. Y para ter- 
minar enjuicia Muniz la desaparición de dicha jurisdicción, con un dic- 
tamen exactisimo y certero, que convenía conocieran los que leyendo a Es- 
criva sientan pena por la desaparición de tan notable y singular institu- 
ción, realizada en momentos de desamparo, por ausencia de la Realeza 
"porque no es coincidencia fortuita que la pérdida de la jurisdicción espi- 
ritual gloria la más señalada de Las Huelgas, viniera a producirse jus- 
tamente cuando Santa Maria se queda huérfana del amparo de sus se- 
tiores, los Reyes" (37). 


Quien, como decimos, vea con poca simpatía que se arrebatase la ju- 
risdicción a la desamparada Abadesa, oiga estas claras palabras, que de 
corazón hacemos nuestras: 


(34) El libro de Escrivá ha venido a confirmar ampliamente esta afirmación. En sus pá- 
ginas pueden verse reflejadas Abadesas que en nada desmerecen en energía, tacto y pruden- 
cia junto a cualquier hombre. Sobre todo si la comparación se hace, como conviene, con los 
prelados de territorios exentos similares, j 


(38). Tal vez el capítulo XI de Escrivá imponga un emoliente a esta frase y a otras pare- 
cidas, incluso de extranjeros. Pueden verse los curiosos estudios sobre el tema publicados en 
el Annuaire pontifical catholique, de BATTANDIER, vols. I (1898) y II (1899). En este segundo 
no gitado por E., se ocupa expresamente de Las Huelgas, haciéndose eco de un estudio del 
P. Pío DE LANGONIO, O. F. M. Cap., publicado en “Analecta eclesiastica”, de junio de 1898, y 
afirmando que aun subsistía la jurisdicción de la Abadesa (!). j 


(36) M. MUNIZ, Procedimientos eclesiásticos (Sevilla, 1924), tom. I, págs. 182-183, n. 214. 
(97) Pág. 994. 
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“La Santa Sede suprimió la jurisdicción o exención de aquel famoso Monaste- 
rio, cuando fueron suprimidas otras exentas; pero los que respetamos esta supresión 
pedimos algún respeto para los que la mantuvieron durante siglos. Acaso si la 
supresión se hubiera llevado a cabo en tiempos de paz y tranquilidad la situa- 
ción actual del Monasterio de Las Huelgas sería muy otra (38). La Iglesia es 
enemiga de borrar, pues no quiere que se borren más que los pecados... [alude 
a la batalla de las Navas, tan unida a Las Huelgas, y continúa]: Hecha la 
suprosión en otras circunstancias (no en las que se hizo, en las que había que 
cortar con mano dura y cualquier defensa parecía y era sospechosa y peligro- 
sa) (59) la Iglesia misma, sin que nadie le instara, hubiera conservado lo que se 
pudiera conservar, purificándole y quitándole el polvo y herrumbre que el tiempo 
pone en todas las instituciones "humanas." (40). 


Todo esto es del Excmo. Sr. Arzobispo de Santiago. Con cuya auto- 
ridad queremos sellar estas notas, no sin antes tornar con nuestra más 
cordial felicitación al autor que a ellas ha dado ocasión, repitiendo lo que 
bella y galanamente dijo un más diestro señor de su pluma que nosotros: 
“A tal señor, tal honor. Para estudiar la figura prestante, prelaticia, cuasi 
episcopal de la Ilustrísima Señora Abadesa del Real Monasterio de Las 
Huelgas, este libro docto, señero, rea! de don José María Escrivá” (41). 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 


i 3 través del 

38) No hubiera sido difícil, en efecto, sino antes positivamente fácil, salvar, a 
a 11 de Concordato, los derechos de la Abadesa como cabeza de la Congregación de 
Monasterios cistercienses, a los que no era cosa llana hacer entrar en las cláusulas de la bula 
Quae diversa. 

(39) Subrayamos y anotamos nosotros. 

(40) L. cit, pág. 184. 

(41) CASTRO ALBARRÁN, La Abadesa de Las Huelgas. Pág. 1.183. 
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D CEP TELTUEO- DE-JUSTIGEA 


(Canon 824, $ 2) 


E] nümero cada vez más reducido de sacerdotes consagrados a la cura 
de almas y la organización de la vida moderna, cada día más compleja, 
han casi generalizado la práctica de la*binación de las Misas. Y no pocas 
son las dificultades que aquella práctica, en nuestros días, ha suscitado. 

Dejando a un lado, desde el primer momento, el problema de la causa 
justa o motivo para binar; prescindiendo igualmente de la cuestión det 
tiempo, esto es, de los dias en que es permitida la binación, y del número 
de Misas binadas que pueden autorizarse dentro de un mismo día; no 
ocupándonos, por ahora tampoco, ni de la potestad del Ordinario, en esta 
materia, ni de los Indultos de la Santa Sede (cuya aplicación, a veces, 
ofrece varias dudas y cuyo estudio está aün por hacer), vamos a limitar 
el presente trabajo a la binación de las Misas, exclusivamente en su re- 
lación con los estipendios en el Derecho comün. 

Argumento éste, por lo regular, poco tratado, y que cuando lo es, suele 
serlo bajo el punto de vista de la pura casuística. En nuestra considera- 
ción, la materia puede y debe ser examinada por el canonista mejor que 
por el simple moralista, ya que se trata de la interpretación de una ley 
eclesiástica, 

Por lo cual, en vez de acudir a los autores de Teología Moral, fun- 
damentaremos nuestro trabajo en el antiguo Derecho de la Iglesia y, so- 
ber todo, en la jurisprudencia; pues que la antigua disciplina canónica 
(can. 6, n. 2-4) y el estilo de la Curia o de la Santa Sede, en cuanto 
' que manifiesta la mente del legislador (can. 18 y 20), pueden conside- 
rarse como auxiliares poderosos para la interpretación o inteligencia de 
las actuales leyes eclesiásticas. 

Así, agrupadas las diversas hipótesis que cabe imaginar sobre los es- 
tipendios de las Misas binadas, y resueltos aquellos casos conforme al 
método indicado, no descansaremos en los límites de la pura solución de 
unas consultas, sino. que intentaremos la formulación de algunos princi- 


Em A 
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pios que aquilaten definitivamente los términos del canon 824, § 2, y evi- 
ten de esta manera la fluctuación e inseguridad que consigo lleva toda 
casuística. 

Dice el canon 824, en su $ 2: “Siempre que el sacerdote celebra va- 
rias veces en un día, si aplica una Misa por un título de justicia, fuera 
del día de Navidad, por la otra Misa, no puede recibir estipendio, pero 
sí alguna retribución por título extrínseco.” 


DIAS POLILITURGICOS 


La primera hipótesis que nos ofrece el canon que acabamos de refe- 
rir es la triple celebración en el día del Nacimiento del Señor. Es evidente 
que ese día se pueden celebrar tres Misas y recibir tres estipendios, ya 
que, por una parte, la Iglesia permite que entonces se lean tres Misas, y 
el canon expresamente excluye de la prohibición de acumular estipendios 
en un día este caso. 

Sea en el terreno histórico lo que quiera acerca del número de los 
días polilitúrgicos—acaso alguna vez lo fueran todos—(1), es lo cierto 
que ya Inocencio III prohibió que los sacerdotes celebraran al día más 
de una Misa, menos el de Navidad (2). En este día inefable se permitió 
la triple celebración, en atención a lo augusto y consolador del misterio 
que se conmemora, y se autorizó el triple estipendio (dos a los que ten- 
gan cura de almas u otra obligación), para ayudar a los sacerdotes con 
medios que alegren estas fiestas (3). Por lo demás, este caso no ofrece 
otras perspectivas para nuestro objeto. 

La segunda hipótesis, afín a la primera, y que se verifica no en vir- 
tud del Código, sino de un privilegio o concesión perpetua y universal, 
es la potestad que cualquier sacerdote hoy tiene para celebrar tres Misas 
en el día de Todos los Difuntos. 


(1) "Es maniflesto al que conoce la historia de la Iglesia—escribe Benedicto XIV—que 
antes existieron muchos días polilitúrgicos, como el del Nacimiento del Señor, Circuncisión, 
Jueves Santo, Vigilia de la Ascensión, los tres días de ayuno dentro de la Octava de Pente- 
costés y otras festividades de Santos, como la de San Juan Bautista, San Pedro y San Pablo...” 
"Quod expensis", $ 14; C. J. C. FoNTES, lI, n. 391, Romae, 1928, pag. 177-178. : 

(2) “Respondemos que, exceptuando el día del Nacimiento del Señor, a no ser por causa 
de necesidad, el sacerdote sólo puede celebrar al día una Misa”: c. 3, X, HI, 44. Y Alejan- 
dro IL en 1065, ya había dicho que cada sacerdote se ha de contentar con celebrar unà vez al 
día, pues Cristo una sola vez padeció y redimió al mundo; y que los que celebran varias veces 


en un día, afiade, por dinero o por adulación, se hallan en estado de condenación: c. 53, D. I, 
p. III, De Consecrat. 


(8) S. C. C., 8 abril 1654. 
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Potestad que empezó en el antiguo reino de Aragón de esta manera: 
alli los sacerdotes seculares celebraban dos Misas y los regulares tres, en 
la Conmemoración de Todos los Difuntos, percibiendo dos o tres esti- 
pendios, respectivamente, en aquel día. Tal práctica, más tarde, se ex- 
tendió a Valencia, Cataluña y Mallorca. Después, los Reyes Fernando VI 
de España y Juan V de Portugal solicitaron de Benedicto XIV la am- 
pliación de aquel privilegio a todas las provincias de sus reinos, en vir- 
tud de concesión apostólica. El referido Papa, con el fin de ayudar a las 
almas de los difuntos (4), teniendo, además, en cuenta la uniformidad de 
la disciplina canónica en España, que igualara en esto a todas sus pro- 
vincias, y considerando los buenos servicios que a la Iglesia habían pres- 
tado sus monarcas, el 26 de agosto de 1748, concedió que en todos los 
territorios de España y Portulgal se pudieran celebrar, en el día de los 
Difuntos, tres Misas por cualquier sacerdote (5). 

En cuanto al Reino de Aragón, nada inmutó Benedicto XIV sobre 
los estipendios: los seculares podían seguir percibiendo dos limosnas aquel 
día, mas la tercera Misa la aplicarían por todos los Difuntos, sin esti- 
pend:o; y los regulares percibirian tres estipendios por las tres Misas que 
ya venían celebrando. En cambio, en los demás casos, los sacerdotes que 
se acogieran al nuevo Indulto y celebraran tres Misas aquel día, sólo po- 
drían recibir limosna por una Misa, debiendo aplicar las otras dos por 
los Fieles Difuntos en general (6). 

Fuera, pues, de Aragón, únicamente podía celebrarse una Misa con 
estipendio el día de Difuntos, y ese estipendio no excederia lo señalado 
por el Sínodo o por la costumbre, sin que valiera aducir ninguna causa 
ni emplear ningún pretexto o subterfugio para burlar aquel precepto. 

Condena la misma Constitución benedictina el que se reciba una li- 
mosna mayor, aunque tenga carácter de oblación voluntaria y espontá- 
nea; o aunque quiera remunerarse la aplicación que se hace por todos los 
Difuntos en las otras dos Misas; o aunque lo que sé da se ofrezca como 
limosna, cuyo mérito sirva: para ayudar a los difuntos; o aunque a la 
limosna se la despoje de toda forma de estipendio, para dejarla en pura 
limosna, para atender, v. gr., al sacerdote, a sus allegados, al religioso 
o a su convento, que pueden estar necesitados. Todas estas causas, pre- 


(4) El espiritu de la Iglesia ha sido siempre ayudar a los difuntos, Alejandro H, después 
de establecer que sólo se puede celebrar una vez al día, aprueba la práctica de algunos sacer- 
dotes que celebran una Misa por los difuntos y otra del día (l. c.). Lo mismo se encuentra 
en otros Concilios celebrados después de la prohibición de Inocencio III: cfr. COLLECTIO CON- 


CILIORUM ANGLIAE, t. I, pag. 586, n. 7, Lugduni, 1738. Benedicto XIV, l. c., $ 8, pág. 174-175. 


(5) L. c., 8 6, pag. 172-174. 
(6) L. c. 8 6, pag. 172. 
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textos y subterfugios vienen reprobados por el Papa, ya que, como dice, 
ha de evitarse hasta el color y la apariencia de que se percibe algo por 
las dos Misas del Indulto. 

Más todavía; se condena en la misma Constitución: el recoger ese 
día más Misas de las que en aquella fecha pueden celebrarse; pues no 
es lícito recibir estipendios de Misas que no puedan celebrarse dentro del 
tiempo señalado por los fieles o por la ley; ni puede tampoco, con esas 
Misas binadas de los Difuntos, satisfacerse cargas no cumplidas, y por 
las cuales ya se recibieron los estipendios o los réditos; y esto, aunque 
se trate de cargas fundacionales. Todo se prohibe bajo la pena de suspen- 
sión a divinis, reservada a la Santa Sede y cuya absolución supone la 
restitución previa de los estipendios así recibidos (7). 

¿Y por qué este rigor del Papa al prohibir la percepción múltiple de 
estipendios en las Misas binadas del dia de Difuntos? El mismo Bene- 
dicto XIV nos da la respuesta. La causa que motivó la supresión de los 
días polilitúrgicos fué quitar el peligro de avaricia, torpe lucro o mer- 
cantilismo por parte' de los sacerdotes que celebraban varias veces al día 
o, a lo menos, poner fin a las murmuraciones de los impíos, que pudieran 
pensar que la Iglesia se movía por aquellos motivos al iterar la celebra- 
ción en un mismo día (8). 

Ahora bien; como fuera muy conveniente conceder la triple celebra- 
ción de las Misas en el día de Difuntos, según queda indicado, y como 
aquellos peligros persistieran, se hizo preciso huscar una fórmula que 
conciliara las dos cosas. Y esta fórmula fué: poder celebrar varias Mi- 
sas y recibir un solo estipendio. Por eso termina el Papa declarando por 
qué negó a varios Obispos varias veces el que sus sacerdotes pudieran 
repetir la Misa en el día de los Difuntos, ya que las preces, en que se so- 
licitaba dicha gracia, se apoyaban en el hecho de que ese día los fieles ofre- 
cen muchas Misas que no podrían celebrarse de otra manera. Pero que 
él negó esos rescr/ptos, para que no sufriera detrimento el orden sacerdotal 
de sus hermanos de parte de sus detractores (9). 

Algunos años después León XIII, por las Letras Apostólicas Trans 
Oceanum, de 18 de abril de 1897, extendió, por treinta años, a América 
el mismo Indulto de Benedicto XIV, que acabamos de reseñar, con las 
mismas restricciones (10). | 

Pero el que había de establecer la práctica de las Misas binadas en el 


(7) L.c.. 8 6, pag. 172-174. 

(8) L. c., $ 14, pag. 177; $ 15, pág. 178. 

(9) L. c., 8 17, pág. 179. 

(10) C. J. C. FontEs, III, n. 633, pag. 514; § VII, Romae, 1929. 
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día de Difuntos, de modo perpetuo y universal para toda la Iglesia, fué 
Benedicto XV. Considerando este Pontífice que en sus días ya se habían 
disminuido los legados en favor del alma, que muchas pías memorias no 
se cumplían con fidelidad, que los réditos habían decrecido y se habían 
hecho bastantes reducciones en este sentido, y compadecidas sus entra- 
ñas por los muertos en la guerra mundial que entonces ardía, decretó de 
modo perpetuo, statuimus in perpetuum que todos los sacerdotes, en el 
día de Todos los Difuntos, puedan celebrar tres Misas y recibir por una 
de ellas un estipendio, aplicando otra por todos los Difuntos y otra por 
la intención del Papa, suficientemente manifestada en lo antedicho (11). 

Completan la doctrina de esta hipótesis que venimos estudiando unas 
resoluciones de la Sagrada Congregación del Concilio, en virtud de las 
cuales se establece: a) que los sacerdotes, en el día de Difuntos, se han 
de contentar con un solo estipendio de tasa diocesana o acostumbrada; 
pero que en caso de ofrecérsele algo más a título de oblación espontánea 
y voluntaria, lo pueden percibir; b) que en las otras dos Misas que ce- 
lebren sin estipendio nada pueden percibir en absoluto, ni siquiera por 
titulo extrinseco, v. gr., por razón del lugar o de la hora en que se ce- 
lebren; c) que tampoco pueden diferir la aplicación de la Misa por todos 
los difuntos y la que apliquen a intención del Papa, para otro día, y ce- 
lebrar en aquél otras dos con estipendio; y esto, aun sin intervenir mo- 
tivo de lucro; y, por fin, d) que el Obispo puede castigar con suspensión 
ipso facto y restitución de estipendios a los contraventores (12). Y 

La tercera hipótesis que pud:era aducirse en este lugar es la práctica 
de celebrar dos Misas con dos estipendios cada sacerdote, el dia de Todos 
los Santos, en las diócesis de Orihuela y Tortosa. 

De los tres casos hasta ahora estudiados resultan estas verdades, muy 
de tener en cuenta en orden a nuetra conclusión final: 

1.* La prohibición de recibir dos o más estipendios en un mismo día 
es sólo de derecho eclesiást:co. 

2.* La razón de esta prohibición es evitar el peligro de avaricia, torpe 
lucro o mercantilismo, así como las murmuraciones de los impíos. 

3.' Al prohibirse la percepción de varios estipendios, con motivo de 
las Misas binadas, se toma la palabra estipendio, en la jurisprudencia has- 
ta ahora examinada, en su sentido más amplio: recibir algo no sólo por la 
aplicación, sino también por la simple celebración; recibir algo en concepto 
de pura limosna, de oblación espontánea, y hasta por título extrinseco. 


(11) AAS VII, 401-404. 
(19) S. C. C., 15 oct. 1915: AAS VII, 478-480. 
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4^ La prohibición de recibir algo por oblación espontánea de los fie- 
les en las Misas binadas del día de Difundos, quedó rectificada con lai res- 
puesta benigna de la Congregación del Concilio, que se acaba de trans- 
cribir. 


11 


MISAS PRO POPULO 

El segundo grupo de hipótesis sobre los estipendios en la binación pu- 
diera coincidir con el caso más corriente en la vida canónica, y que ha pro- 
vocado una abundante jurisprudencia por parte de la Santa Sede. Nos re- 
ferimos a las diversas formas jurídicas que pueden originarse siempre que 
uuen las Misas binadas juega una que se aplica “pro populo” 

El 19 de diciembre de 1835 la Sagrada Congregación del Concilio en 
la causa Ventimiliense declaró que en una aldea de la diócesis de Boggio, 
poblada en su mayor parte por pastores pobres, que no podían sostener 
dos sacerdotes, ni asistir todos los vecinos a la vez a una sola Misa, por 
encontrarse los pastos bastante dispersos, el único párroco binase, siempre 
que no recibiera limosna por la segunda Misa (1). 

Y la misma Sagrada Congregación, en letras dirigidas al Arzobispo de 
Cambrai (Francia) el 14 de octubre de 1843, recuerda que a los Ordina- 
rios toca el juzgar sobre la necesidad de la binación; pero que no autori- 
cen aquélla como si se tratase de un privilegio concedido al sacerdote, sino 
más bien al pueblo, y que los celebrantes no reciban, por la segunda Misa, 
limosna o estipendio bajo ningún pretexto (2). 

Y en otra de Cambrai, de 25 de septiembre de 1858, se dice que el 
párroco que rige dos parroquias ha de aplicar las Misas, cuando bina, por 
las dos parroquias, aunque los réditos de éstas sean exiguos (3). 

La misma norma se encuentra repetida en la causa que el Prelado de . 
Salamanca propuso a la Santa Sede al preguntar si el párroco que rige 
una parroquia con un anejo (no dos parroquias) ha de aplicar en los días 
de binación las dos misas “pro populo”. La Sagrada Congregación, en 
22 de febrero de 1862, en vez de responder directamente se remitió a la 
última causa de Cambrai (4). 

La Instrucción de la Sagrada Congregación para la Propagación de 


à) C. J. 
(2) 70.4. 
(3) C.J. 
(4) C. J. 


C. FONTES, VI, n. 4.054, Romae, 1932, p. 329. 
C. FONTES, l. c., n. 4.085, p. 368. 

C. FONTES, l. c., n. 4.167, p. 461-9. 

C. FONTES, l. C., n. 4.193, pag. 497-9. ` 
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la Fe, el 24 de marzo de 1870, enseña que la pobreza de los sacerdotes no 
basta para que puedan binar, y refiere que la misma Sagrada C ongrega- 
ción reprobó, expresamente, la costumbre subsistente en Irlanda de cele- 
brar los regulares dos Misas en los días de fiesta, sin que hubiera para ello 
necesidad, sino únicamente para recibir estipendio y ayudar así a su po- 


-breza (5). 


Y Benedicto XIV, en la carta encíclica Apostolicum ministerium, de 
3o de mayo de 1753, llama abuso intolerable el binar sólo por el fin de 
recibir estipendios (6). 


De los seis documentos que se acaban de señalar pueden también in- 
ferirse estas conclusiones : 


1.” Se prohibe al sacerdote que bina aplicar ina Misa por su pueblo 
y recibir limosna o est:pendio por la otra. 


a , .q t M "t E , 
2." Con mayor razón queda prohibido recibir en un mismo día dos 
estipendios o dos limosnas. 


3." No se prohibe que un sacerdote aplique dos Misas “pro populo," 
siempre que no haya de por medio estipendio alguno; antes al contrario, 
esta doble celebración era preceptiva para el párroco de dos parroquias 
o de parroquia y anejo (7). F 

Sobre la última hipótesis: el párroco que aplica en un día dos Misas 
"pro populo", pudiera surgir una dificultad nacida de la causa Vivariense 
(Viviers, en Francia), donde se pregunta: si un párroco que no aplicó por 
su pueblo en un día festivo puede, al día festivo siguiente, aplicar una de 
las Misas binadas para cumplir con la omitida. La Sagrada Congregación 
dice que no puede obrar de esta manera el párroco. Y la razón alegada en 
su voto por el consultor es doble: 1.*, porque la Misa parroquial no es 
gratuita, sino remunerada; 2.*, porque el párroco que no aplicó en un día 


(5) COLLECTANEA S. C. P. F., II, n. 1.352. Romae, 1895, pag. 7C. 

(6) C. J. C. FONTES, II, n. 425. Romae, 1928, pag. 390. 

(7) De aquí puede inferirse como doctrina segura sacada de los documentos pontificios : 
a) que un párroco que va a sustituir a otro párroco puede aplicar Jas dos misas “pro populo": 
una por el pueblo suyo y otra por el del compafiero, siempre que por ésta no reciba esti- 
pendio; b) que un párroco que no celebre por su pueblo un día, puede satisfacer aquella obli- 
gación con la binada de otro día; c) que un sacerdote (no párroco ni ecónomo) que bina, no 
puede celebrar una Misa con estipendio y aplicar otra por el pueblo de un párroco que tam- 
bién le dé estipendio; d) que un sacerdote (no párroco ni ecónomo) que bina, puede aplicar 
una Misa con estipendio y otra por el pueblo de un párroco que no le dé limosna o estipen- 
dio; e) que un sacerdote (no párroco ni ecónomo) que bina, si no recibe estipendio por una 
Misa, puede aplicar otra por el pueblo de un párroco, con o sin estipendio; f) que un párroco 
que bina puede aplicar una Misa por su pueblo y otra por una gregoriana o por un funeral 
o por un encargo cualquiera, siempre que aquel día no cobre la gregoriana, ni el funeral, ni 


cl encargo, etc., etc., 
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festivo por su pueblo está obligado a aplicar la Misa que omitió lo antes 
posible quamprimum, sin que pueda esperar al próximo día festivo (8). . 

Con todo el respeto que nos merecen los altos consultores de la Sagra- 
da Congregación, hemos de notar que las dos anteriores razones no se 
muestran muy sólidas; antes al contrario, no parecen—sobre todo la pri- 
mera—concordar con la práctica de la misma Congregación del Concilio; 
porque, a nuestro juicio, una cosa es decir que la Misa parroquial no es 
gratuita, y otra, muy distinta, es que por ella se reciba estipendio. Cier- 
tamente, la Misa parroquial no es gratuita, ya que, por ella y por el ofi- 
cio, recibe su titular una dotación. Pero la dotación beneficial (o la porción 
de frutos que se den a un vicario) nunca se han equiparado con la limosna 
o el estipendio de las Misas. Y lo que se prohibe en las Constituciones de 
Benedicto XIV y en la práctica repetida de la misma Congregación del 
Concilio es sólo recibir limosna o estipendio por la segunda Misa. 

Además, si a un párroco que no celebró, en su día, por su pueblo, y el 
siguiente día festivo no le vale la aplicación de la segunda Misa por aque! 
fin, por la razón de que recibe remuneración beneficial por las dos Misas, 
tendriamos una incongruencia jurídica, siempre que, en aquel tiempo, todo 
párroco que regía dos parroquias debía aplicar por ambas en los días que 
binada, y, por lo mismo, recibía dos remuneraciones parroquiales (9). 

En cuanto a la otra razón aducida por el consultor: que el párroco ha 
de celebrar, lo antes posible quamprimum, la Misa omitida, siempre que 
no pudo aplicarla por su pueblo en el día señalado, nos parece igualmente 
exorbitante interpretar la partícula quamprimum, en este caso, en el sen- 
tido de que sefiale un período inferior a la semana. 

Finalmente, aun permaneciendo válidas las razones del consultor, y 
aun quedando en toda su integridad la solución autoritativa de esta cau- 
sa, téngase presente que una sola causa no hace jurisprudencia, y que en 
este asunto se trataba de un caso particular, cuyas circunstancias pudie- 
ran motivar el resolver de aquella manera. 


III 


MISAS DE FUNDACION 


Otra dificultad en cuanto a los estipendios de las Misas binadas se ofrece 
siempre que en aquéllas interviene una que ha de celebrarse o aplicarse por 


(8 ASS XX, 35-40. 
(9) ASS VII, 33-38. 
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título de fundación. Ya Benedicto XIV, en la citada Constitución Quod 
expensis, reprueba por completo el que se apliquen las dos Misas el día 
de Todos los Difuntos, por las que no se puede recibir estipendios, para le- 
vantar una carga de fundación ya hecha o que en Jo sucesivo se haga, de- 
clarando nulas las cláusulas de las fundaciones y las mismas fundaciones, 
cuando tal cosa se estableciere (1). 

Y en el 26 de marzo de 1861, la tan traida Congregación del Concilio 
contestó al Obispo de Tréveris, que aquellos párrocos que, obtenida facul- 
tad de binar con el fin de cumplir con ciertas fundaciones de sus parro- 
quias, que mandan, que a más de la parroquial, se diga, en los días festivos, 
otra Misa aplicada por la Fundación, se les puede permitir a dichos pá- 
rrocos alguna remuneración de los fondos parroquiales, pero sólo por ra- 
zón del trabajo (por ejemplo, si predican en aquella Misa) o de la inco- 
modidad (hora intempestiva o lugar apartado), excluída siempre toda li- 
mosna por la celebración de la Misa (2). 

A pesar de esta resolución, quedaba una duda, y era que, de aquella 
forma, la intención de los fundadores se cumplia sólo a medias. Se cum- 
plia, porque, en efecto, se celebraba la Misa en los dias festivos; pero como 
los párrocos no percibían por ella estipendio, no estaban obligados en rigor 
a aplicarla. 


Por lo cual, el Obispo volvió a preguntar: si al no aplicarse la Misa 
de fundación en los días festivos y percibirse la remuneración por título 
extrínseco, los párrocos estaban obligados a aplicar aquella Misa dentro 
de la semana. Y en la discusión de la cuestión por el consultor, se hacen tres 
hipótesis: separada la suma de dinero para remunerar a los párrocos, puede 
.ser que quede una cantidad que iguale al estipendio de la misa manual; o que 
no alcance aquella tasa; o que la remuneración absorba por completo todos 
los fondos. En el primer caso, se impone el traslado de la aplicación del día 
de fiesta a otro día; para lo cual es preciso recurrir a la Santa Sede. En el 
segundo caso, esto es, cuando e! remanente no alcance la tasa diocesana, se 
impone la reducción y el traslado; con intervención también de la Santa 
Sede. Y en la tercera hipótesis, se verá qué es lo que mejor conviene: si 
suprimir la aplicación de las Misas, si no se pudiera por menos; o reducir 
otras cargas. Y a tenor de estas hipótesis, se extiende el rescripto, el 29 de 


abril de 1871 (3). 
Otra causa, de interés también para nuestro estudio, es la T'udertina 


(1) L.c, 6, pag. 172-4. : 
(2) C. J. C. FONTES, VI, n. 4.192, Romae, 1932, pág. 495-97. 
(3) ASS VI, 526-9. 
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(Umbria)—15 de septiembre de 1878—, por la que se niega a un Obispo 
la gracia que solicitaba: que un párroco suyo binase para cumplir, con la 
segunda Misa, un legado de un caballero que ordenaba, en los domingos y 
fiestas, una Misa por su alma y para comodidad del pueblo. A pesar de no 
encontrarse otro sacerdote para cumplir con el legado y celebrar por el bien 
del pueblo, y a pesar de lo exiguo de los réditos, la Sagrada Congregación 
concedió la facultad de binar, pero negó el que con la Misa binada se cum- 
pliera el legado (4). 

De parecida forma negó, por decreto de 1 de abril de 1876, contra el 
voto del consultor, por cierto, que un sacerdote aplicase la segunda Misa 
por un bienhechor que había dejado cierta cantidad a la fábrica de la Igle- 
sia con la condición expresa que se le aplicara aquella Misa. Nótese que 
la negativa está dada, no obstante percibir el sacerdote, por aquella aplica- 
ción fundacional, igual cantidad que hubiera percibido directamente de la 
fábrica en el caso de no haberse hecho aquella fundación; ya que la obli- 
gación de remunerar al sacerdote que dijera aquella Misa gravaba a la fá- 
brica, y el bienhechor quiso redimir, con su dinero, aquella carga de la 
Iglesia (5). 

Dedúcese de lo expuesto en esta sección tercera: 

I' Que la Santa Sede, a través de estas múltiples resoluciones, ma- 
nifiesta que no se puede cumplir con la Misa binada una carga de fun- 
dación. 

2. Y esto, aunque la carga de la fundación coincida en el mismo día 
con otra carga, verbigracia, con la Misa parroquial en el párroco (6). . 


3. Que si se percibe remuneración de los fondos de alguna funda- 
ción, no se percibe dicha remuneración por la simple celebración o apli- 
cación. 


Santiago CASTILLO 


(Continuará.) 


(4) ASS XXI, 547-50, 5 

(5) ASS IX, 297-303. : 

(6) A pesar de ser ésta la mente de la Santa Sede, al finalizar el siglo pasado, el 14 de 
abril de 1894 la misma Congregación del Concilio, a un sacerdote, que a la vez era beneficiado 
y párroco, con la doble carga de aplicar en los días festivos una Misa “pro populo” y otra 
por la fundación, le concedió el que pudiera cumplir con los dos deberes, como una gracia 
ad cautelam: ASS XXVI, 688-91. Con lo que dió a entender la Santa Sede que no estaba se- 
gura de que fuera necesaria la gracia y, por ló mismo, de que estuviera prohibido el satis- 
facer las dos cargas en un día. Es el único caso que se encuenira resuelto en este sentido. 
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de subido precio). De las demás obras daremos únicamente noticia de haberlas recibido. 
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EL MATRIMONIO DE LOS 
ESCLAVOS (*) 


Las dificultades de comunicación postal, secuela inevitable de la guerra, han 
impedido, o al menos retardado, el conocimiento de publicaciones llevadas a 
cabo en el extranjero. Así llega a nosotros con demora esta tesis doctoral de 
un sacerdote español, actualmente profesor en Deusto, editada en los Anales 
de la Universidad Gregoriana, Sección B), de su Facultad de Derecho Ca- 
nónico. 

La tesis mereció la distinción de que los gastos de su edición fuesen sufra- 
gados por la fundación brasileña “Cardenal Pacelli”, destinada a premiar con 
tal galardón trabajos dignos del mismo.. 

Y lo es, indudablemente, este estudio histórico, en el que el acopio abun- 
dante y examen serio de las fuentes no borra el hilo conductor por el cual el 
autor nos va llevando, a través de los textos, a conclusiones que fluyen de éstos 
con proba y objetiva naturalidad, y no con forzada exégesis al servicio de aprio- 
rísticos puntos de vista. 

Como indica el subtítulo, a esta historia de la marcha dificultosa con la cual 
se va abriendo paso un Derecho matrimonial de los esclavos, la fija el autor, 
como término “ad quem", el momento histórico en el que, elaborada y fijada 
por el Derecho Canónico una disciplina unificada sobre la situación jurídico- 
familiar de los esclavos, las grandes figuras de la Teología escolástica razonan 
su justificación filosófica y teológica. 

La obra se divide en tres sectores, que estudian, respectivamente, el proble- 
ma en las antiguas civilizaciones orientales (India, China, Babilonia, Asiria, 
los Hetitas, los Hebreos, Egipto y Grecia), en el Derecho romano y en el cen- 
tro y occidente europeo medieval. 

.En las legislaciones examinadas en el primer sector, el autor llega a la con- 
clusión de la existencia de una capacidad jurídico-matrimonial del esclavo, si 
bien no reconocida de un modo uniforme. En el pueblo judío, por ejemplo, el 
régimen es distinto; por un lado, en las épocas patriarcal y mosaica, y por otro, 
en época rabínica y del Talmud, en la que se acusan las influencias greco- 
romanas en relación con el concubinato. 

Los datos aducidos parecen, efectivamente, probatorios del reconocimiento 
de tal capacidad, si bien la carencia de una verdadera precisión terminológica 
para los diversos tipos de unión, o al menos nuestra dificultad para captarla 
con seguridad, dada la enorme lejanía cronológica de las fuentes y la no abun- 
dancia de ellas, ha de dar, inevitablemente, una cierta nebulosidad de contor- 
nos a las instituciones familiares y ha de restar firmeza a las conclusiones. 


(*) ANDRES E. DE MAÑARICUA: El matrimonio de los esclavos. Ensayo histórico-Jurídico has- 
ta la fijación de la disciplina en el Derecho Canónico. Analecta Gregoriana, vol. XXIII. Facul- 
tas Iuris Can., Sect. B). Roma, 1940; 286 páginas: 
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Una mayor precisión terminológica se da ya en el Derecho romano, cuyo 
estudio, en relación con la cuestión—subdividido en tres capítulos, referentes 
al Derecho clásico, a los influjos cristianos y a la evolución jurídica posterior 
al cristianismo—ocupa la parte central de la obra. 


La distinción de diversos tipos de unión permanente (“justae nuptiae", con- 
cubinato, contubernio) permite una exposición y conclusiones más precisas. 
Descartada la posibilidad legal de las justas nupcias, el autor desarrolla un es- 
tudio del contubernio, estudio sistemática y claramente expuesto y perfecta- 
mente documentado. 


Tal documentación no podía referirse a textos puramente jurídicos, ya que 
la lógica inflexible de los principios sobre la personalidad hacía del contuber- 
nio una relación al margen del área jurídica. Por eso el autor va acertada- 
mente a documentarse en textos literarios, lápidas funerarias, etc., que nos re- 
flejan un vivir consuetudinario social, del cual las leyes no nos informan. ¿Se 
formaría una idea exacta de cómo conciertan sus hospedajes, sus viajes, sus 
relaciones con el empresario que les sirve un espectáculo, nuestros jóvenes, y 
hasta nuestros niños, de hoy, el que dentro de unos siglos no tuviera más fuen- 
te de información que los secos artículos de los Códigos civil y de Comercio, 
que establecen las reglas de capacidad y demás requisitos de los contratos de 
transporte y arrendamiento? 


Por eso, junto a los textos legislativos y jurisprudenciales el autor busca la 
realidad romana vivida en cuanto a la iniciación, naturaleza, caracteres, con- 
secuencias, tipos y disolución del contubernio en fuentes extrajurídicas. Acaso 
se eche de menos, en esta parte central de la obra. por un lado, el que el autor 
no se haya adentrado en la cantera de los documentos papirológicos, que tan- 
tos ejemplos de situaciones reales desconcertantes y discrepantes con lo que 
sabemos del Derecho legislado ofrecen a veces. Y de otro lado, que, en lo que 
al influjo del cristianismo se refiere, no haya un examen y valoración más de- 
tenida de la relativamente abundante bibliografía romanista sobre el tema. 


Ambas observaciones no deben tomarse como reparos críticos, sino como 
deseos que nacen al apreciar la pericia y agudeza de que el autor da muestras. 
No ha dejado el autor, además, en cuanto a lo primero, de tomar en conside- 
ración obras, como la de MODICA, de sistemática recopilación de resultados. 
Y en cuanto a lo segundo, su labor resulta, en cambio, más personal, y su in- 
clinación al examen directo de las fuentes, laudabilisima. Los romanistas de- 
ben siempre congratularse de las colaboraciones en el estudio del problema del 
influjo cristiano en la evolución del Derecho romano, provenientes de quienes, 
como el autor, aportan un conocimiento de la Patrología, del cual sólo venta- 
jas pueden resultar para tal estudio, 


La ültima parte de la obra examina el tema del matrimonio de los esclavos 
en el Derecho visigodo, en el longobardo, en el franco y en otras legislaciones 
medievales, para terminar siguiendo, a través dé la legislación de los Papas, la 
de los concilios particulares y los libros penitenciales, de qué manera se fijó 
y unificó la doctrina sobre el matrimonio de los esclavos, sobre el matrimonio 
mixto y sobre el error de condición, en el Derecho canónico. 
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Sendas relaciones de fuentes y de bibliografía preceden a la obra propia- 
mente dicha, que ha de interesar a canonistas, romanistas e historiadores del 
Derecho. 


J. ARIAS RAMOS 


Catedrático de la Universidad de Valladolid. 


LAS BULAS ALEJANDRINAS 


DE 1303 (*) 


El señor Giménez Fernández acaba de publicar un nuevo trabajo sobre el 
problema que tantos eruditos se han planteado alrededor de la famosa Bula de 
demarcación de Alejandro VI y de las demás que le acompañan inmediatamen- 
te. El trabajo es nuevo, no solamente porque viene a ser uno más en la ya larga 
lista de los que se han dedicado a este interesante tema, sino también porque 
en él se hacen nuevas, propias y particulares aserciones, que merecen un dete- 
nido estudio. Ya en el mismo prólogo el autor desea curarse en salud: “No se 
nos oculta—dice—que nuestras conclusiones provocarán la sorpresa y tal vez 
las indignadas impugnaciones de los apegados a bellas historias legendarias”, 
y, contra las censuras motivadas por el sentimentalismo, se enfrenta con la frase 
de la Sagrada Escritura, falsamente atribuída a un filósofo: “Veritas libera- 
bit vos”. 


La obra contiene tres clases de datos perfectamente distintos, aunque no 
del todo bien delimitados por la misma forma peculiar en que salen a luz pú- 
blica sus páginas: los diplomáticos, que tienden a clasificar los documentos 
pontificios dentro de la serie de los que procedían de la Cancillería y organis- 
mos papales; los jurídicos, que tratan de determinar el valor canónico de las 
Bulas en cuestión; y, por fin, los históricos, que interpretan los motivos que 
impulsaron a su petición y otorgamiento, así como el uso de los privilegios que 
en ellas se contenían. Todo lo cual va acompañado de un apéndice documental 
en el que se transcriben y fotocopian los principales documentos utilizados y 
otro bibliográfico que hace referencia a los libros citados. 


El estudio diplomático de las cinco Bulas Alejandrinas de 1493 referentes 
a las Indias, después de describir a su manera en el primero y segundo capi- 
tulos de la obra tanto los originales como las copias contemporáneas en per- 
gaminos sueltos y en los Registros del Archivo Vaticano, llega a la conclu- 
sión de que solamente la Piis Fidelium y la Dudum siquidem son Bulas or- 
dinarias expedidas por la Cancillería, mientras a las otras les da indistintamen- 
te los nombres de Breves secretariales o Bulas extraordinairas, obtenidas por 
medio de la Cámara apostólica. 

Ahora bien; multitud de inexactitudes indican que el autor desconoce el 


(*) MANUEL GIMÉNEZ FERNÁNDEZ: Las Bulas Alejandrinas de 1493 referentes a las Indias. 
muevas consideraciones sobre la historia, sentido y valor de las Bulas Alejandrinas de 1493 
referentes a las Indias. Sevilla, 1944, XVI-258 págs. (Edición especial del artículo publicado 
en el tomo 1 del “Anuario de Estudios Americanos”.) 
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terreno que pisa. Por no indicar más que las principales, nos concretaremos 
alas más importantes. i 

Nadie llama hoy Regesta a los Registros del Vaticano; el nombre de Re- 
gesta ha quedado ya consagrado para los extractos de documentos que pre- 
sentan los eruditos como Jaffe, Kehr, Dólger, etc., a los estudiosos, así como 
el de Registros para los tomos o cuadernos en que las Cancillerías conserva- 
ban las copias íntegras, y no las minutas, de los documentos expedidos; ni 
basta con indicar el número de los Registros del Vaticano, sino que es nece- 
sario indicar la serie, Vaticana o Lateranense, de los mismos, puesto que de 
todo el mundo es conocida la existencia de la doble numeración. 

De nada sirve indicar con tanto interés la fecha de los documentos que an- 
teceden y siguen a las Bulas Alejandrinas en los Registros pontificios ni si- 
quiera para barruntar la fecha de expedición, pues está absolutamente com- 
probado que se llevaban muchos Registros a la vez y no se seguía orden cro- 
nológico. 

No siempre fué un abuso la antedatación, como parece querer indicarse; 
a veces la pedían al mismo Romano Pontífice los solicitantes, y era uno de 
los medios legítimos de que se servía aquél para conceder una gracia con 
efecto retroactivo. 

La Cámara Apostólica no es lo mismo que la Secretaría Papal; aquélla era 
el tribunal pontificio que entendía de los asuntos económicos de la Curia y los 
documentos que expedía eran propiamente Bulas públicas y no Breves secre- 
tos, que eran fruto de la Secretaría. 

Los cinco documentos en cuestión son Buias y ninguno de ellos es Breve, 
como se ve a primera vista por las fórmulas caracteristicas de los mismos, tal 
como se leen en los apéndices documentales o la descripción que de sus origi- 
nales hace el autor en el primer capítulo. 

Evidentemente el señor Giménez Fernández ha bebido en fuentes de se- 
gundo orden. La Diplomática pontificia ha progresado mucho en estos ülti- 
mos años, y todavía tiene muchos problemas que resolver, particularmente en 
esos mismos siglos XV y XVI; y no es posible lanzar tan absolutamente nue- 
vas hipótesis en este terreno sin que haya precedido un serio estudio.de la 
cuestión. No basta indicar que en aquel tiempo se cometían irregularidades 


en la expedición de las Bulas pontificias; es necesario demostrar que tuvieron 
lugar en este caso concreto. 


Acerca del valor jurídico de las mismas no está clara la mente del autor. 
Mientras en las primeras líneas de la página 134 dice que las cinco Bulas “ado- 
lecian de nulidad por obrepción”, al final de la. misma afirma de la Inter. cetera 

.de 3 de mayo que carecía de vigencia porque el concesionario renunció a.su 
ejercicio y fué derogada por la segunda Inter cetera; que la Piis Fidelium tuvo 
plena vigencia; que la Eximie tuvo plena eficacia y vigencia; y que la Dudum 
siquidem, aunque ilícita en el concedente, fué de plena validez, a pesar de que 
en la página 39 había dicho de la misma que carecía de los requisitos internos 
y externos, imprescindibles para su validez y eficacia. 
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El único lugar donde resulta consecuente es en negar validez a la Bula de 
demarcación, la segunda Inter cetera que lleva fecha de 4 de mayo, por obrep- 
ción sustancial: según él, la causa motiva principal alegada en la petición de 
la Bula por Fernando V no existió, puesto que el Rey no tenía propósito de 
extender la fe cristiana en las nuevas tierras descubiertas, y la cláusula Motu 
proprio insertada en la Bula no podía subsanar esta nulidad. Pero aquí entra- 
mos en el meollo de la tesis histórica sostenida por el autor en las páginas de 
su obra. 


Fernando V—asegura el señor Giménez Fernández—, en el intermedio en- 
‘tre la primera y segunda expedición colombina en que se negociaron las cinco 
Bulas, para nada tuvo presente la evangelización de las nuevas tierras descu- 
biertas, Su punto de mira, al pedirlas, estaba puesto única y exclusivamente en 
descartar, por un lado, las pretensiones que podría tener Portugal para ocu- 
parlas, y, por otro, en rebajar la excesiva influencia que Colón podría adquirir 
en aquellos nuevos territorios encontrados. 


En Roma se encontró con el aseglarado aragonés Alejandro VI, que por 
su parte ansiaba contentar al Rey de España a trueque de conseguir el nom- 
bramiento de uno de sus sobrinos. Y así nacieron las Bulas Inter cetera y Du- 
dum siquidem, que concedían a Espara en su esfera pleno dominio y jurisdic- 
ción en las tierras que descubriese, y la Plis Fidelium, que otorgaba a Fr. Ber- 
nardo Boil en la segunda expedición atribuciones de Legado con el fin secreto 
de limitar la autoridad anteriormente reconocida a Colón. Pero estos manejos 
ocultos—continúa el autor—tuvieron a la larga por consecuencia el que las 
dos potencias interesadas, Portugal y España, desengañadas de la autoridad 
pontificia, se arreglaran directamente entre sí en Tordesillas y se prometieran 
mutuamente no acudir al Romano Pontífice para modificar los términos del 
tratado. 

Para llegar a estas conclusiones, se utilizan todos los documentos y noti- 
cias de la época ya conocidos, o incluso se trae a colación algunos que hasta 
ahora han pasado más o menos desapercibidos; pero les falta la verdadera 
interpretación. Cuando se quiere sacar todo el jugo a los testimonios de una 
época, no basta estudiarlos aisladamente, sino que es necesario tener siempre 
presente el espíritu de la época, que ordinariamente no se expresa taxativa- 
mente por ser cosa conocida de todos sus contemporános. Y así sería absurdo 
negar arbitrariamente en Fernando e Isabel el espíritu de evangelización en 
las Indias, siendo así que habían dado suficientes muestras de él en la con- 
quista de las Canarias. 

- Es indudable que había también al mismo tiempo otros fines políticos; pero 
también es necesario reconocer que siempre, y mucho más en la Edad Media, 
se hallaban tan entremezclados con los religiosos que a nosotros nos es difícil 
hoy día llegar a discernirlos. Está clara la mente de Fernando V de cerrar las 
puertas de la reclamación al Rey de Portugal, y en ocasiones puede parecer 
que en los documentos secretos no se trate más que de ello; pero es que el 
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espíritu de expansión del Evangelio es ya común a los dos Reinos y no es ne- 
cesario indicarlo a cada momento. 

Una prueba clara del defecto de interpretación de estas páginas está en lo 
que se dice acerca del Tratado de Tordesillas, cuya página se fotocopia en el 
apéndice ilustrativo n. IV. Las dos partes contratantes se comprometen a no 
recurrir al Romano Pontífice en petición de que lo modifique, sino que mani- 
fiestan que lo desean cumplir tal como queda redactado. El autor ve aquí un 
desprestigio de la autoridad pontificia y un desengaño de los Monarcas de 
Castilla y Portugal, juntamente con un deseo de arreglar las diferencias por 
sí mismos sin intervención de tercero. Y precisamente es todo lo contrario: 
al renunciar explícitamente al derecho de acudir al Romano Pontífice, lo re- 
conocen implícitamente como hasta entonces Portugal y Castilla lo habían re- 
conocido con los hechos y tan sólo nos quieren decir que los dos Reinos esta 
vez desearon entenderse directamente como buenos vecinos sin recurrir por 
separado al Tribunal Pontificio acatado por ambos. Y esto queda claramente 
confirmado con las palabras del mismo tratado que siguen a continuación y 
que no sabemos por qué no las cita el autor: “... antes por esta presente ca- 
pitulacao suplican no dito nome ao nosso mui Santo Padre que a sua Santi- 
dade sirva confirmar e aprovar esta dita capitulacao segundo en ella se con- 
tem, e mandando espidir sobre ello suas bullas...” Ni más ni menos que de la 
misma forma en que San Francisco de Asís quería que sus hermanos en Re- 
ligión observasen de tal modo sus reglas que les prohibió pedir Bulas de dis- 
pensa a la Santa Sede y utilizarlas si ésta las concediere motu proprio. 


En el prólogo y en la página 17 dice el autor que está dispuesto a recibir 
gustosamente las impugnaciones que están basadas en lógicos razonamientos 
y que si las circunstancias le permiten dará con el tiempo una nueva versión 
del actual esbozo provisional. Le deseamos que la segunda edición de su obra 
venga revisada en el fondo y también en la forma, para que podamos sabo- 


Bi 


rear con mayor fruición los resultados de sus investigaciones. 


José ZUNZUNEGUI 


Profesor del Seminario de Vitoria. 


LA IGLESIA EN PORTUGAL (*) 


Si siempre es grato al ánimo tener que enjuiciar una obra digna de ala- 
banza, todavía lo es más cuando esa obra es portuguesa y español el crítico. 
De aquel Portugal que un día nos envió el fruto envenenado y destructor de 
la “Tentativa theológica” del nefasto P. Antonio Pereira de Figuerido nos 
llega hoy, harto trocados los tiempos, el regalo de una memoria doctoral pre- 
ciosamente trabajada que, cabalmente, es su antítesis. a 

Pereira de Figuerido, canonista áulico de Pombal, elevó un monumento 
literario a la triste sujeción de la Iglesia portuguesa al Estado. En trance tal 


(>) JOAQUIM MARIA LOURENGO: Situacao juridica do Igreja em Portugal (Analise histórico- 


Jurídica e crítica das relacoes da Igreja Católica com o Estado Portugues). Coimbra, edito- 
ra (s. d.), 936 páginas. 
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no le faltaron, desgraciadamente, en España ni aplausos, ni alientos, ni tra- 
ductores. 


Esos mismos aplausos y alientos queremos que reciba hoy la obra de don: 
iSO Lourenco, vigorosa apologia de la libertad de la Iglesia y fervoroso ale- 
gato contra la situación inicua que el regalismo le creó en Portugal. 


FR ox 


La especialización moderna, tantas veces excesiva, hace que recibamos con 
gusto las obras de síntesis. Tal vez sea este uno de los aciertos más fundamen- 
tales de este libro. No es historia sólo, que sería muy poco. No es tampoco un 
mero comentario a las actuales leves, que sería harto menos. Es una síntesis, 
una historia escrita con la claridad de conceptos y la técnica jurídica de un 
canonista o un estudio doctrinal elaborado con la riqueza de datos y la visión 
peculiar de un historiador. Por eso advierte el A. lealmente en su prólogo que 
en realidad el título del libro hubiera debido ser su actual subtítulo, Sólo la 
brevedad, ahora en uso, aconsejó lo contrario. 


Concebida y realizada de esta forma viene esta obra a llenar un vacio lar- 
gamente sentido. Teníamos los datos que proporcionaban los historiadores, al- 
gún estudio de escasa importancia por parte de los canonistas, pero faltaba la 
síntesis amplia y luminosa, que aparecía a los ojos de todos tan necesaria como 
difícil. Se trataba nada menos que de ir abriendo camino. El riesgo de fracasar 
era evidente. Y, sin embargo, ha sido ampliamente evitado. 


La estructura de la obra es sencilla y clara, Una introducción histórica 
acerca de los orígenes de Portugal. Un capítulo preliminar en torno a las 
tradiciones religiosas y anticlericales del siglo XII al XIX. Y cuatro amplios 
capítulos dedicados a la Revolución republicana, a la época de pacificación y 
expectativa, a la Revolución nacional y al actual regreso a las tradiciones na- 
cionales. En cada uno de ellos el autor examina, con el orden sistemático pro- 
pio de un canonista, la situación jurídica de la Iglesia. Y los termina con unas 
sintesis (“Quadro didáctico” las llama él) que constituyen, tal vez, las páginas 
más logradas de todo el volumen. 

Antes de entrar a hacer algunas observaciones a cada capítulo alabaremos 
algo que es común a todos ellos. Contra lo que pudiera esperarse de un ju- 
rista, el A. no ha olvidado señalar cuál era la situación de hecho. De leyes 
vigentes en teoría y arrumbadas en la práctica sabemos mucho todos los pue- 
blos latinos, y más que ninguno portugueses y españoles. Pero. en obras de 
esta clase tendemos a olvidarlo, cosa que no ha hecho el A., que junto a los 
textos legales señala siempre su vigencia real y efectividad práctica. 


Nunca se entenderá toda la honda «dimensión de la tragedia portuguesa 
de 1910 sin subir cauce arriba, a las fuentes pestiferas que ya hacía muchos 
años, en plena Monarquía, brotaban a raudales. Lo que aisladamente visto pa- 
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rece imposible, una Ley de separación religiosa inhumana y rabiosa en uno de 
los países de más rica tradición católica del mundo, cuando se mira como fi- 
nal de una evolución desgraciada, se percibe como un desenlace lógico y na- 
tural, 


ALFREDO PIMENTA recogió esta idea en uno de los más acertados pá- 
rrafos de su célebre mensaje a Ayres d'Ornellas: “La aventura del 5 de oc- 
tubre [proclamación de la República] no es antipatriótica por haber derribado 
la Monarquía de 1910; es antipatriótica porque continuó, agravándolos, los 
errores, los males y los vicios de la Monarquía de 1g10” (1). Donde él pone 
*antipatriótico" ponga el lector “antirreligioso” y estará también en lo cierto. 

Pocas páginas relativamente (80) dedica el A. a este período, pero en ellas 
consigue, a fuerza de habilidad y concienzudo trabajo, darnos una idea muy 
exacta de la situación. La historia queda forzosamente muy incompleta. Pero 
apenas se echa de menos un rasgo fundamental. De ahí su mérito. 

Algo, sin embargo, nos hubiera gustado encontrar que no hemos. hallado. 
Es una referencia al paralelismo, al sincronismo a veces exactisimo que du- 
rante este periodo unió a las legislaciones española y portuguesa. En 1759 se 
expulsó a los jesuítas de Portugal, y ocho años después de España. El 22 de 
abril de 1834 se creó en España la “Junta eclesiástica de reforma del clero”, 
a los ocho meses cabales de haber nacido en Portugal la célebre “Comissao 
de reforma geral eclesiástica”. Si alli en 1834 decretaron de una exclaustra- 
ción general, aquí la tuvimos entre 1836 y 1837. Portugal extinguió en 1833 los 
conventos de menos de doce miembros; España hizo cabalmente lo mismo 
(doce, ni uno más ni uno menos se exigieron también aquí) en 1835, como ya 
lo había hecho, erigiendo también doce, las desatentadas Cortes de Cádiz, 
y 24 (múltiplo de 12) en 1820. Aquí cerramos la Nunciatura el 35, allí el 34. 
Aquí votamos una ley de dotación del clero el 38, allí hacen lo mismo el mis- 
mo año. ¿A qué seguir? Un par de cuartillas tenemos llenas de coincidencias. 

Fuimos compañeros en el amargo vía crucis. ¿Quién copiaba a quién? Des- 
graciadamente, nadie. Unas veces Portugal precedia. Otras, España. Siempre 
las logias, que eran las que dictaban a aquellos legisladores sus torpes leyes. 

Torpes hemos dicho. José 1 o Carlos III creyeron que sacrificando a los 
jesuítas la Monarquía nada perdía. Y un día la ruina de la Religión arrastró 
en pos de sí sus tronos, carcomidos por la revolución, a la que ellos habían 
abierto cauce. A 

Don Carlos I, uno de los mayores reyes que Portugal ha tenido, cayó tam- 
bién en el lazo. La revolución pidió el sacrificio de las Congregaciones reli- 
giosas. El Rey accedió. Y una tarde, en la plaza de toros del Campo Pequeño, 
vió a la multitud, que siempre le fué hostil, vitorearle con delirio, con frenesí... 
Era la misma que en el triste febrero de 1908 habría de verle con indiferencia 
y aun con odio agonizar sobre un colchón en el Arsenal de Lisboa. 


/ 


—— 


(1) Da Mensagem de 8 de dezembro à Accao Realisia Portuguesa. Public 
E AE ég guesa. Publicacao da Accao 
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A la época republicana dedica el autor dos capítulos muy desiguales en ex- 
tensión y muy semejantes en orientación. El primero estudia la separación. 
El segundo, la época (1917-1926), de relativa y mezquina rectificación. À am- 
bos quisiéramos hacerles unas observaciones. 

El estudio de LOURENCO es objetivo. Va directamente a los textos le- 
gales sin entretenerse en personalismos, lo cual, si es buena cualidad en una 
obra doctrinal, no excluía, sin embargo, una somerisima presentación de los 
actores del drama. Es necesario ver más allá de los 569 decretos, verdadero 
vértigo de-locura en el terreno de la velocidad legislativa, de los seis primeros 
meses de la Repüblica la sombra de Alfonso Costa. Y, sin embargo, éste y el 
Obispo Barroso y el Cardenal Netto, y todos los demás protagonistas de aque- 
llos lágubres días no tienen en el libro ni un par de renglones de presenta- 
ción... que hubieran aclarado muchas cosas. 

Aun más. Somos decididos adversarios del fetichismo bibliográfico, tan en 
boga en las tesis doctorales. Precisamente nos ha gustado el sello personal que 
el A. ha puesto en su libro. Pero no ha dejado de llamarnos la atención a par- 
tir de este capítulo lo reducido de su bibliografía. No sólo falta, lo que hubiera 
sido explicable, la obra de Pabón, de cuya alta calidad es signo el premio Ca- 
moens que se le otorgó (2), sino también, y ello es mucho más extraño, las de 
AIRES PACHECO (3, AUGUSTO OLIVEIRA (4), EURICO DE SEA- 
BRA (5) y alguna otra (6) especificamente dedicadas a aquella legislación. El 
mismo estudio de la reacción católica lo hace exclusivamente a base del libro 
de COELHO DA SILVA, cuyo excepcional interés somos los primeros en 
reconocer, pero sin que se nos pueda negar que da sólo una visión fragmen- 
taria del asunto. 

Probablemente al redactar estos capítulos estaba ya el autor alejado del 
ambiente universitario, trabajando en Beja. Para su consuelo le diremos, como 
es de justicia, que no ha desmerecido nada por eso su libro. No se trata de un 
defecto, sino de perfecciones que podrían afiadirse en una nueva edición que 
desde ahora pronosticamos que ha de tener su libro (7). 

Pero hay algo que todavía nos ha sorprendido más. El libro constituye la 
tesis doctoral que el autor ha preparado para la Universidad de Estrasburgo, 
de la que ha sido alumno. Ahora bien; trabajando en Francia y teniendo ante 
sus ojos, por tanto, el mecanismo de la separación gala, ¿cómo es posible que 
no haya hecho ninguna referencia a la clarísima influencia que ésta ejerció so- 


bre la portuguesa? 
Es cierto que Alfonso Costa dijo que su decreto no sería “a la francesa ni 


(2) Jesús PABÓN, La revolución portuguesa. Madrid, I voL, 1941; H vol, 1945. Confesa- 
mos de buen grado que sólo incidentalmente trata del problema religioso, a pesar de lo cual 
aporta algunos datos no despreciables. Como la obra que criticamos es de 1943, pudo alcan- 
zar perfectamente el primer volumen. 

(3) Cónego AIRES PACHECO, A expulsao do senhor patriarca D. Antonio I. Lisboa, 1912. 

(4) Lei da separagao. Subsidio para o estudo das relaçoes do Estado com as Igrejas sub 
u regime republicano. Lisboa, 1914. 

(5) A Igreja, as Congregacoes e a República. Lisboa, 1914. 

(6) Como las de BASILIO TELLES, ABUNDIO DA SILVA y ALBERTO XAVIER. 

(7) Efectivamente, s] entrar en prensa este artículo, nos llega un ejemplar de la segunda 


edición, 
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a la brasileña, sino a la portuguesa"; pero no es menos cierto que, a pesar de 
ello, a nadie escapó su clara filiación respecto a la ley. 

La ley portuguesa es más diabólica, más feroz; pero utiliza, agravándola, 
los mismos instrumentos que creó la francesa: las célebres asociaciones cul- 
tuales. La controversia vivisima que en torno a ellas se originó (8), la literatura 
abundante que las estudia (no escasa en tesis doctorales), aconsejaba una re- 
ferencia, ya que no es grato andar de nuevo caminos recorridos ya por otros, 
al menos en sentido paralelo. : 

La misma rectificación del decreto Maura Pinto tiene un cierto parecido, si- 
quiera sea mucho menor, con las *diocesanas" francesas, del que podia haber 
sacado partido el autor. 

No son parte, sin embargo, estas ausencias para hacer menos interesante, 
justo, acabado y apasionante el estudio que el autor hace de la ley de separa- 
ción. Con fino sentido jurídico, con una elegantisima, sistemática y certera pe- 
netración, la va estudiando artículo por artículo, mostrando el veneno que en 
ellas se encerraba, aquella “oscura, apagada y vil tristeza” de la Iglesia lusi- 
tana, de que alguien habló con palabras de Camoens. 


x k * 


A más risueños horizontes se asoma el autor en sus dos últimos capítulos. 
La obra de restauración religiosa de la Revolución nacional es objeto en ellos 
de un estudio enjundioso, denso y personal. Lo repetimos. No se trata de un 
centón de ajenas opiniones, como en tanta tesis doctoral mal orientada como 
por el mundo anda suele ocurrir. El autor sabe enfrentarse con los problemas 
con un criterio propio. Por eso su lectura es tan apasionante, tan llena de in- 
terés y de atractivo. 

¿Ha caído en el exceso? Quizá quien leyera únicamente este libro se podría 
formar la idea de que no ha habido ningün Concordato anterior. Hasta tal punto 
prescinde de toda referencia “explicita” a la jurisprudencia concordataria. Pero 
ya hemos dado la solución en la palabra “explícita”, que hemos subrayado. El 
autor conoce esa jurisprudencia, deja de citarla para alivio del lector, y éste 
agradece su gesto. Si no fuera por no alargarnos podríamos citar pasajes en 
que se ve clarisimamente que es así. No hay desconocimiento, sino sobria ele- 
gancia en la redacción. 

Alguna expresión excesivamente optimista que se le ha escapado al autor 
le ha sido ya señalada por Leite (9), y no nos parece oportuno insistir en ello. 
Son lunares que en nada afectan al valor de esta parte, cuyo defecto principal 
es otro: saber a poco. No es que realmente sea poco lo que el autor dice. Es que 
está tan bien estudiado y dicho, que el lector sólo siente que termine tan presto 


* ox 
(8) Un relato completo de estas vicisitudes, con abundantes elementos de juicio para juz- 


gar si es acertada o no nuestra observación, se encontrará en J. BRUGERETTE, Le Prêtre Fran- 
çais et.la Société Contemporaine. 3 vols. París, 1933-1938. 


(9) A. LEITA, "Brotéria", XXXVIII (1944), 332-335. 


— 256 — 


BIBLIOGRAFIA 


En otras palabras: no es poco “en absoluto”. Pero en presencia de “un or- 
denamiento jurídico tan perfecto como el que el Concordato portugués ha sa- 
bido extraer con maestría soberana de la Constitución política de 1933 (9), el 
jurista siente que es “relativamente” poco. ¡Querría tanto, viendo al autor ini- 
ciar caminos llenos de atractivas sugestiones, llegar hasta el final de ellos en su 
magistral compañía! 

Al poner sobre la frente del autor estos laureles (el Señor sabe con qué sa- 
tisfacción), un temor nos asalta. ¿Se dormirá sobre ellos? ¿Podrán más las 
absorbentes ocupaciones de la necesitadisima diócesis de Beja que su clara vo- 
cación científica? Muy de veras desearíamos que así no fuese. Antes bien qui- 
siéramos un día llegar a gloriarnos de haber sido críticos de las primicias, tan 
sólo primicias, de una gran obra jurídica honor de Beja, de Portugal y de la 
misma Iglesia. 

Lamberto DE ECHEVERRIA 


LA COLECCION CANONICA 
HISPANA (*) 


Esta tesis del doctor Ariño Alafont es un interesante trabajo que viene 
a llenar una inmensa laguna en la literatura histórico-jurídica de nuestra Pa- 
tria. Consta de dos partes perfectamente definidas, como se desprende del 
subtítulo de -la obra. Se estudia en la primera el origen y la formación de 
la Hispana. El tema, sugestivo ya de por sí, adquiere especial interés por el 
enfoque que le da su autor. Con seguridad y orden envidiables se remonta 
hasta las primeras colecciones canónicas, deteniéndose preferentemente en 
aquellas de origen español que ejercieron una influencia decisiva y más inme- 
diata en la formación del Epítome y, a través de éste, en la Hispana. Llega 
a formula? un principio que es el punto de arranque de su disertación: “Antes 
del siglo VII existen en España Colecciones Canónicas”. Rechaza como in- 
admisible la opinión de Maassen, que concede la paternidad del Epítome a la 
Colección Tarraconense, y llega a la conclusión de que la Hispana tiene un 
autor que ordena documentos, etc., señalando luego la época y el lugar de su 
nacimiento: La Hispana no procede de la escuela arlesiana, como quiere Ta- 
rré, sino que ha nacido en España. Cierra esta primera parte con un capítulo 
muy interesante y enjundioso, que el autor titula “Tradición manuscrita de la 
Hispana”, en el que estudia los códices de Ripoll, de El Escorial, el Vigiliano 
o Alvendense, el de Roma, el de Estrasburg, Madrid, Toledo, Gerona... Ofrece 
preciosos fotograbados de algunos y reconstruye otros, "valiéndose de las in- 
dicaciones de Pedro Marca y del P. Burriel. 

En la segunda parte examina minuciosamente cada una de las partes que 
compone la Colección Hispana. Dedica un capítulo entero al prólogo, com- 
parándolo con el cap. XVI de las Etimologías. Estudia por separado los Con- 


(9) L. PÉREZ MIER, La Iglesia católica y el Nuevo Estado Portugués. “Ecclesia”, III 


(1942), 1.037. 
(*) ANTONIO ARIÑO ALAFONT: Colección Canónico Hispana. Estudio de su formación y con- 


tenido.—144 pág. en 8.9 Avila, 1941.—Difusora del Libro. Bailén, 19. Madrid. 
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cilios orientales, africanos, franceses y españoles, fijando el número de los mis- 
mos, y al señalar la influencia que éstos ejercieron entre si, niega a los fran- 
ceses la fuerza de ley para España, que les había concedido P. Marca y Se- 
journé. En capítulo aparte habla de las Cartas Decretales, indicando el ca- 
mino que recorrieron hasta llegar a nuestra Patria. El último capítulo lo con- 
sagra a estudiar con todo detenimiento al autor de la Hispana. *Los mayores 
indicios de probabilidad, dice, se hacen converger fundadamente en San Isi- 
doro de Sevilla. No hay argumento en su favor ni en contra suya que resista 
a la crítica." 


No podemos menos de felicitar efusivamente al doctor Ariño por la reali- 
zación perfecta de su trabajo. Mérito propio suyo es el sello personal que 
resplandece a lo largo de toda ella. Y es que el doctor Ariño, desandando el 
camino por otros recorrido, fué a beber derechamente a las fuentes origina- 
les, algunas de ellas inexploradas, y poco o mal estudiadas otras. Este estu- 
dio paciente y concienzudo del autor le ha dado ese criterio seguro de quien 
posee la verdad objetiva, gran justeza y acierto en el planteamiento de las 
cuestiones, y le libra del escollo es que cayeron otros investigadores de sentar 
proposiciones gratuitas. Bien puede decirse que ha logrado abrir amplios ho- 
rizontes desembrozando el camino para emprender obra de tanto fuste e 
importancia como es la edición crítica de la Hispana. No es esta labor de un 
solo día ni de un solo hombre, pero se necesita el hombre que la impulse y 
lleve adelante, consagrándose plenamente a ella. 


Notas caracteristicas de todo el trabajo son el orden y la claridad en la 
exposición de las ideas, concisión precisa juntamente con un estjlo ágil y 
flúido, interpretación justa e imparcial de los hechos, enfoque equilibrado de 
los mismos y gran habilidad para presentar en breves lineas el marco histórico 
en el que se desarrollan los acontecimientos de la época. Afiádase a esto la 
impecable presentación tipográfica, que tanto atractivo presta a estos tra- 
bajos de investigación, de por sí áridos y condenados a esperar pacientemente 
en los anaqueles de las bibliotecas la visita de algün que otro especialista. 


Todo este conjunto de cualidades y el ser éste uno de los pocos trabajos 
que se han hecho en Espaíia después de la edición de la Hispana por D. F. A. 
González en 1821 me ponen en la gustosa necesidad de recomendar su lec- 
tura a todas los estudiosos y particularmente a cuantos se dedican a los 
estudios canónicos. Pero media además una providencial circunstancia que 
da singular interés y actualidad a esta tesis. Parece haber sonado la hora 
de realizar lo que siempre fué el suefio dorado del autor de este trabajo, y 
que él puso como sugerencia y remate del mismo: “Los manuscritos españoles 
aguardan impacientes la mano segura del investigador que, con acierto y 
siguiendo los pasos de Antonio Pérez y del P. Burriel, ofrezca a la: ciencia 
exigente de nuestros tiempos la edición crítica de este insigne monumento 
de la antigüedad." Esto mismo repetía con insistente urgencia el doctor 
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Ariño en la semana de Derecho Canónico que se celebró en Salamanca a 
primeros del mes de octubre, invitando a los semanistas a poner manos a la 
obra antes de que manos extrañas vengan a desempolvar los inapreciables 
tesoros que ocultan nuestros archivos. La ponencia tuvo una feliz acogida 
por todos los semanistas, y se acordó dar cuantos pasos fueran necesarios para 
comenzar a elaborar la edición crítica de la Hispana. El Instituto de San 
Raimundo de Peñafort patrocinó esta idea y se han hecho ya gestiones im- 
portantísimas que auguran un feliz resultado a esta magna empresa. Sea este 
ejemplo un estimúlo y una invitación a todos los canonistas y estudiosos es- 
pañoles a fin de que presten su colaboración en esta obra que tanta gloria ha 
de dar a los estudios histórico-jurídicos de nuestra Patria. 


Plácido F. ALLER 


UNA OBRA DE DERECHO PU- 
BLICO  ECLESIASTICO (*) 


Es un buen compendio de Derecho Püblico Eclesiástico, para uso de los Se- 
minarios, que viene, en el momento actual, de dificiles comunicaciones con el 
extranjero, a llenar una gran laguna, auxiliando a profesores y a alumnos en el 
estudio de esta disciplina. 

La ciencia del Derecho Público Eclesiástico tiene por objeto exponer de un 
modo ordenado, claro y metódico el verdadero carácter de las leyes divinas y 
eclesiásticas que determinan la constitución social de la Iglesia y el ámbito de 
su poder. Es una ciencia eclesiástica relativamente nueva. Podemos decir que 
tiene comienzo en el siglo XIX con Juan Iekstatt, Juan Endres y Antonio 
Schmidt, que resolvieron ya en su tiempo bastantes dificultades presentadas 
contra este-ciencia, como disciplina independiente. Se desenvolvió bastante con 
la creación de las escuelas de Padua, Bolonia y Roma. Cavagnis fué el gran 
maestro. 

Sin embargo, los canonistas hasta hace poco tiempo no se han dejado entu- 
siasmar excesivamente por ella. A partir, empero, de 1931, en que la Constitu- 
ción “Deus Scientiarum Dominus", de 24 de mayo de dicho año, ejecutada por 
las ordenaciones de la Sagrada Congregación de Estudios de Seminarios y Uni- 
versidades de 12 de junio del mismo año, que determina que la ciencia del De- 
recho Público Eclesiástico sea enseñada en las Facultades de Derecho Canónico 
como “disciplina principal", crece el interés que los canonistas dedican a esta 
parte de la ciencia eclesiástica. 

Buena prueba de ello son las obras de Cappello, Coronata, Ottaviani, etc. (res- 
pectivamente, de 1923, 1924 y 1925-26), que volvieron a aparecer durante estos 
últimos años en nuevas ediciones más completas, más modernas y más actua- 
les. En España los grandes canonistas, si se exceptúa a D. Justo A. de Eche- 
guren (cuya obra conoció en poco tiempo tres ediciones), todavía no han ha- 


blado. 


(*) Dr. EMMANUEL GONZÁLEZ Ruiz: Lectiones Juris Publici Ecclesiastici. In usum scholae 
Ediciones .Seminario. Apartado 190. Málaga, 1944. 184 págs. 21,5 x 16 cms. Precio, 19,50 ptas 
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Aunque las citadas normas de la Santa Sede no hiciesen obligatoria esta dis- 
ciplina en los Seminarios, fueron muchos los que, dada su importancia, la 
introdujeron en sus programas. El autor adoptado en general era Cappello, o a 
veces, en su lugar, el remedio provisorio de unos apuntes de los profesores, que 
por buenos que sean son siempre deficientes, difíciles de ser copiados en su in- 
tegridad, pesados para el alumno y de poca importancia para el futuro, porque 
el seminarista, una vez sacerdote, no podrá citar nunca con firmeza la autori- 
dad de sus notas. Por eso algún Seminario tiene ya por norma, no poco acer- 
tada, que más vale un mal compendio que unos buenos apuntes. 


Las circunstancias de desorden en que actualmente se encuentran las gran- 
des editoriales y las dificultades de comunicación, que impiden la adquisición de 
libros extranjeros, hubiesen hecho volver al régimen de apuntes en los Semi- 
narios si el autor no se hubiese decidido a publicar sus “Lectiones Iuris Publici 
Ecclesiastici” obligado, como él mismo confiesa en el prefacio, por estas cir- 
cunstancias y la de no haber dentro del país ningún libro que tratase “et suí- 
ficienter et breviter de hac re”, sin la posibilidad de traerlo de fuera. 


Es, por tanto, el autor el primero, después de Echeguren, en responder en 
España prácticamente al movimiento de entusiasmo en favor del Derecho Pú- 
blico Eclesiástico. Si otro mérito no tuviese su pequeña obra, y lo tiene abun- 
dantemente, como veremos después, éste sería ya suficiente. 

Distribuye toda la materia en 21 lecciones. Las tres primeras las dedica a 
nociones respecto del Derecho y sus divisiones, de sociedad y autoridad social 
en general, de relaciones jurídicas entre sociedades perfectas, etc. Las restan- 
tes están encuadradas en las cuatro partes en que divide todo el tratado: 

L' “De Ecclesiae natura et potestate" (lecs. 4." a 10.*). 

2." “Relationes iuridicae Ecclesiam inter et Statum" (lecs. 11.* a 14.*). 
3 "Quaestiones speciales Iuris Publici" (lecs. 15.* a 17.5). 

“De Iure Concordatario” (lecs. 18.* a 21.*). 

Lleva al final un breve apéndice con “censurae theologicae principalium 
propositionum Turis Publici Ecclesiastici”. i 

El libro está bastante bien impreso y bien presentado, aunque a primera 
vista parezca excesivamente apretado el tipo de letra, lo que no es asi. Como 
se ve por el resumen, trata de las cuestiones de Derecho Público Eclesiástico 


según a lo que se acostumbra a exigir en los cursos teológicos de los Semi- 
narios, : 


No sigue el método de Soglia, De Luca, Solieri, Bachrofen, Ottaviani, etc., 
en el que se trazan los principios juridicos y simultáneamente las cuestiones 
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especiales, haciendo su aplicación práctica; sino que opta por el método que 
llamariamos “más escolar” de Cavagnis, Coronata, Cappello, etc., en el que 
se expone primero una “parte general” sobre principios universales, nociones 
de poder, perfección jurídica de la Iglesia, etc., y una “parte especial”, sobre 
cuestiones particulares de Derecho Público. Juzgamos acertada esta elección. 
que se aviene mejor al carácter de la obra (Manual) y es más accesible a aque- 
llos a quienes se destina (alumnos de Seminario). Pero optaríamos, sin em- 
bargo, en este punto por que en ediciones futuras se vaya dando entrada a un 
nuevo método, más actual, más jurídico y más moderno, separando la ciencia 
del Derecho Püblico de la Teología Fundamental. : 


El autor expone con orden, claridad y sobre todo, con una concisión admira- 
ble: brevedad, sin ser oscuro; solidez de argumentos, sin ser largo. Procede con 
mucha lógica, haciendo referencias a otras partes cuantas veces lo juzga nece- 
sario. En la demostración de la naturaleza jurídica de la Iglesia sigue los mé- 
todos clásicos: argumentos de Sagrada Escritura en primer lugar, después de 
razón. Pero al revés de otros autores que se extienden en la exposición de los 
primeros, reconoce bien que esta parte pertenece más a la Teología Funda- 
mental, y se limita, por tanto, a exponerlo de un modo esquemático, pero con 
mucha precisión. 

Aunque siga a algunos de los autores citados, sobre todo a Cappello, tam- 
bién sabe a su tiempo exponer su propia terminología (v. gr. número 20), 
aunque a veces lo haga con cierto miedo (v. gr., páginas 17 y 18), donde al 
tratar de la noción del Derecho (a lo que no quiere llamar división) dice: 
* Hoc ius fortasse melius diceretur..." 

No deja pasar sin referencia especial, y es de alabar, las cosas patrias (ver- 
bigracia, los números 156 y 160), presentando los testimonios de Alfonso XIII 
y de Franco para probar también que “societas civilis tenetur in necessariis 
deservire ecclesiasticae, ideoque temporalia seu media sui ordinis eidem sub- 
ministrare"; en el número 185, las determinaciones españolas del Derecho de 
la Iglesia en las escuelas, etc., etc. 

En su conjunto es un buen manual de Derecho Püblico, escrito con estilo 
sencillo y pensamiento claro. El autor puede estar satisfecho, porque ha con- 
seguido de este modo llegar a alcanzar el fin que se propuso. 


Considerando las cosas “en particular”, hay partes que están muy bien 
expuestas, v. gr. la lección tercera (y sus consiguientes I2 y 13), sobre las 
relaciones jurídicas de las sociedades perfectas (Iglesia y Estado); la lec- 
ción novena, sobre el poder coartivo de la Iglesia, y “la mayor parte” de las 
lecciones que tratan del Derecho Concordatorio. Otras partes, en cambio, pre- 
sentan algún que otro defecto, que, repetimos, no disminuye el valor del com- 
pendio “en conjunto”. Aún más, los disculpamos muy gustosos, atendiendo a 
que ha sido de los primeros en lanzarse en España a esta empresa y a que 
tuvo que trabajar con no escasa prisa para poner cuanto antes su obra en 
manos de los alumnos de varios Seminarios que la esperaban. A pesar de todo 
apenas tiene erratas y la frase es, con rarísimas excepciones, siempre correcta, 


sencilla y expresiva. 
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En cuanto al método de citar-autores o fuentes, juzgamos que el texto que- 
daría más elegante si las notas se colocasen, como es corriente, al pie de la 
página y no dentro del texto. 


Alguna mo otra vez se olvida de citar la fuente en que bebió; creemos i 
por olvido, v. los números 243 a 248 y 250 están transcritos “ad litteram? 
de Van Hove, “a Proépomerá? , números 81 a 84, sin citarlo. Aún más, el nú- 
mero 243 no tiene sentido porque no está copiado fielmente del 81 de Van Hove. 


En la página 17, al definir el orden jurídico, juzgamos que quedaría más 
completa la definición si se añadiese: “... bonum commune-restrigunt et tuen- 
tur”, pues no se limita aquél a restringir, sino que también “protege” los de- 
rechos. i 


En la página 18 creemos que el “ius canonicum” sólo en un sentido lati- 
simo puede ser llamado “complexus legum...” 


Habla de autoridad en la sociedad (págs. 22-24), y no la define. 


Presenta algunas veces doctrina o terminologia como cierta, cuando sólo 
es probable (división de poderes en la sociedad). 


En el número 29-2.° presenta un argumento copiado casi “ipsis verbis” de 
Cappello (número 103-1.°), a quien no cita (1). que no prueba tal como está 
expuesto. Para que tuviese fuerza probatoria hubiera tenido que ser enun- 
ciado como se halla en Octtaviani (número 80-A-2.°). Por este motivo resulta 
algo confuso el número 162. Y 


Mucho ganaría, según nuestro modo de pensar, si en ediciones futuras, 
aparte de corregir otras pequeñas faltas, dijese alguna cosa de la ley al hablar 
del poder legislativo (nümero 21), afiadiese en el nümero 82 la confirmación 
“ex praxi poenitentiae canonicae", precisase mejor la definición de “res mixta” 
(página 125), desenvolviese más el nümero 181, hiciese referencia en la pági- 
na 179 al convenio de 1941 y añadiese al final de ciertos capítulos algunas ob- 
jeciones, sobre todo modernas, debidamente resueltas, haciendo asi su doctrina 
más convincente. 


Pero, repetimos una vez más, todos estos pequefios defectos no deslustran 
la obra del Dr. González Ruiz, en buena hora lanzada al püblico. Es un buen 
compendio de Derecho Público Eclesiástico, que tenemos la certeza de que será 
adoptado no sólo en los Seminarios de España, sino también en los de Por- 
tugal una vez que sea conocido, pues sabemos que luchan, igualmente, con 
dificultades de libros para enseñar esta disciplina. 


Sólo nos resta felicitar efusivamente al autor por su obra y por el bien 
que ha venido a hacer a profesores y alumnos, llenando con ella una extensa 
laguna, y desear sinceramente que esto sea estímulo de nuevos trabajos, que 


si son elaborados con el mismo espíritu de orden, claridad y sencillez serán 
siempre muy bien recibidos. 


Sebastiao C. CRUZ 


(1) CAPPELLO a su vez cita & TARQUINI y DR Luca. 
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Aspiramos a recoger en esta sección cuantos acontecimientos dignos de 
ser destacados ocurran en el terreno jurídico-canórrico durante el cuatrimestre 
que media entre uno y otro número de nuestra Revista. Tal propósito, em- 
pero, se ve frustrado en este primer número, en que la vida interna del Ins- 
tituto reclama para sí estas páginas, que ha habido que hurtar mañosamente 
al agobio de original. 


El Decreto de creación 


Antes que nada queremos honrarlas reproduciendo el Decreto que al dar 
vida al Instituto supo hacerlo proclamando en prosa noble y densa los títulos 
de España para ocupar un lugar preeminente en la investigación canónica uni- 
versal. Nada parece que haya que añadir ni quitar a tan certeras considera- 


ciones. Dice sí: 


DECRETO de 29 de abril de 1944 por el que se crea en Salamanca el Insti- 
tuto de Derecho Canónico “San Raimundo de Peñafort”, dependiente del 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 

Creado bajo el signo de la nueva España el Consejo Superior de Investiga- 
ciones Científicas, van haciéndose más patentes, gracias a la labor científica de 
los investigadores, las grandes aportaciones de nuestra Patria a la cultura uni- 
versal en los siglos pasados y las que cabe esperar en adelante. 

Entre esas valiosas aportaciones ocupan lugar destacado las que se refieren 
a la ciencia del Derecho canónico. Puesto preeminente, junto a los Concilios 
de Toledo, ocupa la insigne “Hispana”, la más rica y mejor de todas las co- 
lecciones “antiguas, a través de la cual se transmitieron a las colecciones medieva- 
les las reglas fundamentales del derecho universal de la Iglesia. Un español, 
San Raimundo de Peñafort, fué el que hizo, en el siglo XIII, la primera colec- 
ción auténtica de cánones para la Iglesia universal. Españoles fueron asimismo 
los que, desde sus cátedras de la Universidad salmantina—sin hacer mención de 
otros centros esclarecidos—difundieron la cultura canónica más allá de las fron- 
teras de la Patria y contribuyeron con sus enseñanzas y con sus consejos a im- 
pregnar de espíritu cristiano nuestras leyes y las que España daba a los pueblos 

* que incorporaba a su cultura. 

De aquí es que el Estado español, que se ha propuesto resucitar todos los 
valores espirituales dentro del marco de la Hispanidad, no puede menos de 
prestar atención a esta rama del saber, que está reclamando un puesto al lado 
de la ciencia del Derecho secular español y un Instittuo al lado del Instituto 
“Francisco de Vitoria”; pues ambos Derechos corrieron parejos durante muchos 
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siglos en nuestra Patria como ramas del árbol fecundo de la Hispanidad católica. 
Por ello, a propuesta del Ministerio de Educación Nacional, y previa deli- 
beración del Consejo de Ministros, 


DISPONGO: 


Artículo |.^ Se crea en Salamanca el Instituto de Derecho Canónico “San 
Raimundo de Peñafort” dentro del Patronato “Raimundo Lulio”, 

Art. 2.2 Este Instituto tendrá por fin fomentar, por medio de la investigación 
científica, el conocimiento adecuado del Derecho canónico, tanto común como 
patrio, bajo todos sus aspectos. 

Art, 3. El Instituto “San Raimundo de Peñafort”, de Derecho canónico 
será sostenido y organizado por el Consejo Superior de Investigaciones Cientí- 
ficas, a propuesta de los Prelados que forman parte del Consejo en representa- 
ción de la Jerarquía eclesiástica. 


Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid a 29 de abril 
de 1944,—F. Franco. 


Inauguración 


Nombrado el Director en octubre y el personal al terminar diciembre, pa- 
reció oportuno iniciar las tareas solemnemente el día de la fiesta de San Rai- 
mundo, 23 de enero, con una solemne Misa, que celebró el mismo señor 
Obispo Director del Instituto, y un sencillo acto en el marco evocador del 
. Aula Magna de la Universidad Pontificia. De él se hizo amplio eco la prensa 
diaria, y no hay por qué detenernos a describirlo. Recordaremos tan sólo que, 
después de leído el Decreto de creación, los dos Vicedirectores del Instituto 
glosaron brevemente, en densos discursos, la significación y alcance de la obra 
que realiza el Consejo de Investigaciones y la figura de San Raimundo de Pe- 
fiafort, titular del Instituto. 


En esta ocasión, y correspondiendo a los telegramas de adhesión que en- 
vió, se vió el Instituto honrado con alentadores mensajes de Su Excelencia 
el Jefe del Estado, del Nuncio Apostólico, del Ministro de Justicia, del Arzo- 
bispo Primado, etc., etc. Entre tantas muestras de deferencia se destacan dos 
que son, a la vez que un estímulo, todo un programa de acción. Dicen así: 


“Le felicito con toda el alma inauguración Instituto “San Raimundo de Pe- 
ñafort”, que estoy seguro ha de dar grandes frutos beneficio cultura universal 


en honor de la Iglesia de España. Salúdale cordialmente y besa su anillo pas- 
toral, Ibáñez Martín.” . 


“Inaugurándose Instituto Jurídico San Raimundo de Peñafort, aplaudimes 
providencial realizacién. Hacemos votos ésa contribuya incremento cultura cris- 
tiana noble nación española. Imploramos sobre naciente Instituto copiosas bendi- 
ciones divinas. Cardenal Pizardo.” [Prefecto de la Congregación de Seminarios 


y Universidades. ] , 
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I Semana de Derecho Canónico 


El Instituto se encontró desde el primer momento con el problema fun- 
damental de tomar contacto con los canonistas espafioles y recoger sus aspi- 
raciones e iniciativas. Dado que hasta ahora tal contacto había sido casi nulo, 
por no haber existido en España ninguna institución de este tipo, pareció pre- 
ferible convocar a todos a una Semana. Y el éxito más halagüefio coronó su 
esfuerzo. 

Si siempre fué característica de la cátedra salmantina estar abierta a todos. 
en amplitud cordial y máxima, tal característica no se perdió en aquellos días, 
en que la acariciaron con sus ensefianzas profesores de Comillas, canónigos 
de rancias catedrales españolas y representantes, por uno u otro título, de cuan- 
tas instituciones se ocupan hoy en España del cultivo del Derecho canónico, 
sin que faltara tampoco, reviviendo añeja y espléndida tradición, una represen - 
tación portuguesa, simpática y selecta. 

A todos dirigió un cordial saludo en la sesión inaugural el Ilmo. Sr. Dr. Lo- 
renzo Miguélez, Vicedirector primero del Instituto “San Raimundo de Peña- 
fort”, organizador de la Semana, quien puso, además, ante los ojos de los 
semanistas, en líneas concisas, pero razonadas y claras, “el actual momento 
y coyuntura de la investigación canónica en España”. Su conferencia llamó 
poderosamente la atención por hermanarse en ella, cosa no frecuente, el rigor 
científico del hombre de cátedra, actual Rector de la Universidad Pontificia, 
con la experiencia de gobierno que le han dado los veinte años que, en nú- 
meros redondos, actuó de Vicario general. 


Aunque el interés de la Semana fué grande, el espacio de que disponemos 
nos veda descender a detalles acerca de las diversas ponencias que metódica- 
mente fueron recorriendo los más básicos y fundamentales problemas plan- 
teados en cada una de las ramas del Derecho canónico. 

Con bellísima forma expuso a los semanistas pensamientos llenos de suge- 
rencias y no exentos de profundas lecciones el M. I. Sr. Magistral de Sala- 
manca, D. Aniceto de Castro Albarrán. Su calidad de profesor de Filosofía 
del Derecho le empujó a exaltar, con lenguaje inimitable, el valor de esta dis- 
ciplina para el jurista y el canonista, sobre todo a la luz de la especial misión 
que la Iglesia les confía, terminando con un manojo de conclusiones prác- 
ticas, 

El Vicerrector de la Universidad Literaria salmantina, D. Teodoro Andrés 
Marcos, abordó el tema de “La enseñanza del Derecho canónico en las Uni- 
versidades civiles”, que desarrolló en todos sus aspectos (vicisitudes, posición 
actual, quién ha de enseñarlo y cómo) con una erudición jurídica y un do- 
minio de la materia asombrosos. 

La ponencia que al día siguiente explanó el veterano Decano de la Facul- 
tad de Comillas, P. Fz. Regatillo, S. J., había despertado alguna expectación. 
A través de su larga experiencia, y valiéndose de las opiniones de los cano- 
nistas y de la práctica de la Curia Romana, fué examinando, con el título de 
“Sugerencias acerca del Código canónico”, una porción de puntos en los que 
se desean o se esperan modificaciones. i 


E] 3. 
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A otro Decano, el de Salamanca, tocó exponer, por la tarde, el problema 
más fundamental del Derecho concordatario: la llamada “teoría concordata- 
ria”. Desenvolviéndose con facilidad en la controversia existente en este te- 
rreno, optó el Dr. Pérez Mier, Doctoral de Palencia, por un nuevo plantea- 
miento del problema, más acorde con los actuales progresos en el campo del 
Derecho público e internacionales. A describirlas, en parte, y a propugnar un 
más amplio aprovechamiento de ellos, que permita incluso una revisión a fondo 
de nuestros actuales métodos y aun del mismo “concepto de Derecho público 
eclesiástico”, se enderezó la ponencia que sostuvo el R. P. Rodríguez Sotillo, 
de la Compañía de Jesús, profesor de Comillas. 

El último día se dedicó a la “Historia del Derecho carfénico”, y si nada 
hubo en él que desear en cuanto a la competencia de los ponentes, sí tuvie- 
ron que experimentar los semanistas la contrariedad de yerse privados de ser 
presididos por el Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de Túy, impedido por una en- 
fermedad de cumplir su promesa de hacerlo. 


Expuesto con claridad, condición y brío, en la sesión de la mañana, el poco 
halagüefio “Estado del cultivo de la Historia del Derecho canónico en Es- 
paña”, por el Ilmo. Sr. D. José Maldonado, catedrático de Valladolid, se de- 
dicó la tarde al estudio de “Una posible edición crítica de la colección canó- 
nica Hispana”, actuando de ponente el Doctoral de Avila, M. I. Sr. Dr. An- 
tonio Ariño Alafont, que en otro lugar de este número expone una síntesis 
su ponencia. El acuerdo de hacerla se tomó con todo entusiasmo, y es de 
esperar que dicha edición constituya, al cabo de unos años, el fruto más 
preciado de esta Semana. 

Para el día 6 se había reservado únicamente la solemnisima sesión de clau- 
sura. La presidieron, junto al Excmo. Sr. Arzobispo Primado de las Españas. 
el Arzobispo de Valladolid y el Obispo de Salamanca, Director del Instituto. 

Ante ellos, y ante el selecto público congregado, estudió y desarrolló “La 
personalidad y la obra jurídica de San Raimundo de Peñafort” el Doctoral 
de la Catedral de Barcelona, de la que fué canónigo el Santo, Ilmo. Sr. Dr. Ra- 
món Baucella Serra, cuyo discurso encontrarán nuestros lectores a la cabeza 
de este número. 


Cerró la sesión, y con ella la Semana, el Excmo. Sr. Arzobispo Primado, 
que en su discurso, lleno de calor y emoción, cantó en elocuentes párrafos la 
hermandad de las ciencias especulativas y las prácticas, bellamente plasmadas 
en el árbol que simboliza al Consejo, y opuso las realizaciones de éste, cada 
vez más pujante y rico en nuevos brotes, a la campaña de calumnias que en 
el extranjero persigue a España. 


Publicaciones 


En la Semana se trató con todo detenimiento e interés del compromiso de 
honor que para el Instituto supone el acometer cuanto antes la edición cri- 
tica canónica Hispana. A este fin se acordó ponerse en contacto con cuantos 
organismos puedan tener interés y preparación para ello, y muy especialmente 
con el Instituto “Padre Flórez”, de Historia eclesiástica; la Escuela de Es- 
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sudios Medievales y el Instituto Nacional de Estudios Jurídicos. Aunando los 
esfuerzos de todos se conseguirá una labor conjunta que en pocos años per- 
mita dar cima a la terea de publicar una edición digna del valor de dicha 
colección. 


El señor Obispo de Túy ha aceptado presidir y coordinar los trabajos y se 
está procediendo a las labores previas de clasificación de códices para empezar 
a investigar cuanto antes sea posible. 


Aparte de esto, el Instituto está ultimando gestiones que permitirán editar 
en fecha próxima otras dos colecciones canónicas españolas de gran impor- 
tancia, hasta ahora inéditas, y recogió durante la Semana no pocas sugeren- 
cis y noticias interesantes en cuanto a un programa inmediato de posibles 
publicaciones. 


De otros proyectos es aún prematuro hablar. La instalación del Instituto 
en sus locales propios permite augurar que, con la mayor facilidad para el tra- 
bajo, crecerá también el volumen, intensidad e interés de la labor. Quiera Dios 
que sea así para bien de su Iglesia y gloria de nuestra Patria. 


L. de E. 
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Ramon BAUCELLs SERRA (Canónigo doctoral y Viceprovisor de Barcelona): La per- 
sonalidad y obra jurídica de San Raimundo de Peñafort. Págs. 7-47. 


Se estudia la labor jurídica del insigne canonista: 

|. ^ En su magisterio en la Universidad de Bolonia. 

2. En sus obras Summa Juris y Summa de Poenitentia et Tractatus de matrimonio. 
Se pone de relieve el interés que ofrece la Summa de Poenitentia por la abundancia, calidad 
y actualidad de las cuestiones que contiene. 

3. En la compilación de las decretales. 

4. En su prodigiosa actividad e influencia mediante los cargos que desempeñó, su 
constante intervención en los asuntos eclesiásticos, su labor en la tarea misional, su influjo 
en las controversias cristiano-rabínicas, en la inquisición, etc., etc. 


Termina el estudio con unas notas acerca de la santidad y características de San Rai- 
mundo y su relación con Santo Tomás de Aquino. 


Epuarpo F. REcaTrILLo, S. I. (Decano de la Facultad de Derecho canónico en la 
Universidad Pontificia de Comillas) : El miedo indirecto en el matrimonio. Págs. 49-65. 


Teje una reseña histórica del impedimento de miedo en general y de miedo indirecto 
en especial. El primero que sentó la doctrina de que el miedo indirecto (inconsultus) no 
hace nulo el matrimonio fué Sinibaldo, más tarde Inocencio IV. Doctrina común hasta 
nuestros días y constante en la jurisprudencia de la Rota Romana. 


Después del Código, varios autores opinan que el miedo indirecto hace nulo el ma- 
trimonio, apoyados en el can. 1.087. Esta opinión ha tomado alguna mayor consistencia 
desde que apareció la segunda edición del tratado De Matrimonio, del Card. GASPARRI, 
1932, donde se narra la historia de la redacción del aquel can. y se saca la consecuencia 
que hoy aun el miedo indirecto debe tenerse por dirimente; y en tal sentido pueden fallar 
los tribunales. Apoyado en este texto, WYNEN, Ponente de la Rota, en la causa de 5 
de dic. 1943, sostiene la misma doctrina. 

En cambio, el A., por las razones que expone, juzga que aun hoy los tribunales deben 
atenerse a la doctrina tradicional, a la cual se adhirió siempre la Rota, aun después del 
Código; y afirma que él no declararía nulo el matrimonio contraído por miedo indirecto. 


José MarpoNapo FERNÁNDEZ DEL Torco (Catedrático de la Universidad de Vallado- 
lid): Acerca del carácter jurídico del ordenamiento canónico. Págs. 67-104. 


El problema de la calificación exacta del Derecho canónico ha vuelto a resurgir con 
ocasión de los recientes libros de CARNELUTTI Y FEDELE. Con objeto de interesar en la 
controversia planteada a la canonística española, se expone en este trabajo: 


1.? Objeciones de carácter general contra el valor jurídico del Derecho canónico: pro- 
ceden de la identificación entre el Derecho y el Estado y la supuesta incompatibilidad entre 
la Iglesia y el Derecho. Ambas posiciones son refutadas en este estudio, apoyándose en 
especial en la doctrina del Derecho natural y la recta concepción de la Iglesia. 

2." Vindicación del carácter jurídico del Derecho canónico: La hace el autor exa- 
minando la relación de éste con las normas generales, con los usos sociales y con las carac- 
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terísticas de los ordenamientos jurídicos, entre las que examina la bilateralidad, generalidad, 
imperatividad, coercibilidad e intersubjetividad. 

35 Después de unas observaciones acerca de la doctrina kelseniana y su relación con: 
el Derecho canónico, el autor formula sus conclusiones. 


MarceLino CasnERos, C. M. F. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Sala- 
manca): Apelación contra la sentencia del juez delegado. Págs. 105-133. 


¿La apelación contra la sentencia del juez delegado debe proponerse ante el superior 
del mismo delegante, omitido este último? Para responder a esta cuestión el A. examina: 

|. Evolución histórica: En el Derecho romano y en el canónico, distinguiendo en 
éste el anterior y el posterior al vigente Código. 

2. Doctrina: Formula un principio general contenido en las tres proposiciones si- 
guientes: 

a) La apelación no es exigida, pero sí muy conforme al derecho natural de defensa. 

b) Debe proponerse ante un tribunal de grado superior. 

c) Que generalmente ha de ser el de grado inmediato superior. 


Fundado en él, demuestra el A.: 
a) Que contra la sentencia del juez delegado debe apelarse al superior del delegante. 
b) Que el recurso contra el delegado se interpone generalmente ante el mismo dele- 


gante. Examina en concreto los cinco casos en que con mayor frecuencia hay lugar a este 
recurso. 


Lorenzo R. SoriLLo, S. I. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Comillas): 
La obligatoriedad de las leyes civiles en conciencia. Págs. 135-171. (Continuara.) 


Estudia el tema de la obligación moral de todas las normas jurídicas emanadas de los 
órganos legislativos civiles, cualesquiera que éstos sean. 


El trabajo comprende los siguientes puntos: 

1.2 Obligatoriedad de las leyes por su etimología. 

2.” Obligatoriedad de las leyes según los pueblos antiguos. 

3.” El valor de la ley entre los filósofos antiguos latinos y griegos. 

4. Obligación de la ley en la Sagrada Escritura y en los Santos Padres. 
5. Obligación de las leyes civiles entre los escolásticos. 

6. La obligatoriedad de la ley civil según el magisterio de la Iglesia. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


E 


Lorenzo MiGUÉLEZ (Rector de la Pontificia Universidad Eclesiástica de Salamanca) : 
Procedimiento extraordinario en las causas matrimoniales. Págs. 175-191. 


Se comenta la declaración de la Comisión Pontificia de Intérpretes del Código de 6 
de diciembre de 1943, 


El trabajo se divide en tres partes, que corresponden a cada uno de los puntos que 
abarca la expresada declaración: 


|." Naturaleza del proceso. 
2.” Sujeto del proceso. 
3.” Objeto del mismo. 


El A. estudia los antecedentes que preformaron la disciplina del Código y de una 
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manera especial se fija en la potestad del Vicario General y del Provisor en relación con 
el mandato especial concedido a cada uno de ellos. 


NOTAS 


ANTONIO ARINO (Doctoral de Avila): Edición crítica de la colección canónica 
"Hispana". Págs. 195-201. 


Pondera el A. la importancia de esta colección, que se destaca entre todas las que 
ven la luz pública en la alta Edad Media, por el crecido número de documentos y por la 
pureza y autenticidad de su contenido. 


Sugiere a continuación los siguientes puntos: 

|. Antigüedad y origen de la colección Hispana. 

2. Puntos de contacto y semejanza entre el Epítome y la Hispana. 

3.° Ediciones de la colección desde la Collectio Conciliorum Hispaniae de LoAisA 
er 1593 hasta la de D. Antronio Francisco GONZÁLEZ en 1821. 

4. Necesidad de un nuevo estudio crítico y completo de la Hispana, que viene 
impuesta por su valor histórico, por el prestigio científico de nuestra Patria y por las 
peticiones de los historiadores y juristas. 


SABINO ALoNso, O.. P. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca): 
Atribuciones de los Ordinarios y de los Párrocos en orden a los tiempos sagrados. Pá- 
ginas 203-217. s 

Es un comentario histórico-exegético a los cánones 1.244 y 1.245, que se divide en 
dos partes: 

1.° Facultades de los Ordinarios de lugar en lo concerniente a establecer días festi- 
vos y de ayuno y abstinencia. 

2.° Facultades de los Ordinarios y de los Párrocos para dispensar en tales materias: 

a) Noción de la dispensa. 


b) Fundamento de la dispensa en general. 
c) Condiciones para el ejercicio de esta facultad: Causa justa; usar de ella en casos 


singulares; dispensar a cada uno de los fieles o de las familias. 

d) Amplios poderes de los Ordinarios para dispensar del ayuno y abstinencia por 
razón del gran concurso del pueblo o de salud pública. 

e) Alcance de la palabra “lugar” en los cc. 1.244 y 1.245. 


f) Quiénes se equiparan a los Párrocos en el uso de dichas facultades. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA (Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca) : 
En torno a la jurisdicción eclesiástica de la abadesa de Las Huelgas. Págs. 219-233. 


Tomando ocasión de la reciente publicación de una excelente obra sobre esta célebre 
abadesa, debida a la pluma de D. José M.* EscRivÁ, después de un elogio a sus mu- 
chos méritos, se examinan y aquilatan sucesivamente : 

a) La parte histórica, procurando mostrar nuevos y más accesibles veneros de 


pruebas para ella. l i 
b) El aspecto cisterciense de la cuestión, tal vez excesivamente olvidado, recordando 


el papel que acaso pudieron desempeñar las bulas Ex parte y Ad Romani Pontificis. 
c) La parte jurídica, haciendose notar que acaso la costumbre no sea título suficiente 
para justificar la jurisdicción de la Abadesa, caso en el que parece requerirse pres- 


cripción. 
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Termina con unos párrafos del actual Arzobispo de Santiago de Compostela que fijan 
la posición de la ciencia española en este problema. 


SANTIAGO CASTILLO: Las misas binadas y el título de justicia. Págs. 235-244. (Con- 
tinuará.) 


El número cada vez más reducido de sacerdotes consagrados a la cura de almas y la 
organización de la vida moderna van generalizaudo la práctica de la binación de las misas, 
que plantea no pocos problemas. El A. prescinde de buen número de ellos para fijarse 
exclusivamente en la cuestión enunciada en el título. 


El plan del estudio consiste en recorrer las diversas hipótesis que cabe imaginar sobre 
los estipendios de las misas binadas, examinándolas a la luz del Derecho antiguo y de la 
Jurisprudencia, formulando al final conclusiones generales aplicables a cada una de ellas. 


En este primer estudio examina: 
a) Días polilitúrgicos. 
b) Misas pro populo. 


c) Misas de fundación. 
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Pees bie DEDETSA 
LI 


RavMuNDus BAUCELLs SERRA (Canonicus Doctoralis ac Vice-Officialis Barcinonensis) : 
Personalitas Sancti Raymundi de Peñafort eiusque opus iuridicum. Págs. 7-47. 


Laboris iuridici huius canonistae insignis studium fit: 

1.2 Circa suum magisterium in Universitate Bononiensi; 

2.” In eius operibus Summa luris et Summa de Poenitentia et Tractatus de matri- 
monio. Momentum Summae de Poenitentia maxime notatur propter quaestionum, quas con- 
tinet, copiam et qualitatem a praesenti rerum statu non alienarum; 

3. In Decretalium compilatione; 

4. Apud mirabilem eius alacritatem et influxum ope munerum quibus functus est, in 
negotis ecclesiasticis assiduum interventum, laborem in missionaria sollicitudine, influxum 
in controversiis christiano-rabbinicis, in inquisitione, etc., etc. 

Quibusdam denique notis circa Sancti Raymundi sanctitatem et singularitatem eiusque 
relationem cum Sancto Thoma Aquinate studium absolvitur. 


Epvuanpus F. REcariLLo, S. I. (Decanus Facultatis Iuris Canonici in Universitate Pon- 
tificia Comillensi) : Metus indirectus in matrimonio. Págs. 49-65. 


Aliquas notas historicas tradit circa impedimentum metus in genere et in spece metus 
indirecti. 

Qui primus doctrinam proposuit metum indirectum (inconsultum) matrimonium nullum 
non reddere fuit Sinibaldus, postea Innocentius IV, P. 

Doctrina communis evasit ad moderna usque tempora et pariter constans apud Rotae 
Romanae iurisprudentiam. | 

Post Codicem aliqui auctores, can. 1.087 innixi, metum indirectum matrimonium red- 
dere nullum censent. Quadamtenus firmior censetur haec opinio post alteram editionem 
Tractatus de matrimonio, Card. Gasparri, 1932, ubi redactionis historia illius canonicis tra- 
ditur et consequenter eruitur metum etiam indirectum hodie dirimens esse censendum et 
hoc sensu posse tribunalia ferre sententias. 

Hoc textu innixus Wynen, S. Rotae Romanae Ponens, in causa diei 5 dec. 1943 eam- 
dem doctrinam propugnat. 

A. vero, propter rationes quas ipse exponit putat etiam hodie a tribunalibus doctrinam 
traditionalem esse tenendam, cui S. R. R. etiam post Codicem semper adhaesit; et asserit 
A. matrimonium, metu indirecto contractum, a se non declatarum iri nullum. 


Iose?H MarpoNapo FERNÁNDEZ DEL Torco (In Universitate Vallisoletana Professor) : 
Circa Ordinationis Canonicae characterem iuridicum. Págs. 67-104. 


Qualificationis praecisae luris Canonici quaestio denuo, librorum causa novissimorum 
CARNELUTTI ac FEDELE, resurgit. Ut scientiae hispanicae iuris canonici praebeatur occasio 
partes habendi in controversia, hoc in studio exponuntur: —— i 

1.2 Obiectiones indolis generalis contra luris Canonici valorem iuridicum: quae ex 
identificatione lus inter et Statum et ex supposita Ecclesiae et Iuris insociabilitate oriuntur, 
Utraque positio hoc in studio refutatur, praesertim ex luris naturalis doctrina ac veri con- 


ceptus Ecclesiae. L Mere cce e j is 
2.2 Vindicatio Turis Canonici characteris iuridici: ad hoc pervenit A. relationem illius 
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considerando cum normis moralibus, socialibus moribus. atque ordinationum iuridicarum 
notis, inter quas speciatim alteritas, generalitas, vis imperativa, coercibilitas et intersubjecti- 
vitas referuntur. 

3.2 Premissis quibusdam animadversionibus circa Kelsen doctrinam et circa eius rela- 
tionem cum lure Canonico, A. suas conclusiones statuit. 


MARCELLINUs CaBreros, C. M. F. (In Universitate Pontificia Salmanticensi Profes- 
sor): Appelatio contra [udicis Delegati sententiam. Págs. 105-133. 


Appellatio contra iudicis delegati sententiam estne, delegante omisso, coram eiusdem de- 
legantis superiore proponenda? Ad hanc quaestionem solvendam, A. considerat: 

1. Evolutionem historicam: in Iure Romano et in Iure Canonico determinationes ante 
et post Codicem separatim notando; 

2? Doctrinam: principium generale statuit tribus expressum propositionibus quae sub- 
sequntur ; 

a) Appellatio non urget ex iure naturali defensionis eidem tamen est valde conformis; 

b) Coram tribunali gradus superioris est proponenda; 

c) Tribunali gradus immediate superioris generatim fieri debet. 


Firmo illo principio, A. defendit: 

a) Contra iudicis delegati. sententiam ad superiorem delegantis appellandum esse. 

b) Recursum contra delegatum generatim apud ipsum delegantem esse interponendum. 
In concreto quinque considerat casus in quibus frequenter huic recursui adest locus. 


LaunENTIUs R. SoriLLo, S. I. (In Universitate Pontificia Comillensi Profesor): Obli- 
gatio in conscientia legum civilium. Págs. 135-171. 


Quaestionem agit A. de obligatione morali normarum omnium iuridicarum ex diversis 
organis legislativis civilibus provenientium, quaecumque sint. Studium ea quae subsequntur 
amplectitur: 

1.° Legum obligationem ex earum etymologia; 

2.” Legum obligationem apud veteres; 

3. Vim legis apud antiquos philosophos latinos et graecos; 

4. Legis obligationem in S. Scriptura et SS. Patribus; 

5^ Legum civilium obligationem apud scholasticos; 

6. Legis civilis obligationem apud Ecclesiae Magisterium. 


II. DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA: COMMENTARIA 


. Laurentius MiGUÉLEZ (Universitatis Pontificiae Salmanticensis Rector): Processus ex- 
traordinarius in causis matrimonialibus. Págs. 175-191. 


Declarationem Comissionis Pontificiae Interpretationis Codicis, die 6 decembris 1943 
A. commentatur: 
Studium tres habet partes unicuique quaesito supra dictae declarationis respondentes: 


-» 1,2 Natura processus. 
2." Subiectum activum. 
3. Eius obiectum. 


A. antecedentia disciplinam Codicis praeformantia inquirit et profuse potestatem Vicarii 
generalis Officialisque relate ad mandatum speciale utrique concessum éxponit. 
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HIEREN OST ur iA Er: 


ANTONIUS ARINo ALAFONT (Doctoralis Abulae): Collectionis Canonicae “Hispana” 
editio critica. Pags. 195-201. 


‘Momentum istius collectionis considerat A. quae omnes pleno medioaevo ortas praestat, 
ob documentorum copiam eorumque fidelitatem et authenticitatem. 
Postea sequentia evolvuntur: 


1.2 Collectionis Hispanae antiquitas atque origo; 

2. Connexiones ac similitudines Epitomen inter et “Hispanam”. 

3." Editiones huius Collectionis a Collectione Conciliorum Hispaniae, Loaisa, 1593, 
usque ad Collectionem Antonii Francisci González, 1821; 


4. Novum studium criticum ac perfectum Collectionis Hispanae postulant tum eius 
valor historicus, tum excellentia scientifica nostrae Patriae, tum historiographorum iurisperi- 
torumque postulationes. 


SaBINUs ALoNso, O. P. (In Universitate Pontificia Salmanticensi Professor) : Ordina- 
riorum Parochorumque facultates relate ad tempora sacra. Págs. 203-217. 


Canonum 1.244 et 1,245 commentarium historico-exegeticum duas partes amplectens: 

|. Facultates Ordinariorum locorum dies festos itemque dies abstinentiae et ieiunii 
constituendi: 

a) Notio dispensationis. 

b) Fundamentum dispensationis in genere. 

c) Conditiones ad exercitium istius facultatis: Causa iusta; facultate in casibus singu- 
laribus uti; singulos fideles singulasve familias dispensare. 


d) Ampliores facultates Ordinariorum ex causa peculiari magni populi concursus aut 
publicae valetudinis ad dispensandum a ieiunio et ab abstinentia. 


e) Significatio verbi "locum" in cc. 1.244 et 1.245. 
f) Quinam in usu istarum facultatum parochis aequiparantur. 


LAMBERTUS DE ECHEVERRÍA (In Universitate Pontificia Salmanticensi Professor): Circa 
antistilae de las Huelgas iurisdictionem ecclesiasticam. Págs. 229-233. 


Novissimae publicationis occasionem captando insignis operis Josephi Mariae Escrivá 
circa hanc celeberrimam abbatissam, post merita plurima elogia, haec successive notantur: 


a) Pars historica, nova et accessibiliora inquirendo argumenta; 


b)  Quaestionis aspectus cisterciensis, forsan maxime oblivioni datus, in memoriam re- 
vocando influxum, fortasse exercitum, bullarum Ex parte et Ad Romani Pontificis; 


c) Pars iuridica, considerando consuetudinem forsan titulum sufficientem non fuisse 
ad iurisdictionem antistitae iustificandam, sed, prout videtur, etiam praescriptionis exsisten- 


tiam requiri. 
Adducit denique testimonium hodierni Archiepiscopi Compostellani qui ad hanc mate- 
riam quod attinet, scientiae hispanicae positionem definit. 


Jacogus CasTILLo: De binatione Missarum earumque titulus iustitiae. Págs. 235-244. 
(Perget.) E 
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Numerus sacerdotum curam animarum habentium quotidie minuens et novissimi modi 
vivendi structura exigunt Missarum binationem quae plura problemata creat. A. a non 
paucis praescindit et tantummodo quaestionem supra indicatam considerat. 

Eius studium omnes hypotheses possibiles circa Missarum iteratarum stipendia recolit 
et eas secundum lus antiquum lurisprudentiamque perpendit, denique quasdam conclusiones 
unicuique praedicabiles statuit. 

Hac in prima parte studii considerantur: 

a) dies poliliturgici; 

b) Missae pro populo; 


c) Missae fundationis. 
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L—STUDIES 


Ramón BaucELLs SERRA (Canon Doctoral and Vice-Provisor of Barcelona): La per- 
sonalidad y obra jurídica de San Raimundo de Peñafort. Pp. 7-47. 


The writer examines the juridical work of the famous canonist: 

1) In his teaching at the University of Bologna. . 

2) In his works Summa Juris and Summa de Poenitentia et Tractatus de matrimonio. 
He emphasizes the importance of the latter and the modernness and weight of the many 
questions it deals with. 

3) In the compilation of the decretals. 

4) In his prodigious activity and influence through the offices he held, his constant 
intervention in ecclesiastical affairs, his missionary efforts, his influence upon the contro- 
versies between Christians and Jews, on the Inquisition, etc. 

The article concludes with some notes on the holiness and characteristics of St Ray- 


mund and his relation to St Thomas Aquinas. 


Epuarpo F. RecatiLLo, S. J. (Dean of the Faculty of Canon Law at the Pontifical 
University of Comillas): El miedo indirecto en el matrimonio. Pp. 49-65. 


The author traces a historical survey of the impediment of fear in general and particu- 
larly of indirect fear. The first one to set forth the doctrine denying that indirect fear 
(metus inconsultus) makes matrimony null and void was Syninaldus and later Innocent IV. 
This has been the common doctrine up to our days and is constantly observed by the Sacra 
Rota in jurisprudence. 

Subsequently to the promulgation of the new Code various authors are of the opinion 
that indirect fear does annul matrimony. This statement is based on Can. 1087 and has 
acquired a somewhat firmer basis since the appearance of the second edition of CARDINAL 
GAsPARRI'S treatise De Matrimonio in 1932, where, alter relating how the Canon wasdrawn 
the Cardinal arrives at the conclusion that to-day even indirect fear should be considered a 
diriment impediment, and that courts of justice may decide accordingly. Wynen, referee 
of the Rota, availed himself of this text in the trial of Dec. 5, 1943 upholding the same 
doctrine. 

The present writer, on the contrary, thinks that even to-day courts have to abide by 
the traditional doctrine, which was always followed by the Rota even after the new Code 
came into force. Thus he would not declare marriage contracted through indirect fear null 


and void. 
José Matponapo FERNÁNDEZ DEL Torco (Professor at the University of Valladolid) : 
Acerca del carácter jurídico del ordenamiento canónico. Pp. 67-104. 


The problem of the exact qualification of canon law arose again in connection with the 
recent works of CARNELUTTI and FEDELE. The present article intends to call the attention 
of Spanish canonists on this controversy. 
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1) The-author first surveys the general objections against the juridical value of 
canon law arising from the identification of law and State and the supposed incompatibility 
of Church and law. Both errors are refuted on the basis of natural law and of the right 
conception of the Church. 

2) He then vindicates the juridical character of canon law examining its relation to 
moral principles, social uses, and the characteristics of juridical regulations. Among these 
he analyzes especially bilaterality, generality, imperativity, coercibleness, and intersubjecti- 
bility. 

3) He finally makes some observations about the Kelsenian doctrine and its relation to 
canon law and sets down his conclusions. 


MARCELINO CABREROS, C. M. F. (Professor at the Pontifical University of Salaman- 
ca): Apelación contra la sentencia del Juez delegado. Pp. 105-133. 


Should the appeal from the sentence of the delegated judge be proposed before the su- 
perior of the delegating person, omitting the latter? In order to answer this question the 
author considers: 

1) Its historical evolution. He examines it both in Roman and in canon law, distin- 
guishing in the latter between the period preceding and the one subsequent to the Code 
now in force. 

2) Its doctrinal contents. He sets forth a general principle contained in the three 
following propositions: 

a) Though not obligatory, the appeal is consonant with the natural right of defense. 

b) It has to be proposed before a superior court. 

c) Generally this has to be the inmediately superior one. 

This principle permits the author to demonstrate that: 

a) From the sentence of the delegated judge one has to appeal to the superior of the 
delegating person. 

b) Recourse against the delegated judge is generally presented to the delegating per- 
son. The author examines concretely the five cases in which this recourse mostly takes place. 


Lorenzo R. SoriLLo, S. J. (Professor at the Pontifical University of Comillas): La 
obligatoriedad de las leyes civiles en conciencia. Pp. 135-171. 


The writer studies the theme of the moral obligation arising from all the juridical rules 
enacted by any civil legislative body whatsoever. 

He covers the following topics: 

1) Binding force of law according to its etymology. 

2) Binding force of law according to the ancients. 

3) Value of law according to Greek and Latin philosophers. 

4) Binding force of law according to the Holy Scriptures and the Fathers. 

5) Binding force of civil laws according to the scholastics. 

6) Binding force of civil law according to the teaching of the Church. 


II. COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


Lorenzo MicUÉLEZ (Rector of the Pont. Ecclesiastical University of Salamanca) : 
Procedimiento extraordinario en las causas matrimoniales. Pp. 175-191. 


The writer expounds the declaration made on Dec. 6, 1943 by the Pontifical Com- 
mission for the Interpretation of the Code of Canon Law. 


£584 d. 


The study falls into three parts corresponding to each of the topics covered by the 
declaration: 


1) Nature of the process. 

2) Active subject. 

3) Object of the same. 
. He examines the antecedents determining the discipline of the Code and devotes special 
attention to the powers of the Vicar-General and of the Provisor in relation to the special 
charge entrusted to each. 


GUTEN OT ES 


ANTONIO ARIÑO ALAFONT (Canon Doctoral of Avila): Edición SUECO de la colección 
canónica “hispana”. Pp. 195-201. 


The writer considers the importance of this collection which, thanks to its documental 
wealth and the purity and authenticity of its contents, stands out among those compiled in the 
early Middle Ages. 

He then suggests the following considerations: 

1) Origin and antiquity of the Hispanic Collection. 

2) Relations and similarities between the Epitome and the Hispana. 

3) Editions of the Collection from Loatsa’s Collectio Conciliorum Hispaniae in 1593 
to the edition by D. Antronio FRANcIsco GONZÁLEZ in 1821. 

4) Necessity of a new and complete critical study of the Hispanic Collection impo- 
sed by its historical value, by the scientific reputation of this country, as well as by the 
requests of historians and jurists. 


SaBiNo ALoNso, O. P. (Professor at the Pontifical University of Salamanca): Atribu- 
ciones de los Ordinarios y de los Párrocos en orden a los tiempos sagrados. Pp. 203-217. 


It is a historical and exegetical commentary on Canons 1244 and 1245 divided into 
two sections: 

1) Faculties of the local ordinaries for fixing feast-days and days of fast and 
abstinence. i 

2) Faculties of the ordinaries and of parish priests to grant dispensations in such 
matters : 

a) Notion of the dispensation. 

b) Reasons for the dispensation in general. 

c) Conditions for the exercise of this faculty: just cause; application to particular 
cases; dispensation of the faithful individually or of families. 

d) Ample powers of the Prelates for dispensing from fasting and abstinence on 
occount of the numerous concourrence of the faithful or of public health. i 

e) Meaning of the word “locus” in Canons 1244 and 1245. ; 

f) Those who enjoy the same powers as the parish priests in the exercise of these 
faculties. 


LAMBERTO DE EcHEVERRÍA (Professor at the Pontifical University of Salamanca): En 
torno a la jurisdicción eclesiástica de la abadesa de Las Huelgas. Pp. 219-233. 


The writer considers a recent publication on the famous abbess due to the pen of 
D. José María Escrivá. After praising the great merits of the book, he analyzes: 
1) The historical aspect of the question, pointing out new and more accessible sources 


for its study. 
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2) Its Cistercian aspect, to which perhaps too little attention was paid. The writer 
recalls the part which the bulls Ex parte and 4d Romani Pontificis may have played. 

3) Its juridical aspect, pointing out how custom might not be a sufficient title to 
justify the jurisdiction of the abbess, a case in which prescription seems to be required. 

He concludes quoting some paragraphs of the actual Archbishop of Santiago fixing 
the position of Spanish investigation with regard to this question. 


E 


SaNTIAGO CASTILLO: Las Misas binadas y el título de justicia. Pip. 235-244. (To be 


continued.) 


The decreasing number of priests devoting themselves to the cure of souls and the 
requirements of modern life have extended the practice of celebrating Mass twice on the 
same day. Among the many problems arising from it, the author chooses the one indicated 
in the title of his article. 

He surveys the various hypotheses one can think. of in relation to stipends offered for 
two masses to be celebrated on the same day by the same priest, examining them in the 
light of ancient law and jurisprudence and arriving at some general conclusions which can 
be applied to each of them. 

In the first part of his study he examines: 

a) Polyliturgical days. 

b) Masses pro populo. 


c) Foundation Masses. 
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